


¿Qué está aconteciendo en el proceso de transformación 
que vive Bolivia desde 2003? Este libro presenta seis 
aproximaciones teóricas, planteadas desde distintas 
disciplinas, al complejo panorama del país. En los seis 
artículos —que abordan el análisis de las dimensiones 
económica, política, social, territorial, jurídica y cultural—, 
se aprecia la tensión entre cambio y permanencia que rige 
hasta ahora el desarrollo de las diferentes acciones, tanto 
del Estado como de los sectores vivos de la sociedad. Se 
trata de una contribución a la necesaria reflexión teórica 


sobre el poder y el cambio que están delineando a la 


Bolivia actual. 
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Presentación 


Bolivia vive transformaciones profundas desde el año 2003. La crisis 
política expresada en la renuncia de dos presidentes y el adelanto de 
las elecciones nacionales para diciembre de 2005, así como el quiebre 
del sistema tradicional de partidos políticos concluyó con la victoria 
electoral del Movimiento al Socialismo por mayoría absoluta y el arribo 
de Evo Morales al poder. 


La necesidad de reflexionar sobre este proceso de cambio, sus diversas 
facetas, sus aspectos escondidos y sus efectos sobre la gobernabilidad 
democrática motivó a la Embajada del Reino de los Países Bajos a 
llevar adelante la convocatoria para proyectos de investigación “Poder 
y Cambio en Bolivia: 2003-2007”. Esta convocatoria, coordinada por 
el Programa de Investigación Estratégica en Bolivia (PIEB) tuvo como 
telón de fondo el documento analítico conceptual del Ministerio para 
la Cooperación al Desarrollo del Reino de los Países Bajos “Power and 
Change: 2007”, en el que, a partir de iniciativas similares, se analiza 
los procesos de cambio que se dan en otros países. 


Seis equipos de investigadoras/es trabajaron entre marzo y noviembre 
de 2008 en trabajos orientados al análisis de la transición que vive Bo- 
livia, vinculando sus rasgos y efectos a las características que adquiere 
la gobernabilidad democrática. 


En las investigaciones —que abordan el análisis de las dimensiones 
económica, política, social, territorial, jurídica y cultural desde dife- 
rentes disciplinas— se nota una atención a la tensión entre cambio y 
permanencia. Las/os investigadoras/es se detienen en los factores de 
carácter histórico-fundacionales que son residentes del cambio, pero 
también en otros que tienen que ver con nuevas reglas de juego y 
su impacto en esta etapa de transición. La necesidad de construir un 
campo normativo común resalta fuertemente como una conclusión 
de las investigaciones, así como la visión plural sobre las realidades 
del país. 
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En las siguientes páginas, el lector encontrará el resultado de esta con- 
vocatoria del PIEB, plasmada en seis trabajos que recogen la más rele- 
vante información y análisis para cada uno de los estudios de “Poder 
y Cambio en Bolivia: 2003-2007”. En este esfuerzo destacan: “Control 
estatal de recursos naturales y rentismo”, escrito por Roberto Laserna 
(coordinador), Carlos Miranda y Napoleón Pacheco, “Los caminos del 
cambio: transformaciones en el sistema político boliviano, 2003-2008”, 
de Eduardo Córdova (coordinador), Marlene Choque y Benjamín San- 
tisteban; “Democracia, poder y cambio político en Bolivia”, de Luis 
Tapia (coordinador), Patricia Chávez y Dunia Mokrani; “Poder, cambio 
y reconfiguración del territorio en la Bolivia de hoy”, de Fernando Pra- 
do (coordinador) e Isabella Prado; “Territorialidad, política y reforma 
constitucional en Bolivia”, de Gonzalo Vargas (coordinador) y Daniel 
Moreno; y “Nuevas dinámicas de territorio y poder: materiales para 
reflexionar acerca de las luchas local/regionales en Bolivia”, de Sarela 
Paz (coordinadora), Fernando García y Fernando Garcés. 


El libro cierra con “Estado Plurinacional: economía y política”, discurso 
del señor Vicepresidente del Estado Plurinacional de Bolivia, Álvaro 
García Linera, en el coloquio de presentación de los resultados de 
las seis investigaciones, que se realizó en noviembre de 2008. Este 
texto, revisado y aprobado por el autor, constituye un valioso aporte 
al libro, planteado desde la reflexión académica, pero a la vez desde 
el ámbito del Estado, y eso nos brinda una articulación reflexiva entre 
teoría y realidad. 


To Tjoelker-Kleve 


Consejera y Jefa de Cooperación 
de la Embajada del Reino 
de los Países Bajos 


I 


Control estatal de recursos 
naturales y rentismo 
Roberto Laserna Rojas 


Carlos Miranda Pacheco 
Mario Napoleón Pacheco Torrico 


La fila se extiende por casi setenta metros, pegada a la pared al princi- 
pio para luego hacer un giro y atravesar la calle. Hay niños y ancianos, 
muchas mujeres y pocos hombres en esa larga fila. Todos muestran 
señales de cansancio e impaciencia. Algunos vehículos llegan cerca 
de donde está la fila, pero de inmediato retroceden, comprensivos, 
solidarios con lo que saben que es un acto de protesta. Un acto justo 
de protesta, como se ve de inmediato por las garrafas de gas que tie- 
nen todos los que forman esa larga cola. “No hay gas” dice la pizarra 
colgada al lado del portón donde comienza la cola, pero dos policías 
que se encuentran ahí piden paciencia: “Ya llega el camión”. Pacientes, 
todos los vecinos que se encuentran allí convierten su espera en un 
acto de protesta bloqueando la calle con su silencio, su cansancio y 
sus garrafas. 


En esa misma esquina, en octubre de 2003, muchos se juntaban, tal 
vez eran los mismos, para sumarse a las protestas que llevaron a la re- 
nuncia del Presidente Gonzalo Sánchez de Lozada, acusado de querer 
vender nuestro gas a Chile. Todavía se recuerda esas jornadas, pero la 
sensación de heroísmo de los primeros años ha ido cediendo paso a 
la tristeza, a la sensación de que, una vez más, tanto sacrificio fue en 
vano. El gas no salió ni a Chile ni por Chile, pero ahora tampoco hay 
para llenar las garrafas que cada uno necesita en su casa. 


Las explicaciones del gobierno se refieren al contrabando y a veces 
al boicot de las transnacionales, pero no suenan convincentes. En la 
memoria de la gente está todavía fresca la imagen de la abundancia. 
De trillones de pies cúbicos de gas natural apetecidos por brasileños, 
mexicanos, argentinos y chilenos. De miles de millones de dólares en 
exportaciones y en reservas internacionales. De la soberanía que se 
prometía recuperar con Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos 
(YPFB), el rombo en el casco de aluminio que lucía el Presidente 
Morales. La gente en la cola no menciona nada de esto, su molestia se 
desvía hacia el camionero que tarda, el Superintendente que corre de 
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un lado a otro, los policías que piden paciencia. Tal vez, en el fondo, 
sospechen que son también responsables de sus garrafas vacías. 


1. EL PÉNDULO DE LOS HIDROCARBUROS 


La situación descrita se la anticipaba al finalizar la primera mitad de la 
década de 1990. Entonces era cercano el riesgo de desabastecimiento 
interno y la imposibilidad de ampliar las exportaciones, que colocaban 
al país en una situación difícil y al sector de hidrocarburos al borde de 
la crisis. Las exportaciones caían y la producción de petróleo estaba 
estancada, anticipando dificultades para abastecer el mercado interno 
(Gráfico 1). 


Gráfico 1. Producción de petróleo y condensado y exportación de gas 
natural a la Argentina, 1980-1996 
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de información de YPFB. 


En 1995 las reservas de gas natural (probadas y probables) alcanzaban 
a 4,33 TCF! y las de petróleo (probadas y probables) a 118 millones de 
barriles? Tales niveles de reservas no eran suficientes para satisfacer 
la demanda interna de líquidos. Se estimaba un déficit de producción 
que desde 2002 habría llegado a 612 barriles/día, en 2005 a 7.951 
barriles/día y en 2010 a 19.830 barriles/díaS, 





TCF = trillones de pies cúbicos americanos. 


Carlos Royuela. Cien años de hidrocarburos en Bolivia (1896-1996), La Paz- 
Cochabamba, 1996, p. 187. 


3 Ibid., p. 239. 
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Tomando en cuenta las restricciones del Tesoro General de la Nación 
(TGN) y la debilidad de YPFB para financiar un plan de inversiones 
mínimo, el gobierno se vio en la necesidad de desarrollar una estrategia 
para captar inversión extranjera que pudiera llevar a cabo las tareas 
necesarias para aumentar las reservas de hidrocarburos. Esta estrategia 
tuvo tres componentes: nuevos términos en el acuerdo de venta al 
Brasil, una nueva Ley de Hidrocarburos y la capitalización de YPFB. 


La renegociación del contrato de venta al Brasil logró duplicar el vo- 
lumen de exportación, aumentando el precio base e incluyendo un 
mecanismo de reajuste. En sociedad con Petrobras, Bolivia también 
retuvo 85% de la propiedad del gasoducto en el tramo boliviano y 
consiguió el 20% en el tramo brasileño. El siguiente paso fue disponer 
de un marco legal moderno y competitivo, con el fin de “promover la 
inversión privada en forma masiva, dirigida a encontrar y desarrollar 
reservas de gas suficientes para cubrir con producción nacional el 
contrato de venta al Brasil, ya celebrado ese año, y facilitar la inversión 
en la construcción del gasoducto a dicho país”*, 


Bajo un nuevo marco legal, que sobre todo estableció una estructura 
tributaria flexible a fin de permitir el aprovechamiento de campos de 
alta y baja productividad, YPFB firmó contratos de riesgo compartido 
para realizar labores de prospección, exploración y explotación. 


La estructura de impuestos y regalías de la Ley 1694 no estaba alejada 
de la vigente en los países vecinos. En Argentina y Brasil las regalías 
son menores y en Perú también, con la característica de que son ajus- 
tables a sola definición del Poder Ejecutivo. Los impuestos a las utili- 
dades son menores en comparación a la Argentina y al Perú, pero en 
Bolivia se estableció un impuesto sobre la remisión de utilidades que 
no había en los otros dos países, lo que representaba un incentivo a 
la reinversión. El Impuesto a las Transacciones (IT) es mayor que en la 
Argentina pero menor que en el Brasil y en los otros países no existe. 
El Impuesto al Valor Agregado (IVA) es más reducido en comparación 
a la Argentina, Brasil y Perú, y es ligeramente mayor que en Ecuador. 
El surtax en Bolivia era el promedio de la escala vigente en Brasil y no 
existe en la Argentina, Ecuador y Perú. En síntesis, la estructura creada 
en Bolivia no era menor sino más flexible, estimulaba la reinversión y 
permitía competir incluso con campos petroleros pequeños. 





Carlos Miranda. “Cincuenta años de legislación petrolera en Bolivia”, en T'inkazos. 
Revista Boliviana de Ciencias Sociales. No. 18 (La Paz) (Mayo, 2008), p. 20. 


Múller y Asociados. Informe confidencial. No. 126 (Gulio-agosto, 2003). El régimen 
impositivo en el sector hidrocarburífero boliviano. 


u 
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Pero ni el contrato ni la nueva ley eran suficientes, por lo que la estra- 
tegia se completó con la Ley de Capitalización. Esta implicó un doble 
proceso: de transferencia de las acciones estatales a los ciudadanos, 
mediante la creación de un fondo para pagar pensiones universales 
de vejez y la ampliación de la capacidad productiva de las empresas 
con la incorporación de capitales privados que, además, incorporaban 
tecnología y sistemas de gestión. 


YPFB dio lugar a tres empresas, dos de exploración y producción 
(Andina y Chaco) y la tercera del transporte por ductos (Transredes), 
y lo que quedó de ella se concentró en representar al Estado en la 
propiedad de los yacimientos, participando en los contratos de riesgo 
compartido, fiscalizando la exploración y producción, refinando y 
comercializando aceites y combustibles y agregando las operaciones 
de venta de gas natural al Brasil. 


En este marco se firmaron 76 contratos de riesgo compartido entre 
YPFB y varias empresas petroleras privadas”, lográndose resultados 
inmediatos ya que la capitalización implicaba precisamente que los 
socios no desviaran su dinero a la compra de activos viejos, sino que 
invirtieran sus aportes. Los resultados sobrepasaron los compromisos 
de inversión pactados (Cuadro 1). 


Cuadro 1. Empresas petroleras capitalizadas: inversiones realizadas 
1997-2003 
(Millones de US$) 























Inversión Diferencia 
Empresas S 5 5 
Comprometida Realizada | Millones de US$ % 
Petrolera Chaco 306,7 484,5 177,8 58,0 
Petrolera Andina 264,8 645,0 380,2 143,6 
Transredes 263,5 659,7 296,2 112,4 
Total 835,0 1.789,2 854,2 114,3 




















Fuente: Elaboración propia sobre la base de: Oficina del Delegado Presidencial para 
la Revisión y Mejora de la Capitalización. Las capitalizadas en cifras. Ejecución de 
inversiones. Cuaderno No. 3 (2003); Delegación Presidencial para la Revisión y Mejora 
de la Capitalización. 10 años de la Capitalización. Propuesta de mejora de la capita- 
lización (Documento de trabajo) (Noviembre, 2004). 





6 Carlos Miranda. “Cincuenta años de legislación petrolera en Bolivia”, op. cit. p. 20. 
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Además, las inversiones de las empresas capitalizadas indujeron a las 
otras empresas privadas a realizar inversiones significativas en explo- 
ración y explotación de los yacimientos que controlaban. 


En conjunto, en exploración, explotación, compresión y transporte, 
entre 1997 y 2005, se invirtieron US$ 4.406,6 millones, cifra inédita 
en la historia económica de Bolivia. Como consecuencia de ello, las 
reservas aumentaron más de ocho veces (Gráfico 2). 


Gráfico 2. Inversiones y reservas 
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de: 1996-2005: información de YPFB; 2006: 
Cámara Boliviana de Hidrocarburos. Revista. Petróleo y gas. N* 52 (Octubre-diciembre, 
2007). 


TCF = Trillones de pies cúbicos. 


2006 = Estimaciones. 


Las exportaciones de hidrocarburos aumentaron también, sobre todo 
desde 2005, debido a la expansión de las ventas de gas natural al 
Brasil, tanto en volumen como en precio. Gracias a esto, las expor- 
taciones totales, que durante los años noventa y hasta 2002 llegaban 
al promedio de US$ 968,4 millones, alcanzaron entre 2003 y 2007 un 
promedio de US$ 2.938,8 (ver Gráfico 3). 
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2. EL GAS EN LA POLÍTICA RECIENTE 


El gas ha ocupado el centro de la preocupación política en el último 
decenio, en un proceso que ya se veía venir desde mucho antes, 
como se describirá luego. El advenimiento de un nuevo boom ex- 
portador, percibido por muchos como la última oportunidad que nos 
da la naturaleza para superar el desarrollo, ya estuvo presente en la 
oposición a la dictadura militar en los años 1970 y fue aumentando 
en importancia al ritmo que aumentaban las reservas y los recursos 
fiscales provenientes de su explotación. Junto con el descubrimiento 
de la riqueza, llegó el debate sobre su control y renació el ímpetu 
nacionalizador y estatista. 


2.1. La nacionalización en el discurso político 


La nacionalización de los recursos naturales, que en realidad se re- 
fiere a la apropiación estatal de los yacimientos de hidrocarburos y 
minerales, implicó, a veces, la expropiación de las empresas que los 
explotaban en un acto que simbolizaba el control estatal de los re- 
cursos. Simbolizaba, porque en los hechos lo que se buscaba era la 
apariencia del control, pues siempre se terminaba retribuyendo a las 
empresas mediante indemnizaciones o compras”, y porque desde la 
Constitución de 1938 se definieron “de dominio originario del Esta- 
do” a “todas las sustancias del reino mineral”, incluyendo las aguas, 
y como “propiedad pública” se definieron “los bienes del patrimonio 
de la Nación”. Esta definición, con variaciones de redacción, ha es- 
tado en todas las constituciones bolivianas, por lo que la tradición 
política de las nacionalizaciones no ha hecho más que recordar que 
el Estado ejerce la propiedad de los recursos a nombre de la Nación, 
buscándose un símbolo político que elimine una supuesta amenaza 
sobre esa propiedad: los barones del estaño en 1952, la Gulf en 1969, 
Petrobras en 2006, como lo fue la Standard en 1937. 


Afirmar la propiedad colectiva de los recursos parece ser un ritual 
colectivo destinado a satisfacer la necesidad de recuperar el control y 





U 


A» 


A tiempo de escribir estas notas (enero de 2009) el gobierno “nacionalizó” por 
decreto las acciones de Pan American Energy en la empresa Chaco, disponiendo un 
pago de 233 millones de dólares por ellas. Se trata de una compra empaquetada, 
por razones políticas, como una expropiación. No es casual que ello ocurriera en 
vísperas del referendo constitucional (La Razón, 24.1.08). 
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aprovechar una riqueza que se presiente inmensa y se sabe vulnerable. 
Esta necesidad está profundamente enraizada en la cultura política bo- 
liviana, como lo destaca Guillermo Francovich al identificar Los mitos 
profundos de Bolivia, cuando estudia el impacto cultural que ha tenido 
el mito del Cerro Rico, y que en cierto modo ha sido traducido luego 
al petróleo, estaño y gas. Ese ritual de nacionalizaciones ha justificado 
los golpes militares de David Toro (1937) y Alfredo Ovando (1969) y 
ha motivado las sublevaciones populares de abril de 1952, que inició 
la “revolución nacional” presidida por Víctor Paz Estenssoro, y la de 
octubre de 2003, que abrió el camino de la elección de Evo Morales 
y su proyecto de “revolución democrática cultural”. 


En el discurso de la nacionalización, sistematizado por intelectuales 
de gran pasión y maestría, como Carlos Montenegro, Sergio Almaraz, 
Marcelo Quiroga y René Zavaleta*, se fusionan los conceptos de nación 
y Estado de manera que el control estatal de los recursos naturales 
se convierte en la condición imprescindible para la construcción 
nacional, la misma que oscila entre una definición que enfatiza la 
soberanía frente a las potencias extranjeras y el desarrollo económico 
para asegurar algún bienestar para el pueblo. Pero éste, en todo caso, 
es siempre tratado de manera condescendiente y paternalista, como 
receptor pasivo de la acción nacionalista, es decir, del Estado y de 
quienes lo conducen. En el mejor de los casos es también fusionado 
en la nación, como si no pudiera tener una existencia diferenciada de 
esa idea unificadora y homogenizadora. 


En un breve estudio sobre el lugar de los recursos naturales en el 
pensamiento boliviano, Fernando Molina destaca el predominio de dos 
visiones a lo largo de la historia. La del intercambio de recursos por 
progreso, que alentó a las élites librecambistas a impulsar el desarrollo 
exportador, y la del uso de los recursos para afirmar la independencia 
y soberanía nacionales, en un momento enfatizando su dimensión 
política y en otro la económica, pero casi siempre suponiendo que la 
abundancia no es solamente una oportunidad sino la clave sobre la 
cual puede y debe erguirse el éxito nacional”. 


La “guerra del agua” del año 2000 fue una suerte de ensayo a lo que 
se produjo en octubre de 2003, en el sentido de unificar y movilizar 





Las obras más representativas de estos autores son Nacionalismo y coloniaje, Pe- 
tróleo en Bolivia, Oleocracia o patria y la Formación de la conciencia nacional, 
respectivamente. 


Ver Los recursos naturales en el pensamiento boliviano, Ed. Pulso-Columnistas.Net, 
La Paz, 2009. 
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al pueblo apelando a la necesidad de defender los recursos naturales 
(agua primero y gas después) de la voracidad transnacional. 


2.2. 2003-2005: inestabilidad política e inseguridad 
energética 


Aunque el conflicto de octubre de 2003 se inició por la detención y 
juzgamiento de un dirigente campesino local por haber presidido un 
linchamiento, el levantamiento que obligó a renunciar al Presidente 
Sánchez de Lozada terminó siendo conocido como la “guerra del gas”. 
Entre otros utilizó dos lemas centrales: “No a la venta de gas a Chile” 
y “Industrializar, no exportar”. Se planteó entonces, implícitamente, 
la nacionalización del petróleo. 


El gobierno de Carlos Mesa no tuvo la capacidad para formular o 
defender una propuesta de largo plazo y terminó por transferir al 
electorado la decisión sobre política hidrocarburífera, convocándolo 
a un referéndum realizado en 2004. Ahí se decidió: 


a) Cambiar la Ley de hidrocarburos, 


b) utilizar el gas como recurso estratégico para retornar al 
mar, e 


c) incrementar los impuestos a los contratos existentes a fin de 
aumentar la participación nacional en la renta petrolera. 


Con los resultados anteriores y mientras la elaboración de una nue- 
va ley tomaba su curso, el gobierno asumió posiciones enervantes 
en cuanto a las relaciones energéticas internacionales. Por un lado, 
ingresó a programas de corto plazo de exportación a la Argentina a 
precios preferenciales con relación a los precios con Brasil. Al mismo 
tiempo se logró que Argentina se comprometiera formalmente a no 
reexportar total o parcialmente volúmenes de gas boliviano a Chile. 
“Ni una sola molécula de gas boliviano para Chile” se convirtió en una 
condición ineludible para cualquier exportación de gas boliviano. En 
ese ambiente, tenso y confuso, las compañías privadas que operaban 
en el país se vieron obligadas a moverse con más cautela y empezaron 
a reducir sus inversiones. 


El 17 de mayo del 2005 se promulgó la nueva Ley de Hidrocarburos 
N? 3058. Ésta, difícilmente elaborada, promulgada por el Presidente 
del Senado ante la reticencia del Presidente en ejercicio, era la ante- 
sala de una nueva nacionalización de los hidrocarburos en Bolivia. 
Regionalmente, esta figura planteaba una gran inseguridad en cuanto 
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a suministros futuros de gas y, por supuesto, eliminaba la posibilidad 
de más exportaciones. 


La ilusoria posibilidad de lograr una franja soberana en el Pacífico 
utilizando el gas como elemento de presión terminó encerrando el 
gas en la mediterraneidad boliviana. 


La desconfianza hacia Bolivia se hizo evidente dos semanas después 
de que la Ley N* 3058 entrara en vigencia: los ministros de energía de 
Argentina, Brasil, Chile, Perú, Paraguay y Uruguay, en gran comitiva, 
visitaron al Presidente Toledo del Perú para solicitar el abastecimiento 
de gas de Camisea a sus mercados. 


Así nació el proyecto del Anillo Energético, que no solamente parecía 
excluir a Bolivia sino que recuperaba la tesis geopolítica argentina 
de convertirse en el centro de distribución de gas en el Cono Sur, 
sepultando la competitiva aspiración boliviana. En apenas dos años, 
la influencia boliviana se había vuelto marginal. 


A las postrimerías de las negociaciones del Anillo Energético, el go- 
bierno de la República Bolivariana de Venezuela ofreció construir un 
gasoducto de Venezuela hasta la Argentina. El proyecto fue acogido 
con entusiasmo por Brasil y Argentina pero no se ha formalizado en 
ningún acuerdo y menos avanzado en su diseño y construcción. 


2.3. La nueva nacionalización del petróleo 


En diciembre de 2005, Evo Morales logró aglutinar a todas las fuerzas 
estatistas y nacionalistas, convenció al electorado de que esa unión 
sería la base de superación de los conflictos, y así obtuvo una reso- 
nante victoria electoral. Sus principales promesas electorales eran la 
nacionalización y la reforma constitucional. Del primer tema se han 
ejecutado ya algunas acciones, como se vio antes y se describirá aho- 
ra, y pueden observarse ya resultados. Del segundo, que trataremos 
luego, solamente pueden inferirse intenciones. 


La nacionalización fue formalizada el 1 de mayo de 2006, casi un año 
después de que la Ley N* 3058 entrara en vigencia y diez meses des- 
pués de que la tributación permitiera al Estado captar el 50% de los 
ingresos. Se lo hizo a través de un decreto reglamentario de aquella 
Ley y en un entorno mundial de auge de precios. 


Bajo la presión de ese decreto se firmaron 41 nuevos contratos. Estos 
contratos son con las mismas empresas, por las mismas áreas y por el 
tiempo restante (+ 30 años) a los contratos de riesgo compartido. Los 
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productores “entregan” toda la producción a YPFB y ésta la comer- 
cializa. El sistema de transporte de gas y de distribución de productos 
ha sido totalmente absorbido por YPFB, que ha tomado control de 
las operaciones por sí misma o a través de contratos de operación 
remunerados a las empresas en dinero y no en especie. 


Bajo estas condiciones, la producción se ha estancado en + 38-40 
MMm3/D de gas y + 48-50.000 bpd de petróleo (ver Gráfico 4). 
Estos niveles abastecen la demanda interna y los compromisos de 
exportación a Brasil, pero han obligado a suspender el suministro a 
Cuiabá y a la distribuidora COMGAS de Sao Paulo. Los precios del 
gas exportado siguen normados por lo contratado, aunque se logró 
el reconocimiento del precio de los licuables contenidos en el gas. 
Las refinerías que YPFB vendió a Petrobras han sido recompradas, 
igual que todo el sistema de transporte de productos, además el con- 
trol accionario (50% + 1) de Andina S.A. y Chaco S.A. y el sistema de 


comercialización al por mayor”. 


Estas inversiones públicas, sin embargo, no han ampliado en nada la 
capacidad productiva del país. Los inversionistas externos han sido 
desplazados por razones ideológicas, y de ese modo se erosionó aún 
más la credibilidad internacional de Bolivia**, 


YPFB y Energía Argentina S.A. (ENARSA) suscribieron un nuevo contrato 
de venta de gas boliviano por 20 años a partir de 2007 con la provisión 
de 7,7 MMm3/D, para llegar a 27,7 MMm3/D en 2010. No se ha podido 
cumplir el mínimo. El abastecimiento interno tiene un creciente déficit, y 
cuando Brasil compra todo lo previsto + 31-32 MMm3/D) queda apenas 
un saldo de uno a dos MMm3 para exportar a la Argentina”. 





La “inversión” pública de recuperación de las empresas ha sido de 112 millones 
de dólares en la recompra de las refinerías, 120 en las acciones en Transredes, 20 
las instalaciones de la CLHB y 233 en las acciones de Chaco, a lo que hay que 
añadir las acciones de Andina, cuyo monto no ha sido difundido. Algunas de estas 
cifras aumentarán cuando concluyan los reclamos y arbitrajes que han solicitado 
empresas afectadas. Pero el costo solamente puede aumentar. 


El más reciente Informe Global sobre Petróleo del Fraser Institute coloca a Bolivia 
encabezando los índices de desconfianza de los inversionistas y en una situación 
mucho peor que la de Irán, Cuba y Angola. Ver Global Petroleum Survey 2008, 
Fraser Institute. 


Al momento de escribir estas notas, hay informaciones contradictorias acerca de las 
compras de Brasil. Primero, Petrobras anunció que compraría lo mínimo acordado, 
pero luego dijo que subiría sus compras, probablemente por razones políticas, 
pues el presupuesto fiscal boliviano sería severamente afectado por esa caída de 
ingresos de exportación. La caída temporal de las exportaciones ha alentado a las 
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Las compañías petroleras no realizan inversiones para aumentar la 
producción y cada vez se perfora menos (ver Gráfico 5). 


Gráfico 5. Pozos perforados: 1998-2007 
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Como parte del rechazo a las compañías petroleras extranjeras, se ha 
otorgado a YPFB más de tres millones de hectáreas!?* con la inten- 
ción de que sean exploradas en sociedad con las empresas estatales 
“amigas”: 60% YPFB y 40% la amiga, seleccionada políticamente y sin 
licitación. Por estas razones, el mapa petrolero de Bolivia ahora luce 
como se ve en el Mapa 1 (ver Anexo). En el área reservada a YPFB, 
la empresa estatal ha llegado a un contrato de sociedad con Petróleos 
de Venezuela S.A. (PDVSA), que figura bajo el nombre de PetroAndina 
S.A., siendo éste el primer contrato de esa naturaleza. Fue negociado 
al margen de la Ley de Hidrocarburos y prevé un convenio de estu- 
dios del área con YPFB por un tiempo indeterminado y después la 
conformación de una sociedad anónima mixta con YPFB (60/40) para 
trabajar el área por cuarenta años. 





autoridades a anunciar que con ello habría gas para el Mutún, cuando ese proyecto 
está paralizado porque ni siquiera se han saneado las tierras que se otorgó a la 
concesión minera. 


13 Decreto Supremo N* 29130, de 13 de mayo de 2007. 
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La inversión petrolera en Bolivia empezó a descender desde 2003, y 
ahora está en niveles apenas suficientes para abastecer con dificultades 
el mercado interno y el contrato de exportación al Brasil. 


La caída en las inversiones se refleja en la disminución de reservas de 
gas y petróleo. El problema se agrava por el hermetismo oficial que 
no proporciona información. El resultado de ambos factores se puede 
ver en el Gráfico 2, que ilustra los datos del Cuadro 2. 


La crisis energética de la región ahora es evidente. Las reservas ar- 
gentinas disminuyen y también las bolivianas, las brasileñas aumentan 
ligeramente. Venezuela sigue contando con las mayores reservas del 
continente, pero su explotación está sujeta a la del petróleo. 


Esta situación tiene mayor significación cuando se toman en cuenta 
los datos de penetración energética del gas. Argentina es una de las 
economías más gasificadas del mundo: el gas genera el 55% de la 
energía que consume. También para Chile el gas es imprescindible (+ 
25%). El consumo de gas en Brasil representa + 9% de su consumo 
energético, pero Petrobras ya está avanzando con inversiones para 
reducir su dependencia del abastecimiento boliviano. 


Nos encontramos, pues, en una situación contrapuesta a la que se vivía 
a fines de los noventa, cuando Bolivia resaltaba por sus reservas y por 
el cumplimiento meticuloso de sus compromisos de exportación. Los 
países vecinos percibían que el país podía satisfacer sus demandas a 
corto plazo y promover la integración a través de ductos adicionales 
de exportación. La política petrolera que llevó a Bolivia a ese sitial 
fue interrumpida en 2003 por el movimiento nacionalista y estatista 
que destruyó meticulosa y sistemáticamente esa imagen e inhabilitó la 
posibilidad de que el país ocupe una posición geopolítica relevante, 
como se verá de inmediato. Difícilmente se volverá a presentar una 
oportunidad similar, pues los países del Cono Sur han empezado a 
enfrentar sus crecientes necesidades de gas natural mediante la im- 
portación de LNG. 
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Cuadro 2. Evolución de inversiones y reservas 
de hidrocarburos 



















































































Inversiones 
y (exploración, 
Gas natural Petróleo Sa ón 
y transporte) 

Trillones de Millones de Millones de 

pies cúbicos barriles U$ 
1990 43,1 
1991 73,6 
1992 82,5 
1993 50,8 
1994 86,5 
1995 110,0 
1996 99,0 
1997 3,8 116,1 275,9 
1998 4,2 141,9 633,6 
1999 5,3 151,9 1.147,0 
2000 18,3 396,5 657,0 
2001 23,8 440,5 460,0 
2002 27,4 477,0 812,3 
2003 28,7 486,1 292,1 
2004 27,6 462,3 236,0 
2005 26,7 465,2 244,3 
2006 19,3 375,0 240,0 
2007 18,1 358,0 214,3 
2008 








3. EL GAS EN LA GEOPOLÍTICA DEL CONO SUR 


El Mapa 2 (ver anexo) muestra el desarrollo del LNG y, a la derecha, 
el grado de adopción a 2008. En primer lugar está la Argentina, que 
recibe entre 8-10 MMm3/D de LNG en instalaciones rápidamente 
construidas en Bahía Blanca para recibir el combustible a través de un 
barco regasificador anclado en el puerto. Brasil, adoptando un siste- 
ma parecido, empieza a recibir LNG en dos puertos y está planeando 
cuatro puertos. Chile tendrá sus instalaciones concluidas en Quintero 
para el consumo de LNG en el sur y una estación de descarga en 
Mejillones, similar a la brasileña. En Perú, las crecientes inversiones 
en Camisea y área circundante están descubriendo mayores reservas, 
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reforzando la construcción de una planta de licuefacción en Pampa 
Melchorita para distribución de Lima. 


La producción boliviana habría evitado la importación de LNG a 
la región en más o menos 50 MMm3/D, lo que hubiese significado 
más que duplicar la actual capacidad productiva y exportadora. Ello 
hubiese puesto a los campos bolivianos en intensa actividad, expan- 
diendo inversiones y empleo. El giro nacionalista en el manejo de 
esos recursos lo impidió. 


La seguridad energética, concebida como el suministro ininterrumpido 
de energía, es un tema de creciente importancia en la agenda interna- 
cional'*, Los avances tecnológicos y la conciencia ambiental han puesto 
al gas natural en una posición privilegiada ya que es el combustible 
fósil menos agresivo para el medio ambiente. 


El gas no es un “commodity” comercializado mundialmente con pre- 
cios de referencia. La mayor parte del gas todavía se comercia regio- 
nalmente a través de una infraestructura costosa y fija en el territorio, 
los ductos. El gas natural licuificado (GNL) a -160* C y transportado por 
barcos tanques ha flexibilizado muchísimo el mercado y ampliado las 
posibilidades de comercialización del gas, pero todavía no lo convierte 
en otro “commodity”. Menos de un tercio (29%) del gas se comercializa 
como GNL. Por eso, los contratos de compra-venta son difíciles de 
concretar aunque son determinantes para el desarrollo de la industria 
y están inevitablemente interrelacionados con la geopolítica. 


La historia gasífera de Bolivia empezó a fines de los sesenta, cuando 
la concesionaria Bolivian Gulf Oil Co. descubrió importantes yaci- 
mientos de gas y condensado en Santa Cruz (Río Grande y Colpa). 
En ese momento, Argentina terminaba de construir su gasoducto al 
norte y firmó un contrato por veinte años a precio fijo. El sólo hecho 
de vender gas, que por entonces se consideraba un subproducto sin 
valor que se venteaba o quemaba, resultaba un buen negocio. Para 
ello se construyó el gasoducto de Colpa a Yacuiba, el primero de 
exportación en el continente. 


La exportación de gas boliviano se demoró por la nacionalización de 
1969, pero finalmente empezó el 1 de mayo de 1972 enviando a la 
Argentina 4,.5 MMm3/d. La producción boliviana ingresó a ocupar un 
lugar relevante en el mercado energético del Cono Sur. 





dl “Petropolitics in Latin America”, Arriagada, Genaro, InterAmerican Dialogue, 


December 2006. 
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Una vez consolidada la exportación a la Argentina, Bolivia comenzó 
tratativas para el suministro de gas al Brasil'?. Esas negociaciones culmi- 
naron con la celebración del Acuerdo de Complementación Industrial, 
el 22 de mayo de 1974 en Cochabamba?*. 


En ese tratado se acordó la venta de gas por veinte años a un precio 
a convenirse después de la definición del financiamiento del ga- 
soducto. Adicionalmente, como reciprocidad a la venta de gas, Brasil 
se comprometió a abrir su mercado, sin aranceles, a los productos 
siderúrgicos a fabricarse en el Mutún, fertilizantes y cemento a pro- 
ducirse en la frontera boliviana. Además, ambos países estudiarían la 
factibilidad de elaborar en la frontera plásticos con el gas boliviano. 
En síntesis, se sentaron las bases para el establecimiento de un polo 
de desarrollo binacional en el área de Puerto Suárez”. Finalmente, 
para la realización de estudios de factibilidad en cuanto a la forma de 
encarar el desarrollo del Mutún y la siderurgia boliviana, Brasil donó 
a Bolivia $US 10 millones. 


La resistencia política enfrió el entusiasmo de los dos gobiernos (Bo- 
livia y Brasil) y, finalmente, los estudios se diluyeron en conclusiones 
ambiguas acerca del aprovechamiento del Mutún. La producción 
boliviana quedó cautiva del mercado argentino. 


Antes de que concluyera ese contrato, visitó La Paz una frondosa dele- 
gación empresarial brasileña acompañada de una misión de Petrobrás 
(noviembre de 1991) para expresar el deseo oficial y empresarial de 
adquirir gas boliviano. La espectacular visita, con una flotilla de más 
de 60 jets ejecutivos, sentó las bases para la venta de gas y la presen- 
cia de Petrobrás para explorar y desarrollar campos de gas para ese 
mercado, además de colaborar en la construcción del gasoducto que 
se requería**, 





15 “Una tarde lluviosa en Río”, Miranda Pacheco, Carlos, Presencia, septiembre 9, 


1996, es un recuento históricamente exacto del inicio de las negociaciones. 


16 Acuerdo firmado en la entrevista de Presidentes Banzer-Geisel. Este acuerdo fue 


duramente criticado por partidos jóvenes como el Movimiento de la Izquierda Revo- 
lucionaria (MIR) y el Partido Socialista 1 (PS-1) y por dirigentes políticos de relieve, 
como Marcelo Quiroga Santa Cruz. Ver Oleocracia o patria, Ed. Siglo XXI, México. 


Referirse al Tratado del 22 de mayo de 1974 y documentos anexos. 
La geoestrategia de GE en Argentina parecía continuar el contrato con Bolivia, 
construir un gasoducto similar al actual (GNEA) y abastecer a Brasil por el sur. 


Este plan fue presentado en la Conferencia Mundial de la Energía en 1990 en 
Munich. 
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La combinación de reservas, mercados, gasoductos existentes y en 
planificación, más la posición geográfica central de nuestro país, 
permitieron formular la tesis geopolítica de convertir a Bolivia en el 
centro de producción y transporte de gas del Cono Sur (el “gas hub”), 
disputando esa ambición a la Argentina. Este planteamiento no sólo 
era de beneficio nacional por los ingresos y fletes de transporte, sino 
que además proporcionaba seguridad energética a la región al conec- 
tar las tres grandes áreas productoras (Argentina del norte, sudeste 
boliviano, y Camisea y áreas aledañas en Perú) con los mercados más 
importantes del Cono Sur. 


Con la firma del contrato de venta de gas entre YPFB y Petrobrás, 
Bolivia logró abastecer de gas a toda la zona industrial del Atlántico de 
Brasil, que representa más de cuatro veces el Producto Interno Bruto 
(PIB) de Argentina. Esa penetración al Brasil fue complementada con 
un segundo gasoducto a Cuiabá, el corazón soyero del Brasil (ver 
Mapa 3 anexo). 


Mientras Bolivia centraba su atención y actividad petrolera en el ga- 
soducto al Brasil, la iniciativa privada argentina tendió cuatro gasoduc- 
tos a Chile e introdujo el consumo del gas a ese país en condiciones 
muy ventajosas. Para el año 2000, la región tenía adicionalmente dos 
gasoductos de Bolivia a Brasil y cuatro gasoductos de Argentina a 
Chile”. 


Las reservas bolivianas seguían creciendo a un ritmo extraordinario 
y atrajeron la demanda de consumidores extra zonales, fundamen- 
talmente de Norteamérica. Para acceder a ese mercado se empezó a 
diseñar el proyecto de exportación de GNL. Este proyecto ha sido, 
técnica y geopolíticamente, el más audaz de los que se plantearon 
en la región. El proyecto se basaba inicialmente en el desarrollo del 
campo Margarita, el tendido de un gasoducto de grandes proporcio- 
nes (42” de diámetro) con un oleoducto paralelo de 20” de diámetro 
hasta un punto en la costa chilena (que podía ser Patillos), lugar en 
el que se instalarían las facilidades de licuefacción, se construiría un 
puerto especializado desde el cual se embarcaría el producto hasta 
Baja California (México) para los mercados mexicano y norteamerica- 
no. En la misma zona de embarque se construiría una refinería y una 
petroquímica para refinar el crudo y los licuables del gas boliviano. 





19 Estrictamente hablando, Argentina tendió un quinto gasoducto a Chile en Tierra del 


Fuego para incrementar el suministro a las plantas de metanol en suelo chileno. 
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Esas instalaciones podían eventualmente ser ampliadas para tratar 
crudo pesado del Ecuador o del Perú. 


El proyecto era atrevido en magnitud (más de $US 5.000 millones de 
inversión inicial), pero estaba de acuerdo a los tiempos que se vivían. 
La Conferencia de Río sobre medio ambiente y el incumplimiento al 
Protocolo de Kyoto hacían que el consumo de gas natural se expan- 
diera globalmente. En América Latina la producción y uso de GNL 
eran casi inexistentes. Sólo Trinidad y Tobago empezó la exportación 
hacia la costa este de los Estados Unidos (ver Mapa 2, lado izquierdo, 
Anexo). 


Por otro lado, para Bolivia era una maniobra geopolítica muy impor- 
tante pues le permitía ingresar al mercado internacional del gas en el 
cual las presiones geopolíticas de sus vecinos ya no tendrían fuerza 
frente a las cotizaciones internacionales del GNL. Se podía superar 
la “cautividad” que representaban los gasoductos y vender el gas en 
cualquier mercado, dependiendo de los costos de transporte y la 
existencia de plantas de regasificación. 


Adicionalmente, el ingreso del gas boliviano a los mercados de Méxi- 
co y Estados Unidos, el mercado energético más grande del mundo, 
hubiera constituido el mejor acicate y atractivo para la búsqueda de 
mayores reservas en el país. 


Finalmente, era un acto significativo de retorno a las costas del Pací- 
fico, que serían ocupadas económicamente por el proyecto exporta- 
dor boliviano. Paradójicamente, esto fue interpretado de una manera 
radicalmente opuesta y terminó siendo la mayor amenaza al proceso 
de crecimiento de la industria petrolera nacional. 


4. DE RENTA: RENTISMO 


El proceso descrito anteriormente se reflejó de dos maneras en Boli- 
via. En el aumento de la renta petrolera y en la intensificación de la 
disputa por controlarla. 


4.1. La renta generada por los hidrocarburos 


La evolución de la renta petrolera se la debe examinar tomando en 
cuenta las modificaciones tributarias introducidas por las tres leyes 
sectoriales vigentes entre 1990 y 2007, y el decreto de “nacionalización” 
de mayo de 2006. La evolución de la renta petrolera puede observarse 
en el Gráfico 6. 
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Gráfico 6. Renta petrolera y conflictos 
(En millones U$ y eventos R2 = 0,54) 
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de: 1990-1997: Mario Napoleón Pacheco, 
“Contribución del sector de hidrocarburos a la economía nacional 1990-2005”, en 
Fundación Milenio. La nacionalización bajo la lupa. Boletín Económico. Análisis de 
Coyuntura N* 4 (agosto, 2006); 1998-2007: UPF. Dossier Estadístico 1990-2007. Vol. IX 
(La Paz, 2008), y a Laserna y Villarroel, 38 años de conflicto social en Bolivia, Ceres/ 
IpD/Cosude, La Paz. 


En el Gráfico 6 se advierte la existencia de tres momentos en la evo- 
lución de la renta petrolera. El primero, de 1990 a 1995, con una renta 
promedio de US$ 390,3 millones; el segundo, de 1996 a 2004, que 
registró una media de US$ 427,7 millones; y el tercero, entre 2005 y 
2007, con un promedio de US$ 1.291,1 millones. 


Los datos desmienten la difundida creencia de que las reformas in- 
troducidas entre 1996 y 1997 redujeron la renta petrolera, pues se ve 
un aumento incluso en el corto plazo y antes de que los precios se 
dispararan en los mercados internacionales. Pero hay sin duda un 
salto mayor desde 2005, debido principalmente a la introducción del 
Impuesto Directo a los Hidrocarburos (DH) en la Ley N* 3058, al incre- 
mento de los volúmenes de compra por parte del Brasil y, sobre todo, 
al rápido aumento de los precios de exportación del gas natural. 


Como se advierte en el Gráfico 7, después del boom de los setenta, 
se produjo un período de tendencia descendente, durante el cual se 
reformó la industria boliviana con las características y los resultados ya 
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descritos. Luego vino el período de aumento de precios que sustentó 
la política nacionalizadora. 


Gráfico 7. Precios del crudo en el largo plazo y gas reciente 
(U$/barril y U$/MMPC) 
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Fuente: BP Statistical of World Energy June 2008 (http://www.bp.com/statisticalreview) 
Para el gas: YPFB y BCB. 


Los precios de venta del gas al Brasil son fijados sobre la base de 
una fórmula relacionada con una canasta de hidrocarburos y por eso 
acompañan, con rezago, este comportamiento. En 1999, cuando se 
comenzó a exportar el gas natural al Brasil, el precio era de 1.007 US$/ 
millón de BTU, mientras que cuando se decidió nacionalizar el precio 
se había cuadruplicado y superaba los 4,20 US$/millón de BTU. 


4.2. Las regiones y la renta petrolera 


A medida que aumentaba la renta y que el gobierno lograba aumen- 
tar su control sobre la misma, aumentaban también las presiones de 
otros actores con el mismo objetivo. Los más importantes: las regio- 
nes. Pero en ellas, y compitiendo con ellas, surgieron muchos otros 
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actores, ejerciendo presiones de manera fragmentada y dispersa sobre 
el gobierno para darle un sentido particular a la promesa de que los 
recursos naturales son de la nación. 


4.3. La lucha por las regalías petroleras 


Antes del proceso de descentralización departamental y municipal que 
se aplicó desde 1994, el gasto fiscal era centralizado. La asignación de 
recursos de gasto corriente y de inversión se realizaba en el Ministerio 
de Hacienda y, en muchos casos, respondía a las presiones de algu- 
nas regiones con una identidad regional fuerte y, en consecuencia, 
con capacidad de movilización. Los departamentos sin capacidad de 
movilización no podían objetar las decisiones del Poder Ejecutivo. En 
este contexto, uno de los aspectos claves en la descentralización fue, 
y es, la determinación de ingresos propios para las entidades regio- 
nales. En un país en el que las rentas de los recursos naturales son 
la principal fuente de ingresos fiscales, la disputa de esas fuentes es 
también la que motiva los mayores conflictos regionales. Después de 
todo, el derecho propietario sobre lo que el azar geográfico ha puesto 
en un territorio es el argumento primordial del nacionalismo, ¿por qué 
no habría de levantarlo el regionalismo? 


El pago de regalías, una institución fiscal de antecedentes monárqui- 
cos, fue establecido en la Ley del 12 de diciembre de 1916, que fija 
el 10% de la producción. Luego de varios cambios, el 15 de julio de 
1938, con la Ley Busch, se precisó que el 11% de la producción bruta 
de petróleo debía favorecer a los departamentos productores”. 


Sin embargo, no fue sino después de un poderoso movimiento de 
opinión en Santa Cruz que se logró la promulgación de una ley que 
aclaraba que la regalía del 11% correspondería a los departamentos 
productores?!, Este conflicto entre el gobierno central y Santa Cruz, 
que revelaba las expectativas de apropiación de la futura renta petro- 
lera, se produjo cuando ingresaban al país 14 empresas para realizar 





En base a: Fundappac-Konrad Adenauer Stiftung-Biblioteca y Archivo Histórico 
del Honorable Congreso Nacional. Legislación Boliviana. Compendio de leyes de 
1825 a 2007 (versión CD). 

2 Ver José Luis Roca. Fisonomía del regionalismo boliviano. La otra cara de la his- 
toria. Santa Cruz, 2007, p. 159, y Fundappac-Konrad Adenauer Stiftung-Biblioteca 
y Archivo Histórico del Honorable Congreso Nacional. Legislación Boliviana. 
Compendio de leyes de 1825 a 2007 (versión CD). 
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labores de exploración que materializaban la posibilidad de descubrir 
y explotar nuevos yacimientos petroleros”. 


La captación de regalías para Santa Cruz aumentó con la exportación 
de gas natural a la Argentina desde 1972. De 1938 a 1971, las regalías 
acumuladas a favor de Santa Cruz tuvieron un promedio de US$ 0,43 
millones anuales. A partir de 1972 y hasta 1995 el promedio subió a 
US$ 24,87 millones al año?. El monto de estos recursos fluctuó con los 
ciclos de expansión y contracción en la producción, principalmente 
de gas natural. 


4.4. Descentralización de ingresos y gastos 


Desde 1994 se impulsó decididamente la descentralización de recursos 
y competencias en los niveles departamental y municipal”. Las modi- 
ficaciones posteriores a la Ley de Participación Popular y a la Ley de 
Descentralización Administrativa no cambiaron la esencia de la distri- 
bución de ingresos y gastos en las regiones y fueron complementadas 
por otras medidas como el establecimiento del Impuesto Directo a 
los Hidrocarburos (IDH), de manera que las disposiciones vigentes al 
cierre de este artículo son las que se detallan en el Cuadro 3. 


Cuadro 3. Medidas de descentralización de ingresos y gastos fiscales 














Recursos Origen Destino 
Regalías de hidrocar- Ley de Hidrocarburos Gastos administrativos: 
buros N* 3058 15%. 

Regalías mineras Código de Minería Gastos administrativos: 
15%. 

Regalías forestales Gastos administrativos: 
15%. 

















(Continúa en la siguiente página) 





Carlos Miranda. “Del descubrimiento petrolífero a la explosión del gas natural”, 
en Fernando Campero, Bolivia en el siglo XX. La formación de la Bolivia contem- 
poránea. La Paz, Harvard Club de Bolivia, 1999, p. 251. 


Ministerio de Hacienda-INE. Estadísticas económicas de la actividad petrolera, La 
Paz, 1997. 
Un primer examen de este proceso se encuentra en: Mario Galindo. “La partici- 


pación popular y la descentralización administrativa”, en Fundación Milenio. Las 
reformas estructurales en Bolivia. v. 1. La Paz, 1998. 


34 


PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


(Continuación de la anterior página) 








de Descentralización 
Administrativa N* 1654; 
Límite al Fondo de 
Compensación (10% 
del IDH) DS 23813 


Recursos Origen Destino 
Fondo de Ley de Participación Inversión pública, 
Compensación Popular N* 1551, Ley gastos administrativos 


en salud y educación: 
85%. 





Impuesto Especial a los 
Hidrocarburos y 
Derivados 

(IEHD) 


Ley N* 1606, Ley de 
Participación Popular 
N* 1551 


Gastos administrativos 
en salud y educación 
hasta el 10%. 





Impuesto Directo a los 
Hidrocarburos (IDH) 


Ley N* 3058, DS 28421 
Distribución de 


Proyectos de inversión, 
desarrollo económico y 


nuevas competencias) social y seguridad 


ciudadana. 

















Fuente: Elaboración propia sobre la base de información de la Prefectura de Santa 
Cruz. 


4.5. El impuesto directo a los hidrocarburos (IDH): creación, 
recaudaciones y distribución 


El IDH, que constituye la fuente más grande de ingresos fiscales, fue 
creado mediante la Ley N* 3058 de Hidrocarburos como un impuesto 
a la producción del 32%?. 


Las recaudaciones de este impuesto, que empezó a aplicarse en el 
segundo semestre de 2005, fueron crecientes. Pasaron de US$ 291 
millones en 2005, a US$ 685 en 2006 y a US$ 737 en 2007, gracias al 
incremento del precio de venta del gas natural al Brasil y a los volú- 
menes de exportación (ver Gráfico 8). 


Inicialmente se asignó un tercio a las prefecturas, una proporción pa- 
recida al TGN y la cuarta parte a los municipios. En octubre de 2007 
se modificó la distribución anterior recortando la participación de las 
prefecturas y aumentando la de los municipios. 


El argumento principal del gobierno para justificar su medida fue que 
necesitaba recursos para financiar el pago de la Renta Universal de 





25 República de Bolivia. Ley de Hidrocarburos N” 3058, del 17 de mayo de 2005. 
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Vejez (Renta Dignidad), una renta no contributiva que continuó el mo- 
delo del Bonosol pero vinculándolo a las rentas de hidrocarburos”, 


Gráfico 8. Distribución del IDH (Millones de dólares) 
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Fuente: Elaboración propia sobre la base de: Mauricio Medinaceli. Impuesto Directo 
a los Hidrocarburos (DH): Origen, maltratos y usos. Fundación Milenio. Coloquios 
Económicos, No. 9 (diciembre de 2007), e información del Ministerio de Hacienda. 





Así, mediante ese decreto se trasladó el peso del financiamiento del 
pago de la Renta Dignidad a las prefecturas, cuya participación se 
redujo del 33 al 10%. Con ello se resolvió el problema del financia- 
miento de la Renta Dignidad que el propio gobierno había creado con 
la nacionalización, pues si algo se expropió en esa ocasión fueron las 
acciones de los ciudadanos que formaban el Fondo de Capitalización 
Colectiva, entregadas a YPFB y en base a las cuales se pagaba el Bono- 
sol”. Además, disminuyó los recursos de los prefectos, sus principales 
adversarios políticos, enfrentándolos con los beneficiarios de la Renta 





26 Gaceta Oficial de Bolivia N* 3046. Ley N* 3791 (28/10/07). Sobre el Bonosol y la 
Renta Dignidad ver La inversión prudente, Fundación Milenio, 2007. 

Además de los cambios de nombre, cobertura y cantidades, a diferencia del Bonosol 
que se pagaba una vez al año, la Renta Dignidad puede ser cobrada mensualmen- 
te, lo que tiene un impacto político movilizador inmediato y más grande, aunque 
el costo administrativo se haya multiplicado muchas veces. Las Administradoras 
de Fondos de Pensiones (AFP) pagaban el Bonosol sin cobrar por ello comisión 
alguna, pero la Renta Dignidad paga 13 Bs por transacción, de manera que cada 
beneficiario puede recibir 2.400 Bs al año, y hasta 156 Bs quienes le pagan. 
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Dignidad, esto es, con todos los ciudadanos mayores de 60 años y sus 
familias que son directamente beneficiados con esos pagos. 


Asimismo, con la finalidad de romper la alianza entre prefecturas y 
municipios, establecida para defender su coparticipación en el IDH, 
el gobierno aumentó la cuota de los municipios de 25 a 31%. El TGN 
también disminuyó su parte de 31 a 21% y se mantuvo el porcentaje 
de las universidades bajando un punto porcentual la parte del Fondo 
Indígena. Las prefecturas perdieron US$ 152,3 millones mientras que 
los municipios captaron US$ 56 millones más. 


La necesidad de contar con ingresos propios en las regiones consti- 
tuyó un elemento permanente en su relación con el Poder Ejecutivo. 
En ese sentido, la demanda histórica por las regalías fue un hito en 
el proceso de descentralización fiscal, así como la asignación de 
competencias. Este proceso fue impulsado por la propuesta de auto- 
nomías departamentales, que son innovadoras solamente en cuanto a 
los procedimientos, canales y mecanismos del gasto público, porque 
poco o nada se cambia respecto de los ingresos. De hecho, tanto en 
las propuestas de reforma que impulsa el gobierno, como en las de 
las regiones autonomistas, es implícita la convicción de que la fuente 
principal de ingresos que sustenta sus modelos políticos seguirá siendo 
la renta que se obtenga por la explotación de recursos naturales y, en 
lo inmediato, de los hidrocarburos. 


De manera que aun cuando se ponga en marcha ese proceso segui- 
remos enfrentando el problema de fondo: la indiferencia del Estado 
hacia la economía. Porque esa indiferencia está determinada por el 
rentismo. Un anticipo de lo que puede suceder son los municipios, 
pues los ingresos que ellos obtienen no dependen del desempeño 
de sus economías sino, sobre todo, de su población. La consecuen- 
cia de ello es que los gobiernos municipales, en general, no tienen 
incentivos para preocuparse espontáneamente de la economía local. 
Que se instalen o se cierren empresas, que aumenten o disminuyan 
los puestos de trabajo, que tengan o no éxito los productores y co- 
merciantes en el municipio no son motivos de preocupación para 
los alcaldes o concejales, salvo que hagan un esfuerzo deliberado y 
vigoroso para considerar el tema o que reciban presiones de los in- 
volucrados. Así, termina ocurriendo en escala local lo que ya sucede 
con el nivel central. El mayor desafío de las luchas autonómicas no es 
el de la conquista de la legalidad, sino el de eludir en su implemen- 
tación los problemas que han hecho del estatismo un modelo estéril 
para el desarrollo. 
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4.6. Conflictos y gas 


Si volvemos al Gráfico 6 y observamos la serie de conflictos, encontra- 
mos que su tendencia acompaña de manera general la del movimiento 
de la renta (sólo como ilustración mencionamos que el coeficiente de 
correlación entre ambas series es de 0,54). El primer salto en el número 
de conflictos se produce en 1997, cuando se abre al mismo tiempo 
un ciclo combinado de oposición al gobierno de Hugo Banzer y de 
reticencia de éste a recurrir a medios de restablecimiento del orden, y 
se empiezan a conocer los éxitos de la estrategia de inversiones que 
aumentaron las reservas y anticiparon el boom exportador, generando 
crecientes expectativas en la población. Desde entonces, la frecuencia 
de conflictos se ha mantenido considerablemente elevada aunque su 
crecimiento no ha seguido el ritmo del crecimiento de la renta, segu- 
ramente porque muchos sectores ya han accedido a esos recursos a 
través de las municipalidades, prefecturas, los beneficios de la Renta 
Dignidad u otros bonos. 


En todo caso, las tensiones provenientes de las pugnas regionales y de 
los conflictos sociales pueden ser consideradas como factores del modo 
tradicional de gestión de las rentas de recursos naturales en Bolivia y, 
por tanto, una suerte de restricciones al diseño y la implementación 
de un “nuevo” modelo, que es lo que se ha planteado el gobierno del 
Presidente Morales. Corresponde entonces analizar ese modelo. 


5. EL NUEVO MODELO: ENTRE LA ILUSIÓN 
Y LA REALIDAD 


Sobre la base de la nacionalización y del notable respaldo popular 
con que cuenta, el gobierno del Presidente Evo Morales ha ofrecido 
establecer un nuevo modelo de desarrollo y de organización política. 
Han transcurrido solamente tres años de gestión pero ya se puede 
contar con una aproximación a las características de dicho modelo, 
tomando como referencia el proyecto de reforma constitucional que 
se sometió a referendo el 25 de enero de 2009 y su más ambicioso 
proyecto de explotación de recursos naturales, el Mutún. 
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5.1. La ilusión: el diseño de cambio en el proyecto 
de Constitución 


Una lectura atenta de la propuesta económica contenida en el proyecto 
de Constitución Política del Estado (CPE) del gobierno, y que en gran 
medida sintetiza su proyecto de país, lleva a la conclusión de que es 
una propuesta conservadora*. En contraste con el discurso político, 
que ofrece revertir las condiciones de pobreza y desigualdad de las 
mayorías nacionales, el cambio delimita a la formalidad institucional, 
de manera tal que se adapte a las características de la economía y, 
en cierto modo, las conserve tal como son. En este sentido, podría 
decirse que trata de preservar el ch enko y privilegiar el rentismo, que 
son justamente dos características que han generado desigualdad y 
pobreza en Bolivia. 


El ch'enko es la coexistencia de economías de productividades des- 
iguales, que se aprovechan unas a otras al mismo tiempo que se 
bloquean y obstaculizan. De ahí resulta el estancamiento”. La nueva 
CPE llama a esto “economía plural” y promete que el Estado protegerá, 
impulsará y apoyará por igual a todas (Arts. 306 al 315). Enfatizando 
una perspectiva culturalista, de igual valoración para todas las formas 
de organización productiva y tecnológica, el proyecto ignora que 
hay correspondencia directa entre las formas de organización y sus 
resultados productivos, y que por tanto éstos serán tan desiguales 
como lo determinen las primeras. Cien obreros en producción en 
línea y con división del trabajo producen más que cien artesanos y 
por eso, sacrificando el control de su tiempo y perdiendo la visión 
integral del objeto que producen, esperan una remuneración mayor. 
La promesa contenida en la nueva CPE es que ambas formas de 
producción serán respetadas, defendidas y protegidas, pero también 
que se tratará de eliminar las desigualdades en el acceso de unos y 
otros a los servicios y bienes. Esto implicará imponer un sacrificio a 





La nueva Constitución Política del Estado fue sometida a referendo el 25 de enero 
de 2009, obteniendo el apoyo de seis de cada diez bolivianos, pero con mayorías 
regionales concentradas en La Paz, Oruro y Potosí. Fue rechazado por la mayoría 
en Santa Cruz, Tarija, Beni y Pando, y se presentó una suerte de empate técnico 
en Chuquisaca y Cochabamba, donde la ciudad rechazó el proyecto y el campo 
lo apoyó. El proyecto fue aprobado irregularmente por la Asamblea Constituyente, 
reformado ilegalmente por el Congreso y careció del requisito de control consti- 
tucional previo que exige la Ley de Referéndum en Bolivia. 


Esta temática ha sido trabajada con mayor detenimiento y fundamentos empíricos 
en La democracia en el ch“enko, Roberto Laserna, Fundación Milenio, 2005. 
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quienes logran mayores productividades pero dará un estímulo a los 
que tienen las menores para mantenerse en ese estado. Esta combi- 
nación de incentivos conducirá a la reducción de la productividad 
promedio y, por tanto, del crecimiento económico. En el mejor de 
los casos, podría sostenerse pero solamente con un flujo de recursos 
proveniente de fuera de ambos circuitos: del exterior, en la forma de 
cooperación externa, donaciones, créditos o inversión directa pero 
“aislada” y bajo normas de excepción, o de las rentas que se logren 
por la explotación de los recursos naturales cuya abundancia resulte 
con valor económico. 


Y es precisamente en relación con este tema que la nueva CPE define 
un rol mucho más activo para el Estado, sobre la base del control sobre 
la explotación de los recursos naturales, con lo cual refuerza la econo- 
mía del rentismo””. El rentismo refleja una creencia y una actitud que se 
basan en la idea de que la producción, la innovación y el intercambio 
no crean riqueza sino que ésta existe en la naturaleza y solamente hay 
que aprovecharla y distribuirla. En esa lógica, nada importa más que 
los recursos naturales y su acceso se convierte en el objetivo principal 
de todos. En el rentismo la economía se disfraza de política. 


La nueva CPE incluye y formaliza esta mentalidad al definir al Estado 
como el protagonista de la iniciativa económica, del manejo de los 
excedentes y de su distribución (Arts. 316 al 3797”, Sus planes, dice, 
son de “ejecución obligatoria” por todos (Art. 316.9), y su acción des- 
cansa en el control de los excedentes que genere la explotación de 
los recursos naturales. Tomar el Estado, capturar sus instituciones y 
presionarlo para que asigne recursos han sido hasta ahora las princi- 
pales actividades “económicas” de los bolivianos, y lo serán más aún 
si se llegara aplicar la nueva CPE, pues además de desincentivar la 
iniciativa individual y fortalecer y ampliar la presencia estatal en todas 
las esferas de la economía, también se privilegia la acción directa de 
las organizaciones sociales y corporativas en lo que se denomina la 
“democracia participativa”. 





30 La manera en que se vinculan política y economía en Bolivia ha sido analizada en 
La trampa del rentismo, Roberto Laserna, con José M Gordillo y Jorge Komadina, 


Fundación Milenio, 2006. 


De hecho, “Estado” es la palabra más repetida en el texto de la CPE (463 veces), 
en tanto que “democracia” y sus derivados son las menos aludidas: 15 veces. El 
término económico más utilizado es “recursos”, con 121 veces, y el menos, “mer- 
cado”, sólo cuatro veces. 
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El cambio es, por lo tanto, ilusorio en dos sentidos. Por un lado, en 
concentrar las iniciativas y los esfuerzos en las dimensiones institu- 
cionales, suponiendo que ellas tendrán repercusión inmediata en las 
reales. Por el otro, en creer que todo puede sustentarse en los recursos 
naturales, cuya abundancia se sobreestima más allá de lo razonable. 
Aunque es ciertamente muy pronto para confirmar lo anterior, que por 
ahora es sobre todo una hipótesis deducida del análisis del proyecto 
gubernamental reflejado en la nueva CPE, ya hay algunas evidencias 
empíricas que permiten observar las tendencias que fueron anotadas. 
Una de esas evidencias es la del Mutún, el “Cerro Rico” de la era in- 
dustrial en el imaginario rentista de los bolivianos. 


5.2. La realidad: la explotación del Mutún 


Podría decirse que en el gobierno de Evo Morales el desarrollo de un 
nuevo modelo de explotación de recursos naturales con intervención 
de inversionistas extranjeros ha estado condicionado, en el caso de los 
hidrocarburos, por el hecho de que el gobierno debió basarse en los 
contratos previos con los cuales habían ingresado las empresas, y que 
eso limitó las negociaciones y la elaboración de un nuevo modelo. 


Por eso es importante observar lo que sucedió con un contrato que no 
tuvo ese tipo de condicionamientos y en el cual el gobierno actuó, por 
así decirlo, con plena libertad política. Ese contrato es el del Mutún, 
que fue varias veces festejado por el Presidente e incluso presentado 
en la propaganda oficial como un modelo de la nueva orientación 
socialista y de cooperación solidaria entre países del Tercer Mundo, 
dado que la empresa con la que se negoció es la Jindal Steel £ Power 
de la India. 


El Mutún es una serranía con gigantescas reservas de hierro y man- 
ganeso que pueden ser explotadas a cielo abierto. Se estima que ahí 
yacen alrededor de 40 mil millones de toneladas métricas de mine- 
ral de hierro. Desde hace varias décadas, el Mutún ha capturado la 
imaginación nacional. No sólo por la abundancia sino también por la 
promesa de industrialización que contiene, sobre todo para quienes 
recuerdan el modelo de industrialización forzada que llevó a cabo la 
Unión Soviética entre 1920 y 1960, que tuvo a la industria siderúrgica 
como el motor de sus planes quinquenales. 


Hasta hoy, sin embargo, todos los esfuerzos para poner el Mutún en 
actividad han sido vanos. Afortunadamente, se debería decir después 
de revisar el contrato, pues las condiciones que el mismo propone no 
son precisamente favorables. 
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El contrato ha sido firmado con Jindal Steel Bolivia (JSB) que es una 
empresa de reciente constitución, con un capital pagado un millón 
nueve mil bolivianos (Art. 5.7). Su principal accionista es Jindal Steel 
S Power de la India, pero el contrato señala que no es la empresa 
india la que asume la responsabilidad del contrato, sino su subsidiaria 
boliviana (Art. 2.6). Aquella ha autorizado invertir en JSB “hasta la 
suma de 50 millones de dólares” (Art. 5.6), que son, en realidad, los 
únicos recursos con que cuenta el proyecto siderúrgico del Mutún, 
a pesar de que el contrato compromete a la subsidiaria boliviana de 
Jindal a realizar inversiones por 2.100 millones de dólares (Art. 6.32). 
Para financiar el resto, el contrato autoriza a Jindal a ofrecer en ga- 
rantía los activos del proyecto (que podría interpretarse que incluyen 
los yacimientos según el Art. 11.2.1) y a titularizar ingresos futuros 
respaldando con ellos las operaciones financieras que realice (Art. 
18.3). La redacción no es suficientemente clara y podría prestarse a 
interpretaciones diferentes, pero es indudablemente contraria a lo que 
dice el proyecto de Constitución del Movimiento al Socialismo (MAS) 
en su Art. 357. 


El contrato del Mutún ha sido presentado como un modelo porque 
no se limita a la explotación y exportación del mineral de hierro, 
sino porque garantiza la agregación de valor mediante la producción 
siderúrgica. Sin embargo, mientras eso ocurra, JSB podrá exportar 
concentrados de mineral de hierro hasta un tope de 10 millones de 
toneladas métricas al año (en los Arts. 15.4, 15.5, 23.9 y 45 se autoriza 
expresamente esta actividad y también se la menciona)”. 


La proyección siderúrgica del contrato está condicionada a la dispo- 
nibilidad de gas a precios subsidiados, puesto que se estipula que si 
no se lograra proveer gas a JSB, el contrato podrá continuar más allá 
del quinto año como contrato minero, autorizándose a JSB a exportar 
concentrados (Art. 15.5).% Hasta ahí llegó la siderurgia. 





¿Cuánto dinero podría representar esta actividad? En el primer semestre de 2007, 
el precio en la China estuvo entre los US$ 97 y los US$ 113 la tonelada (ver http:// 
www.mine-engineer.com/mining/iron-ore-price.htm). Si se descuenta el flete, el 
precio en el Mutún estaría cerca de los US$ 90 la tonelada métrica, lo que arrojaría 
un ingreso bruto para JSB de US$ 900 millones al año. Esto quiere decir que el 
flujo podría alcanzar a US$ 4.500 millones en los cinco años iniciales. 

33 Por si lo establecido en el contrato no fuera suficientemente claro, la edición del 21 
de noviembre de El Nuevo Día de Santa Cruz informa que el Ministro de Defensa 
de Bolivia, Walker San Miguel, hace gestiones para habilitar la zona franca boliviana 
en el puerto de Rosario como punto de exportación del hierro del Mutún. 
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Otra fuente de financiamiento de las actividades de JSB en el período 
inicial del proyecto puede ser la explotación de caliza y manganeso. 
Aunque estos minerales no forman parte de la concesión cedida por 
la Corporación Minera de Bolivia (Comibol) a ESM y no integran el 
“aporte” de ésta a Mutún RC, en el contrato se acuerda que dichos 
minerales sean entregados a Comibol previo descuento de los costos 
de extracción y transporte más un 20% de ambos valores por comisión 
o utilidad reconocida a JSB. Comibol, en ese caso, pagaría a JSB como 
si esta empresa fuera su contratista”, Pero una contratista aventajada 
pues la comisión que gane no será sobre volúmenes de producción o 
sus valores de mercado, sino sobre los costos, que son determinados 
por la propia JSB. En los hechos, esto puede conducir a premiar costos 
elevados o a permitir que parte de los costos de extracción de hierro 
sean cargados a la extracción de caliza y manganeso. En todo caso, 
aun si no hubiera mercado para ellos y ni siquiera se vendieran, JSB 
tiene garantizada una tasa de utilidad de por lo menos el 20% de los 
costos de extracción y transporte en que incurra al extraer los produc- 
tos como derivados de la extracción de mineral de hierro. 


Los precios del gas ocupan solamente dos de las 72 páginas del con- 
trato pero son esenciales para la viabilidad del proyecto y encierran 
varios aspectos complejos. El contrato establece precios de base que 
son inferiores a los que rigen en los contratos de exportación de Bo- 
livia y también a las compras del exterior que hacen nuestros vecinos. 
Esta decisión se fundamenta, curiosamente, en un “acuerdo de 01 de 
marzo de 2007” mencionado en el Art. 47.6 pero que no forma parte 
del contrato, ya que no figura en los anexos. Se supone que se trata 
de un acuerdo entre el gobierno de Bolivia y la JSP. 


Los precios acordados representan un subsidio implícito debido a que 
existen mercados para el gas que están dispuestos a pagar una suma 
superior. Por tanto, proporcionar gas natural a cualquier comprador a 
un precio inferior al que pueda pagar otro supone un sacrificio econó- 
mico para Bolivia y un subsidio a favor del comprador. En el caso del 
contrato que nos ocupa, el monto de ese sacrificio económico puede 
superar los beneficios que se han estimado por concepto de regalías, 
impuestos y participación en utilidades. 





34 Ésta parece ser la idea que está en la nueva CPE detrás de la definición del rol 
de las empresas extranjeras en el sector hidrocarburos (Art. 356). El dueño estatal 
contrata y paga por un servicio, como extraer caliza o, en su caso, gas natural, 
cubriendo los costos y pagando una comisión sobre ellos. El problema estará en 
asegurar, como lo exige el mismo artículo de la nueva CPE, que no haya “en ningún 


caso pérdidas” para el Estado. 
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Cuadro 4. Estimación del subsidio implícito a JINDAL 
s Chile ¿? 
Rubro a Jindal (alternativa 
(referencia) posible) 
Precio (acordado 
US$ mbtu) Lale as a 
: 10 10 10 
Cantidad MMmcd (supuesto) (referencia) 
Cantidad mmpced 353.147 353.147 353.147 
Cantidad mbtud 364.447,7 364.447,7 364.447,7 
Tiempo años 35 35 35 
Tiempo días 12.775 12.775 12.775 
Valor total 27.997,3 15.457,3 32.590,74 
Diferencia (millones 
US$) 12.540,0 17.133,4 
Diferencia anual 8 4805 
(millones US$ > q ds 

















Fuente: Elaboración propia en base a datos públicos a enero de 2009. 


En el cuadro anterior se transforman los datos de metros cúbicos a 
pies cúbicos y a BTU a fin de permitir la comparación. Se plantea el 
consumo máximo de 10 millones de metros cúbicos al día por 35 años, 
y se calcula el valor total que representan esos volúmenes a distintos 
precios, expresados en dólares por millón de BTU. Así, si el gas se 
vendiera a la Argentina”, generaría 12 mil millones más en los 35 
años. Si se lo vendiera a Chile, que en ese momento estaba dispuesta 
a pagar siete dólares por millón de BTU, generaría 17 mil millones 
más que dándoselo a Jindal. El subsidio anual implícito es la división 
de esa diferencia entre los 35 años de “siderurgia”. 


Por supuesto, el precio no es fijo y el contrato estipula una fórmula 
para ajustarlo pero manteniéndolo siempre por debajo de los precios 
de mercado. Lo sorprendente es que ese subsidio no se reconoce como 
aporte boliviano y, por tanto, solamente sería “recuperable” si los be- 
neficios que generara el proyecto fueran superiores a esas cifras%, 





35 El precio que se utiliza es el de diciembre de 2007, que es cuando se protocolizó 
el contrato con Jindal. 

36 El contrato también especifica que a los efectos del mismo el precio no afectará 
la producción de bienes no industrializados como “concentrados y lumps”. Esto 
quiebra la Ley de Hidrocarburos que autoriza otorgar subsidios cuando se trata de 


promover la industrialización, pues se aplica aquí a una labor minera extractiva. 


44 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


En el debate político, las autoridades del gobierno insistieron en que 
Bolivia quedaría con el 50% y presentaron este contrato como un 
modelo de su propuesta de “socios, no patrones”. Pero el contrato 
no lo muestra claramente. No hay distribución al 50% ni siquiera de 
las utilidades que genere Mutún-RC que, como se dice ahí mismo, 
ni siquiera constituye una persona jurídica diferente. En realidad, la 
participación de ESM, como los impuestos, resulta parte de la estruc- 
tura de costos de JSB, que en realidad controla todas las utilidades 
del emprendimiento. 


El Art. 23.10 menciona una estimación de US$ 45 mil millones como 
movimiento económico total del proyecto en sus cuarenta años. Si 
fueran ciertas las estimaciones de las autoridades de que Bolivia po- 
dría recibir US$ 200 millones anuales a partir del quinto año, cuando 
se produzca acero, su participación total se situaría en torno al 15% 
(7.000/45.000), a la cual hay que descontar el subsidio del gas que, 
como hemos visto, supera con creces esa cifra. 


En cuanto al supuesto equilibrio de la sociedad, el contrato da respon- 
sabilidad operativa a JSB bajo un directorio y un consejo técnico. El 
directorio, que toma decisiones y supervisa la gestión operativa, está 
controlado por JSB, tanto en composición como en funcionamiento. 
JSB tiene tres de cinco miembros y uno de ellos ejerce la presidencia. El 
quórum legal es de tres, siempre que uno sea de la otra parte, pero se 
permite que funcione con el quórum mínimo (que se supone es de tres, 
sin que importe a quién representen). Este directorio, entre otras cosas, 
define las sanciones que se aplicarían a JSB en caso de incumplimiento 
del contrato (Art. 41). En definitiva, el contrato considera posible que 
JSB se supervise y castigue a sí misma”, Ese mismo directorio puede 
contratar las auditorías externas, contraviniendo la práctica habitual 
que distancia a quien supervisa de quien hace la ejecución. 





Además, si no hubiera gas, el contrato podrá continuar como un contrato de ex- 
plotación minera (Art. 15.5). Siendo la provisión de gas una responsabilidad de 
Bolivia, su incumplimiento levanta las restricciones a exportar concentrados que, 
como se mencionó, está “limitada” a 10 millones de toneladas anuales. 
37 Las autoridades del gobierno afirmaron que ese desequilibrio lo compensa el 
consejo técnico, que está formado también por cinco personas pero en el cual tres 
son designadas por ESM y una de ellas ejerce la presidencia. Pero este consejo 
solamente puede dar asesoramiento técnico, no tiene carácter decisional ni im- 
perativo. Además, es curioso que, justificándose en el contrato la vinculación con 
Jindal por su experiencia y capacidad técnica (Art. 11.1), y obligándola a incluir 
programas de transferencia tecnológica y capacitación (Art. 15.8), se establezca un 
consejo técnico para asesorar al proyecto que estará formado por representantes 
de la entidad que recibirá el asesoramiento. 
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Una explicación de la debilidad del contrato es que no fue producto 
de una licitación y concurso, sino de negociación directa autorizada 
mediante decreto, y en ese proceso se modificaron las condiciones 
de licitación con la participación de la empresa interesada, Jindal (ver 
Pa), 


Hay muchos otros aspectos del contrato que son cuestionables, pero 
los referidos aquí muestran que el Mutún, como modelo de explota- 
ción de recursos naturales, no tiene correspondencia con el modelo 
ofrecido por el gobierno del MAS y que ha terminado concretizándose 
en el proyecto de la nueva CPE. La agregación de valor sigue sujeta a 
las condiciones del mercado, pero el deseo de impulsarla a través de 
la industrialización impone costos adicionales que resultan desventa- 
josos, como es el caso de la provisión de gas a precios subsidiados. La 
competencia es reemplazada por la negociación directa orientada por 
criterios políticos, pero eso reduce la capacidad de negociación del 
Estado pues queda sujeta a la voluntad de cooperación o la condescen- 
dencia del “socio”. En el caso del Mutún, la cooperación parece haber 
estado más bien en el lado boliviano, pues no solamente se le otorgan 
a la empresa ventajas extraordinarias para la obtención de recursos y 
la organización del proceso de producción y comercialización, sino 
que se le aseguran ganancias incluso en las operaciones marginales. 
Esto puede anticipar lo que representará la presencia de empresas 
extranjeras contratadas para desempeñar funciones específicas a 
cambio de pagos predeterminados o de comisiones, como lo plantea 
la nueva CPE. Las disposiciones sobre la propiedad que se plantean 
en la nueva CPE, que incluyen restricciones al uso de los derechos 
de explotación sobre yacimientos para movilizar recursos financie- 
ros, parecen destinadas a ser transgredidas, así como las decisiones 
de control estatal sobre las inversiones, la gestión y la tecnología. La 
institucionalidad de las empresas públicas se debilita por su sujeción 
a políticas coyunturales y su definición como brazos operativos de las 
autoridades sectoriales del gobierno. 


El modelo desarrollado en el Mutún no puede ser evaluado por resulta- 
dos, pues a más de un año de protocolizado el contrato la empresa no 
ha iniciado operaciones”. Tal vez ése sea el resultado. Y considerando 
lo analizado, tal vez ése sea el mejor resultado posible. 





38 En octubre de 2008, el gobierno firmó un compromiso con Jindal para la construcción 
de una línea férrea y la habilitación de los puertos fluviales que necesite para la expor- 
tación, y también le autorizó mediante decreto a construir, con cargo a los impuestos 
que pagaría al TGN, la carretera de 140 kilómetros que necesita para explotar el hierro 


(La Razón, 16.10.08). Nada asegura que éste sea un buen negocio para Bolivia. 
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6. PROBLEMAS DE LA ABUNDANCIA: SÍNTESIS 
Y CONCLUSIONES PRELIMINARES 


La metáfora de la maldición de los recursos naturales llama la atención 
sobre la sorprendente y penosa constatación de que la abundancia de 
recursos naturales parece condenar a los países que los poseen, o a 
las regiones en que ellos abundan, a menores niveles de desarrollo y 
a ritmos más lentos de crecimiento económico. 


Esta relación ha sido verificada empíricamente, tanto con el análisis 
histórico de casos, como Venezuela, Nigeria y los países del Medio 
Oriente, incluyendo Irak, como con estudios estadísticos y econo- 
métricos que comparan países y períodos. Por supuesto, siempre 
hay excepciones, pero son tan escasas que bien podría decirse que 
confirman la regla. 


En lo que no hay coincidencia es en explicar por qué y cómo la 
abundancia de recursos naturales aparece asociada al subdesarrollo, 
cuando el sentido común sugiere que debería ser una ventaja para 
el desarrollo. 


El caso de Bolivia podría ayudar a explicar el problema, no solamente 
por su historia de abundancia desaprovechada (plata y estaño), sino 
por lo que ya está ocurriendo con el gas. Como se ha descrito en 
los párrafos anteriores, la historia contemporánea permite observar 
en pleno proceso la paradoja de la abundancia, aunque también la 
dificultad que tienen para percibirla quienes la sufren, quizás porque 
viven la maldición como una fiesta. 


En efecto, es la fiesta de la abundancia que, en medio del despilfarro, 
impide determinar si los gastos o las inversiones son pertinentes y 
beneficiosos. Es la fiesta de los subsidios y de las peticiones ilimitadas, 
en la que se confunden gastos e inversiones, y es la fiesta en la que 
bailan y disfrutan los que se encuentran más cerca de la orquesta y 
de la mesa de tragos. 


La nacionalización que se está llevando a cabo desde 2003 ha absorbi- 
do más de US$ 400 millones en compras de acciones e instalaciones, 
y podría requerir más dinero fiscal pues hay empresas que todavía 
esperan un arbitraje o una negociación. Con estos recursos no se ha 
creado ni un solo nuevo puesto de trabajo productivo ni se ha am- 
pliado la capacidad de producción del país; por el contrario, se ha 
desalentado la inversión de las empresas, ya sea que se encuentran 
funcionando en Bolivia o que podrían tener interés de hacerlo. 
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El fenómeno no se limita a los hidrocarburos. El gobierno también 
“recuperó” la fundición de estaño de Vinto y, tarde o temprano, la 
empresa Glencore recibirá una indemnización, de manera que en 
esa operación se habrán ido algunos millones de la renta del gas, sin 


generar nuevos empleos ni capacidades productivas. 


En general, los proyectos de estatización consisten en sustituir capitales 
privados por recursos públicos sin aumentar la producción. Esta ma- 
nera de hacer inversión pública puede ser millonaria pero no genera 
crecimiento ni empleo. 


El problema puede ser peor, de reducción del crecimiento. La expe- 
riencia ha demostrado que las empresas públicas operan con menos 
eficiencia que las privadas, sobre todo cuanto más débil es la estruc- 
tura institucional a la que pertenecen. En general, producen menos o 
mantienen la misma producción pero con más empleados, porque se 
convierten en botines políticos y son víctimas de presiones e intereses 
de todo tipo, de manera que terminan dando “pegas” a los militantes, 
exigiendo avales políticos a los técnicos o aumentando salarios para 
mantener el apoyo político de sus sindicatos. Y con frecuencia son 
obligadas a vender sus productos a precios políticamente reducidos 
para satisfacer las presiones de otros grupos. Incluso, más allá de las 
condiciones políticas de su funcionamiento, hay razones económicas 
que impiden a las empresas públicas una asignación eficiente de 
recursos. 


Junto a las “inversiones” que no generan crecimiento, los subsidios son 
otro mecanismo que esteriliza las rentas de los recursos naturales. A 
través de subsidios conquistados bajo presión corporativa, los recursos 
que pertenecen a todos terminan beneficiando solamente a los que 
tienen la capacidad para ejercer esa presión. 


En la Bolivia de Evo Morales, los subsidios son estimulados por el 
programa político del propio gobierno. Ésa es, por ejemplo, la señal 
que da el proyecto siderúrgico del Mutún, cuyos retornos serán po- 
siblemente muy inferiores a los subsidios directos e indirectos que 
reciba. 


Si el gobierno otorga a la Jindal, para que sea viable, un subsidio de 
esa magnitud, ¿cómo puede negar subsidios a los transportistas, las 
universidades, los maestros, los panaderos, los lecheros, los coope- 
rativistas, los soyeros, los ganaderos, los productores de quinua o los 
importadores de automóviles? 
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A las malas inversiones y los subsidios se suelen añadir los proyectos 
con destino de elefantes blancos. En agosto de 2007, se presentó uno 
de esos proyectos en Cochabamba, según el cual varias municipali- 
dades estarían dispuestas a asociarse para construir un hotel de cinco 
estrellas con restaurante submarino al borde de la laguna de Coña 
Coña. Se hablaba de “invertir” US$ 56 millones. No está claro si en 
el cálculo se incluyó la producción de agua para esa laguna puesto 
que se llena apenas en temporadas de mucha lluvia y por unos pocos 
meses. Salvo que la ballena-restaurante se convierta en restaurante- 
topo en los meses de sequía. También se prometió invertir US$ 10 
millones en un aeropuerto en Uyuni y ya se construyó un estadio de 
fútbol con mayor capacidad de espectadores que la población que 
habita el pueblo en que fue construido. 


No debe extrañar entonces que las alcaldías y las prefecturas, en la 
feroz competencia política a la que se ven impulsadas para alcanzar la 
mayor “ejecución presupuestaria”, multipliquen ese tipo de inversio- 
nes, construyendo puentes sin ríos, carreteras sin vehículos, escuelas 
sin alumnos y hospitales sin médicos. 


En la teoría del desarrollo, el estatismo postula la necesidad de forta- 
lecer la capacidad del Estado para intervenir en la economía con el fin 
de mejorar las condiciones de vida de la población. Esto fue adaptado 
en América Latina para justificar la intervención estatal como sustituto 
de la debilidad de estímulos de un mercado limitado y de la escasa 
capacidad industrial. El objetivo principal de tal intervención era pro- 
mover el crecimiento económico a fin de que la población pudiese 
disponer de una mayor cantidad de bienes y servicios. La intervención 
del Estado se justifica siempre que logre aumentar la capacidad pro- 
ductiva mediante la ampliación y el mejoramiento de la infraestructura, 
la instalación de nuevas plantas industriales, la expansión de la frontera 
agrícola y el aumento de la productividad. 


Llevar a cabo un proyecto de esa naturaleza ha sido tan difícil que no 
existen casos exitosos, salvo allá, y sólo temporalmente, donde el au- 
toritarismo político logró combinarse con el despotismo económico. 


Una dificultad provino del hecho de que aunque siempre era posible 
comparar opciones para seleccionar la que podía lograr el mayor 
beneficio posible para la sociedad, muy rara vez se lo hizo. En la 
mayor parte de los casos, las decisiones de inversión estatal han sido 
y son tomadas a partir de definiciones ideológicas o de presiones de 
grupos de interés, por lo que no solamente se ignora la posibilidad 
de un uso alternativo de los recursos, sino que casi siempre se los 
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despilfarra en proyectos intrascendentes, insostenibles y de escaso o 
ningún beneficio. 


A esto se suma con frecuencia otra dificultad: la que proviene del tipo 
de financiamiento que obtiene el sector público. Cuando no provie- 
ne de impuestos, y sí de créditos, donaciones o rentas de recursos 
naturales, no hay rendición de cuentas a la población y los planifica- 
dores asignan recursos discrecionalmente y sin tomar en cuenta otras 
opciones lo que, como vimos, conduce fácilmente al despilfarro y a 
gastos sin impacto duradero. 


Consideremos con más detenimiento estos dos temas: la ausencia del 
cálculo económico, y la falta de rendición de cuentas que, además, 
están íntimamente ligados el uno al otro. 


La escasez de recursos implica que su utilización en un rubro impone 
sacrificios en otros rubros. Incluso cuando los programas de inversión 
pública son financiados con crédito externo o con donaciones, siem- 
pre es posible pensar que tales créditos o donaciones pudieron tener 
un mejor destino: siete escuelas en vez de una fábrica, cinco postas 
sanitarias en vez de la granja experimental, dos puentes en lugar de 
estaciones de servicio, un orfanato o un asilo en vez de almacenes, 
carretera por una refinería, etc. 


Quienes toman decisiones económicas en el sector público pueden 
seguramente comparar varias opciones y escoger la más adecuada a 
los objetivos que se les han asignado, pero lo que difícilmente pueden 
hacer es un simple análisis costo-beneficio para asignar los recursos. Y 
la razón es muy sencilla: no conocen el costo de obtener los recursos 
que deben invertir, sobre todo si ellos provienen de recursos natura- 
les o de créditos y donaciones externas. Los créditos implican costos 
financieros que están generalmente determinados por razones políticas 
y que, además, pueden ser diferidos a futuros gobiernos. 


Por otro lado, cuando el financiamiento del Estado no depende de 
la riqueza que la gente genera, sino de la que se encuentra en la 
naturaleza, su gestión se divorcia del resto de la economía. Cuando 
el Estado no depende de los impuestos, se desentiende de la suerte 
económica de los trabajadores y empresarios que los pagan, se vuelve 
indiferente a ellos, a sus actividades de producción, inversión y trabajo, 
a su suerte económica. 


Controlar las rentas naturales, si las convierte en la principal fuente de 
financiamiento de los gastos de gobierno, tiende a hacer que la econo- 
mía fiscal se vuelva indiferente a los avatares de la economía nacional, 
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es decir, que sea insensible a los problemas de los consumidores y 
de los productores. En esas condiciones, los agentes económicos no 
tienen otro camino que actuar en las esferas política o social, donde 
las autoridades son más sensibles. 


Por eso el carácter rentista del Estado se contagia a la sociedad, indu- 
ciendo comportamientos rentistas en la gente, es decir, obligándola a 
agruparse y presionar para defender su interés económico en la políti- 
ca o en las calles. Desaparecen los incentivos para producir y trabajar 
y aparecen los incentivos para la lucha política y social, porque ella 
permite en definitiva capturar una parte de las rentas naturales. 


¿Cómo superar este problema? 


Es necesario considerar la opción de distribuir las rentas generadas por 
la explotación de los recursos naturales entre los ciudadanos bolivia- 
nos. Una parte ya se lo está haciendo y los resultados son positivos, 
incluso cuando la administración de la política es ineficiente. Es el 
caso del nuevo Bonosol, llamado Renta Dignidad, e incluso del bono 
escolar Juancito Pinto. 


Mucho más eficaz sería darle a cada individuo mayor de 18 años la par- 
te que le corresponda, con ajustes anuales que acompañen los cambios 
de producción, precios y exportaciones. Esto fue lo que propuso el 
15 de noviembre de 2007 un grupo diverso y plural de profesionales, 
académicos y políticos en un manifiesto público”. 


La distribución directa de las rentas naturales a los ciudadanos permi- 
tiría que el principio fundamental de la propiedad común se cumpla 
plenamente, pues ningún ciudadano sería excluido del derecho de 
acceder a sus recursos, y nadie se vería obligado a organizarse para 
presionar a fin de conseguir una parte de ellos. El mecanismo de en- 
trega podría ser tan sencillo como era el Bonosol, dando tiempo a los 
productores y comerciantes a reaccionar al crecimiento de la demanda 
con nuevas inversiones. Con la individualización de las rentas naturales 
todos contarían con un capital semilla para invertir. 


La expansión del mercado permite prever que la distribución directa 
dinamizará la economía hacia tasas de crecimiento elevadas, con 
avances sustanciales hacia la reducción de la pobreza y una mayor 
equidad social. 





32 La propuesta está sustentada en varios estudios de evaluación de impacto y de aná- 
lisis de la experiencia boliviana más importante de transferencia de efectivo que es 


el Bonosol-Renta Dignidad. Ver en particular la síntesis expuesta en Laserna 2007. 
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En el debate que se ha generado a partir de la propuesta de la dis- 
tribución directa, sin embargo, estos temas pasaron desapercibidos. 
Las críticas expresaron, más bien, el temor a que la aplicación de 
esta propuesta afecte negativamente la economía fiscal, reduciendo 
la capacidad de los organismos públicos para realizar inversiones y 
expandir los servicios de salud y educación. 


Además de que estas objeciones ignoran nuestra propia experiencia 
como país que siempre confió al aparato estatal la administración de 
sus recursos sin haber logrado superar los problemas económicos y 
sociales de la gente, olvidan también tomar en cuenta que la debili- 
dad del Estado no se origina en la falta de recursos sino, sobre todo, 
como lo planteamos anteriormente, en su desvinculación de la vida 
económica, productiva y tecnológica de la gente. 


En otras palabras, lo que esas críticas pretenden es que sigamos 
haciendo las mismas cosas, una y otra vez, con la ilusión de que en 
algún momento dejen de tener las mismas consecuencias. Esto no 
es razonable. Si realmente queremos efectos diferentes, como más 
crecimiento y menos pobreza, una democracia fuerte y un Estado 
responsable hacia la sociedad, tanto en el nivel central como en los 
departamentos y municipios, tenemos que hacer algo diferente. 


Ese algo diferente es la distribución directa, la entrega de un capital 
semilla a cada ciudadano, en los montos variables que correspondan a 
las variaciones en la explotación de los recursos que son de todos. 


En tanto los gobiernos central, departamentales y municipales no 
cuenten con otras fuentes de financiamiento, podrían gravarse con 
impuestos las rentas individualizadas. Esto podría, incluso, otorgar a 
los ciudadanos el poder de decidir si quieren aportar más al gobierno 
central o a su gobierno departamental. Este hecho cambiaría para bien 
la relación de los Órganos estatales con la gente. Los gobiernos dejarían 
de ser unidades de gasto y los ciudadanos tendrían una conciencia 
más clara de su contribución, dejando de ser sujetos subordinados a 
la bondad circunstancial de los políticos. 


Si, además, se considerara necesario reducir la cantidad de dinero en 
la economía para reducir un posible impacto inflacionario, en vez de 
crear un fondo de estabilización, como fue planteado en su momento 
por el Ministro de Planeamiento y del cual no hay buenas experiencias 
en países de débil institucionalidad, sería más aconsejable disponer 
que una parte de la renta individual sea entregada como aporte indivi- 
dual a un fondo de pensiones que financie las jubilaciones, reforzando 


52 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


los aportes de los trabajadores y permitiendo que todos cuenten con 
un respaldo a su vejez. Los fondos de pensiones ya han demostrado 
que tienen capacidad para mantener registros individualizados para 
informar a sus clientes y para administrar con prudencia los fondos 
a su Cargo. 


Los gobiernos, obligados a recaudar tributos, se verían también obli- 
gados a ser más eficientes y a rendir cuentas a los ciudadanos, con lo 
que disminuirían las probabilidades de corrupción y despilfarro. 


Deberían bastar estas consecuencias para considerar la distribución 
directa como una opción viable. Pero, además, debería tomarse en 
cuenta que la expansión del mercado y la consecuente dinamización 
de la economía ampliarían la base tributaria, de manera que los ciu- 
dadanos tendrían mayor capacidad de acompañar sus demandas de 
bienes públicos con mayores impuestos. De ocurrir esto, la pérdida 
de las rentas por el Estado sería rápidamente compensada con más 
recursos, pero ya no en la actual relación viciada de clientelismo y 
prebenda, sino en una relación virtuosa de contribuyente y servidor 
público. El resultado sería un Estado más fuerte pero menos abusivo, 
y una sociedad más emprendedora y democrática. 


Por lo tanto, no es cierto que la distribución directa debilite al Estado 
o ponga en riesgo las autonomías. Al contrario, su aplicación crearía 
las condiciones para contar con un gobierno central competente y con 
gobiernos autónomos fuertes. Con una condición: que la reforma auto- 
nómica contemple competencias de recaudación tributaria, incluyendo 
la capacidad de establecer tasas impositivas diferenciadas dentro de un 
rango que puede ser nacionalmente determinado. Hay que recordar 
que sin política fiscal no hay Estado, ni central ni departamental, y 
que sin contribuyentes, no hay ciudadanía. Y es la ciudadanía la que 
construye la democracia, el desarrollo y, por supuesto, el Estado. 
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ANEXOS 


Anexo 1 


Distribución del impuesto directo a los hidrocarburos establecida por 
la Ley de Hidrocarburos n* 3058 y reglamentada por los Decretos 
Supremos N* 28333 (12/08/05) y n* 28421 (21/10/05). 









































Indígenas y Originarios y Comunidades Campesinas 


Beneficiarios Porcentaje 
i) Departamentos productores de hidrocarburos 12,50 
ii) Departamentos no productores de hidrocarburos 31,25 
Compensación otorgada por el TGN al departamento -—- 
productor cuyo ingreso por IDH sea menor respecto al 
de un departamento no productor 
DISTRIBUCION DE LOS INGRESOS RECIBIDOS POR 
CADA DEPARTAMENTO (IDH departamental): del 100 
por ciento recibirán: 
Municipios 34,48 
Universidades públicas 8,62 
Prefecturas 56,90 
iii) El saldo después de deducir los numerales i) y 
ii) para el Tesoro General de la Nación, que distribuirá 
para: 
a) Fondo Compensatorio para los municipios y 5 
universidades públicas de los departamentos de La Paz, 
Santa Cruz y Cochabamba, por tener mayor población 
- El cinco por ciento anterior será distribuido en: 
e LaPaz 46,19 
e Santa Cruz 36,02 
e Cochabamba 17,79 
- Los porcentajes anteriores serán distribuidos en: 
+ Municipios s0 
+ Universidades públicas 20 
b) Asignado a un Fondo de Desarrollo de Pueblos 5 





Cc) Asignación presupuestaria para: 
e Fuerzas Armadas de la Nación 
+ Policía Nacional 


Monto sin precisar 





d) Fondo de Ayuda Interna al desarrollo nacional para 





la masificación del uso del gas natural 











Fuente: Elaboración propia en base a: Ley de Hidrocarburos 3058 de 17 de mayo de 
2005 y D.S. Reglamentario No. 28571 de 22 de diciembre de 2005. 
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Anexo 2 


Mapa 1. Mapa Petrolero de Bolivia 





ARGENTINA 


Mapa 2. Desarrollo del GNL en América del Sur 
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Los caminos del cambio: 
transformaciones en el sistema 
político boliviano, 2003-2008 


Eduardo Córdova Eguivar 
Marlene Choque Aldana 
Benjamín Santisteban Nery 


INTRODUCCIÓN 


El presidente Evo Morales permaneció toda la noche del 20 de oc- 
tubre de 2008 frente al Palacio Legislativo, a la intemperie, al igual 
que los miles de indígenas, campesinos, cooperativistas, obreros y 
activistas que animaban una vigilia que ocupaba a plenitud la Plaza 
Murillo, donde se asientan los principales poderes del Estado. Habían 
marchado desde diversos puntos del país con la intención de vigilar 
el desarrollo de la sesión parlamentaria que definiría la viabilidad del 
proyecto de Constitución Política del Estado. Un acuerdo establecido 
entre las bancadas del oficialismo y la oposición debía traducirse esa 
noche en la aprobación y promulgación de dos leyes. Por la prime- 
ra, las cámaras legislativas se autorizaban a introducir cambios en 
el proyecto de Constitución aprobado en diciembre de 2007 por la 
Asamblea Constituyente en la ciudad de Oruro; la segunda convocaría 
a referéndum de aprobación de la Constitución, después de modificar 
algunos aspectos sensibles del proyecto, acercándolo a posturas más 
moderadas que las que incluía el texto original. De madrugada se apro- 
bó la primera. Evo Morales la promulgó inmediatamente y continuó 
la espera junto con los marchistas. En el hemiciclo parlamentario, se 
leyeron los textos que iban a cambiarse, los cambios y, finalmente, 
los 411 artículos del proyecto de texto constitucional que debía ser 
aprobado. Desde las siete de la mañana del 21 de octubre, la sesión 
continuó con una serie aparentemente inacabable de discursos de 
sustentación de voto, por el Sí y por el No. 


Cerca de la una de la tarde los parlamentarios votaron la ley. Evo 
Morales la promulgó en la misma plaza. Con su firma se clausuraba 
un período de prolongada incertidumbre que había puesto en duda 
la suerte del país; se abría un escenario nuevo. 


En este informe se presentan los resultados de una investigación 
sobre el sistema político en el período que cubre los años 2003 a 
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2008, el lapso de incertidumbre que aparentemente tuvo solución de 
continuidad con el acuerdo que encaminó las leyes promulgadas el 
21 de octubre. El objetivo principal de la investigación fue explicar 
las tendencias político-institucionales de cambio y permanencia (mo- 
dificaciones en actores, procesos, escenarios, temas y reglas) derivadas 
de la dinámica política en el proceso de transición que atraviesa el 
sistema político boliviano. La metodología combinó características 
cualitativas y cuantitativas. 


Operativamente se definió como sistema político el subsistema social 
que procesa legítimamente (con legitimidad debida a las reglas en uso) 
las demandas relativas a asuntos de interés común (como la asignación 
de recursos públicos) y emite decisiones de carácter vinculante. En los 
términos discutidos a partir de la obra de Carl Schmitt, correspondería 
a la política Cun lugar estable, eminentemente; un subsistema social), 
por oposición a lo político (caracterizado por su fluidez, su dinámica y 
su acción) (Cf. Schmitt, 1991; Zizek, 1998: 253). La densidad y conflicti- 
vidad del período estudiado corresponderían precisamente al desborde 
y reencauce de lo político en la política. En este período la política 
institucional debe redefinir sus fronteras, actores, reglas, procesos y 
asuntos válidos para reajustarse con el resto del sistema social. 


El primer apartado del trabajo introduce el análisis del período alre- 
dedor de los cambios institucionales; el segundo se dedica a tres ele- 
mentos claves del sistema: el sistema de partidos, el régimen político y 
el sistema electoral. El tercero examina los desplazamientos sucedidos 
en el sistema político en los últimos años. 


1. LAS INSTITUCIONES Y EL CAMBIO 


¿Son importantes las instituciones si, tal como Guillermo O'"Donnell 
dijo a Adam Przeworski: “No se puede detener un golpe de Estado 
con un artículo de la Constitución”? (Przeworski, 2004: 529). ¿Lo son 
en Bolivia, una sociedad reconocidamente informal, que expresó de 
manera multitudinaria su oposición y su descreimiento tanto de la 
representación partidaria como de las decisiones de los gobiernos 
legalmente constituidos? ¿Son importantes cuando uno de sus rasgos 
permanentes es, paradójicamente, su inestabilidad? Una respuesta se 
halla en la propia sociedad boliviana. La sociedad que derribó varios 
gobiernos con sus movilizaciones, esa misma sociedad que marcha y 
bloquea reclamó la “sucesión constitucional” y acudió masivamente 
a las urnas en elecciones y referendos. La institucionalidad boliviana 
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oscila entre los extremos del rechazo y el apego popular. Más que la 
envoltura de la violencia legítima —o precisamente por esa razón—, 
constituye el centro de las decisiones vinculantes y funciona, cierta- 
mente, como el mar al que buscan afluir los caudales de la participa- 
ción y las demandas sociales. 


Se acepta comúnmente que la importancia de las instituciones radica 
en su efecto de política pública, en la posibilidad de contribuir conti- 
nua y establemente a la calidad de vida de la gente. Ya que la conti- 
nuidad de las instituciones depende del contexto en que se adoptan, 
siempre es difícil discernir la importancia de las instituciones en sí 
mismas de la importancia de los factores contextuales que hacen que 
se arraiguen y sean estables. Entre los factores más determinantes están 
las relaciones de poder; la estabilidad de las instituciones depende de 
la estabilidad de las relaciones de poder (Przeworski, 2004: 530). 


2. LOS CAMINOS DEL CAMBIO 


En octubre de 2003, Gonzalo Sánchez de Lozada renunció a la presi- 
dencia de la República, tras una semana de violencia militar desmesu- 
rada que resultó en el saldo de alrededor de setenta muertes. Según 
Sánchez de Lozada, durante esos días las fuerzas armadas habían 
protegido las instituciones democráticas de la amenaza de interven- 
ción de grupos corporativos —vinculados desde su perspectiva con 
el narcotráfico y el terrorismo—. Había asumido el cargo en agosto 
de 2002. Así se cerraron casi dos décadas de estabilidad política que 
sucedieron a la recuperación de la democracia. 


La relación de la población con la clase política se había ido que- 
brantando incesantemente, sobre todo porque los pactos políticos 
habían privilegiado la distribución de cargos y “cuotas de poder” en 
detrimento de las políticas públicas y la relación con los ciudadanos. 
La estabilidad económica posterior al shock neoliberal había debela- 
do el fantasma de la hiperinflación al costo de sacrificar los derechos 
laborales y sociales de cientos de miles de personas. La privatización 
de las empresas públicas y el establecimiento de ventajas excesivas 
aun anticonstitucionales a la inversión extranjera habían contribuido al 
deterioro de la economía y a la armazón de un entramado institucional 
con rendijas para la corrupción de cuello blanco. 


El corto gobierno de Sánchez de Lozada y la “guerra del gas” —el omino- 
so episodio que concluyó con su huida— connotan la severa oposición 
de algunos sectores movilizados de la población a la política económica, 
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el manejo de los recursos naturales y las formas de participación po- 
lítica vigentes. Las instituciones democráticas que el gobierno afirmó 
proteger iban por vías distintas de las demandas de esos sectores. La 
“agenda de octubre”, impuesta por las movilizaciones y asumida por el 
nuevo gobierno, apuntaba a un cambio institucional que incluía, en lo 
inmediato, la adopción de mecanismos de democracia directa y, más 
adelante, la realización de una Asamblea Constituyente. La renuncia 
de Sánchez de Lozada derivó en la asunción del mando por el vice- 
presidente Carlos Mesa, que mantuvo una relación conflictiva con el 
Parlamento y renunció en junio de 2005. Tras una serie de presiones 
que impidieron la llegada de los presidentes de las cámaras legislati- 
vas a la presidencia de la República, Eduardo Rodríguez, presidente 
de la Corte Suprema, tomó el mando con la misión de convocar a 
elecciones generales. 


En diciembre de 2005, Evo Morales fue elegido presidente con un 
inesperado porcentaje de 53,7% de la votación válida. Llevar a cabo 
la Asamblea Constituyente era el desafío más importante de su go- 
bierno. El proceso constituyente iniciado formalmente con la elección 
de asambleístas fue bloqueado de manera reiterada. Aparentemente, 
la contraposición de dos “visiones de país” impedía su avance. Sin 
presencia de la mayor parte de la oposición, la Asamblea evacuó a 
fines de 2007 un proyecto de Constitución que fue cuestionado por 
su contenido y por la forma en que había sido aprobado. Fracasaron 
varios intentos de diálogo —en la Asamblea, entre el presidente y los 
prefectos opositores; sobre la suerte de la Asamblea, sobre el proceso 
de autonomías departamentales, sobre la distribución de la renta de 
los hidrocartburos—, al punto que en agosto de 2008 se realizó un 
referéndum de revocatoria de mandato de autoridades electas. Evo 
Morales fue ratificado con 67% de los votos. La mayoría de los pre- 
fectos también recibieron el respaldo de la población de sus depar- 
tamentos. Una serie de acciones violentas en los departamentos con 
prefectos autonomistas culminaron con una masacre en Pando y se 
instaló un diálogo que posteriormente los prefectos abandonaron. El 
diálogo continuó en esferas parlamentarias, modificó parcialmente el 
proyecto de Constitución y convocó a un referéndum para aprobarlo 
o rechazarlo. 


El período 2003-2008 puede dividirse en un lapso de incertidumbre 
(entre 2003 y 2005), que cubre los gobiernos de Carlos Mesa y Eduardo 
Rodríguez, y un lapso de movilización competitiva, desde el inicio 
del gobierno de Evo Morales. Debe asumirse que el punto de partida 
—el par neoliberalismo-democracia pactada— no es de hecho un 
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punto cero sino un ciclo que no se puede aislar del resto de la his- 
toria boliviana. Las imposibilidades de reproducir ese ciclo, al inicio 
del período de estudio, y los problemas que actualmente enfrenta la 
transición no derivan solamente del neoliberalismo. 


La distribución del poder que está en juego en este período está 
sobredeterminada históricamente y no obedece simplemente a los 
intereses coyunturales o de corto plazo de los sujetos que participan 
o a desajustes circunstanciales en las instituciones democráticas. Al- 
gunos de los hilos que se anudan en el presente tienen raíces colo- 
niales; otros surgieron en las primeras décadas de la República; otros 
se tramaron en el período de cambios de la Revolución Nacional o 
en su ciclo autoritario; otros, finalmente, aparecieron en el período 
neoliberal. La crisis del sistema político debe entenderse, entonces, 
en el marco de esa trama histórica de hilos de edades diferentes, que 
remiten a articulaciones cambiantes entre las esferas del Estado, la 
economía y la sociedad civil. Por otro lado, los sujetos contemporáneos 
—constituidos históricamente— arraigan la validez de sus demandas 
en interpretaciones, recreaciones o “reinvenciones” de la historia. Por 
ejemplo, los dirigentes de los pueblos indígenas y originarios se refie- 
ren a los “quinientos años de resistencia”; algunos activistas cívicos, a 
“cuatrocientos años de lucha autonomista cruceña”. 


Las modificaciones institucionales observadas en el período constitui- 
rían un intento de “democratización de la democracia”. Por un lado, se 
trataría de una búsqueda de legitimidad emprendida por los políticos 
sin poner en duda la validez del sistema político en sí mismo. Por el 
otro lado, sería un proceso de revalorización de la soberanía popular 
impulsado sobre todo por los movimientos sociales, que sí cuestionan 
la configuración del sistema. La inicial secuencia de reformas incre- 
mentales fue seguida, sobre todo en el período que interesa a este 
trabajo, por una ruptura clara expresada en la quiebra del sistema de 
partidos y en el proceso constituyente. 


En el trabajo se intenta aprovechar las rutas avanzadas por el institu- 
cionalismo histórico la path dependence es precisamente uno de los 
aportes analíticos más significativos de esta opción teórica) en el en- 
tendimiento del surgimiento, la estabilidad y el cambio institucional. La 
premisa básica es que los cambios realizados en un momento limitan 
las opciones de cambio en el momento siguiente. En el caso boliviano, 
la llegada de un indígena a la presidencia limitaría la exclusión racial 
hacia adelante; la adopción de estatutos autonómicos, sin importar su 
carácter legal, afirmaría en la acción o performativamente la ruta hacia 
la autonomía departamental (el camino o la “autonomía al andar”). 
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La solución de continuidad de la democracia pactada (asumiendo que 
la formación de coaliciones de gobierno adopta la path dependence) 
puede explicarse por la invasión lo político en la política, la presencia 
creciente de demandas y modalidades de acción que no se enmarcan 
en la democracia pactada y, por el contrario, constituyen una crítica 
de su funcionamiento) y por los desequilibrios de los mecanismos ini- 
ciales de la ruta (Cf. Castaldi y Dosi, 2006: 117-118). A partir de 2002 
el sistema de partidos estaba polarizado y la distancia ideológica entre 
los sujetos capaces de coaligarse —ya no simplemente partidarios— 
impedía su acercamiento. El corolario indica que, si la adopción de 
una ruta (en este caso, la modalidad de las coaliciones de gobierno) 
es la plasmación institucional de una determinada distribución del 
poder, el cambio de ruta también involucrará la transformación de la 
distribución del poder (Mahoney, 2006: 135). 


El abandono de ciertas rutas puede darse cuando hay opciones alter- 
nativas. La “demanda” de cambios no es suficiente para explicar los 
cambios radicales; la “oferta” de alternativas de política —innovaciones 
que aparentemente son exitosas en otros países, “recetas” de organi- 
zaciones internacionales— es necesaria (Weyland, 2008: 308-309). Du- 
rante el período 2003-2008 se dio en Bolivia un contrapunto y refuerzo 
entre dos niveles de la política (Cf. Supra), que modifica la “oferta” de 
políticas posibles. Ante la incertidumbre de los cambios y las posibles 
pérdidas, las élites políticas tenían dos fuentes alternativas de propues- 
tas de cambio: las reformas institucionales relativamente cercanas —las 
asambleas constituyentes, por un lado, sobre lo cual había experiencias 
en América Latina, y el modelo español de las autonomías, por el otro— 
y la acción política fuera de los canales institucionales. 


Se trazará el curso de los cambios a través del examen de las leyes 
que sancionaron las reformas tal como se presentan en el Cuadro 1. 
Las reformas de los años noventa abrieron la política al área rural (a 
través de la Ley de Participación Popular) y, mediante la elección en 
circunscripciones uninominales, promovieron la legitimidad de la polí- 
tica y permitieron el ingreso de nuevos actores a la arena institucional". 





Hay quienes discuten que el sistema mixto haya abierto la política a los campesinos. 
Scott Mainwaring, por ejemplo, argumenta que en 1997 el “instrumento político” 
campesino que se presentó bajo la sigla de Izquierda Unida habría obtenido tres 
diputaciones (una menos que las que obtuvo) sín las circunscripciones uninomi- 
nales. Debe aclararse que el “instrumento” habría obtenido cinco diputaciones 
(una más que las cuatro que obtuvo) si no hubiera habido voto cruzado en la 
circunscripción del Chapare en Cochabamba. 
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Estas reformas se dieron desde arriba, por iniciativa gubernamental o 
como producto de acuerdos cupulares de los partidos con represen- 


tación parlamentaria (Cuadro 1.a.). 


Cuadro 1.a. Leyes y decretos de reforma del sistema político 
































les de 1999 





Tópico ES Aprobación | Aplicación Comentario 
decreto 
Conformación | Reforma 12 de agosto | Elecciones | La reforma fue fruto de un 
del Congreso | constitu- de 1994, 6 de | generales acuerdo amplio entre las 
cional, Ley | febrero de de 1997 fuerzas políticas. 
1585, 1995 
Ley 1615 
Municipaliza- | Ley de 20 de abril Elecciones | Llevó la descentralización 
ción de la Participa- | de 1994 municipa- | al nivel local; postergó la 
política ción Popu- les de 1995 | descentralización depar- 
lar tamental y “ruralizó” la po- 
lítica institucional. 
Tribunal Ley 1836 1 de abril 1998 El Tribunal no tuvo desde 
Constitucional de 1998 entonces estabilidad en su 
personal. La primera re- 
nuncia entre sus magistra- 
dos se dio a una semana 
de su apertura oficial. 
Ley de Ley 1983, | 25 de junio Elecciones | Las dirigencias partidarias 
Partidos reformada | de 1999 municipa- | postergaron varios años el 
por Ley les de 1999 | tratamiento de esta ley. 
2268 de 1 Fue aprobada gracias a la 
de noviem- intervención del ex vice- 
bre de 2001 presidente Luis Ossio y el 
beneplácito del entonces 
presidente Hugo Banzer 
Código Ley 1984 25 de junio Elecciones | Tuvo varias reformas: 
Electoral de 1999 municipa- | Leyes N* 2006 de 7 de 


septiembre de 1999; 

N* 2028 de 28 de octubre 
de 1999; N* 2232 de 25 de 
julio de 2001; N* 2282 de 4 
de diciembre de 2001; 

N* 2346 de 30 de abril de 
2002; N* 2802 de 23 de 
agosto de 2004; N* 2874 de 
5 de octubre de 2004; 

N* 3015 de 8 de abril de 
2005; N* 3153 de 25 de 
agosto de 2005. 





Fuente: Elaboración propia. 
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El siguiente ciclo reformista (Cuadro 1.b.) expresa ya iniciativas “desde 
abajo”. Las demandas de democracia directa, asamblea constituyente y 
“desmonopolización” de la representación en la política institucional 
son ejemplos de este nuevo impulso. La disyunción entre la política 
institucional y las demandas sociales se manifiesta en diversas formas. 
La ruptura se presenta claramente después de la aprobación de la Ley 
de Necesidad de Reforma de la Constitución (2002). El nuevo Congre- 
so no sancionará la reforma durante todo el gobierno de Sánchez de 
Lozada; ello permitirá la introducción de la Asamblea Constituyente en 
la reforma de 2004. La difícil relación entre el Parlamento y el gobierno 
de Carlos Mesa se muestra con suficiencia en la promulgación de la 
ley y la emisión del decreto de convocatoria a elección de prefectos, 
realizadas en abril de 2005 por el presidente del Senado, que fungía 
como presidente interino de la República en ausencia de Mesa. En 
este lapso las reformas se adoptan en el Parlamento por presión y 
“contra reloj” (sobre todo por la necesidad de cumplir los plazos de 
convocatoria y realización de elecciones generales). 


Cuadro 1.b. Leyes y decretos de reforma del sistema político 





























Tópico dá Aprobación | Aplicación Comentario 
decreto 
Reforma Ley 2410 de | 1 de agosto Reforma La ley se promulgó al ter- 
constitucio- | Necesidad de | de 2002 de 2004 minar la legislatura. No in- 
nal Reforma de la cluyó inicialmente la Asam- 
Constitución blea Constituyente. 
Creación de | Resolución 20 de noviem- | 2003 Dejó de funcionar con el 
la Unidad Ministerial bre de 2003 cambio de gobierno. 
de Coordi- | N* 105/03 
nación para 
la Asamblea 
Constitu- 
yente 
“Desmono- | Reforma 20 de febrero, | Referén- Bolivia es el último país de 
polización” | Constitucio- 13 de abril de | dum de Sudamérica en adoptar 
de la repre- | nal, Ley 2631; | 2004 2004 mecanismos de democracia 
sentación en Ley 2650 Elecciones | directa. La “desmonopoli- 
la política municipa- | ción” de la representación 
institucional les de 2004 | se dio en el momento de 
Asamblea Elección mayor crisis del sistema de 
Constitu- de consti- | partidos. 
yente tuyentes, 
2006 
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Tópico LES Aprobación | Aplicación Comentario 
decreto 
Democracia Referén- 
directa dum de 
2004 
Ley del Ley 2769 6 de julio de | Referén- 
Referéndum 2004 dum de 
2004 
Ley de Ley 2771 7 de julio de Elecciones 
Agrupacio- 2004 municipa- 
nes Ciuda- les de 2004 
danas y 
Pueblos In- 
dígenas 
Incorpora- | Ley 2802 23 de agosto | Elecciones | El ordenamiento fue hecho 
ción de de 2004 municipa- | por la CNE y aprobado por 
agrupacio- les de 2004| DS N* 27830 el 12 de 
nes y pue- noviembre de 2004. 
blos indíge- 
nas y refe- 
réndum y 
ordena- 
miento del 
Código 
Electoral 
Modifica- Ley 3015 8 de abril de | Selección | La prensa afirmó que la 
ción de 2005 de prefec- | coalición que había soste- 
leyes para tos de 2005 | nido el gobierno de Sán- 
incluir se- chez de Lozada había resur- 
lección de gido para aprobar estos 
prefectos instrumentos legales mien- 
Convocato- | Decreto 8 de abril de | No se tras el presidente Mesa se 
ria para se- | Supremo 2005 aplicó encontraba en el Japón. 
lección de 
prefectos 
Convocato- | Ley de Refor- | 6 de julio Elecciones | Un acuerdo político viabi- 
ria para ma del de 2005 generales | lizó las elecciones aclaran- 
elecciones | artículo 93 de de 2005 do que serían generales y 
generales la Constitu- nombrarían representantes 
ante vacan- | ción Política y autoridades para un pe- 
cia de pre- | del Estado ríodo de gobierno comple- 
sidente y N* 3089 to (para ello era necesario 
vicepresi- reformar la Constitución 
dente con una súper mayoría 
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Tópico LES Aprobación | Aplicación Comentario 
decreto 

Selección Ley interpre- | 6 de julio Selección | congresal). El mismo acuer- 
de prefec- | tativa del de 2005 de prefec- | do permitió constituciona- 
tos por voto | artículo 109 tos de 2005| lizar la selección de 
popular de la Consti- prefectos. 

tución Política 

del Estado 

N? 3090 
Fecha para | Ley Especial | 6 de julio de Ley 3064, | Impuso el primer “plazo 
la elección | 3091 2005 marzo de | fatal” que tuvo superar la 
de constitu- 2006 legislatura iniciada en ene- 
yentes ro de 2006. 
Convocato- | Decretos Su- | 6 de julio Elecciones | Se estableció el 4 de diciem- 
ria para premos de 2005 generales | bre como fecha de las 
elecciones | N* 28228 y de 2005 elecciones. 
generales y | 28229 
de selección 
de prefectos 
Modifica- Ley 3153 25 de agosto | Elecciones | Se definen varios detalles 
ción del de 2005 generales | de los procesos electorales. 
Código de 2005 
Electoral 
Reasigna- Sentencia 22 de septiem- | Elecciones | Tres diputados cruceños 
ción de Constitucional | bre de 2005 generales | interpusieron un recurso 
escaños 066/2005 de 2005 ante el Tribunal Constitu- 
Reasigna- Decreto 1 de noviem- | Elecciones | cional demandando la in- 
ción de es- | Supremo bre de 2005 generales | constitucionalidad de la 
caños y N* 28429 de 2005 asignación de escaños a 
posterga- cada departamento por- 
ción de las que la distribución no to- 
elecciones maba en cuenta el censo de 
generales 2001. Las elecciones fueron 
Reasigna- Decreto 19 de noviem- | Elecciones | postergadas para el 18 de 
ción de Supremo bre de 2005 generales | diciembre. 
escaños N* 28445 de 2005 
Consejo Decreto 15 de noviem-| 2005 El decreto fue modificado 
Preconsti- Supremo bre de 2005 por el DS 28549, de 22 de 
tuyente y N* 28438 diciembre de 2005. El Con- 
Preautonó- | Conformado sejo dejó de funcionar en 
mico por Resolu- 2006, con el cambio de 

ción Suprema gobierno. 

N* 225461 
Reasigna- Decreto 19 de noviem- | Elecciones | Aclara una indefinición del 
ción de Supremo bre de 2005 generales | decreto N* 28429. 
escaños N? 28445 de 2005 





Fuente: Elaboración propia. 





LOS CAMINOS DEL CAMBIO 73 


Entre octubre de 2003 y diciembre de 2005 se vivió una notable in- 
certidumbre. Estaban planteadas las demandas que hacia finales de 
2008 todavía no se habían resuelto y no había canales institucionales 
ni posibilidades de acuerdos capaces de encararlas efectivamente. 
Durante ese lapso resurgieron con vigor los movimientos cívicos de 
los departamentos de tierras bajas (que junto al sureño departamento 
de Tarija conforman la llamada “media luna” de Bolivia). En Santa 
Cruz, sobre todo, las entidades empresariales y cívicas se articularon 
alrededor de la demanda de autonomía departamental. 


El siguiente ciclo (Cuadro 1.c.) se enmarca en la polarización del sis- 
tema político. Existe continuidad en la presión que el tiempo ejerce 
sobre el Parlamento Ua Ley Especial de Convocatoria a la Asamblea 
Constituyente se aprobó al límite del lapso previsto). La negociación 
de esa ley y la de convocatoria al referéndum sobre autonomías im- 
puso algunas incongruencias en ambas. En este período se observa la 
combinación de protesta social con política institucional: los “cercos” 
al Parlamento por parte de los movimientos sociales que apoyan al 
gobierno. 


Cuadro 1.c. Leyes y decretos de reforma del sistema político 














Tópico Dn Aprobación | Aplicación Comentario 
decreto 

Convocato- | Ley Especial | 6 de marzo Elección La ley fue modificada en 
ria para la 3364 de 2006 de consti- mayo porque un error 
Asamblea tuyentes, asignaba fondos excesivos 
Constitu- 2006 al financiamiento de las 
yente campañas electorales. 
Convocato- | Ley 3365 6 de marzo Referén- La pregunta fue excesiva- 
ria para re- de 2006 dum de mente larga y difícil de 
feréndum 2006 entender. 
sobre auto- 
nomías de- 
partamenta- 
les 
Ley de am- | Ley 3728 4 de agosto 2007 Modifica la Ley 3364. 
pliación de de 2007 
la Asamblea 
Constitu- 
yente 
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constitucio- 
nal y de 
elecciones 





de prefectos, 











Tópico LEES Aprobación | Aplicación Comentario 
decreto 
Se autorizan | Ley 3792 28 de noviem- | 2007 La sesión de Congreso 
las sesiones bre de 2007 se realizó bajo la presión 
de la Asam- de movilizaciones afines 
blea en al gobierno. Luego el pro- 
cualquier yecto de Constitución fue 
lugar del aprobado casi sin presen- 
territorio cia de la oposición. 
nacional 
Interpreta- | Ley 3835 29 de febrero | No se Los referendos departa- 
ción de la de 2008 aplicó mentales son convoca- 
Ley del Re- dos solamente por el 
feréndum Congreso. 
Convocato- | Ley 3836 29 de febrero | No se La CNE observó errores de 
ria simultá- de 2008 aplicó procedimiento en la 
nea de refe- convocatoria. 
rendos diri- 
mente y de 
aprobación 
Convocato- | Ley 3837 29 de febrero | No se 
ria simultá- de 2008 aplicó 
nea de refe- 
rendos diri- 
mente y de 
aprobación 
del proyecto 
de Constitu- 
ción 
Convocato- | D.S. N* 29469 | 5 de marzo Junio de Se debió a la renuncia del 
ria a elec- de 2008 2008 prefecto elegido en 2005. 
ción de pre- 
fecto de 
Chuquisaca 
Referéndum | Ley 3850 12 de mayo Referén- Un proyecto de ley “dor- 
revocatorio de 2008 dum de mido” en el Senado fue 
2008 sorpresivamente recupe- 
rado por la oposición. 

Fechas de Decreto 28 de agosto | No se Nuevamente la CNE 
referendos | Supremo de 2008 aplicó observó errores en la 
dirimente y | 29691 convocatoria. 
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Tópico 


Ley o 
decreto 


Aprobación 


Aplicación 


Comentario 





consejeros 
departamen- 
tales y sub- 
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Fuente: Elaboración propia. 


A partir de 2006, la política adoptó el signo de la movilización com- 
petitiva. En función de concepciones diferentes de la democracia en 
las élites, y no tanto en la población, de acuerdo con las rondas 2006 
y 2008 de LAPOP (Moreno et al., 2008) —la democracia como sobe- 
ranía popular, en el caso de los “movimientos sociales”; la democracia 
como vigencia de leyes y derechos, en el caso de los cívicos—, la 
disputa política se llevó a cabo en escenarios institucionales y también 
mediante marchas, cabildos, concentraciones y otras manifestaciones 
colectivas. Se entiende la movilización competitiva en los términos 
tratados por Martin Shefter: cuando dos élites políticas diferentes, 
aprovechando algún clivaje circunstancial, movilizan a sus bases para 
suplir los recursos de poder que estarían perdiendo o para defender 
lo que en su percepción estaría en peligro (Cf. también Koopmans, 
2004: 27 y ss). La diferencia entre otras experiencias y el proceso en 
Bolivia es que, en función de cálculos políticos, las élites de otros paí- 
ses suelen evitar la movilización competitiva si el clivaje en cuestión 
recorre líneas geográficas o regionales (Shefter, 1994: 7). En Bolivia se 
privilegiaron precisamente las líneas geográficas, que son, lógicamente, 
las únicas que podrían derivar directamente, en el caso extremo, en 
la división del país. 
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La movilización competitiva combina en Bolivia la participación en 
grandes movilizaciones —el “cabildo del millón”, en Santa Cruz, en 
diciembre de 2006; el “cabildo de los dos millones”, en La Paz y El 
Alto, en julio de 2007— con la participación electoral. Por ejemplo, el 
porcentaje de abstención en el referéndum sobre los hidrocarburos de 
2004 fue de 47% en Santa Cruz; en el referéndum sobre autonomías 
de 2006, fue de 17,5%. 


3. LA CRISIS DEL SISTEMA POLÍTICO 


Probablemente la más conocida sentencia sobre la crisis del sistema 
político boliviano fue aventurada por Mark Falcoff, resident scholar 
de uno de los más antiguos Think Tanks estadounidenses. Falcoff 
afirmaba en 2004: “Aunque Bolivia celebró recientemente más de dos 
décadas de democracia constitucional (...) su sistema político parece 
estar hoy en un estado de desintegración terminal” (Falcoff, 2004: 1). 
Agregaba: “Si el plebiscito sobre la exportación de gas natural produ- 
ce un resultado negativo, ni Santa Cruz ni Tarija tendrían interés en 
permanecer en la república, y probablemente amenazarían con formar 
un país propio. Pando, Beni y el departamento híbrido de Chuquisaca 
podrían sumarse a este intento, dejando a La Paz y las alturas a las 
drogas y la política, dos cosas —quizás las dos únicas cosas— que 
realmente saben hacer” (Falcoff, 2004: 3). 


Falcoff presentaba a Bolivia como un “Estado fallido”. Aunque esta 
calificación es excesiva, porque en un Estado fallido se conjuntan el 
reconocimiento externo con “una falta pura y simple de capacidad 
o poder factual (... 0) de funcionar como algo continuo” (Kreijen, 
2004: 375), o porque, más que un concepto, “Estado fallido” es un 
rótulo impuesto selectivamente por prejuicios e intereses geopolíticos 
y económicos de los países centrales (Bgás y Jennings, 2007), debe 
reconocerse que, al margen de la pobreza, existen problemas que 
afectan a la población y que el Estado no resolvió —de hecho, el 
Estado generó algunos de ellos desde las épocas coloniales—. Debe 
considerarse la debilidad, fragmentación e insuficiente ejercicio de 
soberanía por parte del Estado. El Informe Nacional de Desarrollo Hu- 
mano 2007. El estado del Estado (PNUD Bolivia, 2007), lo caracteriza 
como un “Estado con huecos”, pues no cubre homogéneamente la 
extensión territorial del país y debe negociar su autoridad con actores 
locales y regionales y, por otro lado, porque fue incapaz de construir 
un espacio público común o fomentar un mercado interno dinámico 
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y próspero. Los “huecos” se deberían a la debilidad de las élites, a la 
fortaleza de las organizaciones sociales y a la dependencia económica 
de la extracción de recursos naturales. 


La historia boliviana mostraría un contrapunto entre “dos niveles de 
la política”, según la formulación de Laurence Whitehead (Whitehead, 
2001: 10; Cf. también Crabtree, 2005: xvii): un sofisticado sistema ins- 
titucional y una tradición inveterada de participación directa, de ma- 
nera que cualquier desapego colectivo de la institucionalidad tendría 
siempre la alternativa de la participación y la movilización. 


La referencia a la debilidad estatal es indispensable porque determinará 
la firmeza de las futuras reformas institucionales. Las reglas no son 
efectivas si no hay un poder (el poder estatal) que las respalde. Tal 
como afirma Charles Tilly (2007), la estabilidad de la democratización 
—la sujeción de la política y el poder al control popular, la inserción 
de la política en las redes de confianza y la eliminación de las des- 
igualdades como elemento político determinante—, después de una 
transición, depende de la fortaleza previa del Estado —un Estado es 
fuerte si sus intervenciones alteran efectivamente la distribución de 
recursos no estatales— (Tilly, 2007: 162). 


Se examinaron los indicadores de gobernanza que desde hace poco 
más de una década emplea el Banco Mundial (Cf. Kaufmann, Kraay 
y Mastruzzi. 2008). Aunque existen varias críticas en relación con su 
enfoque y su metodología, muestran cómo Bolivia se desvía de la esta- 
bilidad democrática-neoliberal (Gráfico 1). Se observan disminuciones 
importantes en todos los puntajes desde 1998, a excepción del control 
de la corrupción. Sobre todo es visible una reducción constante de la 
calidad regulatoria —que es, de los indicadores tomados en cuenta, el 
más ligado al neoliberalismo—, del respeto de la ley y de la efectividad 
del gobierno. El período de la presidencia de Evo Morales muestra 
una “recuperación” en los indicadores de control de la corrupción y 
de voz y accountability. Bolivia es el país andino que más cambió en 
este lapso. De la más alta calidad regulatoria del período en toda la 
región (en 1996), disminuyó en 2007 a uno de los lugares más bajos 
(superior solamente al de Venezuela). De la mayor efectividad del 
gobierno (superada en el período solamente por el puntaje de Co- 
lombia del año 1996), disminuyó a valores similares a los de Ecuador 
y Venezuela, que siendo bajos mantienen mayor constancia. 
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Gráfico 1. Bolivia. Indicadores de gobernanza, 1996-2007 
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de http://info.worldbank.org/governan- 
ce/wgi/pdf/wgidataset.xls 


La crisis pone en duda la reproducción del sistema político, lo cual 
involucra la necesidad de un reajuste con su entorno?. Convencional- 
mente, el desajuste se observa en el comportamiento electoral, asu- 
miendo que una participación ciudadana de características inesperadas 
indica algún problema en el sistema de partidos y que ese problema 
es un problema del sistema político. Altos índices de abstención o 
votaciones elevadas por candidatos “antisistémicos” mostrarían ese 





2 


La Enciclopedia Internacional de las Ciencias Sociales, compilada en 1968 por 
David L. Sills, incluía el lematema “crisis” aludiendo a que se trataba de un vo- 
cablo no científico pugnando por un lugar científico. La segunda edición de la 
Enciclopedia, compilada en 2008 por William Darity, no tiene ya la entrada “crisis” 
y remite a otros términos. Uno de los rasgos definitorios de la crisis, anotado por 
José Ortega y Gasset, es el desajuste cognoscitivo: lo que pasa es que no sabemos 
lo que pasa. En Bolivia se suele acudir a la noción de crisis como método social 
de conocimiento en formaciones sociales altamente heterogéneas, propuesta por 
René Zavaleta (1983). En este caso se debería realzar el carácter social del método 
de conocimiento (la crisis no sería la tormenta que con sus relámpagos ilumina el 
escenario para un observador “intelectual”) y evitar las connotaciones esencialistas 
Cla crisis expone la realidad como realmente es”). 
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tipo de problemas. En el caso de esta investigación es pertinente re- 
currir a otras fuentes diferentes de los datos electorales, tomando en 
cuenta que la depuración del padrón electoral se realiza solamente 
desde 2004. Junto a la revisión de información cualitativa, se acudió a 
dos bases de datos que generan información cuantitativa: la base de 
datos de las encuestas del Barómetro de las Américas, del Proyecto 
de Opinión Pública en América Latina, LAPOP (rondas bienales eje- 
cutadas en Bolivia desde 1998), y la base de datos sobre conflictos 
sociales en Bolivia, que mantienen los investigadores Roberto Laserna 
y Miguel Villarroel. 


Gráfico 2. Los bolivianos y el sistema político 
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Fuente: Elaboración propia basado en datos de LAPOP-Barómetro de las Américas. 


La legitimidad de las instituciones políticas en Bolivia, medida por la 
confianza de los individuos en ellas, se ubica en la media del conti- 
nente. El puntaje del país en el índice de legitimidad institucional, de 
LAPOP, para 2008 es de 46,0 (en los extremos están Canadá, con 57,9, 
y Paraguay, con 22,0; el puntaje de los Estados Unidos es de 41,3). El 
apoyo al sistema político en Bolivia es de los más bajos (la encuesta 
de LAPOP de 2006 muestra un índice de apoyo al sistema de 51,1, 
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solamente superior al de Ecuador, Guatemala y El Salvador). Los par- 
tidos políticos son, al igual que en toda América Latina, los que menos 
confianza despiertan en la población. Las curvas incluidas en el Gráfico 
2 son expresivas. Se muestra una mayor confianza en las instituciones 
políticas (sobre todo a partir de 2006, a pesar de que en este período 
hubo varios conflictos y parálisis institucionales). Las respuestas de los 
entrevistados por LAPOP en 2000 y 2004 indican caídas significativas. 
Ambos años coinciden con los momentos de condensación de la crisis 
política correspondientes a la guerra del agua y la guerra del gas. El 
alza a partir de 2006 no determina que la población boliviana deje de 
ser muy crítica en relación con el funcionamiento de la democracia: 
el último informe del Latinobarómetro (2008) indica que Bolivia es, 
después de Perú, el segundo país en que se percibe que la democracia 
funciona peor que en el resto de América Latina (las cifras son de 40% 
y 37%, respectivamente). 


En el caso boliviano, esta crítica no es solamente el descontento sobre 
el desempeño de los gobiernos democráticos ni se traduce en apatía. 
Va acompañada de un repertorio de acciones y estructuras alternati- 
vas: redes sociales que suplen carencias básicas, organizaciones que 
resuelven problemas colectivos. Se presentan los “dos niveles de la 
política boliviana”, connotando la inestabilidad de las reglas o insti- 
tuciones formales y más costos de transacción en la elaboración de 
políticas públicas. De acuerdo con George Gray-Molina y Gonzalo 
Chávez: “Cuando las reglas del juego no son estables, el descontento 
con una política pública se refleja no solamente en la desaprobación 
de la política misma, sino también en una desaprobación de las re- 
glas, instituciones y actores que produjeron la política” (Gray-Molina 
y Chávez, 2005: 74). Para Gray-Molina y Chávez, la “caja negra” de la 
negociación de políticas en Bolivia incluye estos elementos: el notorio 
choque entre la institucionalidad formal y la institucionalidad informal 
(la intención de reducir los costos de transacción promueve negocia- 
ciones parciales que viabilizan ciertas reformas pero postergan asuntos 
importantes); y la fragmentación política, aun de los mecanismos de 
mediación alternativos como los movimientos sociales. 


Uno de los elementos definitorios de la conflictividad boliviana es la 
resolución parcial —o superficial— y la tendencia a diferir el plan- 
teamiento abierto de algunos problemas, que permanecen latentes y 
pueden surgir con características menos manejables. Lewis A. Coser 
(1964) propone examinar, por un lado, la tolerancia social hacia el 
conflicto (en este caso, la tendencia de diferir su tratamiento) y, por 
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el otro, el sistema societal de gestión de los conflictos (en este caso, 
el rasgo predominante es la inexistencia de canales institucionales 
formales de planteamiento y manejo de conflictos). 


Gráfico 3. Protesta social en Bolivia. Cantidad anual de eventos de 
protesta 
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Fuente: Base de datos de conflictos sociales en Bolivia. 


En la idea de que las protestas sociales expresan también el desajuste, 
se observa un crecimiento notable de las movilizaciones a partir de 
1998 (Gráfico 3). Desde ese año hay una subida tortuosa en la cantidad 
de protestas, sobre todo de los grupos campesinos e indígenas, que 
dura hasta el final del período, con un descenso durante el primer 
año del gobierno de Evo Morales. Desde ese año, y más claramente 
desde 2002, las medidas de presión son empleadas por todos los 
sectores. Los años 2000 y 2004 muestran alzas notables, que elevan la 
cantidad de eventos a niveles semejantes al inicio de la recuperación 
de la democracia. 


En general, se registraron disminuciones en el número de protestas 
en los años electorales, específicamente en las que se plantean oposi- 
ciones, demandas y críticas contra el Estado central (que constituyen 
el 59% de todos los casos). Entre 1988 y 1989, la cifra cayó de 203 
protestas a 127; entre 1992 y 1993, de 143 a 114; entre 1996 y 1997, 
de 143 a 110. La diferencia es menor en 2002, cuando el número dis- 
minuyó de 181 a 179 en relación con el año anterior. Esta pequeña 
diferencia (la menor desde 1985) connota el deterioro del ciclo de la 
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democracia pactada y el neoliberalismo, ya que rompe el patrón de 
mayor “paz social” en los años electorales. 


El examen de los sujetos movilizados muestra una conflictividad per- 
manente en las organizaciones campesinas tradicionales, especialmen- 
te a partir de 1998, que expresaría el “empoderamiento” del sector. 
Los años 2004 y 2005, durante la presidencia de Carlos Mesa, son 
los de mayor cantidad de protestas campesinas. Sucede algo similar, 
aunque en menor escala, con las organizaciones de vecinos urbanos, 
que en 1998 empezaron a manifestarse contra la privatización de los 
servicios básicos. Los campesinos cocaleros, por su parte, fluctúan en 
sus acciones de protesta en función de los planes gubernamentales 
de erradicación y represión. Los motivos de las protestas expresan 
una tendencia clara de disminución de las movilizaciones por asuntos 
laborales (estabilidad, condiciones económicas) entre 1985 y 1995. Al 
lado de esos temas, los motivos más importantes son el rechazo a los 
gobiernos y la vigencia o modificación de alguna ley. Las protestas 
relacionadas con leyes suceden sobre todo entre 2004 y 2005, alrede- 
dor de la modificación de la Ley de Hidrocarburos. 


Al margen de la revisión cuantitativa, se puede reconocer dos períodos 
con hitos que señalan con nitidez el desajuste del subsistema de la 
política con el resto de la sociedad y el desborde de la acción política 
fuera de los canales institucionales. Entre 2003 y 2005 sobresalen la 
modificación de políticas públicas por las movilizaciones (el retiro 
del “impuestazo”, en febrero de 2003; la instalación de la “agenda de 
octubre” de 2003; la rescisión del contrato de concesión del sistema de 
agua potable de La Paz y El Alto, lograda por los vecinos alteños en 
enero de 2005; la consolidación de la demanda de autonomía depatr- 
tamental mediante el compromiso presidencial de convocar elecciones 
prefecturales, en Santa Cruz, también en enero de 2005; la presión 
para aprobar la Ley de Hidrocarburos, entre marzo y mayo de 2005), 
y la renuncia de dos presidentes de la república (en octubre de 2003 
y junio de 2005). A partir de 2006, son notables las apelaciones a los 
movimientos sociales para forzar la aprobación de leyes y el recurso 
de la creación de comités y la realización de cabildos para promover y 
realizar, no siempre con respaldo legal, cambios en los departamentos. 
El proceso constituyente desarrollado desde 2006 expresa también 
estas tendencias. 


El ciclo de movilizaciones contemporáneo afirma un principio democrá- 
tico habitualmente subordinado por la democracia liberal: la soberanía 
popular. Señala el ascenso de la protesta como acción política legítima, 
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al lado de la acción institucional afectada por la crisis política del ciclo 
de la democracia pactada y el neoliberalismo. Con la mayor presen- 
cia y validez de la política “en las calles”, se ensanchó el espacio de 
la política, restringido entre 1985 y 2000 al campo de las relaciones 
institucionales. La acción política por fuera de los “conductos regula- 
res” dejó de ser un patrimonio de los movimientos “populares” y es 
empleada por todos los sectores. 


4. LA DINÁMICA DEL CAMBIO INSTITUCIONAL 
4.1. La institucionalización del sistema de partidos 


Los partidos que dominaron la escena política entre 1985 y 2003 
perdieron el protagonismo que entonces tenían. Acción Democrática 
Nacionalista, ADN, prácticamente dejó de existir; el Movimiento de 
Izquierda Revolucionaria, MIR, perdió su registro en la Corte Nacional 
Electoral, el Movimiento Nacionalista Revolucionario, MNR, tiene un 
solo senador. El único partido con alcance nacional es el Movimiento 
al Socialismo, MAS, que además niega ser un partido político. Indu- 
dablemente, se está dando una transformación sistémica, ya que el 
cambio no pudo ser autocontenido en las tendencias generales del 
sistema y compromete su continuidad como tal (Cf. Smith, 1989). La 
política partidaria sobrevivió gracias a la apertura de la participación 
electoral mediante agrupaciones ciudadanas y a la elección popular 
de prefectos. El sistema de partidos todavía no se reconfiguró, ello 
dependerá, entre otros elementos, de la suerte de las nuevas reglas 
incluidas en el proyecto de Constitución. Evidentemente, debido a 
que se instaló la distancia ideológica entre los partidos, no prima el 
multipartidismo moderado, como en la etapa de la democracia pac- 
tada. Las elecciones de 2002 arrojaron señales de un sistema multi- 
partidista polarizado. Es posible afirmar que, a pesar de las probables 
aspiraciones del MAS, no existe un sistema de partido único o hege- 
mónico (el hecho de que el MAS no controla el Poder Legislativo es 
ejemplo suficiente de que ese extremo no se da). El número efectivo 
de partidos parlamentarios parece connotar un sistema polarizado de 
“dos y medio partidos”. De todas maneras, solamente el MAS tiene 
alcance nacional; otras organizaciones políticamente influyentes son 
movimientos políticos regionales. 


Los estudios del cambio en los sistemas de partidos enfatizan el papel 
del electorado y los cambios institucionales, de manera que no se 
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puede inferir una transformación de gran escala sino por efecto de 
modificaciones radicales en las instituciones o en el mercado electoral. 
En Bolivia, además de que estos elementos también deben ser expli- 
cados, en la crisis del sistema de partidos confluyeron varias causas 
estructurales y coyunturales, intrínsecas y extrínsecas. Los enfoques 
convencionales se refieren al origen de los sistemas de partidos, sobre 
todo a los clivajes o divisiones sociales que reflejarían. Según el texto 
clásico de Seymour Martin Lipset y Stein Rokkan (1967), los sistemas de 
partidos de los países centrales se articularon en sus inicios alrededor 
de cuatro grandes y profundas divisiones sociales —los clivajes—: de 
clase social, centro-periferia, iglesia-Estado e industria-tierra (Lipset 
y Rokkan, 1967; Lipset, 2001: 4-5). A partir de su conformación con 
base en los clivajes estructurales, los sistemas de partidos no variarían 
sustancialmente en el tiempo. Estarían “congelados”, relativamente al 
margen de la dinámica económica y social (Lipset y Rokkan, 1967). 


La “hipótesis del congelamiento” mereció varias críticas: la “caducidad” 
de las anteriores estructuras de clivaje y la constatación de que actual- 
mente los partidos suelen intentar agregar intereses y evitan acudir 
electoralmente a los clivajes (Lawson, 2004: 253); la restricción de la 
validez de los clivajes a los países desarrollados (Mainwaring, 1999); 
la indefinición sobre si son los partidos los que están “congelados” o 
los sistemas de partidos o, finalmente, los clivajes; la necesidad lógica 
pero prácticamente imposible de que la sociedad esté “congelada” 
(Mair, 2001); a partir de cuestionamientos planteados por el propio 
Lipset (Cf. Lipset, 2000: 28), la duda sobre si las diferencias de valores 
que fundan los clivajes no ponen en duda la democracia como tal. Si 
bien esta hipótesis no corresponde fácilmente a la conformación del 
sistema de partidos en Bolivia, remite a un proceso cuya consideración 
es indispensable: la estabilización o, más bien, la institucionalización 
de los partidos y del sistema de partidos. 


El cambio de sistema suele observarse en el paso de un tipo a otro tipo 
de sistema; por ello son necesarias las tipologías (Smith, 1989: 356). Las 
dimensiones que se consideran en las tipologías incluyen el número 
de partidos y la distancia ideológica (Sartori, 1992, que sigue siendo 
la propuesta más influyente); las divisiones subnacionales, funciona- 
les (arena electoral, parlamentaria) (Mair y Bardi, 2008), la volatilidad 
electoral (Mair, 1989; Lane y Ersson, 1987); el tamaño relativo de los 
partidos (Lane y Ersson, 1987); los bloques que forman; la relación 
entre el oficialismo y la oposición (Smith, 1989). 
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Entre los elementos que menos se tomaron en cuenta en relación con 
los sistemas de partidos de América Latina están el alcance nacional de 
los partidos y del sistema de partidos (Cf. Jones y Mainwaring, 2003) y, 
en el caso del colapso de un sistema, la orientación social del sistema 
de partidos colapsado para plantear hipótesis sobre su reconfiguración 
y su reorientación (Bennett, 2005). Una dimensión que está siendo 
considerada desde la década anterior es el papel del Estado y las élites 
políticas en la conformación de los partidos y los sistemas de partidos 
(Múller, 1993; Mainwaring, 1999; Shefter, 1994). 


En general, las distinciones básicas separan los sistemas de sus en- 
tornos, los partidos de los sistemas y de los conjuntos de partidos, lo 
que son los partidos (el producto de determinadas configuraciones 
de poder y divisiones sociales) de lo que hacen (la disputa y la nego- 
ciación política) (Mair, 1998: 20-24), o, en los términos de Giacomo 
Sani y Giovanni Sartori (1983), los “dominios de identificación” y las 
“dimensiones de competencia”. 


Ya que no es posible inferir las características que adoptaría un futuro 
sistema de partidos en Bolivia a partir del multipartidismo moderado 
de tendencia centrípeta pasando por el multipartidismo polarizado 
(Cf. Mayorga, 2004), se enfatizará el grado de institucionalización 
del sistema, atendiendo una observación de Scott Mainwaring sobre 
la importancia de este factor (Mainwaring, 1999: 3-4). Los sistemas de 
partidos institucionalizados estructuran la política electoral y legislativa. 
Imponen algún grado de predictibilidad en la acción de los políticos 
y en las opciones de política pública. Dificultan la llegada al poder de 
líderes menos apegados a las instituciones formales y que se impongan 
las visiones de corto plazo (Mainwaring y Scully, 2008: 119-120). 


Las cuatro subdimensiones que Scott Mainwaring identifica en la ins- 
titucionalización de un sistema de partidos son las siguientes: estabi- 
lidad (que puede examinarse en los niveles de volatilidad); arraigo 
social (observable en bajas proporciones de voto cruzado y en en- 
cuestas sobre preferencias partidarias); reconocimiento y legitimidad 
de los partidos como indispensables por parte de los actores políticos; 
funcionamiento interno estable y regulado de los partidos (Mainwaring, 
1999: 26-27, Mainwaring y Scully, 2008: 119). 


Estabilidad 


La volatilidad fue extrema en las elecciones bolivianas desde los ini- 
cios del ciclo democrático. El índice de volatilidad electoral promedio 
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entre 1979 y 1997 es de 36%; entre 1997 y 2002 llega al 57%; entre 
2002 y 2005, a 70%. Son cifras comparativamente altas, frente al 4% de 
Estados Unidos, entre 1944 y 1994, o el 4,7% de Suiza, entre 1947 y 
1995; aunque no distan demasiado de lo observado en Ecuador (38,6% 
entre 1979 y 1996) o Perú (58% entre 1980 y 1995). 


Si se emplea el índice de número efectivo de partidos de Markku 
Laakso y Rein Taagepera con base en los resultados de las elecciones 
generales, se observa que hubo variaciones entre elección y elección. 
La más notoria se dio entre 2002 y 2005. Sin considerar otras dimen- 
siones del sistema de partidos, la evolución del número efectivo de 
partidos parlamentarios —3,38, en 1993; 5,24 en 1997; 4,73, en 2002; 
2,38, en 2005, ponderando la votación en función del número de 
escaños— podría señalar el paso del multipartidismo a un sistema de 
“dos partidos y medio”. 


Arraigo social 


La ronda de 2008 de las encuestas de LAPOP muestra que solamente 
el 29% de la población boliviana tiene preferencia por algún partido 
político. Varios de los entrevistados, además, tienen preferencia por 
partidos que oficialmente ya no existen, como el MIR o el Movimiento 
Bolivia Libre, MBL. La cifra contrasta con el 80% que Mainwaring (ci- 
tando a Rose, 1995: 22) consigna para Inglaterra a inicios de la década 
de los noventa. Las proporciones correspondientes otros países de 
América Latina según la misma encuesta de LAPOP son también bajas: 
25% para Argentina, 25% para Brasil, 19% para Ecuador y Perú, 32% 
para México; se destacan solamente el 70% de República Dominicana 
y el 59% de Paraguay (Cf. Moreno, 2008). Al margen de estos núme- 
ros, es suficiente notar que el MNR es el único de los partidos que 
participaron en elecciones generales antes de 2002 que actualmente 
tiene representación parlamentaria. 


En cuanto al voto cruzado, Salvador Romero Ballivián enfatiza el 
carácter “de combate” de las elecciones generales de 2005. Fueron 
las que mostraron menor proporción de voto cruzado desde que se 
implementaron las circunscripciones uninominales. En 1997, se dieron 
diecinueve casos en los que el diputado elegido uninominalmente 
pertenecía a un partido diferente del que obtuvo el primer lugar en la 
elección de presidente en la misma circunscripción; en 2002, veintisie- 
te; en 2005, apenas ocho (Romero, 2007: 325). Si bien en las eleccio- 
nes de alcance nacional no hubo altos márgenes de voto cruzado, la 
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selección de prefectos expresa una situación diferente: mientras Evo 
Morales ganó en cinco departamentos, solamente tres candidatos de su 
partido fueron elegidos como prefectos departamentales. De los nueve 
prefectos, seis pertenecían a diferentes agrupaciones ciudadanas; los 
tres prefectos postulados por un partido eran masistas. 


Reconocimiento y legitimidad de los partidos 


El período 2003-2005 muestra los niveles más bajos en la legitimidad de 
los partidos. Al margen de las protestas en contra de la “clase política” y 
las críticas de la “partidocracia”, los partidos políticos son generalmente 
las instituciones que menor confianza merecen de la población. Esta 
tendencia, común a todos los países de América Latina, también se 
presenta en Bolivia. Comparativamente, solamente cuatro países lati- 
noamericanos presentan proporciones menores que Bolivia en cuanto 
a la confianza en los partidos. Según la encuesta de LAPOP de 2008, el 
28,7% correspondiente a Bolivia supera levemente al 27,9% del Perú y 
al 24,9% de Nicaragua; las diferencias con Ecuador (22,6%) y Paraguay 
(19,5%) son las únicas estadísticamente significativas, ya que superan 
los márgenes de error de la encuesta. Las cifras correspondientes a 
México y Uruguay llegan a 41%. En Bolivia, los partidos son además 
percibidos como corruptos (65,5% de las respuestas). La mitad de los 
bolivianos considera que la democracia puede prescindir de los parti- 
dos. En Sudamérica, solamente Ecuador y Colombia (con proporciones 
cercanas a 54%) presentan más porcentaje de personas que consideran 
que puede haber democracia sin partidos (Moreno, 2008). 


Organización partidaria 


Uno de los rasgos más criticados de los partidos es el déficit de de- 
mocracia interna. Es común afirmar que el funcionamiento de la 
democracia está en manos de organizaciones que no son democráti- 
cas. A pesar de los varios intentos de promover el establecimiento de 
mecanismos democráticos sólidos desde antes de la Ley de Partidos 
Políticos, los partidos existentes carecen de funcionamiento regular 
y dependen de las decisiones de sus jefes nacionales. Según afirma 
la analista Jimena Costa, que realizó una investigación empírica con 
ocho partidos: “Todos los partidos cuentan con diversos documentos 
que respaldan su accionar interno, pero sólo se cumplen en pocos 
casos y nunca en su totalidad; ejemplo de ello suelen ser las instancias 
destinadas a cuidar el comportamiento ético de los militantes —que 
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existen en casi todos los partidos como Tribunales de Honor, de Ética 
o de Conducta—, las que a pesar de tener atribuciones específicas 
de sanción a quienes incumplan los lineamientos partidarios, están 
supeditadas a las prácticas informales que tienden a expulsar —no así 
procesar— a quienes piensan distinto a los miembros de la cúpula o 
aun del Jefe del partido” (Costa, 2007: 114). 


En el caso del MAS, única agrupación política con presencia nacional 
numerosa, el potencial democratizador que proveen su origen y sus 
tradiciones comunitarias todavía no es visible. Según Moira Zuazo: 
“Probablemente tendrá que pasar mucho tiempo todavía y correr mu- 
cha agua bajo el puente para apreciar el carácter democratizador de la 
política partidaria que conlleva este proceso” (Zuazo, 2008: 49). 


La crisis del sistema de partidos en Bolivia 


En la definición de la crisis se enfatizará el desajuste entre el sistema 
de partidos y su entorno, manifiesto en su incapacidad de “leer” los 
cambios en el ambiente y de responder adecuadamente a ellos. La dis- 
cusión sobre el carácter consolidado o incipiente y volátil del sistema 
de partidos de la democracia pactada no está resuelta. Mientras algunos 
aseguran que se trató de un sistema “relativamente institucionalizado” 
(Mayorga, 2005: 154), otros refieren su estado incipiente, similar al 
de los sistemas de partidos de otros países latinoamericanos (Brasil, 
Ecuador, Perú) (Mainwaring y Scully, 1995). 


Además de las dimensiones consideradas anteriormente, debería 
examinarse cuán cerca estaba el sistema de partidos de canalizar la 
totalidad de las demandas de cambio institucional, o su capacidad 
de bloquear los intentos de “saltarse” (bypass) la “mediación partida- 
ria” por parte de grupos de la sociedad civil, movimientos o grupos 
de presión. No hay posibilidad de hacer un análisis riguroso de esa 
capacidad porque durante varios años (especialmente entre 1993 y 
1997, que son los momentos de mayor vigor y “proactividad” de la 
democracia pactada) hubo un “silencio social”, expresado en bajos 
números de protestas sociales que no pueden explicarse solamente 
como resultado del desempeño gubernamental o de la efectividad 
de la representación partidaria. Poco después, durante la Guerra del 
Agua de 2000, la representación social fue asumida en Cochabamba 
por la Coordinadora de Defensa del Agua y de la Vida y no por los 
parlamentarios. Era claro que entonces el sistema era institucional- 
mente débil. El corolario es que, si en el período anterior el sistema 
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había alcanzado una “relativa institucionalización”, hacia 2000 se había 
“desinstitucionalizado”. 


Gran parte de las explicaciones del colapso de los sistemas de parti- 
dos en el área andina se afinca en la incapacidad gubernamental de 
su personal. Sin embargo, tal como afirma Martín Tanaka en relación 
con los casos de autoritarismo competitivo en Perú y Venezuela, este 
factor es insuficiente ya que se dieron casos más severos de bajo 
desempeño en el gobierno que no condujeron a crisis sistémicas. La 
deslegitimación de los partidos y el descontento popular tampoco 
ofrecerían una explicación satisfactoria. Tanaka agrega un factor dife- 
rente: los conflictos entre los partidos en coyunturas electorales críticas 
(Tanaka, 2005: 34). René Antonio Mayorga reconoce siete motivos o 
causas estructurales y coyunturales en la crisis del sistema de partidos 
boliviano: primero, la desnaturalización de los acuerdos y coaliciones 
(que conllevó la desaparición de una oposición parlamentaria crítica); 
segundo, la integración de los partidos en la gestión estatal (sistema 
de partidos-cártel, distribución de recursos estatales entre los partidos 
y alejamiento de la sociedad civil); tercero, un “modelo hermético de 
gobernabilidad” que privilegió el clientelismo en vez de los pactos con 
organizaciones sociales; cuarto, la carencia de democracia interna en 
los partidos; quinto, baja calidad del liderazgo; sexto, las limitaciones 
del proceso de modernización estatal; séptimo, la recesión econó- 
mica desde 1999 (Mayorga, 2004: 40-41). Aunque Mayorga se refiere 
en unas ocasiones al sistema de partidos y en otras a los partidos y 
también al Estado, los elementos que propone son suficientemente 
explicativos. El Cuadro 2 ilustra las causas que sobredeteminaron la 
crisis de los partidos. 


Cuadro 2. Causas de la crisis del sistema de partidos 








Tiempo 
Lugar Coyunturales Estructurales y de proceso 
Intrínsecas | - Debilidad del liderazgo y de | - Débil institucionalización. 
la capacidad de gobernar. - Debilitamiento progresivo 
- Conflictos internos en los de la tarea de representar 
partidos y entre los partidos (en la “actuación efectiva 
del sistema. por los otros” y en los 
dispositivos de “lectura” del 
entorno; modelo 
“hermético”). 
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Tiempo 
Lugar 


Coyunturales 


Estructurales y de proceso 





- Desnaturalización de los 
acuerdos (cuoteos y COrrup- 
ción percibida). 

- Carencia de democracia 
interna. 

- Elementos de cultura política 
como el cortoplacismo. 





Extrínsecas 


Surgimiento de alternativas 
políticas no identificadas con 
la “partidocracia” y más 
vinculadas con la sociedad 
organizada. 

Intolerancia social frente a 
los partidos. 


- Reformas de apertura de la 
política en niveles 
subnacionales. 

- Inexistencia de mecanis- 
mos institucionales de ges- 
tión de la crisis. 

- Recuperación de la acción 


- “Invasión” de lo político en colectiva. 


arenas de actuación parti- Telones de fondo: 
daria. - Incompatibilidad “funda- 
- Recesión. mental” entre neoliberalismo 
y democracia. 


- Pobreza. 














- “Dos niveles de la política”. 


Fuente: Elaboración propia. 


Debe notarse en primer lugar que el sistema político era altamente 
dependiente de la estabilidad económica. Se reparará en dos elemen- 
tos estructurales mutuamente complementarios: los “dos niveles de 
la política” y la inconclusa y frágil institucionalización del sistema. La 
debilidad fundamental del sistema de partidos de no poder reclamar 
efectivamente el “monopolio” de la representación en la política insti- 
tucional es acompañada por la disponibilidad de otras formas de repre- 
sentación (corporativa, sobre todo) en el “otro nivel” de la política. Ello 
llevó al quiebre del sistema de partidos pero probablemente también 
permitió la conservación de la institucionalidad en general, ya que la 
posibilidad de presentar candidaturas en agrupaciones ciudadanas o 
pueblos indígenas cobijó no solamente los intereses que los partidos 
no representaban sino también a algunos políticos de experiencia y 
vocación y, por otra parte, canalizó los intereses de varios sectores 
de la población. 
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4.2. Tendencias del sistema de partidos 


La posibilidad de un sistema de partido hegemónico o partido de Esta- 
do es remota debido a que los clivajes que animan las disputas actuales 
son regionales. Podría, más bien, conformarse un sistema bipartidista 
con un partido fuerte. El sistema podría ser “de dos y medio partidos”, 
con el MAS, por un lado, y un partido fuerte de oposición más una o 
más “terceras opciones” (cf. Siaroff, 2003). La probable reelección de 
Evo Morales por una sola vez alterará sensiblemente este escenario en 
tanto que, ya que los partidos dependen sobremanera del liderazgo, 
existiría prontamente una posibilidad de alternancia. Tal como destaca 
Attila Ágh (2005) para los países de Europa Oriental Central, la configu- 
ración de los sistemas de partidos vio el surgimiento temprano de sus 
principales actores y el desarrollo de una “clase política” democrática 
que debería suplir las demandas de personal político. 


La posibilidad de un multipartidismo (en este caso, polarizado, ya que 
la distancia ideológica difícilmente disminuirá a corto plazo) y los ries- 
gos para la estabilidad que comporta para un régimen presidencialista 
podrían debelarse, al igual que en el período de la democracia pacta- 
da, con un funcionamiento casi bipartidista, mediante coaliciones “de 
oposición” —carentes de los rasgos de una coalición de gobierno— en 
función de los subsistemas departamentales de partidos. 


4.3. Cambios en el régimen político 


El régimen político boliviano fue caracterizado como “presidencialismo 
parlamentarizado”, por su combinación de características presidencia- 
les y parlamentarias (el presidente tenía un período de administración 
fijo y no dependía de la confianza del Parlamento; el Parlamento de- 
sigenaba al presidente en acuerdos postelectorales que derivaban en 
coaliciones de gobierno). Basaba su funcionamiento en la prescripción 
constitucional de que, si en la elección general ningún candidato 
obtenía la mayoría absoluta, el Congreso elegido debía nombrar al 
presidente y al vicepresidente entre los candidatos más votados. 


La centralidad de la política institucional de escala nacional —afinca- 
da en la primacía de algunos asuntos y sujetos sociopolíticos y en la 
exclusión de otros— sustentó la eficacia y estabilidad de las coalicio- 
nes. A su vez, las coaliciones permitieron superar algunos problemas 
asociados al presidencialismo en sistemas multipartidarios. Compor- 
taron también la subordinación del Poder Legislativo al Ejecutivo; la 
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distribución de cargos generó ineficacia gubernamental y sospechas 
fundadas de corrupción. Las coaliciones dependían de la cercanía 
ideológica entre los partidos. El resultado de las elecciones de 2002 
dio una representatividad diferente al Congreso; con más diputados 
y senadores de origen campesino e indígena, opuestos a los partidos 
“tradicionales”, la conformación de una mayoría parlamentaria exigía la 
reunión de al menos tres partidos. La posterior caída de Gonzalo Sán- 
chez de Lozada dio paso al “gobierno sin partidos” de Carlos Mesa. La 
receptividad inicial de los parlamentarios permitió aprobar la reforma 
constitucional que incluyó la Asamblea Constituyente, el referéndum y 
la iniciativa legislativa ciudadana, a principios de 2004. La renuncia de 
Mesa significó la solución de continuidad de una convivencia incómo- 
da entre los dos poderes. La aprobación de la Ley de Hidrocarburos, 
en mayo de 2005, pocas semanas antes de la renuncia definitiva de 
Mesa, muestra los riesgos de la carencia de acuerdos políticos en un 
ambiente de prevalencia de apuestas cortoplacistas. 


Mesa inició su gestión con altísima popularidad. Encuestas de Apoyo, 
Opinión y Mercado le dieron 66% de aprobación en octubre de 2003 
y 82% en noviembre del mismo año (£/ Deber, 30 de noviembre de 
2003). Intentó prescindir, por primera vez en dieciocho años, de una 
coalición parlamentaria. Durante los primeros meses de su gobierno, 
entre octubre de 2003 y agosto de 2004, de acuerdo con la narración 
de Mesa (Mesa, 2008), la relación fue relativamente estable. Los cam- 
bios en la directiva parlamentaria, en agosto de 2004, y los “cálculos 
políticos” ante la cercanía de elecciones municipales de ese año mo- 
dificaron esa situación. 


El proceso de la Ley de Hidrocarburos —sobre todo entre marzo y 
mayo de 2005— marca un momento de condensación crítico pero 
también señala los problemas de legislación cuando no hay mayorías 
eficientes ni la estabilidad que las coaliciones pueden brindar al proce- 
so legislativo. Es notable que no hubiera una votación contundente por 
“disciplina” o línea partidaria. Al aprobar la Ley de Hidrocarburos, los 
parlamentarios no obedecieron una consigna cupular inapelable sobre 
el “sí” o sobre el “no”. A diferencia de lo que sucedía en las décadas 
anteriores, el proyecto enviado por el Ejecutivo al Parlamento fue cam- 
biado y desechado, incialmente a favor de la propuesta de la Comisión 
de Desarrollo Económico (dirigida por un diputado del MAS y otro 
de Nueva Fuerza Republicana, NFR). Las modificaciones del proyecto 
en la cámara de senadores —sobre todo la creación y la distribución 
del Impuesto Directo a los Hidrocarburos— provocaron un cambio 
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de posición en el MAS, que anteriormente había propugnado la ley. 
En algunos casos, la influencia de las brigadas departamentales fue 
mayor que la pertenencia a los partidos. Finalmente, la ley aprobada 
por ambas cámaras fue “observada conceptualmente” por el presidente 
Mesa, que se abstuvo de vetarla o promulgarla. Fue promulgada por el 
presidente del Senado. Desde el principio se criticó la distribución del 
Impuesto Directo a los Hidrocarburos, que años más tarde ocasionaría 
conflictos entre el Poder Ejecutivo y los prefectos. 


El gobierno de Evo Morales es el primer gobierno dirigido por un indí- 
gena; es la primera vez, desde la recuperación de la democracia, que el 
presidente y el vicepresidente fueron elegidos directamente por el voto 
popular. También es el primer gobierno que tiene mayoría en una de 
las cámaras legislativas y minoría en la otra; es el primer gobierno que 
debe compartir el poder con prefectos elegidos por el voto popular, 
existe una división horizontal del poder (entre poderes o ramas del 
gobierno) y existe también una división vertical (entre el gobierno 
nacional y las prefecturas). Fernando Mayorga (2008) es quien más ha 
resaltado algunos rasgos institucionales de la crisis política boliviana, 
más allá de las apuestas estratégicas de sus protagonistas. Uno de los 
elementos que Mayorga define con mayor énfasis es, precisamente, 
el gobierno dividido. 


Desde 2007 la relación entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo 
fue difícil, porque el MAS perdió el control de la cámara de senado- 
res al iniciar su segundo año de gestión. Las propuestas de ley son 
generalmente aprobadas sin mayor retraso por los diputados y son 
detenidas o modificadas en el Senado. Varias leyes fueron demoradas 
en la cámara alta y para aprobarlas el MAS optó por la convocatoria 
de sesiones de Congreso. El oficialismo logró convencer a dos sena- 
dores suplentes de la oposición para conseguir quórum en sesiones 
de Congreso y facilitar la aprobación de varias leyes. En estos casos, 
también hubo movilizaciones de los sectores sociales que apoyan al 
gobierno, que cercaron el palacio legislativo e impidieron el ingreso 
de algunos parlamentarios opositores. En relación con todo el período, 
la labor del Congreso marca un crecimiento de las leyes pendientes 
y un descenso de las leyes promulgadas durante el gobierno de Evo 
Morales (Cuadro 3). 
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Cuadro 3. Actividades del Congreso, 2002-2007 




















Leyes aprobadas | Proyectos de 
Leyes Actos de 
Legislatura en grande yen ley pendientes A 
promulgadas fiscalización 
detalle o en proceso 
2002-2003 Sin dato Sin dato Sin dato 2.230 
2003-2004 122 570 283 1.856 
2004-2005 320 358 301 1.772 
2005-2006 133 408 213 481 
2006-2007 30 760 176 1.548 























Fuente: Elaboración propia sobre datos de entrevista con diputado nacional. 


El gobierno dividido se muestra con claridad en la cantidad de leyes 
pendientes en la legislatura 2006-2007. Igualmente, los actos de fisca- 
lización expresan el papel que la oposición parlamentaria jugó en la 
vigilancia del Ejecutivo. Los gobiernos de Sánchez de Lozada y Mesa 
son los más fiscalizados, más que el gobierno de Evo Morales, cuya 
distancia ideológica con la oposición es mayor. Los actos de fiscaliza- 
ción son sobre todo peticiones de informe escrito u oral. Las peticiones 
de informe escrito no respondidas en la legislatura 2006-2007 alcanzan 
el 25% (entrevista confidencial). 


Notablemente, la relación entre los poderes no es la subordinación 
del Legislativo al Ejecutivo; los proyectos de ley presentados en 2008 
son mayoritariamente iniciativa de los legisladores y no del Ejecutivo. 
El fracaso de la Asamblea Constituyente y de varios intentos de diálo- 
go con los prefectos condujo a la recuperación de la centralidad por 
parte del Parlamento y a la superación del encallamiento del proceso 
constituyente. 


4.4. El sistema electoral 


El sistema electoral boliviano es mixto. Una de las dos cámaras legis- 
lativas, la cámara de diputados, combina los principios de mayoría 
(en circunscripciones uninominales) y proporcionalidad (en circuns- 
cripciones departamentales plurinominales, asignando escaños según 
la fórmula de divisores naturales). La cámara de senadores es de ma- 
yoría con representación de minorías. Cuando se realizan elecciones 
generales, se emiten dos votos: uno para presidente, vicepresidente, 
diputados “proporcionales” o “uninominales” y senadores; el otro, 
para los diputados de circunscripción uninominal. Durante el lapso 
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estudiado no sufrió cambios notables, al margen de la distribución 
de diputaciones a cada uno de los departamentos —que cambió en 
función de los resultados del censo de población realizado en 2001— 
y la introducción del referéndum. 


La noción de volatilidad —aplicada a la pérdida (o ganancia) de votos 
de un partido entre una y otra elección— podría usarse metafóricamen- 
te para aludir a la modificación de las reglas electorales antes de cada 
elección en Bolivia. En Sudamérica, solamente Ecuador ha realizado 
más modificaciones. Según señaló Diether Nohlen, hacia inicios de la 
década de los años noventa Bolivia era con certeza “el país más pro- 
penso a realizar reformas electorales” (Nohlen, 1994: 326). Desde la 
recuperación de la democracia, solamente se repitió el mismo conjunto 
de reglas en las elecciones generales de 1997 y 2002. 


A partir de la reforma constitucional de 1994, la mayor parte de las 
modificaciones en la normativa electoral intentaron incrementar la 
legitimidad de los resultados (la conformación de gobiernos, la distri- 
bución de escaños) sin perder la estabilidad que los pactos políticos 
otorgaban. Los cambios alteraron la desproporcionalidad del sistema, 
que está en los límites “normales” para América Latina (la media del 
índice de Loosemore y Hanby, que es comparativamente el más sen- 
sible, para las últimas tres legislaturas es superior en un punto a la de 
México e inferior en tres puntos a la de Colombia). A continuación se 
ofrece un gráfico que muestra la desproporcionalidad en la cámara 
de diputados entre 1985 y 2005. A pesar de disminuir el número de 
diputados elegidos por lista, las primeras elecciones con circunscrip- 
ciones uninominales (1997) mostraron una significativa disminución 
de los valores de los índices de desproporcionalidad en relación con 
la elección anterior (Gráfico 4). 


Durante el período 2003-2008 se realizaron un total de cinco procesos 
electorales nacionales: referéndum sobre los hidrocarburos (2004); 
elecciones generales y selección de prefectos (2005); elección de 
representantes a la Asamblea Constituyente (2006); referéndum sobre 
autonomías departamentales (2006); referéndum de revocatoria de 
mandato de autoridades electas (2008). También se realizaron cuatro 
referendos departamentales no avalados por la Corte Nacional Elec- 
toral. En la llamada “media luna” los departamentos de Pando, Beni, 
Santa Cruz y Tarija), el resultado del referéndum sobre autonomías fue 
un sí claro e incontrovertible. En el resto del país ganó el no. 
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Gráfico 4. Índices de desproporcionalidad para la Cámara 
de Diputados 
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Fuente: Elaboración propia con datos de la CNE. 


En 2002 apareció con fuerza la candidatura de Evo Morales y el MAS, 
con un segundo lugar inesperado. En 2005, la proporción de voto 
favorable al MAS fue la más alta de todo el período democrático. En 
ambas elecciones, Evo Morales obtuvo más votos que los candidatos 
de su partido en circunscripciones uninominales (y la proporción de 
votos nulos o blancos en las circunscripciones fue mucho mayor que 
en la votación para presidente). Desde 2005 la participación superó 
consistentemente el 80% de los votantes inscritos. La votación en 
blanco fue significativa en la elección de constituyentes (13% del to- 
tal de votos emitidos) y menos para el referéndum sobre autonomías 
departamentales?. 





En las circunscripciones uninominales la suma de votos blancos y nulos es ma- 
yor que la registrada en las circunscripciones departamentales (779.152, frente 
a 124.046). Es probable que este comportamiento electoral sea influido por 
diferencias en el interés y la información sobre las elecciones presidencial y de 
diputados. 
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Cuadro 4. Elecciones generales de 2005. Resultados y asignación de 
escaños 
































ñ Votación | Votación para Ñ Total Diputados Diputados 
Ledtio nacional — | uninominales | COgresistas diputados uninominales | por lista Senadores 

NFR 19.667 53.634 

JSTB 7.381 16.298 

UN 224.090 260.290 9 8 1 7 1 
MIP 61.948 73.499 

MAS 1.544.374 968.120 84 72 45 27 12 
MNR 185.859 179.319 8 7 2 5 1 
FREPAB 8.737 47.125 

PODEMOS 821.745 625.230 56 43 22 21 13 
Votos 

válidos 2.873.801 | 2.223.515 157 130 70 60 27 
































Fuente: Elaboración propia con base en datos de la CNE. 


La credibilidad del órgano electoral se estableció en 1991, como pro- 
ducto de acuerdos suprapartidarios y en respuesta a una demanda 
generalizada de limpieza y transparencia. La Corte Nacional Electoral, 
conformada por personalidades prestigiosas y sin vínculo partidario, 
administró comicios nacionales y municipales dando seguridad a los 
resultados. La crisis de la Corte se inició en 2000, con desavenencias 
internas que se manifestaron en la necesidad de que los vocales 
voten por primera vez para decidir un caso (anteriormente todas las 
decisiones habían sido tomadas por consenso) (Cf. Lazarte, 2005). El 
momento más difícil se dio en 2008, cuando cuatro cortes departa- 
mentales realizaron referendos para aprobar estatutos autonómicos. 
Esos referendos no se enmarcaban en la Constitución y la Corte no los 
autorizó. En el proceso de polarización y movilización competitiva, la 
Corte evitó ser utilizada instrumentalmente en las disputas políticas. 
La realización del referéndum de revocatoria de mandato constituyó 
su reafirmación institucional. El proyecto de Constitución impone el 
Órgano Electoral Plurinacional como cuarto poder del Estado. Aunque 
se define que vigilará el cumplimiento de los usos y costumbres de 
los pueblos indígenas y originarios y las comunidades campesinas 
en la designación de autoridades y representantes, todavía no está 
establecida la variedad de consultas que deberá administrar. El pro- 
yecto modifica la elección presidencial y parlamentaria; será declarado 
ganador el candidato presidencial que obtenga más del 50% de los 
votos válidos o más de 40% con ventaja de 10 puntos sobre el segundo 
candidato; se incluye la segunda vuelta popular, cortando formalmente 
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el cordón umbilical que unía a los poderes Ejecutivo y Legislativo 
durante la democracia pactada e introduciendo incertidumbres sobre 
la estabilidad de los gobiernos elegidos. La Cámara de Senadores de 
la Asamblea Legislativa Plurinacional tendrá cuatro senadores por de- 
partamento asignados proporcionalmente a los partidos en función de 
sus votos; la Cámara de Diputados incluirá a representantes elegidos 
en circunscripciones especiales indígenas rurales, que serán contadas 
entre las circunscripciones. 


5. DESPLAZAMIENTOS DEL SISTEMA POLÍTICO 


Se observan seis procesos de desplazamiento de los núcleos de las deci- 
siones vinculantes hacia “fuera” de los ámbitos convencionales centrales 
y en las relaciones que el sistema político mantenía con las otras esferas 
sociales. Estos procesos no son una novedad de estos años. Tampoco 
son fuerzas motrices sino expresiones de la fragmentación del sistema 
político. Se refieren a los escenarios de la política —la multiplicación 
de los escenarios de negociación y disputa política—, a sus actores 
—la mediatización, la judicialización—, a las formas de interacción 
—la “desinstitucionalización”— y a las relaciones con otras esferas 
del sistema social —“plebiscitarismo”, reorientación y fortalecimiento 
de la política en relación con la economía—. 


5.1. Multiplicación de escenarios de la política 


Los escenarios de negociación política se multiplicaron en el período 
estudiado, tanto en el ámbito institucional formal como en “la política 
en las calles”. El Cuadro 5 muestra los escenarios y actores estratégicos 
en el sistema político. Tal como se observa, el MAS es el único actor 
presente en todos los ámbitos. La posibilidad de acuerdos es remota 
porque cada escenario puede adoptar el papel de jugador de veto y 
trabar iniciativas. 


Los prefectos actuales —elegidos por voto popular en virtud de un 
acuerdo político— carecen de control institucional. De acuerdo con 
un auto del Tribunal Constitucional, sus controles “naturales”, los 
Consejos Departamentales, están impedidos de cuestionarlos y menos 
censurarlos. El control social no está legislado a esta escala. Los con- 
flictos principales del gobierno central con los prefectos se debieron 
a la modificación de la distribución de la renta del gas y a los intentos 
de algunos prefectos de impulsar políticas “autonómicas” generando 
controversias con la normatividad nacional. 
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Cuadro 5. Presencia visible de actores estratégicos en escenarios de 
toma de decisiones vinculantes 




















Escenarios | Relación Asamblea Relación | Poder Judi- 

Legislativo- Congreso Constitu- | presidente- | cial y Cortes 

ACtOrES Ejecutivo yente prefectos | Electorales 

MAS Xx Xx XxX Xx XxX 

Agrupaciones 

políticas de XxX XxX XxX XxX 

oposición 

Prefectos Xx XxX 

Movimientos 

cívicos ds Xx Xx 

Movimientos 

sociales XxX 


























Fuente: Elaboración propia. 


En la Asamblea Constituyente, el MAS contaba con la mayoría de los 
representantes pero de hecho, por la regla de toma de decisiones, 
estaba sometido al bloqueo de la oposición. Los intereses de corto 
plazo —tanto de los masistas como de los opositores— apuntalaron 
una dinámica de conflicto que afectó las deliberaciones. La propuesta 
de reelección presidencial, por parte del MAS, y los intentos de sabo- 
tear la Asamblea, por parte de la oposición, impusieron un horizonte 
temporal de muy corto plazo en el foro que debía definir las relaciones 
básicas entre los bolivianos en el largo plazo. 


En todos estos escenarios los adversarios eran diferentes, de manera 
que no se podía resolver varios conflictos en un solo acuerdo político, 
tal como sucedía en la década anterior, cuando las cumbres de partidos 
con representación parlamentaria podían garantizar la estabilidad po- 
lítica. Solamente el gobierno, y específicamente el presidente Morales, 
ocupaba un lugar en todos los ámbitos conflictivos. 


5.2. Mediatización 


Se ha sugerido que, si Bolivia habrá de dividirse, la división empezó 
en la división de la pantalla en los noticieros que emiten los medios 
televisivos privados. Al margen de que la extensión de la imagen 
dividida a la “realidad social” es cuestionable, la metáfora expresa 
otra característica del período estudiado: la mediatización de la po- 
lítica. No se refiere a la universalmente creciente importancia de los 
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medios en todos los ámbitos de la vida social. Tampoco se resume en 
el hecho de que la crisis de octubre de 2003 se resolvió con la sucesión 
constitucional que permitió que un periodista llegue a la presidencia 
de la República. También, y sobre todo, es la inundación del ámbito 
mediático por la disputa política, la escenificación de los conflictos y 
la toma de partido por parte de los medios. 


Ante cámaras y micrófonos, el presidente Morales declara insisten- 
temente que algunos medios de comunicación están sin disimulo 
en contra del gobierno y que se constituyeron en una oposición tan 
importante como la oposición partidaria. Por el otro lado, el mismo 
presidente promueve la formación de una red de medios populares. 
Algunas evaluaciones de la cobertura mediática de los proceso po- 
líticos nacionales indican precisamente este hecho (Cf. Arce el al., 
2007). 


Los medios de comunicación masiva pasaron a ser actores del pro- 
ceso político. Los sesgos derivados de la estructura de propiedad de 
las redes televisivas son claros, tanto que una misma noticia tiene 
coberturas contrapuestas dependiendo del canal que se vea. Es difícil 
de probar que los mensajes que emiten y transmiten los medios de 
comunicación determinen las inclinaciones políticas de la población. 
Podría afirmarse que uno no cree lo que dice el noticiero que ve; tam- 
poco ve el noticiero que dice lo que uno cree; ve cualquier noticiero y 
no cree necesariamente lo que dice. Así, no es posible concluir que los 
noticieros televisivos determinen la polarización en la población (si 
se revisan las encuestas de opinión, se observa que la población está 
menos polarizada que la impresión que deja el discurso mediático; 
Gf., por ejemplo, los resultados de la encuesta de LAPOP de 2008, 
en los que la población no expresa oposiciones fuertes sobre temas 
importantes como el separatismo). Debe distinguirse a los periodistas 
de los medios de comunicación. Las opiniones de los periodistas son 
claramente más moderadas que el discurso mediático (Córdova el al., 
2006). Por otro lado, la mediatización no tiene que ver solamente con 
la actuación del “cuarto poder” sino que en este período se hicieron 
más frecuentes las agresiones contra los medios y los periodistas. 


5.3. Judicialización 


A diferencia de lo que sucedió en las décadas anteriores, en el pe- 
ríodo 2003-2008 se hizo explícita la importancia política del Poder 
Judicial. El ex presidente Carlos Mesa, por ejemplo, acusa al Tribunal 
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Constitucional de cobijar intereses afines a la anterior “partidocracia”: 
“Controlado todavía por las fuerzas caídas en octubre, respondió de 
modo muy evidente a sus intereses” (Mesa, 2008: 167). El presidente 
Morales es acusado de intentar “descabezar” el Tribunal. El efecto po- 
lítico del ejercicio del Poder Judicial fue más notorio en este período 
debido a la polarización que se vive en el país. De hecho, se constata 
un desplazamiento de la disputa política al Poder Judicial. Los tribu- 
nales de justicia fueron invocados para legitimar una u otra postura 
política particular. La participación del Tribunal, por obra u omisión, 
tuvo efectos que determinaron cambios en la distribución del poder. 
La “constitucionalización” de los decretos y leyes “neoliberales” —entre 
2003 y 2008 el Tribunal declaró “constitucionales” varios instrumentos 
legales aprobados en la década de 1990— podría ser un ejercicio del 
poder diferido por parte de los “políticos tradicionales”. 


Cuadro 6. Decisiones del Tribunal Constitucional (1999-2008) 














Tipo de Decisión según jerarquía de la norma 
O Norma | Res. Mi- 
decisión , E Decreto Ley Total 
menor nisterial 
Constitucional o 10 32 an 208 
AE 36,36% | 52,63% | 69,64% | 73,91% | 65,06% 
Inconstitucional e ? Es 15 sd 
ias 63,64% | 47,37% | 30,36% | 26,09% | 34,94% 
Total 22 19 56 69 166 
di 100,00% | 100,00% | 100,00% | 100,00% | 100,00% 


























Fuente: Zapata, 2008. 


En función de los datos del Cuadro 6, comparativamente la propor- 
ción de fallos favorables a los otros poderes (sobre todo al Ejecutivo) 
no es alta. Sin embargo, es clara la tendencia del Tribunal de brindar 
constitucionalidad a las reformas neoliberales. De acuerdo con Neyer 
Zapata: “la probabilidad de que el TCB declare la constitucionalidad de 
las normas es mayor cuando la norma recurrida tiene mayor jerarquía, 
regula alguna reforma neoliberal y es contemporánea con la autoridad 
recurrida” (Zapata, 2008: 7). Aun el controvertido Decreto Supremo 
N* 24806, de 4 de agosto de 1997, que otorgaba la propiedad de los 
hidrocarburos a las empresas privadas, fue declarado constitucional, 
en una fecha tan tardía como diciembre de 2003. 
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5.4. “Desinstitucionalización” 


A lo largo de este trabajo se argumenta que el “otro nivel de la po- 
lítica” constituye una opción endémica, tanto por la movilización 
permanente como por la incapacidad de la política institucional de 
proveer canales a la demanda social. En general, los clivajes de la 
sociedad no se traducen eficazmente en el sistema de partidos sino 
en una suerte de “sistema de movilización” en el que los principales 
actores estratégicos funcionan como movimientos. Los intereses popu- 
lares o de élite utilizan por igual la política institucional y la protesta 
callejera, dependiendo del ámbito en que se encuentren, de manera 
que la correlación de fuerzas establecida en un ámbito —la relación 
del gobierno central con los prefectos o entre los poderes Ejecutivo 
y Legislativo, por ejemplo— no determina el comportamiento de los 
demás ámbitos. 


5.5. “Plebiscitarismo” 


Otro desplazamiento de las decisiones políticas es el “plebiscitarismo”. 
Desde la inclusión del referéndum en la reforma constitucional de 
2004, se realizaron tres consultas nacionales al “soberano”: una sobre 
la legislación de los hidrocarburos; otra sobre las autonomías depar- 
tamentales y una tercera de revocatoria de mandato de autoridades 
nacionales y departamentales elegidas en 2005. También se realizaron 
cuatro referendos departamentales en los departamentos en que el 
Sí había resultado mayoritario en el referéndum sobre autonomías. 
El 25 de enero de 2009 se realizarán simultáneamente el referéndum 
dirimente (sobre la máxima extensión de propiedad rural) y el refe- 
réndum “de salida” del proyecto de Constitución. 


Bolivia fue el último país de Sudamérica —excluyendo Guyana, Suri- 
nam y la Guayana Francesa— en adoptar mecanismos de democracia 
directa. Un estudio comparativo publicado a principios de esta década 
hacía notar este rasgo de la democracia boliviana y también la crisis de 
los sistemas de partidos en varios países que habían avanzado en la 
legislación de referendos, plebiscitos e iniciativas ciudadanas (Barczak, 
2001: 38). La apelación constante al “soberano” es todavía novedosa y 
deben definirse los procesos que seguirán las consultas de niveles sub- 
nacionales que están previstas en el proyecto de Constitución. Hasta el 
momento no ha hallado todavía un grado de normalidad en relación 
con la vida institucional y la dinámica de la sociedad. Involucra, por 
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un lado, la irresolución de varios temas (la imposibilidad de que los 
dirigentes políticos lleguen a acuerdos) y, por otro, la necesidad de 
legitimar proyectos políticos. Es posible que la insistencia en los refe- 
rendos genere una dinámica de participación e involucramiento en la 
política y en la gestión pública; por el otro lado, es también posible 
que genere inestabilidad institucional y lasitud en la población, en 
función de los temas que sean objeto de la decisión popular, los su- 
jetos que convoquen y la programación de las consultas. El proyecto 
de Constitución reconoce varias formas de participación directa, junto 
con la democracia representativa y la “democracia comunitaria”, que 
no está definida con precisión: la iniciativa legislativa ciudadana, la 
revocatoria de mandato, la asamblea, el cabildo de carácter delibera- 
tivo y la consulta previa. 


5.6. Cambios en la relación entre política y economía 


Se trata, en el fondo, de una modificación del vínculo que por dos 
décadas unió la democracia y el neoliberalismo. Durante el vigor del 
llamado “Consenso de Washington” la intervención del gobierno en 
la economía significaba solamente la “administración del modelo”, ya 
que la política económica enmarcaba el campo de lo posible. Desde 
2000 —sobre todo a partir de las protestas sobre la concesión de los 
servicios básicos a empresas privadas transnacionales—, se señala un 
“retorno del Estado”. 


La relación de la economía y la política fue compleja en este período. 
Por un lado, es notoria la adopción de un papel dirigente por parte 
del Estado, en relación sobre todo con la inversión extranjera y la 
política de nacionalización o recuperación estatal de empresas. Por 
otro lado, algunos de los sujetos que ahora participan en la política 
—institucional y también en la movilización competitiva— son sujetos 
económicos que antes participaban mediante los partidos “tradicio- 
nales” y ahora lo hacen directamente, mediante organizaciones de 
base empresarial!, 





Los agroindustriales, sobre todo, adoptaron posiciones duras cuando el gobierno 
prohibió la exportación de animales bovinos, carne de res, carne de pollo, trigo, 
maíz, arroz y harina de trigo (DS N* 29460) y aceite (DS N” 29480), en marzo de 
2008. En agosto de 2008 la Federación de Ganaderos de Beni y Pando, FEGABE- 
NI, suspendió temporalmente el envío de carne al occidente del país (El Deber, 
21.8.2008). 
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En consonancia con varias organizaciones sociales, el gobierno ac- 
tual se opuso a la firma de un Tratado de Libre Comercio con los 
Estados Unidos y propugnó el Tratado de Comercio de los Pueblos, 
TCP, que sería el brazo económico de la Alternativa Bolivariana para 
las Américas, ALBA, en la que participan gobiernos latinoamericanos 
de izquierda. El proyecto de Constitución prescribe que, dentro de la 
pluralidad de iniciativa privada, cooperativas y economía comunita- 
ria, las empresas estatales se encargarán de la gestión de los recursos 
naturales estratégicos. 


5.7. Las incertidumbres del cambio 


Un estudio publicado por International IDEA (IDEA, 2007) recomienda 
las siguientes “líneas de acción para reformar los sistemas políticos 
y promover la lucha contra la pobreza y las desigualdades” en los 
países andinos: 1) fortalecimiento de los partidos, 2) financiamiento 
público para actores políticos y transparencia electoral, 3) evaluar 
barreras de entrada y salida del sistema político, 4) promover cohe- 
sión partidaria en el Legislativo, 5) fortalecer la institucionalidad del 
desarrollo y ampliar la capacidad de formular e implementar políticas 
tanto en el nivel nacional como en el descentralizado, 6) promoción 
de mecanismos de diálogo, acuerdos y cooperación interpartidaria, 
y entre partidos y otros sectores. Bolivia parece ir por un rumbo dis- 
tinto del que haría pertinentes esas recomendaciones. La credibilidad 
de los partidos es baja, lo cual sirvió como argumento a la decisión 
de no financiar estatalmente las campañas electorales y fortalecer de 
esta manera el sistema de partidos”. La descolonización, la democracia 
directa, la democracia comunitaria —todavía indefinida— parecen ser 
prioritarias. 


Entre las interrogantes fundamentales de este período sobresale la for- 
ma que adoptará la democracia o la manera en que podría garantizarse 
su continuidad en una sociedad segmentada como la boliviana. Entre 
los rasgos definitorios de la democracia resalta la aceptación de que 
en la sociedad pueden darse conflictos y que esos conflictos pueden 





u 


En agosto de 2008, después de una serie de protestas de las organizaciones de 
discapacitados, que reclamaban la creación de un bono para sus miembros, el 
Parlamento aprobó una ley que eliminó la subvención a las agrupaciones políticas 
y creó un Fondo Nacional de Solidaridad y Equidad para las personas con disca- 
pacidad. 
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ser gestionados de manera pacífica y con la participación de todos los 
que son afectados de una u otra manera. Se asume generalmente que 
las sociedades heterogéneas son potencialmente más conflictivas que 
las homogéneas y que en aquéllas el diseño de la democracia debería 
ser diferente. La teoría pluralista indica que eso no es necesario, ya 
que hay segmentaciones cruzadas que atenúan la conflictividad: por 
ejemplo, hay obreros protestantes y católicos —contrarios en asuntos 
religiosos— que conviven e interactúan cotidianamente y, frente a sus 
empleadores, están en el mismo lado. Como esta atenuación cruzada 
—el hecho de que unos clivajes mitigan la influencia de otros— no se 
da en todos los países, la posibilidad de conflictos y de la consiguiente 
inestabilidad de la democracia es clara (Andeweg, 2000: 509-510). 


En Bolivia, los clivajes no se mitigan mutuamente: se refuerzan. Los 
excluidos socialmente (por sus dificultades de acceso a beneficios 
otorgados por el Estado y por su ubicación en la estructura social), 
económicamente (de la generación y el uso de excedentes) y terri- 
torialmente (en la relación campo-ciudad) son, en muchos casos, los 
mismos. En una situación semejante, la democracia podría alcanzar 
estabilidad por dos vías. La primera es la dominación excluyente de 
algún grupo (o algunos grupos) sobre los otros. Así habría sucedido 
a lo largo de las dos décadas de democracia pactada; la estabilidad 
se habría afincado en la exclusión de las mayorías. La segunda vía es 
el establecimiento de arreglos institucionales que tomen en cuenta la 
diversidad de sujetos e intereses en juego. Ya que sostener las exclu- 
siones es imposible —el centralismo no puede reproducirse a escala 
nacional; ya no puede haber “nunca más un país sin nosotros”—, es 
necesario un diseño institucional específico capaz de procesar las de- 
mandas de cada grupo y de apuntalar una convivencia estable. 


El cambio no marcó un rumbo definido. Si bien es un punto de no 
retorno, la definición de la ruta que se seguirá todavía no es segura. 
El Cuadro 7 presenta esquemáticamente dos posibilidades cerradas de 
cambio en el marco de la movilización competitiva. Se observa que 
está en disputa el lugar del cambio y también su dirección. Una nove- 
dad organizativa de este proceso es la conformación de coordinadoras 
como el Consejo Nacional Democrático, CONALDE, conformado por 
los cívicos y prefectos autonomistas, y la Coordinadora Nacional por 
el Cambio, CONALCAM, que agrupa a las organizaciones sociales y 
movimientos más cercanos al gobierno. 
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Cuadro 7. Cursos y ámbitos del cambio en dos “visiones de país” 








insurgentes 
(Proyecto de 


un cambio 
radical de la 


un cambio, 
sobre todo a 


la descoloni- 
zación del 


ción no hay 
ni una sola 


Ámbitos | Cambio en la| Cambio en la | Cambio en la 
estructura estructura estructura | Visión de país | Interacciones 
Sujetos social económica del Estado 
Movimientos |Se propone Se propone | Se propone | Enla redac- | Se identifica 


el cambio con 
los “movi- 





cionales y 
contramo- 
vimientos 
(Estatuto 
autonómico 
de Santa 
Cruz) 








de los cam- 
bios en la es- 
tructura 
social. 





proteger la 
estructura 
económica. 





en el cambio 
de la estruc- 
tura estatal. 





una sola vez 
la expresión 
“Constitu- 

ción Política 
del Estado”. 





CPE de estructura partir de la Estado y la vez la expre- | mientos so- 
Oruro) social. intervención | combinación | sión “repúbli- | ciales” en el 
estatal, la na- | de institu- ca” ni, por el | poder. 
cionalización | ciones mo- énfasis pluri- 
y la recon- dernas con nacional, el 
ducción de la | usos y cos- empleo de 
reforma tumbres. “nación” en 
agraria. relación con 
Bolivia. 
Élites tradi- | No se habla | Se busca Se enfatiza No hay ni Es posible 


que el cam- 
bio estatal 
evite el cam- 
bio económi- 
co y social 
dentro de un 
departamento. 





Fuente: Elaboración propia. 


El acuerdo de octubre de 2008 encauza la disputa en el referéndum 
sobre la constitución. El contenido de la campaña propagandística 
por el Sí y por el No —la ausencia de debate y la intención manifiesta 
de los políticos de posicionarse de cara a las elecciones generales de 
diciembre de 2009 — revela nuevamente que los asuntos de corto plazo 
contaminan la continuidad del proceso constituyente. En definitiva, los 
cambios propugnados y en curso tienen un ritmo diferente del más 
lento cambio en la cultura política. 


CONCLUSIONES 


El período 2003-2008 se caracteriza por un “descentramiento” de la polí- 
tica —como ámbito— y una simultánea centralidad de la acción política 
(o lo político). Varios actores adquirieron capacidad formal o informal 
de chantaje, poder de veto o bloqueo de políticas. En consonancia, 
las arenas de debate y toma de decisiones se desplazaron, excedien- 
do los límites de la política institucional, y se modificaron las pautas 
de interacción. Estos años estuvieron marcados por la incertidumbre: 
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incertidumbre sobre lo que los actores estratégicos harían y también 
sobre si optarían por vías institucionales o por vías de hecho. 


La política —en tanto que conjunto de ámbitos institucionales y pa- 
trones de acción regulados— sufrió en los últimos años el desborde 
incontenible de lo político —la acción política, que no se enmarca 
necesariamente en canales formalizados o en maneras establecidas—. 
Surgieron actores nuevos —aparte de los movimientos de campesinos 
e indígenas, las coordinadoras de movilización CONALCAM y CONAL- 
DE son la expresión más clara de este surgimiento— y se incorporaron 
escenarios nuevos a la negociación y disputa política. 


En función de los escenarios de la política, los actores, las formas de 
acción y la relación de la política con otras esferas del sistema social, 
se reconocen seis tendencias o desplazamientos en el sistema político: 
multiplicación de los escenarios de negociación y disputa política (a 
política en los departamentos; la “ruralización” de la política), media- 
tización (más que en las décadas anteriores, los medios son actores de 
las disputas políticas); judicialización (sobre todo por la importancia 
de las decisiones u omisiones del Tribunal Constitucional), “desinstitu- 
cionalización” (no tanto una “quiebra institucional” como la oposición 
o complementariedad entre la política en las calles y la política institu- 
cional)»; “plebiscitarismo” (la consulta permanente con el “soberano”); 
reorientación de la relación entre política y economía. 


Las múltiples reformas que se inician se harán sobre el terreno de 
una cultura política cuyo ritmo de cambio es presumiblemente más 
lento que la implantación de las innovaciones institucionales. Deben 
arraigarse valores como la tolerancia o el pluralismo. Por otro lado, 
el cortoplacismo que afectó a la Asamblea Constituyente, que debía 
proyectarse al largo plazo, y los intereses personales y de grupo siguen 
influyendo en la política, no necesariamente de modo activo sino en 
modalidades de veto y reacción. 


En el curso de las reformas institucionales se observa la vigencia de 
dos formas de hacer política que conviven sin armonía: una forma 
institucional apegada a la representación a través de los partidos y 
otra forma vinculada a la participación directa y a la movilización. En 
la incertidumbre, los actores estratégicos pueden acudir a cualquiera 
de las dos matrices de acción. Más que la reconfiguración del siste- 
ma político o al retorno de la lógica de la coalición en el sistema de 
partidos, la duda se refiere a la estabilización de la relación de ambas 
matrices, lo cual pasa necesariamente por reducir la incertidumbre, 
tanto en la política como en la economía. 
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Como nunca antes en la historia boliviana, la disputa política es tam- 
bién una disputa sobre el contenido de la democracia. La crisis boli- 
viana impone dos certezas a la reflexión sobre la democracia. Primero, 
el carácter contingente de la definición de democracia. En segundo 
lugar, la contingencia obliga a no identificar la democracia con nin- 
gún principio mínimo y único: ni los procedimientos, ni la voluntad 
soberana del pueblo ni la sustancia de la democracia. 


La ruta de transformación que atraviesa el sistema político boliviano 
marcó varios hitos de no retorno. El Estado se descentralizará al nivel 
departamental, por un lado; por el otro, la inclusión de los pueblos 
indígenas y originarios solamente dio sus primeros pasos. El “nunca 
más un país sin nosotros” es inamovible, aunque posteriormente el 
“nosotros” y su referente colectivo cambien. 


BIBLIOGRAFÍA 


Ágh, Attila 

2005 “The End of the Beginning. The Partial Consolidation of East Central 
European Parties and Party Systems”. En: P. Pennings y J.E. Lane (comps.), 
Comparing Party System Change. Nueva York: Routledge. 202-216. 


Arce, Katya, Cecilia Merites, Teresa Olivera 
2007 Relaciones de poder, agendas mediáticas y actores regionales. La iden- 
tidad regional rumbo al Referéndum. La Paz: PIEB. 


Barczak, Monica 
2001 “Representation by Consultation? The Rise of Direct Democracy in Latin 
America”. Latin American Politics € Society, Vol. 43, N* 3. 37-59. 


Bennett, Anne 

2005 “Party System Change in Redemocratizing Countries”, en P. Pennings 
y J.E. Lane (comps.), Comparing Party System Change. Nueva York: 
Routledge. 185-201. 


Bgás, Morten y Kathleen Jennings 
2997 “Failed States” and “State Failure”. Threats or Opportunities?” Globali- 
zations, Vol. 4, N* 4. 475-485. 


Castaldi, Carolina y Giovanni Dosi 

2006 “The Grip of History and the Scope for Novelty. Some Results and 
Open Questions on Path Dependence in Economic Processes”. En: 
A. Wimmer y R. Kóssler (comps.), Understanding Change. Models, 
Metbodologies, and Metaphors. Houndmills: Palgrave. 99-128. 


LOS CAMINOS DEL CAMBIO 109 


Córdova, Eduardo, Alberto Lizárraga, Gonzalo Vargas y Miguel Villarroel 

2006 “Los periodistas en Bolivia. Sus opiniones sobre democracia y cambio 
institucional” en D. Moreno y M. Seligson (comps.), La cultura política 
de los bolivianos. Aproximaciones cuantitativas. Cochabamba: LAPOP- 
Ciudadanía. 75-125. 


Coser, Lewis A. 
1964 The Functions of Social Conflict. Glencoe: Free Press. 


Costa, Jimena 

2007 “Partidos y sistema de partidos en Bolivia”. En: R. Roncagliolo y C. 
Meléndez, La política por dentro. Cambios y continuidades en las or- 
ganizaciones políticas de los países andinos. Lima: IDEA Internacional 
y Transparencia. 75-122. 


Crabtree, John 
2005 Perfiles de la protesta. Política y movimientos sociales en Bolivia, La 
Paz: PIEB/UNIR. 


Falcoff, Mark 
2004 “The Last Days of Bolivia?” Internet: http://www.aei.org/ 
docLib/20040524_LAOJunenewgraphics.pdf. Acceso: 14.07.08. 


Gray Molina, George y Gonzalo Chávez 

2005 “The political economy of the crisis in the Andean region. The case of 
Bolivia”. En: A. Solimano (comp.), Political Crises, Social Conflict and 
Economic Development. The Political Economy of the Andean Region. 
Cheltenham: Edwar Elgar. 73-114. 


IDEA 
2007 La política y la pobreza en los países andinos. Lima: IDEA-Asociación 
Civil Transparencia. 


Jones, Mark y Scott Mainwaring 
2003 “The Nationalization of Parties and Party Systems. An Empirical Measure 
Application to the Americas”. Party Politics, Vol. 9, N* 2. 139-166. 


Kaufmann, Daniel, Aart Kraay, Massimo Mastruzzi 

2008 “Governance Matters VII. Aggregate and Individual Governance 
Indicators, 1996-2007” World Bank Policy Research Working Paper 
N* 4654. Junio. Internet: http://ssrn.com/abstract=1148386. Acceso: 
29.11.2008. 


Koopmans, Ruud 

2004 “Protest in Time and Space. Evolution of Waves of Contention”. En: D. 
Snow, S. Soule, H. Kriesi (comps.), The Blackwell Companion to Social 
Movements. Londres: Blackwell. 19-46. 


110 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


Kozloff, Nikolas 
2008 Revolution. South America and the Rise of New Left. Nueva York: 
Palgrave-MacMillan. 


Kreijen, Gerard 
2004 State Failure, Sovereignty and Effectiveness. Leiden: Martinus Nijhoff. 


Lane, Jan-Erik y Svante Ersson 
1987 Politics and Society in Western Europe. Newbury Park: Sage. 


Lawson, Kay 
2004 “Five variations on a theme. Interest aggregation by party today”. En: 
K. 


Lawson y T. Pogundke (comps.), How Political Parties Respond. Interest 
aggregation revisisted. Londres: Routledge. 250-266. 


Lazarte, Jorge 
2005 Entre los espectros del pasado y las incertidumbres del futuro. La Paz: 
FES-ILDIS. 


Lipset, Seymour Martin 

2000 “La necesidad de los partidos políticos”. Letras Libres, N* 20. Febrero. 
27-31. 

2001 “Cleavages, Parties and Democracy”. En: L. Karvonen y S. Kuhnle, Party 
Systems and Voter Alignments Revisited. Nueva York: Routledge. 2-8. 


Lipset, Seymour Martin y Stein Rokkan 
1967 Party systems and voter alignments Cross-national perspectives. Toronto: 
The Free Press. 


Mahoney, James 

2006 “Analyzing Path Dependence. Lessons from the Social Sciences”. En: 
A. Wimmer y R. Kóssler (comps.), Understanding Change. Models, 
Metbodologies, and Metaphors. Houndmills: Palgrave. 129-139. 


Mainwaring, Scott 

1990 “Presidentialism, Multiparty Systems, and Democracy. The Difficult 
Equation”. Kellogg Institute. Working Paper N* 144. 

1999 Rethbinking Party Systems in the Third Wave of Democratization. The 
Case of Brazil. Stanford: Stanford University Press. 


Mainwaring, Scott y Timothy Scully 
1995 Building democratic institutions. Party systems in Latin America. 
Stanford: Stanford University Press. 


LOS CAMINOS DEL CAMBIO 111 


2008 “Latin America. Eight Lessons for Governance”. Journal of Democracy, 
Vol. 19, N? 3. Julio. 113-127 


Mair, Peter 

1989 “The Problem of Party System Change”. Journal of Theoretical Politics, 
Vol. 1, N93. 251-276. 

1998 Party System Change. Approaches and Interpretations. Oxford: Oxford 
University Press. 

2001 “The Freezing Hypothesis. An Evaluation”. En: L. Karvonen y S. Kuhnle, 
Party Systems and Voter Alignments Revisited. Nueva York: Routledge. 
24-41. 


Mair, Peter y Luciano Bardi 
2008 “The Parameters of Party Systems”. Party Politics, 2008, N* 14. 147- 
166. 


Mayorga, Fernando 

2008 “El gobierno de Evo Morales. Cambio político y transición estatal en 
Bolivia”. En: Yusuke Murakami (editor), Tendencias políticas actuales 
en los países andinos. Discussion Paper N* 5. Kyoto: Center for 
Integrated Area Studies. 21-39. 


Mayorga, René 

2004 “La crisis del sistema de partidos políticos: causas y consecuencias. 
Caso Bolivia”. En: VV.AA., Partidos políticos en la Región Andina: entre 
la crisis y el cambio. Lima: IDEA. 27-49. 

2005 “Bolivia's Democracy at the Crossroads”. En: F. Hagopian y S. 
Mainwaring (comps.), The Third Wave of Democratization in Latin 
America. Advances and Setbacks. Cambridge: Cambridge University 
Press. 149-178. 


Mesa, Carlos 
2008 Presidencia sitiada. La Paz: Fundación Comunidad y Plural. 


Moreno, Daniel 

2008 “Partidos políticos en Bolivia”. En: D. Moreno el al., Cultura política 
de la democracia en Bolivia, 2008. El impacto de la gobernabilidad. 
Cochabamba: CIUDADANÍA-LAPOP. 105-116. 


Moreno, Daniel el al. 
2008 Cultura política de la democracia en Bolivia, 2008. El impacto de la 
gobernabilidad. Cochabamba: CIUDADANÍA-LAPOP. 


112 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


Múller, Wolfgang 
1993 “The Relevance of the State for Party System Change”. Journal of 
Theoretical Politics, Vol.5, N%4. 419-454. 


Nohlen, Dieter 
1994 Sistemas electorales y partidos políticos. México: Fondo de Cultura 
Económica. 


PNUD-Bolivia (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo) 
2007 Informe Nacional sobre el Desarrollo Humano 2007. El estado del 
Estado en Bolivia. (La Paz: PNUD-Bolivia). 


Przeworski, Adam 
2004 “Institutions Matter?” Government and Opposition, Vol. 39, N* 4 (527- 
540). 


Romero Ballivián, Salvador 

2007 “La elección presidencial del 18 de diciembre de 2005 en Bolivia”. En: 
I. Cheresky (comp), Elecciones presidenciales y giro político en América 
Latina. Buenos Aires: Manantial. 


Rose, Richard 

1995  “Mobilizing Demobilized Voters in Post Communist Societies.” Instituto 
Juan March de Estudios e Investigaciones, Centro de Estudios Avanza- 
dos en Ciencias Sociales, Working Paper 1995/76. Septiembre. 


Sani, Giacomo, and Giovanni Sartori 
1983 “Polarization, Fragmentation and Competition in Western 
Democracies”. 


Sartori, Giovanni 
1992 Partidos y sistemas de partidos. Un marco para el análisis. Madrid: 
Alianza. 


Schmitt, Carl 
1991 El concepto de lo político. Madrid: Alianza. 


Shefter, Martin 
1994 Political Parties and the State. The American Historical Experience. 
Princeton: Princeton University Press. 


Siaroff, Alan 
2003  “Two-and-a-Half-Party Systems and the Comparative Role of the “Half”. 
Party Politics, Vol. 9, N* 3. 


LOS CAMINOS DEL CAMBIO 113 


Smith, Gordon 
1989 “A System Perspective on Party System Change”. Journal of Theoretical 
Politics, Vol. 1, N* 3. 349-363. 


Tanaka, Martín 

2005 “Los sistemas de partidos en los países andinos. Autoritarismos com- 
petitivos y reformismo institucional”. En: VV.AA., La democracia en la 
región andina, los telones de fondo. Lima: IDEA y Transparencia. 


Tilly, Charles 

2007 Democracy. Cambridge: Cambridge University Press. 

s/f “Western Democracies.” In Hans Daalder and Peter Mair, eds., Western 
European Party Systems: Continuity and Change, pp. 307-340. Beverly 
Hills: Sage. 


Weyland, Kurt 
2008 “Towards a New Theory of Institutional Change”. World Politics, N* 60 
(enero). 281-314. 


Whitehead, Laurence 
2001 “Bolivia and the viability of Democracy”. Journal of Democracy, Vol. 
12 N* 2. 6-16. 


Zabaleta Mercado, René 
1983 


Zapata, Neyer 

2008 “El tribunal constitucional de Bolivia. Su funcionamiento a ocho años 
de su creación”. Ponencia ante el seminario-taller “El Rol de los Tribu- 
nales Constitucionales de América Latina en la Defensa de los Derechos 
y la Regulación de la Competencia Política”. Cochabamba, 22-26 de 
septiembre. 


Zizek, Slavoj 
1998 Porque no saben lo que hacen. El goce como factor político. Barcelona: 
Paidós. 


Zuazo, Moira 
2008 ¿Cómo nació el MAS? La ruralización de la política en Bolivia. Entre- 
vistas a 85 parlamentarios del partido. La Paz: FES. 


08 


Democracia, poder 
y cambio político en Bolivia 
Luis Tapia Mealla 


Patricia Chávez León 
Dunia Mokrani Chávez 


INTRODUCCIÓN 


El objetivo de este trabajo es analizar las concepciones de democracia 
que existen en el país, cómo han cambiado en los últimos años y re- 
lacionar estos procesos a los cambios en las relaciones de poder. 


Los cambios políticos que se están viviendo en el país son producto 
de una larga acumulación histórica. En este sentido, para bosquejar 
una explicación de los mismos, las tendencias políticas en la inte- 
racción entre los sujetos y varios procesos en curso, cabe tener una 
perspectiva histórica, por lo menos, de mediano plazo y un modelo 
teórico de análisis del cambio para países multiculturales como Bolivia. 
Desde esta perspectiva, partimos con la presentación de la propuesta 
teórico-metodológica para pensar el cambio político en condiciones 
multiculturales. En esta propuesta se analizan las relaciones entre 
Estado, sociedad civil y formas comunitarias, o las rearticulaciones de 
la forma primordial y los momentos de cambio en la composición de 
la sociedad civil, el Estado y las relaciones de poder. 


El trabajo propone, de inicio, un esquema teórico para pensar el 
cambio político en un país multicultural como Bolivia. Se utiliza la 
categoría forma primordial para pensar el conjunto de relaciones que 
históricamente se establecen entre Estado y sociedad civil y el con- 
junto de estas dos dimensiones con las formas políticas y sociales de 
otros pueblos y culturas. Se rastrea cómo en la configuración de estas 
relaciones se produce poder social y político y se establecen formas 
de representación. 


En la segunda parte, tomamos como eje de análisis la relación entre 
poder y democracia y, en particular, las concepciones de democracia. 
Se analiza, en la vida política contemporánea del país, la tensión, 
contradicción e interpenetración de concepciones de democracia que 
provienen de diferentes matrices culturales; una de raíz moderna, otras 
de raíz comunitaria y una tercera de base nacional popular. En este 


118 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


punto, las diversas propuestas elaboradas de cara al proceso cons- 
tituyente son la base para estudiar las concepciones que han hecho 
posible la acumulación histórica que ha llevado a este cambio. 


La tercera parte del trabajo aborda las estructuras y núcleos signifi- 
cativos políticamente, sobre todo en los últimos años, tanto en los 
procesos de cambio como en los ejes de conflicto, tomando como 
punto de análisis el vínculo entre democracia y poder. En esta parte, 
se estudian las concepciones de democracia desplegadas en tres mo- 
mentos de alta conflictividad política, para luego presentar, a modo de 
conclusión, de manera sintética algunas tendencias que se presentan 
en los últimos tiempos en el país. 


1. PROPUESTA TEÓRICO-METODOLÓGICA PARA 
PENSAR EL CAMBIO POLÍTICO EN PAÍSES 
MULTICULTURALES 


La política es una cuestión de constitución de una pluralidad de su- 
jetos en los procesos de gobierno y constitución y reproducción del 
orden social. En un país con un grado de multiculturalidad producto 
de la colonización, la política, además, está atravesada y configurada 
por la pluralidad y la diversidad cultural. Éstas son las condiciones 
históricas en Bolivia. 


La ciencia política, siguiendo la pauta dominante en el ámbito de las 
ciencias sociales, investiga y teoriza la vida política sobre la base de 
un conjunto de modelos de instituciones políticas, procesos sociales 
y políticos que corresponden a la historia moderna europea y anglo- 
sajona. En este sentido, se puede decir que es general y ampliamente 
monocultural. 


La vida política forma parte de la cultura de una sociedad, es uno 
de sus principales modos de articulación. En territorios en los que 
existen varias culturas, también existen varias formas de vida política 
que organizan los procesos de autogobierno de diverso modo, de 
acuerdo a diferentes valores y fines. En algunos países, sólo queda 
la lengua y algunas tradiciones como permanencia de la diversidad 
cultural; pero en otros, como Bolivia, persiste a través de siglos una 
diversidad de estructuras sociales y de autogobierno que forman parte 
de culturas diferentes. 


Esto hace que, en Bolivia, la vida política se despliega más allá de los 
espacios, procesos e instituciones organizados y reconocidos por el 
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Estado. Hay vida política en el seno de las estructuras comunitarias y 
en sus redes de articulación macro. Hay una multiculturalidad política 
de facto que produce una complejidad que los modelos simples de la 
ciencia política estándar no pueden contener. Bolivia contiene rela- 
ciones sociales modernas y otras que no lo son, de matriz comunitaria 
unas y otras propias de sociedades nómadas. 


Para abordar esta diversidad política, se propone la ampliación de un 
modelo de análisis moderno, ya que hemos sido socializados bajo este 
tipo de relaciones, y se busca crear una condición de posibilidad analí- 
tica o modelo categorial que permita abrir la mirada a otras prácticas y 
concepciones políticas. El trabajo intenta dar cuenta de la pluralidad de 
concepciones de democracia existentes en Bolivia, tanto las modernas 
como las comunitarias, y las formas de su interpenetración. 


Para abordar el cambio en las relaciones de poder y bosquejar una 
explicación sociológica de las concepciones de democracia se puede 
partir del par analítico Estado-sociedad civil, que permite analizar la 
concentración de la política y la autonomización relativa de la vida 
económica y social. Esta distinción moderna es útil en sociedades 
donde se ha producido esta separación, pero no sirve para pensar las 
relaciones políticas en territorios sociales no modernos. 


Para ordenar el análisis, es conveniente recurrir al clásico esquema 
analítico de la teoría política: la distinción entre Estado y sociedad civil, 
ya que de lo que se trata es de analizar las relaciones entre el Estado 
boliviano y los diferentes núcleos de la sociedad civil, pero también las 
interacciones entre diferentes núcleos, instituciones, sujetos y espacios 
públicos configurados en el seno de la sociedad civil. Muchos conflic- 
tos y articulaciones de núcleos de generación de poder político no se 
dan entre Estado y sociedad civil, sino en el seno de esta última. 


De entrada, cabe una primera anotación crítica a este esquema analí- 
tico, que se va a utilizar, en el sentido de una ampliación demandada 
por el tipo de complejidad que caracteriza la historia y la composi- 
ción social del país. La distinción entre Estado y sociedad civil es una 
distinción moderna, es decir, es algo que se puede ver y estudiar allá 
donde ha habido un proceso de separación de la vida política, que ha 
generado instituciones especializadas que se han configurado como 
un monopolio legítimo, no sólo de la fuerza sino también de las prác- 
ticas de gobierno. Por otro lado, se ha configurado un espacio, que 
genéricamente llamamos sociedad civil, que interactúa con el Estado 
en términos de representación de intereses y mediaciones políticas, 
tanto en el sentido de demandas como de apoyo. 
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Este esquema analítico necesita una ampliación. En Bolivia, una parte 
significativa de los cambios ha sido generada por una vida política 
que se ha desplegado desde ámbitos territoriales y políticos en los 
que internamente no existe una distinción entre Estado y sociedad 
civil; aunque esta distinción se experimenta en algunos pueblos, que 
internamente no la contienen, y el Estado boliviano. Hay territorios en 
los que la estructura comunitaria es la que organiza la vida social. Allá 
donde hay comunidad, en rigor, no hay distinción interna entre Estado 
y sociedad civil. Hay un eje fuerte de vida política desplegada en el 
país que se hace desde núcleos comunitarios, que no forma parte de 
una distinción orgánica entre Estado y sociedad civil. En este sentido, 
cabe ampliar el análisis para contener todo esto en la distinción de la 
historia política contemporánea. 


Una posibilidad es la ampliación del esquema conceptual elaborado 
por René Zavaleta, quien propuso la noción de forma primordial para 
dar cuenta cómo, en la perspectiva histórica, se construye, cambia, 
modifica y articula la relación entre Estado y sociedad civil. El estu- 
dio de la forma primordial implica indagar cómo se han articulado 
el Estado y sociedad civil a través del tiempo en cada país, así como 
también el conjunto de mediaciones a través de las cuales se realiza 
esa construcción y los cambios que se van generando. La noción de 
forma primordial, básicamente, nombra el eje analítico clásico Estado- 
sociedad civil, pero lo traslada al núcleo de las articulaciones básicas 
de cada país, es decir, pone énfasis en la construcción local del poder. 
Ésta es una de las perspectivas que el presente trabajo desarrolla. 


La noción de forma primordial permite pensar y estudiar la articulación 
histórica entre Estado y sociedad civil, pero también la articulación 
entre este eje de relaciones y otras estructuras y espacios políticos que 
no forman parte de la distinción Estado/sociedad civil, a no ser en su 
segundo momento. Esto es, la relación con los núcleos de estructura 
comunitaria, tanto en tierras bajas como en tierras altas. 


En una primera instancia hay varios pueblos y culturas que han man- 
tenido sus estructuras sociales y políticas durante siglos, a través de la 
colonia, la república, la revolución nacional y el neoliberalismo, y que 
contienen formas de autogobierno o estructuras de autoridad que no 
corresponden a una distinción entre Estado y sociedad civil. En este 
sentido, se dice que en una primera instancia y de manera orgánica 
hay espacios políticos en el país que no contienen una distinción 
Estado/sociedad civil. 
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En una segunda instancia, más bien, se puede distinguir algo que ha 
sido el dato cualitativo, tal vez el más importante de la vida política 
de las últimas décadas; es el hecho de que varios de estos núcleos 
comunitarios han pasado por procesos de unificación, en tierras bajas 
inclusive entre varios pueblos y culturas, que han ido generando las 
asambleas de pueblos indígenas, las centrales indígenas en la Ama- 
zonia y el Chaco. En tierras altas se han dado también procesos de 
reconstitución de estructuras originarias de autoridad que han configu- 
rado también niveles de asociación que sí forman parte de la sociedad 
civil. La estructura comunitaria de un pueblo guaraní, quechua o ayma- 
rá en sí misma no es parte de la sociedad civil y del Estado boliviano, 
pero la Asamblea del Pueblo Guaraní, la CSUTCB o CONAMAQ ya 
son instancias de la sociedad civil, generadas desde fuera del tipo de 
sociedad dominante, pero que empiezan a interactuar con el resto de 
la sociedad civil boliviana y, también, con el Estado. En este sentido, 
tenemos una composición bastante más compleja que analíticamente 
podríamos incluir en la noción de forma primordial, que puede dar 
cuenta de la distinción entre Estado y sociedad civil como, también, 
de la presencia de una diversidad de estructuras y espacios políticos 
de autoridad que interactúan. Esto es importante ya que uno de los 
ejes que han propiciado los cambios actuales, en el país, es el hecho 
de que estos núcleos no modernos se han activado políticamente y 
han generado formas modernas de interactuar con el Estado a través 
de organizaciones que hoy hacen que tengamos una sociedad civil 
mucho más multicultural y diversa. 


En este sentido, si tomamos como eje del análisis la relación entre 
poder y democracia y, en particular, las concepciones de democracia, 
se puede decir que, en principio, las diferentes concepciones de de- 
mocracia que hay en el país tienen, por lo menos, un doble origen. 
Por un lado, hay una diversidad de concepciones de democracia que 
es producto de la diferenciación propia de sociedades modernas y del 
pluralismo político que éstas generan, en ciertas condiciones, que en 
parte se vinculan fuertemente a la estructura de clases existente, y a las 
posiciones y sujetos que de ella se derivan. Y, por el otro lado, provie- 
nen del hecho de que hay una diversidad cultural que hace que haya 
diferentes concepciones de democracia, que responden a diferentes 
matrices culturales y, por lo tanto, lo que ésta puede significar tiene un 
contenido diferente. Efectivamente, en la vida política contemporánea 
hay una tensión, contradicción e interpenetración de concepciones de 
democracia que provienen de diferentes matrices culturales; unas de 
raíz moderna y otras de raíz comunitaria. Concepciones que han hecho 
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posible la acumulación histórica que ha llevado a este cambio. En este 
proceso de cambio de la relación de fuerzas, también se están dando 
nuevas formas de interpenetración, no sólo de concepciones sino de 
prácticas políticas que corresponden a estas diferentes concepciones 
de democracia. 


Por un lado, se puede entender que las actuales modalidades del 
conflicto son producto de un proceso de democratización, es decir, 
estamos viviendo desde hace varios años -antes del cambio de gobier- 
no- un proceso de cuestionamiento de las formas de monopolización 
del poder político y económico preexistente y todavía existente, que 
es un rasgo central del proceso de democratización; la búsqueda de 
una apertura de los espacios públicos y, por lo tanto, de reforma de 
las instituciones que amplíen la ciudadanía y la condición de igualdad 
política de todos los ciudadanos. En ese sentido, todo proceso de de- 
mocratización, en tanto implica un cambio en la relación de fuerzas, 
implica también conflicto; pero la democratización no es el conflicto 
-es un producto de ella-, sino que ésta tiene que ver con la constitución 
de sujetos y la configuración de nuevos espacios políticos y, sobre 
todo, con el tipo de instituciones que se van produciendo y refor- 
mando para ampliar el grado de igualdad política. Entonces, una de 
las cosas que analizamos es cómo estas concepciones de democracia 
están produciendo o no ampliaciones en los espacios públicos y en 
la condición ciudadana, sobre todo en términos de creciente igualdad 
entre individuos y entre diferentes pueblos y culturas. 


Cuando se toma como eje de análisis la relación Estado- sociedad civil, 
se trata de ver las distancias, contradicciones y formas de mediación y 
comunicación, es decir, los grados de correspondencia. La estabilidad 
política, lo que en parte algunos llaman gobernabilidad, depende de 
que haya un Estado y gobierno que desarrolle relaciones de corres- 
pondencia con una buena parte de la sociedad civil que, así legitima 
y consiente los procesos de gobierno. En este sentido, el poder polí- 
tico es algo que se produce en la articulación de estas relaciones. Un 
cambio en las relaciones de poder es producido por un cambio en 
estas articulaciones, las articulaciones en el seno de la sociedad civil, 
entre ésta y el Estado, y de las articulaciones entre estos dos ámbitos 
y el de las formas políticas de otros pueblos y culturas. 


En este sentido, pasamos a reconstruir analíticamente este sistema de 
relaciones con algo de perspectiva histórica, que permita mostrar las 
líneas de acumulación histórica, los cambios de composición y los 
cambios en las relaciones de poder. 
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2. CONCEPCIONES DE LA DEMOCRACIA 


Para profundizar el análisis sobre democracia y cambio en la última 
década, se ha elegido estudiar la diversidad concepciones de la de- 
mocracia existen en el país, una diversidad resultante, por un lado, 
de la propia pluralidad de sujetos que se constituyen al interior de 
las relaciones sociales más o menos modernas y, por otra parte, por 
las concepciones de democracia que tienen que ver con la existencia 
de otras matrices culturales y societales. En esta línea, en el presente 
acápite presentamos una caracterización histórica de los cambios en 
relación al eje democracia distinguiendo entre concepciones modernas 
de democracia, los discursos y formas comunitarias de democracia y el 
horizonte democrático nacional-popular, para terminar con las formas 
de la interpenetración. 


Incluimos en este punto el análisis de propuestas construidas desde 
diversos espacios de la sociedad civil organizada, de los pueblos 
indígenas, organizaciones sociales, partidos políticos y agrupaciones 
ciudadanas y de algunas instancias gubernamentales, que brindan 
elementos importantes para analizar las formas en que se ha ido 
imaginando el cambio en el país. Se ha elegido esta veta de análisis 
porque consideramos que en el escenario preconstituyente se bos- 
quejan horizontes de cambio más amplios que los dibujados en la 
propuesta de la nueva constitución, ya que ésta es producto de múl- 
tiples mediaciones y negociaciones y está prefigurada por el tipo de 
convocatoria que privilegiara en su momento, actores partidarios en 
la conformación del foro deliberativo, dejando fuera la participación 
autónoma de otros sujetos sociales. 


En un país como Bolivia hay una diversidad de concepciones de la 
democracia básicamente por dos motivos. Uno, resulta de la propia 
pluralidad de sujetos que se constituyen al interior de las relaciones 
sociales más o menos modernas. Otra fuente de concepciones de de- 
mocracia tiene que ver con la existencia de otras matrices culturales, 
esto es, de otras sociedades en el seno de un mismo país, a partir de 
las cuales se configuran estructuras de gobierno como otra forma de 
democracia. 


De manera gruesa se podría distinguir tres formas generales o grandes 
formas de concepción de la democracia, en el seno de las cuales se 
puede también diferenciar diferentes versiones o tendencias. A una 
de ellas llamaremos concepciones modernas de la democracia. A un 
segundo grupo concepciones nacional-populares de la democracia. 
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Un tercer grupo tiene que ver con concepciones comunitarias de la 
democracia. Pasamos a revisar cada una de éstas. 


Uno de los rasgos de la modernidad es la separación entre economía 
y política, que se acompaña de la diferenciación entre sociedad civil y 
Estado. Este proceso constitutivo va a hacer que la relación entre estas 
dos dimensiones o ámbitos de lo social sean mediados y comunicados 
a través de la idea y un conjunto de instituciones de representación. 
En este sentido, un rasgo constitutivo de la política moderna, en par- 
ticular del Estado moderno, es que se constituye en base a la idea de 
la representación. Por un lado, el Estado representa a la sociedad en 
su conjunto. Por el otro lado, el Estado organiza en su seno espacios 
e instituciones para que las partes se representen. La idea de repre- 
sentación emerge antes de que se produzca una rearticulación de la 
democracia en las formas políticas modernas. Por un buen tiempo los 
Estados modernos son representativos pero no son democráticos, en 
el sentido de que aquellos que los gobiernan tampoco conciben estos 
Estados como democracias. También cabe recordar que durante un 
buen tiempo el liberalismo es una de las culturas políticas modernas 
que no articulaba la idea de democracia como parte de su matriz 
conceptual y de definición de valores. De hecho, durante un buen 
tiempo los pensadores liberales estaban preocupados por responder a 
las tendencias a ampliar la participación en la vida política, sobre todo 
por trabajadores. La articulación entre liberalismo y democracia es algo 
que recién ocurre hacia fines del siglo XIX en algunos lados, a inicios 
del siglo XX en otros. En muchos otros casos es más reciente. 


En este sentido, cuando nos movemos en el horizonte político mo- 
derno, al pensar la democratización del Estado cabe pensar en la arti- 
culación del principio de representación con la historia de conquista 
y reconocimiento de derechos políticos en particular, pero también 
de los otros derechos. 


2.1. Las concepciones modernas de democracia 


Haciendo un breve recorrido en la historia reciente del país, observa- 
mos que a fines de los años 70 se da el restablecimiento de algunos 
derechos civiles y políticos y el llamado a elecciones como producto 
de una movilización política contra la dictadura que reclama democra- 
cia representativa. Vemos que lo que hay es una demanda de la instau- 
ración de un régimen político que contenga los rasgos modernos de 
pensar la democracia. Las fuerzas que se movilizaron para demandar 
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la democratización sobre todo estaban articuladas en torno a la Central 
Obrera Boliviana, es decir, sindicatos. En torno a lo cual también se 
articula la participación de los partidos políticos que, sin embargo, no 
tuvieron la iniciativa principal o no fueron la base social principal de 
la transición. Esto supone que la demanda de democracia en principio 
no fue imaginada por los sujetos modernos que constituían el polo 
dominante en la economía en el país. Los principales promotores de 
la democracia son fuerzas laborales y partidos de izquierda, que no se 
reconocen a sí mismos como partícipes de una cultura política liberal. 
En este sentido, para pensar la democracia en el país es conveniente 
separar lo moderno de lo liberal, ya que aquí tenemos fuerzas moder- 
nas, trabajadores organizados sindicalmente y partidos de izquierda, 
demandando la vigencia de un Estado de derecho representativo, pero 
sin ser ellos mismos liberales. 


A fines de la década de los 70 vemos que los núcleos empresariales 
fueron la base social de la dictadura política de Bánzer; también fue- 
ron soporte de los golpes militares que trataron de evitar la transición 
después de cada victoria electoral del frente de izquierda. Algunos 
otros núcleos, articulados en torno al MNR, se convierten en la segunda 
fuerza electoral, con capacidad de competir frente a la articulación de 
sindicatos y partidos de izquierda. 


La defensa de un régimen de democracia pluralista representativa por 
parte de fuerzas que no tienen una cultura política liberal tiende a 
reconstituirse en el tiempo en el país. Los procesos de acumulación 
histórica que giran en torno a la victoria del MAS, en cierto sentido 
son una reconstitución de este tipo de articulación; ya que se trata 
de fuerzas sociales ancladas en los sindicatos campesinos, núcleos 
corporativos y estructuras comunitarias vinculadas a las grandes cen- 
trales campesinas y al nuevo partido de izquierda, que es el MAS, que 
no reclaman como matriz de cultura política principal el liberalismo, 
pero que han incorporado ya significativamente en su concepción de 
la política y del Estado, el horizonte de un Estado de derecho y la 
democracia como un proceso de selección de gobernantes a través 
de la competencia electoral y un sistema de partidos, en el que se 
interviene a través de algunas alianzas con la densa y diversa red de 
organizaciones laborales de la sociedad civil. 


En el MAS y en la red de alianzas que hacen posible su victoria elec- 
toral y su gobierno, vemos que también se reconstituye la fuerte pre- 
sencia de una visión de Estado y del país nacionalista, aunque plural, 
ampliada a través de la idea del Estado plurinacional. Hay la idea de 
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que el Estado también tiene la tarea de renacionalizar los recursos 
naturales. Se trata de un nacionalismo que se pluraliza, por así decir, 
que llega a sostener la idea de un Estado plurinacional a través de la 
introducción de la variable de la diversidad cultural, lo cual es sig- 
nificativo en los contextos de una sociedad todavía con importantes 
rasgos coloniales. 


En los 80 y 90 el rasgo central es el hecho de que los principales 
núcleos empresariales del país organizan sus propios partidos o se 
hacen de la dirección de algunos partidos históricos como el MNR. Se 
convierten en sujetos políticos centrales y articulan un discurso sobre la 
democracia. La composición básica de este discurso es la identificación 
de Estado de derecho con democracia. El otro componente consiste 
en la concepción de democracia como una combinación de elecciones 
y sistema de partidos. El otro fuerte vínculo que se establece es entre 
economía de mercado y democracia, es decir, competencia partidaria. 
La economía de mercado es concebida según el modelo neoliberal, 
como una economía abierta, caracterizada por el predominio de la 
inversión privada y en particular la inversión extranjera. 


En el ciclo de gobiernos de coalición del MNR, ADN, UCS, CONDE- 
PA, MIR en diferentes composiciones, hay una transformación de los 
partidos políticos, que se convierten básicamente máquinas de com- 
petencia electoral y partidos repartidores de cargos. Algunos partidos 
dejan de ser espacios de generación de debate político, proyecto y de 
fracciones o tendencias ideológicas. Así se crean las condiciones para 
la reducción de la concepción de democracia a competencia electoral 
y existencia de un sistema de partidos, lo cual favorece el predominio 
de concepciones de la democracia de carácter procedimental. A esto se 
suma la idea de que la democracia implicaba un gobierno de coalición, 
es decir, pacto entre élites políticas, que sería el otro componente de 
esta concepción. Para los partidos de la derecha política boliviana la 
democracia últimamente se ha vuelto una cuestión todavía mucho más 
procedimental, ya que su discurso gira en torno al reclamo de que las 
cosas se hagan según procedimiento. En este sentido, se ve que el 
carácter dominante de este tipo de discurso es de tipo jurídico. 


Democracia representativa en las propuestas a la Asamblea 
Constituyente 


Si bien la mayor parte de las propuestas contemplan una serie de 
mecanismos para ampliar los márgenes de inclusión y participación 
en el marco de la propia democracia representativa, cabe hacer una 
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diferenciación entre los actores que no se reconocen a sí mismos como 
partícipes de una cultura política liberal, y que presentan reformas en 
ele marco de la democracia representativa desde un discurso de defen- 
sa de un régimen de democracia pluralista representativa, expresada 
principalmente, ya en la propuesta de nuevo texto constitucional, en 
la noción de Estado Plurinacional. Por otro lado hay propuestas que 
sí definen como horizonte último la democracia liberal representativa, 
expresada fundamentalmente en partidos políticos y agrupaciones 
ciudadanas opositoras al gobierno actual. 


De manera general, la más frecuente de las iniciativas de reforma 
constitucional apunta a la institucionalización de mecanismos de 
cuotas mínimas de representación étnica, regional y de género, bajo 
los principio de equidad y acción positiva. Otra de las nociones de 
democratización comúnmente hallada es la de la generalización del 
voto como mecanismo de selección de cargos públicos. Por otra parte, 
se apunta la necesidad de mayor transparencia de los debates legislati- 
vos, mayor eficacia en labor de los parlamentarios y, principalmente, a 
la eliminación de privilegios y prerrogativas. La Cámara de Senadores 
es vista, sobre todo por las organizaciones sociales, como el lugar de 
representación de intereses privados por sobre los del país y de las 
comunidades. En el tema de las definición de circunscripciones como 
mecanismos de democratización existen criterios divergentes: algu- 
nos consideran que la uninominalidad garantiza mayor democracia, 
debido a que al identificar nominalmente al candidato existiría una 
mayor cercanía y , por ende mayor posibilidad de fiscalización. Para 
otros la circunscripción uninominal es sinónimo de exclusión de las 
representaciones indígena y de las minorías. Estos proponen alter- 
nativamente la generalización de la representación proporcional o la 
conformación de circunscripciones especiales indígenas. También se 
plantea como alternativa, la combinación de representantes elegidos 
por voto universal y directo, con aquellos seleccionados según los 
sistemas propios de cada pueblo. 


En otro nivel de propuestas la noción de cambio está relacionada con 
el paso de un régimen democrático representativo a un régimen de 
democracia participativa y, para algunos, a un régimen de democracia 
deliberativa. 


Existe un consenso casi generalizado acerca de la necesidad de incor- 
porar, en el nuevo texto constitucional, mecanismos de participación y 
consulta. (Referéndum, el plebiscito, la iniciativa legislativa ciudadana, 
la revocatoria de mandato, el veto popular) Es interesante en este 
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punto remarcar que a los mecanismos antes señalados, se añaden 
mecanismos importantes no sólo de consulta, sino también de deli- 
beración como los cabildos comunales indígenas y populares y las 
asambleas comunales propuestos por el Pacto de Unidad. 


De manera predominante en las propuestas de organizaciones sociales, 
indígenas y en algunas iniciativas de la sociedad civil organizada se 
entiende que la participación debe ir más allá de consultas periódicas 
y de fiscalización, para convertirse en una práctica cotidiana de deli- 
beración para la toma de decisiones colectivas en materia de diseño 
de políticas públicas. 


Cuando se piensa en las diferentes nociones de cambio, una tendencia 
significativa, incorporada en diferentes propuestas, es la de la creación 
un cuarto poder, que, en algunos casos es denominado poder de con- 
trol social; en otros, poder del pueblo y para algunos poder ciudadano 
(Federación Nacional de Mujeres Campesinas Bartolina FNMCB “BS”, 
CEJIS, AIPO). En estas propuestas el cambio no se limita a la incorpo- 
ración de nuevos sectores sociales, históricamente excluidos, en las 
instancias de gobierno, sino que plantean la necesidad un nuevo tipo 
de institucionalidad, que contenga nuevas formas de relacionamiento y 
que reemplace la lógica de acción individual de la política a una lógica 
más colectiva y solidaria. Se postula, por ejemplo, la responsabilidad 
colectiva por actos individuales de corrupción (FNMCB “BS”). 


En este punto cabe subrayar una propuesta de organizaciones de muje- 
res que postula que el cambio hacia una democracia participativa debe 
contemplar la promoción y participación de los varones en las tareas 
domesticas y el reconocimiento del trabajo doméstico de las mujeres. 


2.2. Los discursos y formas comunitarias de democracia, lo 
nacional-popular y las formas de la interpenetración 


Los discursos y formas comunitarias de democracia 


Partiendo del aporte que hizo René Zavaleta, se sugiere pensar que 
Bolivia es una formación social abigarrada, es decir, que contiene una 
diversidad cultural compleja que implica la coexistencia desarticulada 
y sobrepuesta de varios tipos de sociedad. Esto implica varios tipos de 
estructuras de autoridad y gobierno que no forman parte de una misma 
unidad política, aunque existan en el mismo territorio pensado como 
un Estado-nación, que resulta siendo aparente porque no corresponde 
a esta diversidad de relaciones sociales. 
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La idea de democracia, que es una idea antigua, transformada en tiempos 
modernos en varios sentidos, se utiliza para traducir, en este caso en los 
términos del lenguaje de la cultura política predominante, la estructura y 
el contenido de otras formas de vida política. En algunos casos reivindi- 
can ser más democráticas que las que modernamente se reclaman como 
tales. En este sentido se habla de democracia comunitaria. 


En torno al tema que nos concierne, la estructura política de culturas 
y pueblos que tienen una estructura comunitaria articula los siguientes 
componentes. Un primer componente de una sociedad con estructuras 
y relaciones comunitarias es la posesión colectiva del territorio, lo cual 
se ve acompañado del hecho de que las estructuras de autoridad y la 
forma de gobernarse de este tipo de sociedad está concentrada en la 
participación en los momentos de deliberación y toma de decisiones, 
bajo la forma de una asamblea o un consejo. Un componente fuerte, 
sobre todo en las estructuras de autoridad de la cultura aymara, es 
el principio de la rotación en los cargos autoridad, es una política de 
participación y la responsabilidad rotativa y ascendente, acompañada 
siempre del momento comunitario. Aquí la representación no es lo 
que articula el origen de la autoridad sino más bien la responsabilidad 
y el gasto o el cuidado de la comunidad. 


Uno de los rasgos de las estructuras comunitarias es que no tienen 
constituciones escritas; aunque sí se puede decir que el conjunto de 
sus normas y estructuras organizativas equivalen a una constitución; 
es decir, son el modo de darle forma y dirección a un tipo de vida 
social. En este sentido, el momento de la asamblea unitaria es, por lo 
general, un momento de interpretación de los propios valores, fines, 
normas, para aplicarlas en cada caso y deducir los modos de dirigir 
la colectividad. 


En la medida en que en el seno de un conjunto de relaciones comu- 
nitarias no se da la separación de la política como Estado, y hay una 
fuerte imbricación entre producción, reproducción social y gobierno, 
tampoco hay una profesionalización de la política. 


Ahora bien, las estructuras comunitarias tienen criterios de inclusión a 
partir de los cuales se otorgan derechos a unos y otros. En estructuras 
comunitarias, sobre todo en el altiplano, el derecho a participar en la 
vida política y en los cargos de autoridad está dado por la estructura 
de parentesco. 


Este conjunto de principios mencionados: posesión colectiva, deli- 
beración colectiva asamblearia, rotación en los cargos y un camino 
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de responsabilidades ascendentes, organiza la vida política de varias 
colectividades que se reproducen y desarrollan en base a estructuras 
comunitarias. Ahora bien, este tipo de ideas, convertidas en principio, 
es difundido sobre todo por intelectuales orgánicos aymaras y que- 
chuas que han introducido en el debate político nacional la idea de 
que hay otras formas de democracia inclusive más igualitaria y con 
raíces históricas locales, también la idea de que el Estado boliviano 
debería reformarse reconociendo e incluyendo este tipo de estructuras 
y formas de vida política. 


Lo nacional-popular y las formas de la interpenetración 


La composición histórica que resulta de la interpenetración de diversas 
matrices culturales y, por lo tanto, de colectividades constituidas a 
partir de diferentes conjuntos de relaciones sociales, produce lo que 
de manera sintética René Zavaleta llamó lo nacional-popular, que 
tiene varias dimensiones y connotaciones. Sobre el tema concreto 
de democracia, la idea de lo nacional popular nombra un conjunto 
de realidades políticas. Zavaleta concebía lo nacional popular como 
el conjunto de formas de fusión y de composición de una intersub- 
jetividad de sujetos que provienen de diversas matrices culturales e 
historias políticas y sociales. En el caso boliviano en general ha ocu- 
rrido en momentos de crisis del Estado, es decir, de unificación de 
sectores subalternos contra el dominio estatal más o menos colonial 
o neocolonial excluyente. En este sentido, lo nacional-popular es un 
conjunto de formas de identidad y de fusión política de una diversidad 
social que ha experimentado momentos de identificación en torno a 
estos dos ejes: el sentirse pueblo frente a una oligarquía y un Estado 
que funciona defendiendo de manera unilateral sus intereses, por lo 
general vinculado a poderes imperialistas o coloniales. En este sentido, 
el otro rasgo de identificación y de unificación es la idea de nación. 
Esto ha producido los efectos más poderosos en términos de unifica- 
ción política que se han vivido en el país. Ha generado la revolución 
del 52, la transición a la democracia hacia fines de los años 70 y más 
últimamente la victoria electoral de un partido de origen campesino 
y un proyecto de reconstitución del Estado boliviano en términos de 
plurinacionalidad. 


Lo nacional-popular ha tenido y tiene varias facetas. Una de las 
principales formas de interpenetración ha sido la composición de 
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democracia directa en el seno del sindicato —caracterizado por llevar 
adelante una vida de asamblea más o menos intensa sobre todo en 
los momentos de mayor desarrollo del movimiento obrero— con la 
demanda y defensa de democracia representativa, vigencia de dere- 
chos políticos y elecciones. Esta sigue siendo una de las principales 
formas políticas presentes en las fuerzas que hoy se están desplegando 
y están produciendo los cambios en el país. 


El partido hoy gobernante, el MAS, es un partido creado a partir de 
sindicatos campesinos, con los que mantiene un vínculo orgánico 
más o menos fuerte. Son sindicatos que en buena medida son una 
continuación de la historia y memoria de organización sindical del 
movimiento obrero. Por el otro lado, el MAS fue organizado como un 
partido electoral, es decir, como representante de clase en el seno del 
parlamento, y ha sido bastante celoso en defender siempre la vigencia 
de las instituciones del sistema de partidos y la representación en el 
seno del parlamento. 


Este tipo de experiencia, la creación de partidos a partir de sindicatos, 
también se ha ampliado a la experiencia de fundación del MIP. Desde 
el seno de la CSUTCB también se ha organizado un partido de tenden- 
cia katarista más radical con un discurso indianista que articulaba, a 
su vez, el proyecto de la autonomía aymara, junto a reivindicaciones 
corporativas sindicales. 


Tenemos, entonces, un sindicalismo campesino que incorpora parte de 
la experiencia histórica del sindicalismo proletario, que se ha orientado 
a generar partidos y a competir en elecciones, en lo cual le ha ido 
bastante bien. Hoy es el principal referente de constitución de sujetos, 
de fuerzas y el núcleo del cambio político en el país. 


Una otra forma de interpenetración es aquella que combina elementos 
comunitarios con elementos de democracia moderna. El principal re- 
sultado de este tipo de combinación e interpenetración es la propuesta 
elaborada para la constitución por parte del pacto de la unidad, que 
es como una gran coalición o forma de unificación política que con- 
tiene las ocho grandes formas de organización y unificación sectorial 
de campesinos y de pueblos indígenas. En esta misma línea estaría el 
documento que resultó de la asamblea constituyente, que contiene 
una forma de combinación de estructuras comunitarias y elementos de 
cultura de pueblos con estructura comunitaria e instituciones políticas 
modernas. La idea más sintética y global es la del Estado plurinacional. 
En este caso lo pluri implicaría pluralismo de instituciones y sistemas 
normativos. 
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Formas comunitarias de democracia y lo nacional-popular en las 
propuestas a la Asamblea Constituyente 


Identificamos en las propuestas a la Asamblea Constituyente una veta 
en las que se reconocen formas comunitarias de democracia y de 
lo nacional-popular, a través de las que las lecturas sobre cambio y 
democratización que parten de diversos modos de entender las con- 
tradicciones estructurales fundamentales a superar en un proceso de 
transformación democrática. 


En la mayor parte de propuestas de las organizaciones sociales y de los 
pueblos indígenas existe una noción de cambio en la que se plantea la 
transformación como la superación de la condición colonial del Estado 
boliviano y su continuidad en la conformación estatal republicana y 
la superación del horizonte nacional monocultural del 52. En estas 
propuestas la transformación es vista como el producto de la acumu- 
lación de luchas en el campo indígena popular. Para la FNMCB “BS”, 
mientras la superación del horizonte de la democracia liberal represen- 
tativa se debe dar a través de la democracia participativa, la condición 
monocultural del Estado Boliviano supone el establecimiento de un 
régimen de democracia comunitaria, basado en la articulación de las 
mayorías, en el reconocimiento de la justicia comunitaria al mismo 
nivel de la ordinaria y el reconocimiento de propiedad colectiva. La 
CSUTCB plantea una “soberanía comunal” no delegada, con un sistema 
de turnos y rotación en la representación. Por su parte, el Movimiento 
Cultural Saya Afroboliviana postula su reconocimiento como pueblo, 
desde sus particularidades propias, en el que el cambio es entendido 
como el reconocimiento del pueblo afroboliviano, no como nación 
originaria, sino desde el reconocimiento de la historia africana y de 
la diáspora y la historia y realidad de afrodecesdientes en Bolivia. En 
las propuestas anteriores observamos que una noción de cambio y 
transformación apunta a revertir los diversos procesos de minoriza- 
ción de las mayorías indígenas y populares a lo largo de la historia 
boliviana, para lo cual la articulación política de las mismas es vista 
como un paso fundamental para la transformación democrática. El 
poder es definido en esta propuesta como la capacidad de cohesión 
social de las grandes mayorías. 


Del otro lado, en una tendencia que definimos más como una resis- 
tencia al cambio, agrupamos propuestas de algunos partidos políticos, 
agrupaciones ciudadanas, comités cívicos, organizaciones de empre- 
sarios, se parte por la caracterización del momento actual como una 
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crisis política Aquí existe una tendencia general a asociar la crisis con 
la emergencia de lo popular, en especial de lo indígena, en su noción 
de cambio y la transformación no se concibe a lo indígena como un 
proyecto político con horizonte histórico y sus diferencias internas, 
sino como un insumo más del proyecto estatal liberal. Aquí se apunta a 
limitar las capacidades de autodeterminación de estos sectores, por ello 
cuando se les reconoce capacidad autonómica al mismo tiempo se los 
ata a la jurisdicción de otra entidad o espacios territoriales locales. 


En otro grupo ubicamos aquellas propuestas para las que uno de los 
núcleos fundamentales a modificar en el proceso de transformación 
política es la condición centralista del Estado boliviano, hallamos dife- 
rentes enfoques. Aquí diferenciamos las propuestas en las que la demo- 
cratización es sinónimo de descentralización. Aquí, las desigualdades 
sociales al interior de los departamentos son leídas como producto de 
una falta de políticas de desarrollo, pero no se hace referencia a las 
desigualdades socioeconómicas estructurales al interior de las regiones. 
Una segunda vía, en la que se plantea revertir la condición centralista 
a través de la desconcentración del poder a través la repartición regio- 
nalizada de las instituciones estatales, es un esquema según el cual la 
democratización es vista como la presencia física institucional de los 
poderes del Estado en diferentes regiones. Una tercera vía plantea la 
descentralización como redistribución de ingresos. 


En el caso de las organizaciones indígenas campesinas, el problema 
del centralismo es leído como parte de la condición colonial y, por 
ende, monocultural del Estado Boliviano, por lo que las propuestas 
de desconcentración de poder no apuntan a una descentralización en 
la toma de decisiones de un nivel nacional, a uno departamental y/o 
local, sino a través de propuestas de reterritorialización, el reconoci- 
miento de los territorios indígenas en una división política adminis- 
trativa adecuada a la propiedad colectiva. 


La Asamblea del Pueblo Guaraní (APG) parte de una interesante 
lectura del centralismo, entendido como “el poder desde arriba” y 
plantea como alternativa de transformación política profunda, la de 
generar un poder desde abajo en el que la comunidad sea el núcleo 
de la conformación del Estado plurinacional. Aquí cabe subrayar que 
la propuesta de democracia apunta a romper un tipo de autoridad 
“coercitivo y estable”. La gobernabilidad desde esta óptica, a dife- 
rencia de las lecturas clásicas en las que la preocupación central es 
la estabilidad e institucionalidad de cargos, pasa más por introducir 
dinamismo y movilidad al sistema político, a través de un sistema 
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rotativo de autoridades. Así, frente al centralismo, no se plantea una 
desconcentración hacia niveles departamentales y locales, sino una 
mayor democracia en el seno del Ejecutivo nacional, proponiendo 
que éste esté a la cabeza de una autoridad colegiada, asesorada por 
consejo de sabios. La democracia en esta propuesta tiene que ver con 
romper con las diferentes centralidades propias de la conformación 
republicana a través de la producción de poderes más bien colegiados. 
Así, se postula que la solución al centralismo no pasa por traspasar 
el poder a gobernadores o prefectos, sino por asambleas o consejos 
de pueblos y gobiernos urbanos y a la configuración de un Estado 
Plurinacional desde las articulaciones regionales y la confederación 
de naciones indígenas autónomas. 


2.3. Algunos apuntes sobre el Estado patriarcal 


En este punto cabe mencionar que si bien las propuestas orientadas 
a revertir la desigualdad por razón de género apuntan a una mayor 
inclusión dentro del sistema de democracia representativa y partici- 
pativa, una de las propuestas parte de la caracterización del Estado 
boliviano no sólo como un Estado colonial, capitalista y centralizado 
sino también como un Estado patriarcal (“Mujeres Presentes en la 
Historia”). Aquí se subraya la condición patriarcal del Estado boli- 
viano como una de las contradicciones fundamentales a superar en 
una transformación política profunda. Debido a que el tema ha sido 
poco mencionado en la gran mayoría de las propuestas analizadas, 
no contamos con los elementos suficientes para poder indagar sobre 
las diferentes concepciones de democracia desde esta veta, es decir, a 
partir de diferentes visiones sobre los modos de encarar la condición 
patriarcal del Estado y la sociedad boliviana y los diferentes modos 
de entender el propio patriarcado. Sin embargo, cabe mencionar que 
tanto la propuesta de Mujeres en la Historia como la de la FNMCB “BS 
hace referencia a la necesidad de reconocer el trabajo doméstico de 
las mujeres, como parte fundamental para trastocar las relaciones de 
poder. Con ello nos animamos a decir que se percibe una noción de 
cambio democratizadora a partir de la superación de la división de las 
esferas de lo público y lo privado, en la que se sustentan gran parte de 
las relaciones de dominación sexual. Por otra parte, desde la mirada 
de las organizaciones indígenas, la dominación masculina no puede 
enfrentarse de manera separada a la dominación de tipo colonial. Es 
decir, que la transformación y cambio para las mujeres tienen que ver 
con las luchas de sus pueblos, aunque muchas veces se asume que la 
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lucha de los pueblos asumiría en sí misma la lucha de las mujeres, con 
lo que se pierde especificidad en las propuestas orientadas a enfrentar 
las desigualdades de género como una cuestión estructural. 


3. DEMOCRACIA Y PODER 


Aquí hacemos un análisis de los cambios en las relaciones de poder 
que se están dando hoy a partir de los sujetos y concepciones pre- 
viamente revisados, tomando como eje el vínculo entre democracia 
y poder. 


3.1. Autoorganización, representación y participación 


Si pensamos los cambios en la vida política del país a partir del eje 
democracia, se puede bosquejar la siguiente interpretación. Durante 
casi dos décadas el espacio visible reconocido de la democracia fue 
el sistema de partidos. Este sistema de partidos crecientemente se 
volvió un sistema de fragmentación media que dio lugar a gobiernos 
de coalición de 4 y 5 partidos, pero que en términos de representa- 
ción prácticamente contenía a una clase social y la representación de 
sectores laborales minoritarios sólo de manera subalterna a través de 
su inclusión en algunos de los partidos de la coalición, lo cual hacía 
que no tengan una voz independiente, inclusive que no apareciera 
como tal en la dinámica parlamentaria que, además, se caracterizó 
por una subordinación a las iniciativas del ejecutivo. Casi todos los 
proyectos de ley aprobados fueron iniciativas del ejecutivo, que a 
su vez canalizaba propuestas que fueron formuladas de una manera 
mucho más internacional. 


En este sentido, un espacio de la democracia fue el de los partidos po- 
líticos, o el sistema de partidos y el parlamento. La democracia acabó 
identificándose con pacto entre élites partidarias. Pasa a un segundo 
plano el tema de la representación que estos partidos contenían en el 
seno de la actividad parlamentaria, como también el tema de la gene- 
ración de proyectos y propuestas políticas en el seno de los partidos, 
que también pasó por un proceso de reducción. 


Lo que le da poder a los partidos es el hecho de ser asociaciones 
políticas inscritas y reconocidas por la corte electoral y, por lo tanto, 
habilitadas para presentar candidatos. La dinámica electoral, sobre todo 
en un ambiente bastante desideologizado como fue durante un par de 
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décadas, requiere de muchos recursos, ya que la política se concentra 
fuertemente en la competencia electoral. Es por eso que los partidos 
que se convirtieron en parlamentarios durante este tiempo eran par- 
tidos de empresarios, que combinaron en su seno algunos políticos 
con experiencia en la vida legislativa. Cuando la política se vuelve 
fuertemente electoral tienden a predominar partidos repartidores de 
cargos, que son máquinas electorales y que funcionan con fuertes 
contribuciones de los núcleos empresariales. Para contrarrestar esta 
tendencia se necesita gran capacidad de organización y movilización. 
En el caso boliviano la tuvieron y la tienen los sindicatos. Actualmente 
son los sindicatos campesinos los que han podido articular un partido 
como el MAS, que se ha vuelto competitivo, no por el mero despliegue 
de recursos en la competencia electoral sino debido a las circunstan- 
cias de puesta en crisis por una larga acumulación de movilizaciones 
indígenas, campesinas y nacional-populares. 


Un otro campo de despliegue de vida política ha sido el de la sociedad 
civil, desde varios núcleos sociales con diferentes intereses y pers- 
pectivas. En lo que concierne a democracia sobre todo cabe retomar 
una descripción hecha sobre los ámbitos públicos que se generaron 
a partir de la vida sindical en las últimas décadas, en particular del 
sindicalismo campesino. Si usamos la idea de democracia no sólo 
para caracterizar al régimen político en un nivel analítico más general 
sino también para hablar de formas de vida política en otros niveles, 
entonces en la historia boliviana tenemos que hay una especie de 
combinación de democracia directa y de representación en el ámbito 
de los sindicatos. Por un lado, hay democracia directa en la asamblea 
y, a su vez, hay elección de representantes que son los encargados 
de interactuar en particular con el Estado y otras instituciones de la 
sociedad civil. 


Es desde estos núcleos que se han articulado las fuerzas para producir 
los cambios políticos en el país. Por un lado, los sindicatos han fun- 
dado un partido que ha ganado elecciones, lo cual ha hecho cambiar 
la composición del parlamento, que ha pasado de una predominante 
composición caracterizada por una mayoría de representantes de 
intereses empresariales a una composición en que son mayoría repre- 
sentantes de diferentes sectores laborales y gremiales. 


Parte de este sindicalismo campesino ha estado alimentado por proce- 
sos de autoorganización que se dan a partir de otras matrices culturales, 
es decir, de otras sociedades. Tanto en tierras bajas como en tierras altas 
ha habido procesos de creación de asambleas de pueblos indígenas, 
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generando las ocho grandes formas de unificación en tierras bajas, y 
en tierras altas también hay procesos de reconstitución de estructuras 
de autoridad originarias. De manera mucho más extendida en las 
grandes movilizaciones que se han dado desde el 2000 han sido las 
estructuras comunitarias las que han sido de soporte de los grandes 
bloqueos y cercos que se han dado como resistencia a la política del 
gobierno de Sánchez de Lozada, al modelo neoliberal en general, y 
luego al intento de recuperar el poder y darle continuidad a su pre- 
dominio por parte de los partidos políticos el 2005, una vez que entra 
en crisis el gobierno de Carlos Mesa. 


En este último aspecto tenemos que es la forma política de organiza- 
ción de otras sociedades, de otros pueblos y culturas, por así decirlo 
en términos de traducción, su forma de democracia, la que articulada a 
movimientos sociales antiprivatización y contra los gobiernos liberales, 
ha puesto en crisis el esquema de democracia articulado en torno al 
sistema de representación y de partidos, que es el medio para acceder 
a la cabeza del ejecutivo y al parlamento. 


Se trata, entonces, de una forma de democracia que pone en crisis 
a otra forma de democracia, a través de la mediación de formas más 
mestizas o de composición, como son las que están presentes en el 
sindicalismo en general, en particular el sindicalismo campesino y en 
los partidos que han surgido a partir de este núcleo corporativo pero 
que tiene también desde hace varias décadas un fuerte componente de 
discurso nacionalitario y de un conjunto de entidades que pretenden 
dar cuenta de la diversidad existente en el país. 


En este proceso por medio del cual un conjunto de formas de demo- 
cracia pone en crisis a la forma de democracia que caracterizaba el 
conjunto de instituciones políticas de gobierno y del Estado boliviano, 
hay un cuestionamiento del hecho de que esa democracia liberal repre- 
sentativa no reconocía debidamente a los otros pueblos y culturas, en 
particular no reconocía a sus autoridades, sus estructuras de autoridad 
y sus formas de autogobierno. En este sentido, la crítica que hace una 
democracia a otra forma de democracia se convierte en una demanda 
de reconstitución del Estado boliviano en base a un diseño democrático 
que incluya esta diversidad de formas políticas. En general, no se trata 
de la demanda de sustitución de una forma política, la de los pueblos 
subalternos en vez de las instituciones existentes de democracia repre- 
sentativa, sino de componer un Estado plurinacional. En este aspecto 
lo plurinacional implicaría no sólo el reconocimiento de que hay una 
diversidad de lenguas y culturas sino que hay una diversidad de formas 
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políticas, formas de elección de gobernantes, de autoridades y formas 
de ejercicio de su autoridad y de combinación de la deliberación con 
la gestión de la justicia. En este sentido, la crítica de una democracia 
a la otra, lleva a la demanda de existencia de un pluralismo político, 
un pluralismo de instituciones, un pluralismo jurídico. 


Hay varios modos de componer esto. La constitución producto de la 
asamblea constituyente es una de las posibilidades de imaginar un 
Estado plurinacional que contiene el reconocimiento de las formas de 
autoridad y de autogobierno de la diversidad de pueblos y culturas 
existentes en el país, y a la vez diseña una buena parte de las institu- 
ciones de gobierno y representación del país en base a los formatos de 
representación política y de organización de un parlamento y un poder 
ejecutivo que históricamente forman parte del Estado moderno. 


Si vemos la secuencia, tenemos que los núcleos de organización po- 
lítica que corresponden a estructuras de autoridad y autogobierno de 
otros tipos de sociedad, que corresponden a las culturas y pueblos 
subalternos durante largo tiempo en el país, han generado institucio- 
nes de la sociedad civil, en algún caso partidos, y es esta cadena de 
ámbitos y de acción política la que ha generado de manera agregada 
en los momentos de crisis un cambio las relaciones de poder, que se 
expresa sobre todo en un cambio en la composición del parlamento 
y la del poder ejecutivo. 


En este sentido, podemos identificar varios ámbitos, niveles y formas 
de democracia. Es la forma de democracia de otras sociedades la que 
genera algunos ámbitos e instituciones en el seno de la sociedad civil, 
que en muchos casos no es totalmente interna a la distinción moderna 
Estado- sociedad civil, es decir a la sociedad dominante, sino que sirve 
de puente entre dos tipos de sociedad. Por ejemplo, en el hecho de 
que haya la CIDOB, CONAMAQ o la CSUTCB, que son instituciones 
de la sociedad civil, podemos ver ámbitos de puente entre dos tipos 
de sociedad antes que exclusivamente un nivel de organización cor- 
porativa totalmente interno a la sociedad boliviana. 


En este eje los núcleos de democracia o de la forma de democracia de 
otras sociedades han generado instituciones de la sociedad civil que 
han servido para demandar la democratización en el seno de Estado 
boliviano, es decir, en el seno de la otra forma de democracia. Esto 
implica un cambio en las relaciones de poder. Si tomamos como eje la 
noción de poder, vemos que también hay una secuencia en el sentido 
de articulación de poder político. Es la capacidad de organización y 
producción formas de auto representación en el seno de la sociedad 
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civil de la cultura dominante, lo que permite desplegar poder político, 
no sólo para participar de manera subordinada como ocurrió durante 
mucho tiempo en la historia del país sino también para disputar el 
poder articulado a través de la organización del Estado boliviano, 
producto de la acumulación histórica que tiene, como también con 
todas las debilidades que lo caracterizan. 


3.2. Formas de generación de poder político 


Uno de los ejes que podemos ver en la construcción y producción 
del poder es el de la organización, la organización da poder. Esto lo 
podemos ver tanto por el lado de los sindicatos y los partidos que han 
generado, como también por el lado de los núcleos empresariales que 
han generado sus corporaciones y confederaciones hace tiempo, que 
para actuar más allá de sus intereses de clase, aunque manteniéndolos 
como núcleo, articula una buena parte del poder social y político que 
tiene y despliega a través de la organización y movilización de los 
comités cívicos en varias regiones del país. 


Una fuente de poder efectivamente es la propiedad de la riqueza, 
pero para actuar en política se necesita a su vez, en estos tiempos 
en Bolivia, la capacidad de organizarse como clase, como sector, y 
más allá de eso también organizar redes de instituciones o parte de 
la sociedad civil como una de las principales formas de la disputa 
por el poder político a nivel global. Una de las principales tendencias 
que se despliegan hoy en día en términos del conflicto, que resulta 
de la disputa por el poder, consiste en una fuerte línea de confronta- 
ción que está desplazada por fuera del parlamento. Una vez que los 
partidos que gobernaron en coalición durante casi 20 años perdieron 
elecciones, aunque mantuvieron la mayoría en el senado, la principal 
lucha política se ha desplazado por fuera del parlamento, hacia los 
núcleos duros y redes de instituciones y de fuerzas que existen en 
el seno de la sociedad civil. La línea de desplazamiento más clara es 
la que tiene que ver con el hecho de que la principal oposición al 
actual gobierno está articulada por los comités cívicos, que son los 
que habrían planteado el proyecto político alternativo o de oposición 
al bloque que apoya al actual gobierno. 


No es PODEMOS ni UN quienes tienen el proyecto alternativo, aunque 
tienen un discurso y han hecho una propuesta electoral al respecto, 
lo que opera como proyecto contrario es la idea de autonomía articu- 
lada por los comités cívicos. En la medida en que éste es un proyecto 
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político que no está articulado por partidos principalmente sino por 
un núcleo duro de la sociedad civil, también se pueden ver los lími- 
tes de la propuesta. De hecho, la idea de autonomía regional no va 
acompañada de una propuesta para todo el país. En este sentido, se 
ve que cada departamento ha generado su propio estatuto autonó- 
mico, tratando de replicar casi todas las atribuciones del Estado en 
el seno del departamento, como aparece en la propuesta de Santa 
Cruz. En el caso tarijeño, que se sería la otra propuesta que cabe di- 
ferenciar, se reconoce la subordinación y articulación en el seno del 
Estado boliviano pero ampliando las capacidades legislativas al nivel 
departamental. 


Tenemos, entonces, núcleos de la sociedad civil regional que son la 
principal fuerza de oposición al gobierno, cuyo proyecto político es la 
autonomía departamental, es decir, el nivel subnacional del Estado. Los 
partidos políticos de oposición no han logrado articular una propuesta 
que además sea socializada y opere como un proyecto y un discurso 
alternativo en el contexto de la lucha política de los últimos años. 


Hay otras formas de generación de poder político. Una de ellas tiene 
que ver con la capacidad de articulación de discurso político, en par- 
ticular de proyecto político. En esto podemos distinguir dos niveles en 
relación a las fuerzas constituidas y desplegadas. Por un lado, vemos 
que el proyecto político neoliberal de economía abierta trasnacio- 
nalizada y desregulación laboral ha sido fuertemente criticado y ha 
dado lugar a la crisis de los gobiernos de coalición y del Estado. Lo 
que ha hecho que los partidos de la derecha boliviana, actualmente 
en oposición, hayan quedado sin proyecto político; ya que éste fue 
el que ha sido vencido o, por lo menos, seriamente cuestionado en 
los últimos años. Se ha articulado un nivel de discurso y de proyecto 
político ya no a nivel nacional sino en torno a la idea de la autonomía 
departamental, que a su vez ahora funciona como discurso o proyecto 
general de la oposición de derecha en el país. 


Han tenido durante los últimos años bastante éxito en articular fuer- 
zas y movilizarlas para presionar para que la asamblea constituyente 
incluya este tema dentro las reformas a las instituciones políticas 
del país. Han sido hábiles para convertir o articular un discurso de 
defensa y promoción de los intereses regionales bajo el liderazgo 
del viejo bloque económico y social dominante. En el proyecto de 
estatuto autonómico de Santa Cruz se ve que el núcleo contiene una 
defensa del orden patrimonial existente, y que se ha logrado conver- 
tir la defensa de ese orden social en el interés general de la región. 
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En este sentido, la articulación de un proyecto, aunque sea a escala 
subnacional, permite generar poder político, con la capacidad que ha 
tenido en el último tiempo de ser la principal forma de oposición a los 
procesos de nacionalización y reforma multiculturales del país. 


Por el otro lado, se puede ver que lo que permitió la victoria electo- 
ral del MAS también tiene que ver con esta dimensión de proyecto 
político. En principio no fue el MAS el que propuso los núcleos del 
proyecto político de la época, es decir, nacionalización y asamblea 
constituyente. La serie de hechos convirtieron al MAS en un encargado 
de la realización de estas tareas de reconstrucción nacional que fueron 
imaginadas desde otros núcleos organizativos y de producción ideo- 
lógica en el país. Fue esta articulación de un primer no a la venta del 
gas, que luego se vuelve una propuesta positiva de nacionalización, 
junto a la idea de la asamblea constituyente, lo que le dio fuerza. 
Sirvió como articulación de varias fuerzas que se habían organizado 
desplegado y organizado de manera autónoma hasta entonces. En 
este sentido, esta estructura del proyecto: nacionalización y asamblea 
constituyente, articula varias líneas de movilización y produce un po- 
der político que puso en crisis al gobierno de coalición y luego hizo 
posible la victoria electoral del MAS, el modo de nacionalización que 
estamos experimentando, la convocatoria a la asamblea constituyente 
y el cambio de orientación de la política en el país. Si no hubiera esta 
dimensión de proyecto tampoco hubiera sido posible estos cambios 
en el nivel de los sujetos gobernantes. 


Hay una otra dimensión que tiene relación con ésta y cabe considerar 
cuando se está pensando la generación del poder, ya que genera cam- 
bios en las relaciones de poder. Para ver cambios en las relaciones de 
poder cabe ver qué es lo que hace que determinados grupos, clases 
y fuerzas políticas tengan poder político, es decir, hay que prestar 
atención a cómo se lo produce o genera. En este sentido, retomamos 
uno de los marcos analíticos propuestos al inicio, la idea de forma 
primordial. A nivel macro, algo que genera poder político es la capa- 
cidad de articular la forma primordial, en particular la capacidad de 
articularla de tal modo que esto genere aún mayor poder, es decir, que 
genere poder económico que permita también ejercer poder político. 
El modo de articulación de la forma primordial practicado y organizado 
por los gobiernos de coalición neoliberal consistía, más bien, de una 
desarticulación de la forma primordial en el país que, sin embargo, les 
permitía obtener riqueza material debido a los favores realizados a los 
poderes trasnacionales, como también crear un monopolio del poder 
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político en el seno del parlamento y alimentar la ilusión, explicitada 
por ellos, de que el modelo estaba consolidado hacia fines de los años 
90, cuando los sorprende la primera guerra antiprivatización. 


En este sentido, la política orientada a desarticular la forma primordial 
o a articularla de manera débil, obviamente implica menores capaci- 
dades de generación de poder interno, la concentración de ese poder 
en algunos núcleos institucionales y concentración de la riqueza de 
algunos agentes específicos, pero en general produce una reducción 
de la capacidad de generar poder social y político a nivel nacional, 
sobre todo de manera sostenida en el tiempo. Los núcleos del pro- 
yecto contrario, articulados en torno a la idea de nacionalización y 
asamblea constituyente, precisamente contienen los dos ejes centrales 
de la rearticulación de la forma primordial, de tal manera que permita 
generar mayor poder en el seno del país y aumentar sus capacidades 
de control de la riqueza que se produce internamente, reciclarla, re- 
distribuirla y a partir de esto, aunque no exclusivamente, poder ejercer 
mayor poder político, sobre todo mayor autonomía en los procesos 
de toma de decisión, en la medida que se logran controlar también 
las bases materiales de una manera más importante. 


En este sentido, el proceso de nacionalización, aunque sea parcial 
como hasta hoy, permite a los nuevos sujetos gobernantes tener ma- 
yor poder económico, también mayor poder social y político, para el 
poder sostener un proceso de sustitución del viejo núcleo gobernante 
y sostener un proceso de reformas progresivas. 


Quien no tiene una propuesta de articulación del país tiene menores 
posibilidades y capacidades de generar poder. Una parte del cambio 
de las relaciones de poder experimentado en Bolivia en los últimos 
tiempos podría interpretarse en esta clave, es decir, que aquellos que 
montaron el esquema político de forma primordial débil durante tiem- 
pos neoliberales, habrían generado una crisis interna que, no necesa- 
riamente deviniendo de esto, se produjo también por la constitución de 
nuevas fuerzas y movimientos políticos que han generado un proyecto 
de rearticulación más vigorosa de la forma primordial o, por así decirlo, 
hacia y para dentro. En la medida en que esto ha tenido resultados en 
el sentido de producir una mayoría electoral absoluta ha producido 
un cambio en las relaciones de fuerzas bastante significativo. 


Dicho de otro modo, el cambio de relaciones de fuerzas tiene que ver 
también con las estrategias macro de generación de poder. Por un lado, 
podemos ver que el bloque neoliberal tenía como estrategia un poder 
que devenía de la implementación del modelo económico en el país y 
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el apoyo que éste recibía de los grandes organismos internacionales de 
regulación de la economía y la política. Una parte del poder devenía 
del apoyo externo y, por el otro lado, del monopolio que lograron en 
el seno del sistema de partidos para legalizar la implementación de 
ese modelo. Además, también encuentra su asiento en las estructuras 
de propiedad de la tierra y de los procesos productivos por parte de 
los miembros dirigentes de esos partidos. 


En cambio las fuerzas que los han sustituido en el gobierno, tienen 
una estrategia de generación de poder que articula, por un lado, en el 
nivel sectorial una capacidad de autoorganización de clase y, luego, 
de articulación de alianzas entre diversos sectores laborales, pero que 
sólo encuentra las condiciones de volcar las relaciones de fuerza en 
torno a un proyecto político de rearticulación de la forma primordial 
del país, a partir de un proceso de retoma del control mayoritario de 
la economía de los hidrocarburos en principio y de llevar adelante un 
proceso de asamblea constituyente, que implica rediseñar el conjunto 
de las instituciones del país que responda a esta demanda de nacio- 
nalización y a una reforma del Estado que incorpore en términos de 
igualdad a los pueblos y culturas que han sido discriminados en la 
historia del Estado boliviano. 


El modo en que se piensa la articulación de la forma primordial es una 
estrategia de generación de poder. Lo que estamos viviendo hoy es que 
una estrategia de renacionalización y reforma global del Estado está 
teniendo mayor capacidad de generación de poder social y político 
que la estrategia de una articulación subordinada y transnacionalizada 
que caracterizó los tiempos neoliberales. En este sentido, el cambio 
en la relación de fuerzas no es algo que sólo ocurre o podemos de- 
tectar a nivel de los procesos electorales y el nivel de instituciones 
que logran controlar diferentes fuerzas, sino también en relación a 
este nivel macro. 


En esto cabe articular los dos niveles. Los Comités cívicos de parte 
del oriente y del Chaco han tenido éxito en articular, en torno a un 
discurso de autonomía departamental, poder local, poder político y 
capacidad de bloqueo al gobierno central; de tal manera que se ha 
generado una especie de Estado dividido. Durante más de un año, 
el discurso y las acciones autonomistas han desplegado un poder de 
bloqueo del gobierno nacional en algunos territorios departamentales. 
En la medida en que este proyecto ha desplegado los rasgos de blo- 
queo de un proyecto nacional y no ha desplegado uno alternativo, ya 
que el proyecto se agota en el horizonte departamental, en los últimos 
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meses se ha estado viendo una especie de desgaste del mismo. Esto 
ocurre en la medida en que funciona como estrategia de bloqueo y 
de mantenimiento del orden social y político a nivel regional, que no 
va acompañada de un proyecto de construcción y de articulación de 
la región al país y del país en su conjunto. 


Es en este sentido que sostendríamos que la dimensión del proyecto 
forma parte clave de las capacidades de producción del poder, sobre 
todo de los cambios en las relaciones de fuerzas. Una de las razones 
probables del declinio electoral de la derecha boliviana probablemen- 
te se encuentre en el hecho de que no han articulado un discurso 
verosímil y socializado sobre el país, no tienen proyecto de país que 
no sea un discurso negativo frente a las reformas y los sujetos que lo 
están dirigiendo e impulsando, o una versión levemente revisada de 
lo que se sostuvo durante tiempos neoliberales. 


Hay una otra dimensión que tiene que ver con relaciones de poder 
y que podríamos llamar geopolítica, en dos niveles. Primero, en el 
horizonte interno del país el proyecto de autonomía regional, allá 
donde tiene estructuras patrimoniales como base, ha tenido capacidad 
de articular una base plebiscitaria de apoyo al mismo; aunque ahí 
también podemos ver que las cosas están complicadas. El proyecto 
de autonomía departamental, bajo la modalidad representada por los 
núcleos de dirigentes que son parte de la oligarquía local, tiene una 
base de apoyo básicamente urbana, mientras que en el campo se ha 
visto en los últimos meses que es un territorio que ya no pueden con- 
trolar. En este sentido, en términos de geopolítica interna, el proyecto 
de autonomía liderado por los núcleos terratenientes y empresariales 
se encuentran en la incapacidad de controlar todo el departamento, 
aunque si todavía de obtener mayorías electorales. 


A esto articulamos el punto previamente señalado. En la medida 
en que el proyecto de autonomía departamental no se articula un 
proyecto de país que tenga un horizonte mayor a aquel que se está 
cuestionando, se están empezando a ver algunas tendencias al desgaste 
de estas fuerzas y de este proyecto. En los últimos acuerdos parla- 
mentarios ha sido incorporado, es decir, subsumido en el proyecto 
de nueva constitución. 


En la otra dimensión que sería la internacional, ha mostrado tener im- 
portancia siempre, sólo que en direcciones cambiantes. El gobierno de 
Evo Morales y el MAS ha recibido un significativo apoyo internacional, 
en particular de la Unión de Naciones del Sur (UNASUR), sobre todo 
como un apoyo a la continuidad de los procesos democráticos en la 
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región, teniendo en cuenta el grado de apoyo plebiscitario obtenido 
por el presidente en el último referéndum revocatorio. Esto ha mostra- 
do a las dirigencias cívicas regionales esta frontera o imposibilidad de 
incrementar regionalmente sus propuestas de autonomía en el horizon- 
te más o menos separatista en el contexto de las grandes tendencias 
del continente. Una buena parte de América Latina ha renovado sus 
liderazgos políticos a través de procesos electorales en el sentido de 
la tendencia que se orienta hacia la izquierda, es decir, hacia gobier- 
nos que están pensando en implementar diseños constitucionales y 
políticas que implican la recuperación del control estatal y nacional de 
los recursos naturales, mayor intervención del Estado en la dirección 
económica, reconocimiento de mayor multiculturalidad y, en general, 
una mayor autonomía respecto de la política norteamericana en el 
continente en cuestiones económicas y políticas. 


En ese contexto el proyecto de los cívicos del oriente y del sur está 
en sentido contrario. En ese sentido, el cambio en la correlación de 
fuerzas a nivel continental favorece el cambio de correlación de fuerzas 
a nivel interno, ya que esté también ha alimentado el otro, es decir, 
hay una retroalimentación positiva entre los dos ámbitos. En todo 
caso, estas tendencias de retroalimentación positiva nivel continental, 
aunque no lo abarca todo, han servido para apoyar los procesos de 
mantenimiento de un régimen de derechos y democracia representa- 
tiva en el país, que obviamente no tienen como principal causa a esta 
correlación de fuerzas internacional sino a la composición interna y 
el movimiento interno de fuerzas políticas y sociales. 


4. DEMOCRATIZACIÓN Y CONFLICTO EN TRES 
COYUNTURAS DE CRISIS 


Los procesos políticos y sociales que abrieron la posibilidad de pen- 
sar en el cambio, como un proceso de democratización, nacen del 
cuestionamiento de las formas de monopolización del poder político 
y económico preexistente y todavía existente en la actualidad. En ese 
sentido, todo proceso de democratización, en tanto implica un cambio 
en la relación de fuerzas, implica también conflicto. Aquí nos interesa 
analizar la democratización no como conflicto, sino el conflicto como 
un producto de ella. La democratización tiene que ver con la consti- 
tución de sujetos y la configuración de nuevos espacios políticos y, 
sobre todo, con el tipo de instituciones que se van produciendo y 
reformando para ampliar el grado de igualdad política. 
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Así, al momento de analizar los diferentes proyectos políticos, que en 
la coyuntura actual disputan el sentido y comprensión del concepto 
y las prácticas de la democracia, es fundamental estudiar el conflicto. 
Para ello, analizamos de manera selectiva algunas de las crisis políti- 
cas, que se han sucedido a lo largo de los tres años de gobierno de 
Evo Morales. En este periodo, tanto sectores ligados a los gobiernos 
departamentales y a los comités cívicos de la oposición, como algunos 
sectores afines al gobierno u organizaciones sociales sin un vínculo 
orgánico con el mismo, se han manifestado en una dinámica en la que 
continuamente han intentado poner en escena las fuerzas sociales que 
apoyan sus respectivos proyectos políticos en disputa. En este marco, 
es importante estudiar los diferentes actores que van emergiendo o 
se van articulando en torno a diferentes discursos sobre democra- 
cia, institucionalidad, Estado de derecho, legalidad y legitimidad. En 
este contexto, es importante observar las fisuras que se han dado el 
interior de la sociedad civil analizando los diferentes momentos de 
confrontación social. Para ello, revisamos algunos hechos y crisis que 
consideramos más relevantes en lo referente a las concepciones de 
democracia. Elegimos tres crisis políticas de los últimos años, en las 
que se evidencia la tensión existente entre cambio y resistencia al 
cambio: a) La crisis denominada “Enero Negro” (Cochabamba 2007), b) 
El conflicto que se desata en Sucre en torno a la aprobación del texto 
constitucional en noviembre y diciembre de 2007 y sus repercusiones 
en mayo de 2008, durante las efemérides de esta ciudad, c) El deno- 
minado “Golpe de Estado cívico-prefectural”, en septiembre de 2008, 
En los tres momentos se han ido develando o manifestando diferentes 
clivajes entre los que destacamos el clivaje colonial (étnico-cultural), 
el de clase y el clivaje regional. Para cada caso, prestamos especial 
atención a los actores involucrados, sus formas de articulación, sus 
discursos y los hechos que protagonizan. 


Estos tres momentos se caracterizaron por el despliegue y la pugna 
entre las fuerzas sociales reunidas en torno a dos proyectos políticos: 
uno, impulsado básicamente por las organizaciones campesinas y 
populares, y apoyado por partidos como el Movimiento al Socialismo, 
y Otro, cuyos actores centrales son principalmente los prefectos de los 
departamentos de la Media Luna, los Comités Cívicos Departamentales, 





Si bien esta crisis se ubica fuera de los límites temporales planteados para la in- 
vestigación, lo analizamos aquí como parte de un proceso, como punto cúlmine, 
de una larga de acumulación de hechos de confrontación, que corresponden al 
periodo de estudio. 
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instancias de representación de intereses empresariales, la Unión 
Juvenil Cruceñista (UJC) —y las agrupaciones similares conformadas 
y promovidas por ésta en los departamentos de Pando, Beni, Tarija 
y Chuquisaca—, y partidos y agrupaciones ciudadanas como Poder 
Democrático y Social (PODEMOS), o Unidad Nacional (UN). 


En términos generales podemos afirmar que el caso de la crisis social 
de “Enero Negro” ocurrida en Cochabamba en enero del año 2007, 
nos permite indagar sobre los niveles de democratización en el país, 
a partir de las percepciones del “otro”, en un conflicto marcado por 
categorías binarias jerarquizantes como las de “citadino-campesino”, 
“zona norte (zona residencial)-zona sur (barrios populares)”, “ciuda- 
dano civilizado-indio bárbaro”, que ponen a prueba una supuesta 
identidad cochabambina mestiza, que ocultaba una realidad marcada 
por un serie de relaciones sociales creadoras y perpetuadotas de 
desigualdad. En este sentido, cabe anotar que la puesta en duda de 
esta identidad mestiza se constituye en un elemento potencial de 
democratización pues plantea la necesidad de superar este horizonte 
de igualdades aparentes. 


El 11 de julio de 2007, al cumplirse 6 meses del conflicto, los familiares 
de las víctimas volvieron a los escenarios de la confrontación para 
rendirles un homenaje a sus caídos. Este momento resulta interesante 
para analizar las percepciones del otro entre los grupos enfrentados. 
La asociación de familiares de los fallecidos y de heridos del 11 de 
enero, organizaciones sociales y colectivos culturales de Cochabamba 
dirigieron el siguiente texto a los denominados Jóvenes por la demo- 
cracia: “El 11 de enero me rechazaste porque me desconoces. El 11 
de enero me agrediste porque me temes. Me dices ignorante porque 
ignoras mi sabiduría. Me dices sucio porque trabajo y vivo con la tierra. 
Te inspiro pena o lástima, pero yo soy el que te alimenta. Ahora luchas 
por tus mezquinos intereses, pero yo luché durante siglos por sobre- 
vivir. Empiezas una batalla que no ganarás. Poco a poco re-descubro 
mi poder y de-construyo el tuyo. Viendo el pasado y de espaladas 
al futuro. Llega el tiempo del Pachakuti” (Comunicado: “Símbolos y 
cruces”: Cochabamba 12 de julio de 2007). En el mismo comunicado 
se responsabiliza de la muerte del joven citadino a “[...] sus padres y 
su entorno: barrio, medios de comunicación, colegio, iglesia, etc., que 
alimentan día tras día el desconocimiento del otro como diferencia, 
en este caso los indígenas, colocándolo en categorías inferiores a su 
única manera de ver el mundo, el occidental”. Desde esta lectura el 
horizonte de democratización es el de la superación de la condición 
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colonial desde las relaciones sociales cotidianas. En este sentido, es 
una interpelación a las nociones de democracia esgrimidas por quienes 
convocaron a los citadino cochabambinos a salir a las calles a “defen- 
der la democracia”, entendida, como el derecho a defender el espacio 
urbano asumido como propiedad de los vecinos más prósperos y 
como derecho a la libertad de tránsito: “Recuerdo que a la hora del 
almuerzo, estuvimos hablando de que no deberíamos ser apáticos y 
pasivos, porque no estaba bien que los cocaleros protestaran aquí, en 
la ciudad. Que protesten donde tengan que protestar, en sus lugares” 
(Rocha Monroy y Alem: testimonio Nelson Urresti). En estas lectura 
sobre lo democrático se homogeniza arbitrariamente lo urbano como 
una realidad contrapuesta y jerárquicamente superior a la de los cam- 
pesinos y cocaleros, siendo que gran parte de la sociedad cochabam- 
bina está más vinculada en sus vivencias individuales y colectivas, en 
sus formas de organización y sus en aspiraciones sociales y políticas 
a los campesinos. Así, según testimonios de manifestantes citadinos 
en relación a sus motivaciones para salir a las calles a enfrentar a los 
cocaleros encontramos argumentos como el que los campesinos es- 
taban avasallado un espacio que nos le pertenece, a los que se suma 
una desvalorización del otro, presentado como “incivilizado” y bajo 
el argumento de que no sólo estaban en un lugar que no les corres- 
pondía, sino que no sabían el por qué de su lucha: “El citadino tiene 
un poco más de criterio [...]. “Sentí rabia y pena porque esa gente 
no tenia ningún sentido de por qué habían venido, cuál era la lucha, 
no sabían. Yo soy un tipo conciente de que lo he hecho porque no 
nos han dejado salir, no podíamos salir ni a la plaza, se hacían pis, 
se orinaban, hacían sus necesidades y eso daba rabia. ¿Cuánto vale 
hacer una plazuela, mantener una plazuela, que te la destrocen? Es 
como si yo fuese a su departamento, al lugar donde viven, me entre 
a su casa y me haga pis, me haga lo quiera, no es justo. Ellos tienen 
derecho cono nosotros y es el problema. [...] Yo fui a defender sus 
derechos (habla de sus hijos) para que sean libres y no nos sojuzguen, 
no nos presionen a no poder ir donde queremos” (Idem: testimonio 
Fernando Espinoza). 


En otro nivel de análisis, en el marco del conflicto, nos encontramos 
con los discursos sobre de democracia, de los operadores políticos, 
en los que se evidencia un tensión entre quienes defienden la lega- 
lidad del prefecto como autoridad electa y los que ponen en duda 
su legitimidad, pidiendo su renuncia a través de la evaluación de su 
gestión. Por un lado, el entonces prefecto de Cochabamba Manfred 
Reyes Villa declara: “Yo lamento mucho que se utilice ese tipo de 
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mecanismos violentos para sacar a una autoridad electa democráti- 
camente. [...] La democracia ha sido agredida, hay un asedio a 6 de 
los 9 gobernadores (prefectos) que hemos logrado ganar y que nos 
somos de la línea del gobierno” (Udem: Entrevista a Manfred Reyes 
Villa). En su discurso, la ex autoridad departamental de Cochabamba, 
por un lado, defiende la legalidad y legitimidad de su investidura 
por ser una autoridad electa por voto popular, sin embargo, a la vez 
desconoce la legitimidad de los resultados del referéndum, en el que 
en Cochabamba se votó mayoritariamente por el no a las autonomías. 
Argumenta de la siguiente manera su decisión de llamar a un nuevo 
referéndum, hecho que desencadenó el conflicto: “Lo que pasa es que 
la autonomía ha ganado en cuatro departamentos y no en Cochabamba 
por la desinformación que se ha dado, a través del gobierno, al pueblo 
cochabambino” (Idem). 


Por otro lado, en el discurso del gobierno nacional, se evidencia una 
línea de argumentación en la que se respalda las demandas de los 
campesinos y cocaleros como democráticas señalando que “Si ellos 
pelearon porque existieran más recursos para el desarrollo del departa- 
mento tienen, ellos dicen, tenemos todo el derecho a pedir al prefecto 
rendición de cuentas. El cuestionamiento más severo que tienen las 
organizaciones es que el prefecto hace política con los recursos que 
ellos lograron incrementar [...)” (dem: Entrevista al Ministro de la 
presidencia Ramón Quintana). El gobierno, a la vez se rechaza una 
salida no legal del prefecto considerando que esto provocaría “[...] un 
efecto dominó en el resto del país que comprometería la estabilidad 
de la democracia en general” (Idem). Aquí podemos observar una 
noción de cambio y democracia en la que, por un lado, se valora 
el empuje democratizador de las acciones populares, pero, a la vez, 
se sopesa sus efectos en relación cálculo de gobernabilidad en una 
dinámica en la que se valora tanto la capacidad gubernamental de 
convocatoria a la movilización como su potencial desmovilizador. La 
democracia entendida como capacidad de autodeterminación de las 
organizaciones sociales pasa aquí a un segundo plano frente a las 
demandas de gobernabilidad. 


Por su parte, la idea de democracia que el bloque popular sostuvo en 
los momentos más álgidos de la violencia social, se sustentaba en dos 
argumentos. El primero referido a la ilegitimidad de la convocatoria a 
un referéndum sobre autonomías, propuesto por el entonces prefecto 
Manfred Reyes, que suponía el desconocimiento de un referéndum an- 
terior en el que dicho proyecto había perdido. Se trata de la defensa de 
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una decisión tomada colectiva y democráticamente dentro de los mis- 
mos marcos legales propuestos por el bloque autonómico, que obtuvo 
resultados positivos en cuatro departamentos. Este desconocimiento de 
las reglas que los mismos prefectos opositores habían propiciado con 
sus movilizaciones y cabildos, fue una de las razones centrales de la 
protesta popular. En segundo lugar, es importante mostrar cómo a la 
vez que exigían el reconocimiento de criterios electorales originados 
dentro de las matrices liberales de la institucionalidad democrática, 
reivindicaban también su derecho a participar dentro del mundo de 
decisiones públicas a través de sus movilizaciones y de su presencia 
en el territorio urbano. Sobre todo, en los días que precedieron a la 
profundización del conflicto y a su exacerbación en enero del 2007, 
las marchas y bloqueos populares terminaron desafiando el ultimá- 
tum de la autodenominada agrupación Jóvenes por la Democracia, 
que los había conminado a abandonar la ciudad de Cochabamba. En 
este sentido, podemos ver que la noción de democracia del bloque 
encabezado por los campesinos, se movía en estos dos horizontes, 
el relacionado con una historia más urbana y liberal, y el otro, el de 
la movilización basada en sus propias perspectivas y estrategias po- 
líticas, que en el fondo recupera una noción de la democracia como 
constituida también por la acción colectiva. 


En términos generales, la democracia como palabra se ha hecho parte 
ineludible de los discursos políticos en nuestro país, pues tiene la ca- 
pacidad de legitimar prácticas y acciones que pueden incluso contra- 
decir el significado formal que se le atribuye. Podemos decir entonces 
que la democracia, más allá de su contenido, juega un rol funcional 
a diversos intereses. En la coyuntura vivida por el departamento de 
Chuquisaca, en torno a la aprobación del texto constitucional en no- 
viembre y diciembre de 2007 y sus repercusiones en mayo de 2008, la 
democracia y la defensa de una comprensión legalista y procedimental 
de la misma, asumida por el autodenominado Comité Interinstitucio- 
nal y las fuerzas que lo componían, se usaron para estimular actos 
adversos y evidentes prácticas racistas. La defensa de lo “legal” se 
realizó también por medios “ilegales”. El permanente asedio de los 
predios de la Asamblea Constituyente, así como de los constituyentes 
—provenientes o no otros departamentos, especialmente de los “occi- 
dentales”— desfavorables a las demandas de capitalía; las agresiones 
físicas y el acoso que en general sufrieron el proceso constituyente 
y las instituciones como el ejército y la policía, así como algunos 
partidos políticos, medios de comunicación, agrupaciones civiles y 
ciudadanos particulares e indígenas en general, estuvieron revestidos 
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de un innegable matiz racista (Defensoría del Pueblo, Universidad de 
la Cordillera, 2008). En todo esto puede notarse la predominancia de 
un horizonte político que privilegia la consideración de las diferencias 
que inferiorizan antes que de la igualdad, donde la visión del “otro”, 
en este caso el indígena, está cargada de percepciones negativas. La 
presencia campesina, era leída como una invasión del espacio urbano, 
del que nos son parte, a pesar de ser la sede de la representación 
del foro constituyente nacional: “que se vayan todos estos indios de 
aquí, porque no son de aquí, ¿qué hacen aquí?”, “¡Fuera, fuera, fuera 
llamas!”(Coria, testimonios de ciudadanos sucrenses 2008: 20). 


El hecho de que el discurso y las prácticas intolerantes hayan tenido 
resonancia y acogida en la población urbana de Chuquisaca, espe- 
cialmente en su capital Sucre, puede explicarse por dos razones. Una, 
señalada ya por varios investigadores (Espósito, 2008; Torrico, 2008), 
es la fundada por la Guerra Federal de 1899, en la que facciones po- 
líticas de ese entonces, liberales y conservadores, se enfrentaron por 
la ubicación geográfica de la sede de gobierno, que no significaba 
otra cosa que la lucha por retener en el primer caso, y conquistar 
en el segundo, el poder administrativo del Estado. Esta hubiera sido 
una tradicional conflagración de bandos oligárquicos, de no ser por 
la irrupción en escena de los indios comunarios aymaras (Condarco, 
1983). Diremos brevemente que en esa confrontación, la victoria pa- 
ceña, que se obtuvo gracias a la participación indígena, fundó algunos 
de los mitos —“indígenas salvajes”, “estudiantes masacrados”— en los 
que luego el imaginario chuquisaqueño, y sucrense en particular, se 
apoyaron para construir un discurso de autovictimización y de temor, 
ampliamente propalado por los medios de comunicación, que en ese 
sentido tuvieron un rol irradiador importante 


El otro bloque, centrado principalmente en torno al eje indígena, 
tenía como centro de sus consideraciones a cerca de la democracia, 
la descolonización del Estado y la sociedad. Por eso se explica su ad- 
hesión a la demanda de la realización de una Asamblea Constituyente 
que se propusiera la transformación de la institucionalidad existente 
hasta ese momento, y extirpara de ella todos sus rasgos excluyentes 
y de desigualdad. A diferencia del bloque interinstitucional que llega 
a defender una idea predominantemente legalista y procedimental de 
democracia, este bloque entiende la democracia como un proceso de 
resquebrajamiento de los núcleos de desigualdad de las estructuras es- 
tatal y social: “Nos han discriminado..., nos han excluido, durante años 
hemos luchado, ahora nuestros hijos nos agreden... Nosotros estamos 
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luchando, nosotros ya nos vamos a morir, es para ellos la lucha, es 
, E ps 
para todos” (Coria, testimonios de cuidadnos sucrenses. 2008: 24). 


En cuanto a sus prácticas, la organización de marchas, movilizacio- 
nes y cercos, se consideran parte del proceso de democratización y 
de la exigencia de transformaciones del marco institucional. Dado el 
grado de conflictividad vivido en la ciudad de Sucre, la acción más 
concordante con esa noción, fue la de la resistencia a la violencia. 
El acto de presencia fue uno de los indicadores más relevantes de la 
práctica indígena. El sólo hecho de permanecer en la ciudad y asistir a 
la Asamblea Constituyente, se convirtió, sobre todo en la última etapa 
de desarrollo de la misma, en uno de los únicos actos de autodetermi- 
nación que podían ejercer algunos constituyentes “A la presidenta de 
nuestra comisión incluso le han jalado de las trenzas, le han pegado 
en la plaza” (Calla, Muruchi, testimonios 2008: 46). Por otro lado, las 
movilizaciones de este bloque se vieron limitadas al área rural chuqui- 
saqueña donde su hegemonía territorial les permitió realizar bloqueos 
—+n oposición a la prefecta Sabina Cuellar el año 2008, por ejemplo—, 
que no pudieron extenderse al área urbana, debido a la supremacía 
del Comité Interinstitucional que allí existía. 


Es importante hacer notar que aunque la Asamblea Constituyente fue 
propuesta por los sectores populares bolivianos, y en él participaron 
una gran cantidad de representantes emergentes de su seno, la misma 
no se organizó de una manera que permitiera el mayor despliegue de 
los conocimientos y propuestas de los constituyentes indígenas. Desde 
la forma de convocatoria a su realización, mediada por partidos políti- 
cos, pasando por la conformación interna de sus comisiones y sus sesio- 
nes de discusión en un formato cuasi parlamentario, hasta los leguajes 
que se impusieron como legítimos —el castellano, por ejemplo—, o 
los conocimientos necesarios —la terminología legal, por ejemplo—, 
hicieron que muchos constituyentes de origen indígena quedasen “mu- 
dos”: “mientras un partido apelaba a condiciones racistas para negar el 
derecho de expresión a los asambleístas de otras culturas, la estrategia 
del otro bando buscó contrarrestar esta situación mediante la imposi- 
ción de una disciplina vertical a sus asambleístas, lo que también los 
enmudeció y los desminuyó cualitativamente, para conformar sólo una 
fuerza cuantitativa” (Zegarra, 2008: 114). La idea de democracia de este 
bloque, se vio reflejada mejor en sus resistencias a la violencia racista 
y al manejo cupular de la organización de la Asamblea Constituyente, 
y a sus iniciativas de movilización social, que la propia participación 
en proceso de toma de decisiones en el foro constituyente. 
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El último momento de nuestro análisis, el llamado “Golpe de Estado 
Cívico Prefectural” ocurrido en septiembre de 2008, tiene como an- 
tecedente el Referéndum Revocatorio de Mandato Popular del 10 de 
agosto de 2008, que, debido a que ratifica a Evo Morales y a las au- 
toridades departamentales en sus puestos de poder, inicia una nueva 
contienda, esta vez la de la disputa por el sentido e interpretación 
del voto como vía de legitimación de los proyectos políticos contra- 
puestos. Por una parte, el contundente respaldo al liderazgo de Evo 
Morales y a la continuidad del proceso de cambio, no sólo confirma la 
legitimidad de su mandato, sino que es interpretado por el gobierno 
como el respaldo para llamar a la consulta postergada sobre el texto 
constitucional aprobado en Oruro. En la otra orilla, prefectos y cívi- 
cos opositores leen el apoyo a sus gestiones prefecturales como un 
respaldo automático a los estatutos autonómicos. Mientras el gobierno 
llama a un diálogo con la oposición con el objetivo de compatibilizar 
la propuesta de Nuevo Texto Constitucional con el contenido de di- 
chos estatutos, desde Santa Cruz se inicia una campaña violenta para 
desconocer la ratificación de Evo Morales, la misma que es justificada 
nuevamente con la demanda de restitución de los recursos del Impues- 
to Directo a los Hidrocarburos (IDH). El argumento gubernamental 
sobre el recorte es que el mismo responde a una medida en beneficio 
del pueblo, orientada subsanar la situación marginal de uno de los 
grupos poblacionales más vulnerables, la tercera edad, a través del 
Bono Dignidad. En tanto el discurso de legitimación de la demanda 
departamental se sustenta en la existencia de un “otro pueblo”, que 
busca la descentralización administrativa, mediante la profundización 
de la autonomía departamental, como base del desarrollo regional. 
En este punto, nos interesa analizar los hechos que acompañan este 
discurso de legitimación democrática de una demanda, en el marco del 
conflicto caracterizado como un Golpe de Estado Cívico Prefectural. 
Este discurso democratizador encuentra sus límites de legitimación en 
los acontecimientos violentos provocados por grupos de choque de las 
llamadas uniones juveniles; las agresiones a la institución policial y a 
las Fuerzas Armadas (FF.AA.) y la toma y destrucción de instituciones 
del gobierno nacional y de la infraestructura energética. 


Sin negar la hipótesis gubernamental del intento desestabilizador de 
las fuerzas opositoras en el que el blanco principal es el gobierno, 
creemos que cabe hacer aquí una precisión, consideramos que el actor 
más vulnerable del otro lado de la contienda y cuyo debilitamiento 
puede poner en serio riesgo el proceso democrático es la población 
que en los departamentos resiste cotidianamente la violencia de los 
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grupos opositores. Las continuas agresiones al Plan 3000 en Santa 
Cruz —barrio popular, donde los vecinos son predominantemente 
migrantes de origen quechua y aymará—, los ataques a sedes de 
organizaciones sociales e indígenas, sedes del partido de gobierno, 
asaltadas, saqueadas y destruidas; el asalto al mercado campesino 
de la ciudad de Tarija, los hechos de violencia racista protagonizado 
por la UJC contra la marcha de apoyo a la decisión del presidente de 
convocar a un referéndum sobre le texto constitucional, en la que los 
agresores golpearon e insultaron a los marchistas manifestándoles su 
deprecio con apelativos tales como “Kollas de mierda, indios, vuelvan 
a sus tierras”, “no queremos esta raza maldita en nuestra tierra” son 
hechos contundentes que muestran que la resistencia al cambio no 
apunta sólo y principalmente a la desestabilización de un gobierno, 
sino a desmantelar las estructuras de resistencia y autoorganización al 
interior de los departamentos a través de la imposición de un régimen 
de terror. Así, es la población contraria al proyecto autonómico, sus 
organizaciones, las propias estructuras departamentales del partido en 
función de gobierno e inclusive la misma delegada presidencial los que 
se encuentran realmente del otro lado del conflicto. En este punto, cabe 
apuntar que el debilitamiento de las capacidades autónomas de resis- 
tencia, como un síntoma del debilitamiento democrático también puede 
ser inducido por la presencia esporádica de la estructura gubernamental 
en lugar de una articulación más orgánica, que permita dialogar con 
las diferentes experiencias de resistencia y de democratización en las 
regiones. Uno de los ejemplos significativos de esta capacidad de pro- 
puesta social es la sugerida por el colectivo “Los Igualitarios” del Plan 
3000, que retomando el pensamiento de Andrés Ibáñez interpelan el 
discurso autonomista de la élites por no problematizar suficientemente 
la noción de igualdad al interior de los departamentos. 


CONCLUSIONES 


De manera sintética quisiéramos apuntar las siguientes conclusio- 
nes: 


1. Crecimiento del sindicalismo campesino. Hay una tendencia al cre- 
cimiento del sindicalismo campesino en el Oriente y el sur de Bolivia, 
como producto del fortalecimiento de las organizaciones campesinas, 
de las asambleas pueblos indígenas y de las victorias electorales del 
MAS. El sindicalismo campesino viene creciendo por olas desde la 
década del 70 y parece que en esta década también. 
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2. Intensificación de la lucha social y de clases a nivel regional. En 
varias regiones del país, sobre todo en Santa Cruz y Tarija se está ex- 
perimentando una expansión del sindicalismo campesino, que antes 
existe de manera muy débil y localizada en algunas subregiones. Como 
producto de lo expuesto en el punto anterior, empieza a desplegarse 
una dinámica de conflicto clasista que antes estuvo centrada en el 
occidente boliviano. Allá donde hay más desarrollo capitalista tam- 
bién tiende a desarrollarse más, no de manera automática, el conflicto 
entre las distintas posiciones de la estructura social. Es probable que 
este conflicto vaya a repercutir en los procesos políticos electorales 
en cada departamento. 


3. Los clivajes o ejes de conflicto. Los ejes de conflicto se encuentran 
en el seno de la sociedad civil, articulados en torno núcleos corpo- 
rativos más o menos fuertes. Una vez que el polo de oposición es 
débil en el seno del sistema de partidos, el principal núcleo se ha 
articulado en torno a los comités cívicos, que se están enfrentando a 
las organizaciones sobre todo campesinas e indígenas. En este sentido, 
probablemente continúe esta dinámica de conflicto en el seno de la 
sociedad civil y de enfrentamiento o de ataque de los núcleos cívicos 
contra organizaciones indígenas y campesinas. 


4. Racismo. Hay un racismo creciente. El cambio en las relaciones 
de poder ha hecho que aflore el racismo que estaba contenido en 
una buena parte de los núcleos previamente dirigentes en el país, y 
también en varios núcleos urbanos que no habrían pasado por una 
reforma intelectual que incorpore el principio y el prejuicio de la 
igualdad, como diría Zavaleta, en la vida cotidiana y también en la vida 
económica y política. Este cambio en la relación de fuerzas hace que 
florezca el racismo en el seno de aquellos núcleos que está perdiendo 
el poder. Esto implica que mientras, por un lado, hay un proceso de 
democratización a través de luchas a nivel global del país, en algunos 
núcleos duros conservadores como la ciudad de Santa Cruz, Tarija, 
Sucre y varios otros núcleos urbanos, la discriminación y la violencia 
contra campesinos indígenas se ha vuelto y continuará siendo uno 
de los rasgos del discurso político y de la interacción cotidiana en los 
años por venir. 


5. Estado dividido. El hecho de que se haya dado una victoria electoral 
del MAS a nivel nacional, que se ha visto refrendada en el referén- 
dum revocatorio, y a la vez se hayan elegido y renovado prefectos 
que sostienen un proyecto contrario en algunos departamentos del 
país en los que el gobierno nacional ha tenido dificultades para tener 
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presencia, hace que tengamos un Estado dividido. No hay unidad del 
Estado. Hay un bloque político y social que está dirigiendo el ejecutivo 
y es mayoría en el legislativo, y hay otro bloque social, económico 
y político que gobierna algunos departamentos en abierta confron- 
tación con el gobierno nacional. En este sentido, no sólo se trata de 
fallas de articulación, sino de un proyecto de poder subnacional que 
pretende eliminar la presencia del Estado nacional. En la medida en 
que esto tiene todavía apoyo electoral plebiscitario es probable que 
durante largos años vivamos todavía bajo esta condición de un Estado 
dividido. 

6. Recomposición del sistema de partidos. Al nivel del sistema de 
partidos se ha dado una recomposición sustantiva, que se caracteriza 
por la emergencia de una nueva mayoría política que resulta de la 
victoria electoral del Movimiento al Socialismo (MAS). La tendencia 
parece ser que por lo menos en el mediano plazo el MAS siga ganando 
elecciones nacionales y vaya creciendo paulatinamente en aquellos 
departamentos donde ya es una segunda y significativa fuerza política. 
Esto puede ser así mientras no se desarrollen otros partidos políticos. 
PODEMOS está en un proceso de decrecimiento electoral y de frac- 
tura interna. En este sentido, no es probable que tenga capacidad de 
revertir las tendencias electorales, incluso que pueda sobrevivir en la 
vida política nacional. UN parece haber experimentado algunos límites 
de crecimiento, pero en todo caso ha consolidado su presencia como 
una minoría partidaria en el país. Es probable que lo siga siendo, 
experimentando un leve crecimiento. En este sentido, es probable 
que ante la crisis, sobre todo del principal partido de oposición, se 
produzcan algunas recomposiciones y emergencia de nuevas organi- 
zaciones partidarias. 


Luego de un largo periodo de enfrentamiento entre oposición cívica 
y partidaria y gobierno central, se ha entrado en un proceso de ne- 
gociaciones que han llevado a acuerdos que parecen reconducir la 
vida política al seno de las instituciones del parlamento, el sistema 
de partidos, las elecciones. Es probable que en los próximos años la 
dinámica política en parte vuelva a desplegarse de este ámbito, sin 
eliminar el hecho de que la principal oposición va a seguir viniendo 
de la articulación entre corporaciones empresariales y comités cívi- 
cos, es decir, por fuera del sistema de partidos. En la medida en que 
en el seno de éste se habrían logrado algunos acuerdos macro, es 
probable que tengamos el despliegue de los dos escenarios aunque 
con un diferente peso. Por un lado, el espacio del sistema de parti- 
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dos y el parlamento con mayor legitimidad. Por otro lado, el ámbito 
del conflicto entre núcleos de la sociedad civil articulados en torno 
Comités cívicos, el gobierno y las organizaciones campesinas e indí- 
genas, aunque en un horizonte de menor legitimidad y de fractura en 
relación a bloque partidario que antes participaba de este mismo tipo 
de estrategia política. 
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1. MARCO GENERAL Y CONTEXTO 


Este trabajo, en su definición más escueta, trata de la relación que 
hay entre poder y territorio, no en abstracto sino en la Bolivia del 
período 2003-2008. 


No hay proceso de cambio sin modificaciones en el territorio, así como 
no hay procesos de cambio al margen o que no sean influidos por la 
variable territorial. Son dos componentes del proceso de cambio que 
interactúan activamente. 


Para que esos cambios se produzcan, tienen que haber actores, y en 
nuestro caso, los principales actores son los movimientos indígenas 
y los movimientos regionales, y es la autonomía la herramienta que 
ambos han identificado para la gestión del cambio. Sin embargo, en 
la lucha política, esa autonomía ha asumido tintes políticos e ideoló- 
gicos que van más allá de sus características de herramienta político- 
administrativa. 


Bolivia vive desde el año 2003 un momento de aguda lucha por el 
poder, generada por los espacios vacíos que dejó la “debacle” del sis- 
tema tradicional de partidos y por los vientos de cambio que impulsan 
a partir de 2005 el gobierno y los movimientos sociales, cambios que 
por su orientación y profundidad encuentran resistencia en varios 
sectores del país, concentrados sobre todo en los departamentos 
orientales de la República. 


Estos cambios se plantean en un país con una deuda histórica con 
sus pueblos indígenas secularmente discriminados y excluidos, pero 
también en un país de marcada “heterogeneidad estructural” y “dé- 
bilmente unificado”, lo que ha dado lugar a la vigencia de sociedades 
regionales fuertemente diferenciadas por cultura, prácticas sociales, 
reivindicaciones, estructura productiva y relaciones sociales (Calderón, 
1983: 11). 
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En este contexto, algunas regiones, como Santa Cruz, se mueven en 
un ámbito de economías de exportación que se insertan dificultosa- 
mente en las redes y nodos de la globalización (Prado el al., 2003: 
75) mientras que otras regiones se mueven en una concepción mul- 
tidimensional de lo rural como espacio de vida, en las que el terri- 
torio es indisoluble de la organización de la comunidad (Lizárraga y 
Vacaflores, 2007: 94). 


Pero para entender la dinámica de cambio se debe identificar quiénes 
son los principales actores sociales que hoy pugnan por el poder para 
construir su propio proyecto político y cuál es su base territorial desde 
la cual actúan y que los define y contextualiza. 


El estudio propone analizar, en principio, tres actores sociales: 


a) Quienes hoy conforman el poder político y que forman 
gobierno, es decir, el Movimiento al Socialismo (MAS) con 
el aparato central del Estado, que impulsa los cambios en 
y desde el Estado mediante nuevas leyes, decretos y, sobre 
todo, una nueva Constitución Política del Estado (CPE) que 
es concebida como la herramienta fundamental para la im- 
plantación de un nuevo país. 


b) Los movimientos sociales de base indígena andina y los 
movimientos indígenas de las tierras bajas del Oriente con 
su planteamiento de reconstrucción de sus territorios O, por 
lo menos, de sus formas de gestionarlo y vivirlo. 


c) Los movimientos cívico regionales liberales con su plantea- 
miento de la autonomía departamental como herramienta 
para consolidar su poder, luchar contra un Estado centralista 
y buscar su propio desarrollo en la nación. 


Hoy, como nunca, los actores sociales están fuertemente relaciona- 
dos con su territorio en términos objetivos y subjetivos. Por ello, las 
respuestas a nuestras preguntas no las buscaremos tanto o sólo en 
información estadística cuanto en los documentos ya existentes y la 
perspectiva de los actores sociales que definen el territorio. 


El presente trabajo estudia el rol y la respuesta de los territorios y sus 
actores a las propuestas de cambio del gobierno del MAS, las mismas 
que, al impactar drásticamente sobre las variables que definen un 
territorio, proponen una reterritorialización que es apoyada en las re- 
giones andinas, pero que encuentra mucha oposición en el Oriente del 
país, caracterizado por formas y/o modos y relaciones de producción 
aparentemente incompatibles con esa propuesta de cambio. Por otra 


PODER, CAMBIO Y RECONFIGURACIÓN DEL TERRITORIO EN LA BOLIVIA DE HOY 165 


parte, estudia la propuesta de autonomías departamentales liderada 
por Santa Cruz y vista con desconfianza por el MAS y los movimientos 
sociales andinos. 


El proyecto de nueva CPE de la Asamblea Constituyente y el proyecto 
de Estatuto Autonómico de Santa Cruz son los documentos que con- 
centran las dos posiciones y representan dos proyectos políticos que 
responden a distintas visiones. 


Pensamos que a partir de una nueva definición de territorio como sis- 
tema complejo se podrá redireccionar las políticas públicas de cambio 
relacionadas con elementos fundamentales del territorio, de modo que 
ese proceso de reterritorialización, implícito en las propuestas, pueda 
reformularse y configurar una alternativa con gobernabilidad. 


El problema central que nos hemos planteado es la evaluación de las 
características y la factibilidad que tienen las propuestas más avanza- 
das de reconfiguración del territorio nacional, entendiendo “territorio” 
como concepto transdisciplinario y producto social generado por la 
actividad humana y, por tanto, sujeto histórico y de desarrollo. 


Se ha evaluado, en primer lugar, las características de la reconfigura- 
ción territorial implícita en la nueva CPE, la cual propone un Estado 
plurinacional con una organización territorial que introduce la región 
autónoma y las entidades territoriales indígena originario campesinas 
que cuentan con el apoyo de la región andina, pero que tienen mucha 
oposición en la dirigencia del Oriente del país. 


Por otra parte, desde el Oriente del país, se pugna por concretar el prin- 
cipal paradigma de su movimiento regional: la autonomía departamen- 
tal, otra forma de reconfiguración territorial, que, por su enfoque liberal, 
es presentada como incompatible con el planteamiento de las entidades 
territoriales indígena originario campesinas. Toda propuesta de crear 
otras formas de autonomía dentro del departamento es vista como una 
maniobra para debilitar los gobiernos departamentales, instancias en las 
que se concentra el poder regional. El instrumento de aplicación de la 
autonomía departamental son los Estatutos Autonómicos. 


Con esta definición del problema central, el objetivo de la investigación 
es sistematizar esas propuestas y analizar las reacciones estructurales 
o subjetivas de los actores sociales que “definen” territorio, reacciones 
que podrán darse en función de su visión, su cultura y sus intereses 
socioeconómicos. 


El conocimiento profundizado y explicado de las reacciones de los 
actores territoriales en el área andina y el área oriental puede ayudar, 
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eventualmente, a redireccionar las políticas públicas y las propuestas 
de cambio relacionadas con elementos fundamentales del territorio, de 
modo que los dos procesos, el de reterritorialización indígena como 
reivindicación ancestral y el de consolidación del territorio departa- 
mental como unidad para ampliar el potencial productivo puedan 
limar sus aspectos más controvertidos para encontrar los consensos 
que permitan mejorar las condiciones de gobernabilidad en el país. 


Tenemos, entonces, un objetivo central que articula cuatro objetivos 
específicos: 


a) Sistematizar las propuestas de cambio que implican reconfi- 
guración territorial. 


b) Conocer las reacciones de los actores sociales regionales 
frente a estas propuestas. 


c) Conocer las estrategias de construcción, promoción, difusión 
y convencimiento que han utilizado los actores sociales para 
consolidar su discurso ideológico y cultural. 


d) Identificar posibles líneas de trabajo para lograr consensos 
que contribuyan a la gobernabilidad del país. 


En síntesis, éstos son los supuestos que articulan el proceso de la 
investigación: 

a) A partir de 2003 se acelera el proceso de cambio en el país, 
lo que se instala en un país marcado por la “heterogeneidad 
estructural” y con dos grandes problemas sin resolver: el tema 
indígena y el tema regional. Ambos requieren profundas mo- 
dificaciones del Estado y la reconfiguración del territorio. 


b) En la nueva CPE se identifica el camino para introducir los 
cambios; sin embargo, ésta no resuelve las contradicciones 
sino las acentúa. 


c) Los movimientos sociales indígenas reclaman un Estado 
plurinacional y la reterritorialización con la creación de enti- 
dades territoriales indígenas en función a sus requerimientos 
de preservar su cultura, su organización social y su relación 
con la naturaleza, todo ello en el marco de los territorios 
indígenas. 


d) En cambio, los movimientos cívicos departamentales, bajo la 
conducción de su burguesía, concentran su estrategia en las 
autonomías departamentales con competencias en el manejo 
de la tierra y los recursos naturales. 
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e) Ambos reclaman una reterritorialización, pero la conciben 
de distinta manera. 


HD La tarea que nos queda a todos es verificar si existe la posi- 
bilidad de una recomposición del territorio que satisfaga las 
justas demandas indígenas, así como también las necesidades 
que plantean el desarrollo económico y la modernidad. 


2. LAS DISTINTAS MANERAS DE VER EL TERRITORIO 


Hablar de territorio, adoptando los nuevos conceptos, significa abrir 
el estudio de algunas variables: la importancia de las regiones (depar- 
tamentos) en Bolivia, todas ellas con su propia historia; la existencia 
de identidades regionales construidas en el pasado y que, se ha cons- 
tatado, tienen gran fuerza movilizadora; al actual énfasis en el rol del 
territorio en los procesos de globalización y en la búsqueda de compe- 
titividad, con las tensiones entre lo global y lo local, con la presencia 
de culturas locales de gran raigambre con su propias concepciones de 
espacio y del territorio y, por lo tanto, con distintos proyectos políticos 
colectivos que se podrán enfrentar con inusitada agudeza. 


Es importante lo que sostiene Hubert Mazurek en su valiosa obra sobre 
espacio y territorio (Mazurek, 2006: 3): 


El territorio tiene cada día más importancia, tanto en su com- 
ponente físico como en su dimensión sociocultural. La gestión 
de los recursos naturales, el problema de acceso a la tierra, la 
gobernabilidad, la demanda identitaria, las cadenas producti- 
vas, las políticas de infraestructura, el imaginario campesino y 
otros son temas relacionados con el espacio y el territorio. 


Mazurek, en esta definición breve y completa, muestra los caminos 
que se abren a los investigadores cuando asumen el territorio como 
referente para el análisis. A partir de esa definición y de la experiencia 
que vive el país, se perciben dos grandes tendencias en los análisis 
del territorio: 


a) La tendencia que, a partir de los estudios de la nueva geo- 
grafía económica, pone énfasis en el rol del territorio como 
pilar de la competitividad, apuntando a destacar el papel del 
territorio en la generación del desarrollo regional ligado a la 
globalización y conducido por el sistema capitalista mundial, 


168 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


con todos sus paradigmas (agronegocios, biocombustibles, 
transgénicos, monocultivos, etc.). 


b) La tendencia que pone énfasis en los aspectos sociocultu- 
rales, resaltando la relación especial con el territorio que 
desarrollan las culturas indígena campesinas no integradas 
a la globalización, para las cuales el territorio no es sólo fac- 
tor productivo sino, sobre todo, espacio de vida, elemento 
organizador de la vida comunitaria, de relacionamiento con 
el medio ambiente y de su propia institucionalidad. Es una 
visión multidimensional orientada a convertir el territorio 
en instrumento de consolidación y/o recuperación de una 
cultura y de un pueblo. 


En ambos casos, es válido sostener que el territorio es una construc- 
ción social a partir de un espacio físico que es apropiado y valorizado 
por grupos humanos. Esta apropiación y valorización se da en términos 
funcionales y simbólicos. 


El mayor énfasis que se ponga en el territorio como construcción ideo- 
lógica comunitaria (Rocha, 2008; Galindo, 2007) o como herramienta 
para la acumulación capitalista (Moncayo, 2002; Bervejillo, 2004; Veltz, 
2000) determinará el contenido ideológico y de clase de la definición 
que se asuma. A continuación desarrollaremos estas visiones, sepa- 
rándolas sólo para fines de análisis. 


2.1. El territorio sobre todo como factor de producción y 
pilar de la competitividad y el desarrollo regional 


Hoy, en tiempos de globalización, hay una visión estratégica del terri- 
torio como base de la competitividad y como posibilidad de consolidar 
ventajas competitivas (Perales, 2004). Los argumentos técnicos para 
demostrar la necesidad de incorporar la dimensión territorial en las 
políticas de competitividad han sido desarrollados por Porter y Krug- 
man (2000) y los impulsores de la nueva geografía económica. 


El territorio tiene la facultad de contener dos tipos de espacios: el 
espacio local, anclado a la vida cotidiana y las pequeñas distancias, y 
el espacio global o de flujos (Castels y Borja, 2000) que se relaciona 
con la red global que va construyendo cada día el proceso de mun- 
dialización de la economía. 
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2.2. Territorio como espacio de vida y articulador de la 
comunidad 


Antes de las fuertes presiones por la autonomía departamental de 
enfoque liberal, que, reiteramos, debe entenderse como una de las 
formas de ver el territorio, ya los pueblos indígenas en 1990 marchan 
desde el oriente hasta la sede de gobierno, pidiendo “tierra y territorio” 
y una asamblea constituyente que pueda dar marco constitucional a 
esta nueva manera de ver el territorio. 


La visión del territorio como espacio de vida y de comunidad y como 
articulador de su propia institucionalidad, y no sólo como objeto de 
uso, corresponde, en general, a los indígenas de los espacios rurales 
del país, y el conflicto existe porque éstos, arrinconados hacia las 
peores tierras en la colonia y la república, no han participado en las 
definiciones de cómo se estructuraba el territorio, y desean hacerlo 
ahora. 


Cuando hablamos del territorio como espacio de vida y construcción 
comunitaria, nos referimos básicamente a la visión aymara, a la visión 
de los pueblos indígenas de Tarija y a la de los pueblos guaraníes y 
guarayos del departamento de Santa Cruz, que conforman la pequeña 
muestra que hemos analizado. 


Algunos rasgos comunes de la visión de los pueblos indígenas de 
Bolivia sobre el territorio son, a nuestro criterio, los siguientes: manejo 
sostenible del medio ambiente y de los recursos naturales, relación 
trascendente con la naturaleza, predominio de lo comunitario sobre 
lo individual, vinculación del territorio con su propia institucionali- 
dad, multidimensionalidad del territorio, el mercado no es parte de 
su cultura y un concepto distinto de autonomía. 


2.3. El territorio urbano como espacio de conflicto/ 
integración 


Una conclusión importante de ambas visiones de territorio es que en la 
concepción del territorio como factor productivo y de acumulación de 
capital el área rural es el lugar donde se realiza la producción primaria 
con mano de obra asalariada, pero las ciudades son el verdadero terri- 
torio de las clases dominantes, desde donde ejercen su poder sobre las 
áreas rurales y sobre los territorios indígenas gracias a su integración 
a las redes (nodos y ejes) regionales, nacionales e internacionales de 
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la globalización que les proporcionan capital, tecnología y recursos 
humanos calificados. 


Las ciudades concentran el capital que se invierte en las actividades 
primarias del territorio y son la sede del procesamiento industrial de 
esa producción; prestan, además, todos los servicios de apoyo que se 
requieren en un ámbito de intensa competitividad. 


Pero la ciudad es también un espacio de gran carga simbólica, donde 
las clases dirigentes y las clases medias que las apoyan deben crear 
sus símbolos de poder, reproduciendo, en escala reducida, las con- 
diciones y la calidad de vida de sus modelos del primer mundo, así 
la ciudad, a pesar de sus escasos recursos, debe parecerse a Miami, 
y los símbolos son los rascacielos y las autopistas; aunque no se 
justifiquen, son los nuevos paradigmas que transforman el escenario 
urbano tradicional. 


¿Y qué es la ciudad para la población rural? Es el lugar donde llega 
como inmigrante, una cultura distinta y dominante que desde siem- 
pre ha dominado al campo y a sus habitantes. Es el lugar donde ha 
enviado siempre sus productos, pero a través de intermediarios que 
se quedaban con la mejor tajada, y es una cultura para la cual no ha 
adquirido las destrezas, empezando por el lenguaje, que le es ajeno. 


Y la primera pugna con ese mundo hostil es el suelo: un suelo donde 
vivir y trabajar. Así nacen los barrios marginales ilegales y los asenta- 
mientos de comerciantes como una manera de usar el suelo que es ra- 
dicalmente contraria a la visión de la clase dirigente de “su ciudad”. 


Los habitantes urbanos de la periferia y de origen rural deben ser 
considerados como un importante actor social; sin embargo, esta 
enorme masa poblacional no ha madurado todavía su propia visión 
de territorio y, por ello, no se los incorpora en la actual pugna política 
por el poder. Ellos no plantean reconfigurar su territorio, en este caso, 
las áreas urbanas. No lo plantean... todavía. Este tema será objeto de 
otra investigación. 


3. ESCENARIOS Y ACTORES TERRITORIALES DEL 
CAMBIO 


Con todo lo dicho hasta ahora, pensamos que no se puede entender 
la dinámica de los principales actores de la política boliviana, ni vis- 
lumbrar las posibilidades de cada uno, sin tomar en cuenta su base 
territorial, que es la que los define y contextualiza, entendiendo el 
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territorio como un sistema complejo y como un sujeto del desarrollo, 
por su historia, sus capacidades, sus actores y su cultura. 


Nos proponemos, ahora, definir los bloques de actores que poseen 
un carácter territorial y un proyecto colectivo. 


Los tres grandes bloques que proponemos, concebidos como actores 
territoriales principales, portadores de un proyecto y, por lo tanto, que 
generan el proceso político nacional, son: 


a) 


b) 


c) 


El Estado, que se expresa políticamente mediante un gobier- 
no nacional, con su visión, su territorio, sus políticas y su 
proyecto de cambio. 


Los pueblos indígenas y campesinos, que expresan una 
distinta visión del mundo, que no ha sido escuchada du- 
rante 500 años; su mundo es básicamente rural, es decir, un 
territorio homogéneo, con su propia jerarquía de centros 
menores, con un carácter marcadamente local y con una 
relación mágica y muy estrecha con la naturaleza. 


Las élites y clases dirigentes regionales, portadoras de su 
propio proyecto de desarrollo regional, diseñado y promo- 
vido sobre la base del control territorial del departamento, 
polarizado por nodos que conforman redes y articulan el 
territorio con la economía mundial. 


Ubicaremos a cada uno de estos actores en su escenario, pero no como 
elementos aislados sino relacionados entre sí (Gráfico 1). 


Gráfico 1. Actores sociales 
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3.1. El Estado como actor social protagónico 


Sin duda, los cambios están impulsados desde el poder del Estado, 
a partir de la toma del mismo por parte de un movimiento político, 
el Movimiento al Socialismo (MAS), que después de una aplastante 
victoria electoral en diciembre de 2005 ha desplazado a las élites 
políticas tradicionales ligadas a los partidos que durante 25 años go- 
bernaron el país. 


Esta organización política tiene su origen en los movimientos indí- 
genas que realizan marchas desde 1990, en movimientos sindicales, 
principalmente de cocaleros, y en los grandes movimientos sociales 
urbanos y rurales que se generaron en el país desde 2003: la guerra 
del agua y la guerra del gas. Sus componentes son el sindicalismo 
con fuerte influencia trotskista y anarquista, el marxismo de las clases 
medias urbanas ligadas sobre todo a las universidades públicas y el 
indigenismo radicalizado que anteriormente participó en movimientos 
guerrilleros frustrados, en los que estuvo incluso el Vicepresidente de 
la República, Álvaro García Linera. 


El gobierno del MAS, con una nueva visión, nuevos cuadros políticos 
y nuevas tareas, es el primer actor de nuestro escenario. Su accionar 
está caracterizado por la búsqueda de más poder real, al margen del 
poder político formal, para cumplir con las nuevas funciones que se 
le atribuyen y que son parte de su programa de gobierno. 


Este actor presenta un plan al país, cuyos rasgos más importantes 
son: 


+ Un Estado que interviene activamente en la economía, do- 
minando las actividades económicas estratégicas. 


+ Propugna la organización comunitaria de la producción en 
las zonas indígenas y la microempresa en las áreas urbanas. 


+ Pone énfasis en políticas de inclusión social y redistribución de 
la riqueza mediante subsidios, créditos y control de precios. 


e Reivindica los derechos ancestrales de los pueblos indígenas, 
no sólo el derecho a la tierra sino también el derecho a su 
cultura y organización social. 


+ Se sustenta en los movimientos sociales populares, sobre 
todo de la zona andina. 


+ Propone una institucionalidad parcialmente alternativa a la 
republicana liberal, que incluye e incorpora usos, costum- 
bres, autoridades y justicia comunitarios. 
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+ Propone descentralización político-administrativa limitada, 
que no ceda a los departamentos el control de tierra y los 
recursos naturales. 


e Su estrategia central consiste en plasmar todos los cambios 
que plantea en una nueva Constitución Política del Estado 
(CPE). 


Este actor, en su rol territorial, está en abierto conflicto con los acto- 
res regionales de los departamentos no andinos, mientras que en su 
programa mantiene una estrecha alianza con los pueblos indígenas 
del país, con los que comparte los enfoques de Estado plurinacional 
comunitario y autonomías indígenas. 


3.2. Los pueblos indígenas como actores territoriales 


El segundo actor está conformado por los movimientos sociales indí- 
genas, principalmente andinos, que sustentan al gobierno del MAS y 
que son los portadores de los contenidos del cambio: 


e Descolonización de la sociedad boliviana y abolición de 
la discriminación social y racial, aún presente en todos los 
niveles de la sociedad. 


+ Equidad e igualdad de oportunidades y de acceso a todos los 
bienes y servicios que se definen como bienes públicos. 


e Apoyo a la producción comunitaria y a los microempresarios 
de las ciudades. 


e Recuperación de los valores y la cultura originarios de sus 
comunidades, de su relación con los recursos naturales, su or- 
ganización socio-territorial, sus técnicas y su organización para 
la producción, y valorización de sus usos y costumbres. 


+ Recomposición del territorio en función de estos nuevos 
contenidos, planteando las autonomías indígenas y la es- 
tructuración del Estado plurinacional. 


En estos planteamientos, si bien se incluyen reivindicaciones urbano- 
popular, prima lo rural, lo campesino y lo indígena. 


Este proyecto político y territorial tiene grandes coincidencias con el 
que sostiene el gobierno de Evo Morales, aunque en la práctica existen 
conflictos entre el indigenismo radical, sobre todo de raíz aymara, y 
los cuadros marxistas de clase media que controlan mayoritariamente 
el aparato del Estado. 


174 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


3.3. El bloque conducido por los liderazgos 
departamentales 


El tercer actor tiene base urbana (aunque posee actividades producti- 
vas primarias en el área rural) y está conformado por los movimientos 
sociales regionales. Estos movimientos, que se encuentran sobre todo 
en el oriente y el sur del país, son fuertes porque Bolivia es un país 
débilmente unificado, y en este tipo de países, la cuestión regional 
adquiere mayor importancia (Gramsci, 1975). El liderazgo de estos 
movimientos regionales (Roca, 1983: 51) es ejercido por las clases 
dominantes que persuaden a las dominadas de la necesidad de en- 
frentar a un enemigo común. Además, los bloques sociales regionales 
organizan la hegemonía interna y, por otro lado, se interrelacionan con 
el poder central, armónica o conflictivamente (Gramsci, 1975). 


Estos movimientos regionales están conducidos por el empresariado 
comercial, industrial y de servicios y por los propietarios/productores 
agropecuarios y forestales que poseen la tierra y las concesiones. Los 
apoyan activamente las clases medias urbanas, al servicio de esta bur- 
guesía, que es básicamente urbana, es decir, que radica en las ciudades 
aunque sus actividades se desarrollen también en áreas rurales. 


Este actor social, que dirige los movimientos sociales regionales de los 
departamentos denominados de “la media luna”, es mayoritariamente 
contrario al actual proceso de cambio, pues teme que ese cambio 
implique la pérdida de sus medios de producción o de su posición 
privilegiada en la estructura social. Por otro lado, este actor percibe 
que el nuevo Estado ya no responde a sus demandas y a su visión 
con la misma solicitud con que lo hacía en el pasado. Le preocupa la 
imagen externa de país, que ya no se proclama liberal, y que por lo 
tanto ya no recibirá suficiente inversión extranjera, lo que perjudicará 
los contactos de este empresariado con la economía global. 


En el área productiva rural predomina la tendencia a la concentra- 
ción en grandes propiedades para cultivos de exportación o para la 
agroindustria, que se realizan con mecanización y trabajo asalariado. 
Sin embargo, el manejo de los suelos, en general, es depredatorio 
por ausencia de rotación de cultivos, falta de descanso de la tierra 
y de las barreras rompevientos. Como resultado, la productividad es 
relativamente baja (Montenegro, 2003; Soruco, 2008). 


No obstante el arduo trabajo de la Superintendencia Forestal, la 
deforestación prosigue sin control, a un ritmo de más de 360.000 
hectáreas (VIII Foro de CEDURE, 2008), sobre todo por los grandes 
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empresarios brasileños o bolivianos, para el cultivo de soya o para 
la ganadería. 


El aprovechamiento masivo de los recursos naturales en el departa- 
mento de Santa Cruz, que es el modelo para otros departamentos, ha 
generado una burguesía agropecuaria muy fuerte, que se ha diver- 
sificado rápidamente a la agroindustria, el comercio, las finanzas, la 
política y los medios de comunicación. Esta diversificación normal- 
mente se produce dentro de la familia, es decir, de manera “clánica” 
(Prado, 2007). 


Las relaciones de esta clase dirigente de Santa Cruz con el Estado 
central han sido siempre ambiguas. El historiador Hernán Pruden 
(2008) las describe así: 


No todos los reclamos eran referidos a la integración. También 
se pedía mayores niveles de autogobierno, ya sea en forma 
de federalismo, descentralización o autonomía. De hecho, 
es interesante observar cuando aparecieron estas demandas, 
ya que usualmente lo hicieron en momentos que desde el 
gobierno central se intentaba algún tipo de política redistribu- 
tiva. Ya fuera durante la Convención de 1938, en épocas del 
“socialismo militar” cuando se debatían las posibilidades de 
hacer una reforma agraria; cuando se radicalizaba el proceso 
bajo Juan José Torres o incluso cuando a mediados de los 90 
se comenzaba a aplicar la Ley INRA. 


Es decir, si bien Santa Cruz “siempre fue autonomista” —como 
repiten en el Comité Civico— hubo tiempos donde lo fueron 
más y tiempos donde lo fueron menos. En otras palabras: el 
autonomismo fue inversamente proporcional a la capacidad de 
las élites locales de influir en el proceso político nacional. 


Los Estatutos Autonómicos, elaborados y aprobados en consulta públi- 
ca, sobre todo el de Santa Cruz, muestran una marcada concentración 
de funciones prefecturales exclusivas, incluyendo el espinoso tema del 
aprovechamiento de los recursos naturales, que queda exclusivamente 
en manos de las nuevas prefecturas autonómicas. 


Este bloque conformado por las visiones de las dirigencias departa- 
mentales ha construido su propia institucionalidad, la cual normalmen- 
te presenta la fachada de una institución cívica que agrupa a todas las 
demás. Sin embargo, en los hechos, quienes conducen los procesos 
son las organizaciones de productores que, como hemos visto, son 
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también propietarios de industrias, bancos, comercio y canales de 
televisión. 

Esta burguesía departamental ha venido construyendo consensos con 
las instituciones que representan a los gremios profesionales que han 
identificado sus intereses con los del bloque dominante. 


Hay, pues, un proyecto colectivo del bloque dominante de las burgue- 
sías departamentales, que encuentra apoyo básicamente en las clases 
medias de las áreas urbanas, pero que también ha penetrado con la 
prédica emocional del sentimiento regional en amplios sectores po- 
pulares urbanos, que se identifican con ese proyecto de modernidad. 
Este proyecto es, por el momento, minoritario en las áreas rurales con 
población migrante. 


El proyecto se basa en el liberalismo republicano, en una abierta 
economía de mercado, con todos los mitos de la modernidad y la 
explotación competitiva de los recursos naturales, considerados como 
mercancía. Parte de su modelo de desarrollo es la conexión con el 
mercado internacional y la economía globalizada. 


El territorio departamental es visto como polarizado por centros urba- 
nos que se constituyen en nodos de un sistema territorial controlado 
por un nodo principal o área metropolitana, que es la conexión con 
el sistema global. En este esquema, las áreas provinciales y rurales 
están claramente subordinadas al control de los nodos del sistema, 
así como el nodo principal depende de las metrópolis externas (Sao 
Paulo, Buenos Aires, Santiago, Miami). 


3.4. La dinámica que se establece entre los tres actores 
territoriales 


En el proceso de transformaciones que vive Bolivia existen, entonces, 
tres actores. Por una parte, un Estado que se yergue como promotor 
del cambio, para lo cual debe acumular poder, promoviendo, entre 
otras acciones, la vigencia de una nueva Constitución Política del 
Estado. Por otra parte, movimientos sociales de raigambre popular, 
pero sobre todo indígena, campesina y andina, con fuerte presencia 
en las áreas rurales, que reivindican reconocimiento y territorio, así 
como movimientos sociales indígenas de tierras bajas, con sus propias 
reivindicaciones de tierra y territorio y una cultura todavía en parte de 
cazadores y recolectores. Finalmente, movimientos cívico-regionales 
conducidos por la burguesía y las clases medias urbanas de regiones 
reticentes, si no abiertamente opuestas, a los cambios. 
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Si bien hay una gran heterogeneidad en los sistemas o modos de 
producción a lo largo del país (que nosotros hemos simplificado), 
relacionada con los distintos pisos ecológicos y las distintas culturas 
productivas, la polarización política parece haberse dado entre dos 
territorios contrapuestos: 1) el indígena-rural, con ramificaciones en 
los barrios periurbanos y en la actividad informal de las ciudades; y 
ii) el urbano-regional, es decir, territorios polarizados por un centro 
urbano principal. 


Son dos visiones distintas de país, separadas por lo ideológico, lo 
cultural, lo étnico, lo económico, por sus sistemas de producción e, 
incluso, por la estética y las formas de esparcimiento. Esta contra- 
posición de tantas variables al mismo tiempo crea “sinergias para el 
conflicto”. Casi no hay variables que no se agrupen para amplificar la 
separación de los territorios enfrentados. 


Los conceptos hasta aquí vertidos permiten transmitir lo significativo e 
importante que es introducir el análisis territorial y de las transforma- 
ciones del territorio, como parte de una estrategia de comprensión del 
proceso histórico de cambios que vive el país en el período 2003-2008, 
sobre todo si tomamos en cuenta que asistimos a una marcada territo- 
rialización del conflicto en el proceso de la lucha por el poder. 


3.5. El sentimiento regional como factor subjetivo que se 
presenta “más allá de las clases” o el uso político de la 
cultura y la identidad. 


En el esquema teórico de la alineación por pertenencia a una clase 
irrumpe una variable completamente subjetiva, emocional e irracio- 
nal, que saca a los individuos, por lo menos momentáneamente, de 
la defensa racional y objetiva de sus intereses de clase: el sentimiento 
regional, el regionalismo, fuerte en Bolivia por la heterogeneidad 
estructural ya varias veces mencionada. 


Esto explica por qué, según la versión que se recoge en los medios 
de comunicación y en la oposición, no son determinados sectores 
sociales o clases, distribuidos en el país, los que se oponen o apoyan 
los cambios, tal como los concibe el gobierno del MAS, sino los de- 
partamentos, como actores sociales territoriales que parecen existir, 
momentáneamente, por encima de las contradicciones de clase. Así, 
se decía que la oposición al gobierno era “la media luna”, es decir, 
un conjunto de cuatro departamentos del este del país, definiendo 
en los hechos al departamento como una unidad político ideológica 
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compacta y homogénea, simplificación que está mostrando la fuerza 
que se asigna al departamento-territorio, aunque de hecho existen 
asociaciones indígenas en el oriente, como la Confederación de Pue- 
blos Indígenas de Bolivia (CIDOB), la Coordinadora de los Pueblos 
Étnicos de Santa Cruz (CPESC) o la Asamblea del Pueblo Guaraní 
(APG) que apoyan el proceso de cambio y no comparten el discurso 
hegemónico de sus regiones. 


Quiere decir que, al momento de colocar estos actores —que en reali- 
dad corresponden sólo en parte a clases sociales— en su “recipiente” 
territorial/regional, estarán sujetos a influencias “subjetivas”, “simbóli- 
cas” culturales o superestructurales (si usamos términos marxistas), que 
les harán tomar posiciones que en vez de responder a sus teóricos in- 
tereses de clase, responderán a sentimientos de “solidaridad regional”, 
es decir, territorial, que se explican solamente por el peso que tiene 
la carga simbólica, emotiva, los afectos, los imaginarios colectivos, el 
paisaje y hasta las experiencias infantiles. 


En el caso específico de Santa Cruz, se ha asistido a un interesante 
proceso de uso político de la cultura y la identidad, que ha sido cuida- 
dosamente construida desde hace más de 20 años, con la que se hace 
política, apelando o a lo subjetivo, contrariamente a la zona andina, 
donde tradicionalmente la politización se da en la lucha política con 
sello de clase, mediante sindicatos, partidos políticos y construcción 
ideológica. 


3.6. Rol de los centros urbanos y relación campo-ciudad 


Por último, en la descripción de este enfrentamiento entre dos grandes 
espacios geográficos, no debemos olvidar que resurge una temática 
aparentemente olvidada, y es el peso de los centros urbanos, la po- 
sible presencia de la clásica contradicción ciudad-campo y el rol que 
éstos pueden cumplir en el tantas veces calificado como “empate 
catastrófico”. 


Sin embargo, conforme avanza el proceso político nacional, las di- 
rigencias cívico regionales urbanas van alineándose con el “modelo 
cruceño”, como se ha podido observar en Sucre, que prefiguran hacia 
dónde va el país: el voto urbano hacia los movimientos cívico regio- 
nales urbanos y el voto indígena campesino hacia el gobierno que 
postula un país plurinacional y comunitario, con rol protagónico de 
indígenas y campesinos. ¿Es el retorno a las clásicas contradicciones 
ciudad-campo? 
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4. PROPUESTAS DE RECONFIGURACIÓN 
DEL TERRITORIO 


4.1. Estado y autonomías: los modelos en pugna 


Una vez profundizado el rol del territorio (y sobre todo su componente 
geográfico) en los procesos sociales y políticos de cambio que vive 
el país, encontramos que el accionar de nuestros tres actores sociales 
territoriales se organiza en función del papel decisorio que tienen el 
Estado y las autonomías en la reorganización del territorio. 


En el proceso, los actores sociales han producido básicamente dos 
propuestas alternativas que pugnan por concretarse: La del Estado plu- 
rinacional comunitario con autonomías indígenas, y la propuesta del 
Estado liberal republicano autonómico basado en los departamentos. 
El Gráfico 2 muestra cómo entendemos y sintetizamos el proceso. 


Gráfico 2. El proceso y las propuestas 
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Es sobre la base de estas hipótesis, compartidas por muchos analistas, 
que desarrollaremos esta siguiente parte del trabajo. Analizaremos la 
visión del MAS y del Gobierno, de lo pueblos indígena-campesinos y 
de los movimientos cívico departamentales. 


4.2. La reconfiguración territorial desde la visión del MAS y 
el Gobierno 


El actual vicepresidente Álvaro García Linera (Linera, 2003: 183) sos- 
tiene que deberíamos dejar de simular modernidad política y homo- 
geneidad cultural en una sociedad predominantemente premoderna 
y pluricultural: 


Esto significa romper la esquizofrenia de unas élites que 
durante siglos han soñado con ser modernas y blancas, se 
copian instituciones y leyes modernas para aplicarlas en una 
sociedad en la que los indígenas son mayoría y la moderni- 
dad es inexistente para más de la mitad de la población y lo 
seguirá siendo en las próximas décadas. 


La existencia de múltiples identidades étnicas en el país obliga, se- 
gún Linera, “a asumir con seriedad y franqueza el debate en torno a 
las etnicidades como sujetos políticos y territoriales decisivos para la 
consagración de un orden verdadero” (Linera, 2003: 183). 


El meollo de la propuesta de Linera está en la creación de “regiones 
autónomas” por identidad de lengua y cultural, que deben ser capaces 
de nombrar sus propias autoridades, y poseer competencias en edu- 
cación, salud, cultura, titulación agraria, justicia, manejo de recursos 
naturales, acceso a fondos del Estado y representación en los poderes 
legislativo y ejecutivo. 

Alfredo Rada, en representación del MAS (Rada, 2006: 25) en su pre- 
sentación, comienza cuestionando los departamentos: “en la mayoría 
de los casos la delimitación en departamentos no ha respetado los 
territorios históricos especialmente de pueblos indígenas y origina- 
rios...” 


Más adelante, Rada (2006: 27) sostiene: 


Al margen de los municipios, debemos pensar en niveles 
intermedios, pero no considero que las prefecturas sean las 
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instancias que articulen adecuadamente a estos dos niveles, el 
central nacional y el local municipal; por lo tanto se necesita 
un tercer nivel intermedio que justamente permita articular 
las políticas nacionales y regionales y desde nuestro punto 
de vista ese nivel intermedio son las regiones, consideradas 
desde un punto de vista agroecológico. 


En estas pocas frases, dichas hace varios años, tenemos entonces lo 
básico del planteamiento del gobierno con referencia al territorio: no 
a las prefecturas como mecanismos de articulación entre municipios 
y gobierno, y como nivel territorial intermedio, y sí a la promoción de 
“regiones” hoy jurídicamente inexistentes, como verdaderos interlocu- 
tores políticos del gobierno, dada su supuesta homogeneidad étnico 
cultural, su supuesta no dependencia de las élites departamentales y/o 
provinciales y su vocación productiva. 


Estas regiones en los hechos existen, y durante la existencia de las 
Corporaciones Departamentales de Desarrollo fueron definidas como 
“unidades de planificación” llamadas subregiones o microregiones, 
según el caso. 


Por último y en intervenciones más recientes, el representante del 
Viceministerio de Descentralización, en un “encuentro nacional de 
CONADES con centros académicos y de investigación”, publicado 
posteriormente por varias instituciones (Cuadros, 2007: 51) la posición 
oficial del Viceministerio sobre el tema territorial y su manejo se la 
resume así: 


La necesaria transformación territorial se llevará adelante por 
dos vías. Por un lado, el reconocimiento de las regiones como 
espacio intermedio entre departamentos y municipios en el 
que se pueda desarrollar la planificación y ejecución de las 
estrategias de desarrollo económico y social. Por otra parte, 
el establecimiento de la gestión pública indígena, tanto en 
los espacios territoriales del Estado como a través de la cons- 
titución de entidades territoriales específicamente indígenas 
u originarias. 

El nivel de planificación y desconcentración del ámbito 
intermedio se ubicaría en la entidad territorial que es la re- 
gión. En teoría, esta instancia es actualmente la provincia, 
sin embargo se percibe que no ha funcionado. Como región 
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se entiende una agregación de municipios por afinidad eco- 
nómica, ecológica, cultural y tradición. El ejecutivo sería el 
subprefecto regional, elegido por voto directo o designado 
por el Prefecto. 


Como veremos, el proyecto del MAS y del gobierno es bastante más 
moderado que el que plantean las agrupaciones indígenas, incluso 
aquellas que apoyan al MAS. 


De las críticas que se hicieron en el encuentro nacional mencionado, 
donde se presentó este documento, destacamos las siguientes: 


e Esuna visión ruralista, en desmedro de la visión urbana. En 
la propuesta está ausente lo urbano. Lo metropolitano. Las 
grandes ciudades son el corazón de dinámicas en las que 
están involucrados indígenas no campesinos y sin territorio. 
Es importante reflexionar sobre lo indígena urbano, si cabe 
la definición. 


+ Hay una ausencia de una visión institucional de lo intercultu- 
ral. Es un tema insuficientemente tratado en la propuesta. 


+ Hay distintas visiones dentro del mismo MAS, con posicio- 
nes extremas hacia la autodeterminación. La posición del 
Viceministerio es de una visión de unidad y de soberanía 
nacional. 


e La regionalización y los subprefectos elegidos son la vía para 
la democratización de los departamentos, en un nuevo nivel 
de la estructura territorial. 


4.3. La reconfiguración territorial desde la visión indígena 
campesina popular 


Las visiones aymaras 


Galindo et al. (2007) demuestran que no existe una sola visión de la 
cultura aymara sobre Estado, territorio y autonomías, por lo menos 
en el discurso de sus élites, sino que existen por lo menos cuatro 
posiciones. Transcribimos a continuación su clasificación: 


a) los que postulan el discurso autonómico como reconoci- 
miento de facultades especiales de autogobierno, pero sin 
independencia estatal (prointegracionistas). 
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b) Los que postulan el discurso de la reterritorialización y las 


autonomías como medio hacia una nueva sociedad comu- 
nitaria que sustituya el paradigma liberal. 


c) Los que postulan la independencia política y el estable- 


cimiento de un Estado propio, independiente y soberano 
(etnocentristas). 


d) Los que niegan el discurso autonómico y se adhieren a una 


nueva hegemonía aymara/indígena acorde a los modernos 
procesos de globalización (globalistas). 


Al concluir el análisis, Galindo (2007) presenta un conjunto de con- 
clusiones de las que nos parece importante transcribir algunas: 


La autonomía, como paradigma de la modernidad, es ajena 
a la lógica andina. 

Los aymaras e indígenas en general son prointegracionistas 
antes que separatistas. 


No existe una sola visión aymara en torno a las autono- 
mías. 


Los pueblos indígenas no muestran señales de adueñarse de 
los recursos naturales. Aceptan compartirlos con la nación. 


Las posiciones etnocentristas de reconstrucción de las es- 
tructuras ancestrales o su propio Estado son claramente 
minoritarias. 


Visiones obtenidas de tres distintos estudios de caso 


Por otra parte, Rocha el al. (2008) analizan el tema de las autonomías 
en el marco de la construcción del Estado, en base a la presentación 
de tres estudios de caso: Kallawaya, norte de Potosí e Isoso. De sus 
“conclusiones comparadas”, destacamos las siguientes: 


Autonomías con autoridades originarias son indispensables 
para reconstruir el Estado, pues autoridad propia implica 
manejo de recursos y administración, así como respeto a sus 
sistemas educativos, de salud y organizativas. 


Autonomía como proceso integral, que abarque lo humano, 
la naturaleza y el cosmos. 
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e La autonomía indígena es una propuesta de sociedad in- 
tercultural, actitud que es compartida por los tres pueblos 
estudiados. 


e La autonomía es reconstitución de territorialidades origina- 
rias, como en el caso del norte de Potosí, los guaraní del 
Isoso y la provincia indígena kallawaya “no queremos ser 
provincia Bautista Saavedra, sino provincia Kallawaya”. 


Autonomías indígenas en la región amazónica 


Si bien la “marcha por tierra y territorio” parte el año 2000 de la región 
amazónica, con trinitarios, mojeños, movimas y otros, el trabajo de 
Molina et al. (2008) sobre Estado, identidades territoriales y autono- 
mías, no asigna un rol protagónico a los movimientos de los indíge- 
nas amazónicos en el tema de la organización territorial y el proceso 
autonómico, concentrándose en la viabilidad y gran aceptación que 
existe de la propuesta de autonomía departamental, que según los 
autores es una expresión mayoritaria en esas tierras por haber sufrido 
durante tanto tiempo el abandono del Gobierno central. 


La Central de Pueblos Étnicos Moxeños del Beni (CPEM-B) en su 
propuesta para la Constitución, propone “Unidades territoriales étnico- 
culturales autónomas”, la Central de Pueblos Indígenas del Beni (CPIB) 
propone “Entidades territoriales indígenas”. Lo mismo plantea la CPIB 
(37 entidades indígenas). 


La importante presencia de 16 Tierras Comunitarias de Origen (TICO) 
en Beni y 2 en Pando muestra que la consolidación de éstos como 
entidades territoriales indígenas será un paso inevitable, con los ajustes 
que se deban hacer en régimen administrativo, superficies y pueblos 
involucrados. 


En síntesis, no obstante ser parte de la “media luna”, no hay duda 
que el tema de la autonomía indígena está presente en el norte ama- 
zÓnico, y es parte del proceso político que se debe vivir en vistas a la 
reconfiguración del territorio. 


Los movimientos autonomistas indígena-campesinos en Tarija 


Los trabajos de Lizárraga y Vacaflores (2007) y (2008) son una exce- 
lente referencia para el tema de la irrupción del movimiento indígena 
guaraní, conformado por weenhayeck, guaraníes y tapieté, y del 
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movimiento campesino agrupado en la Federación Sindical Única de 
Comunidades Campesinas (FSUCCT) en el tema de la búsqueda de una 
reconfiguración del territorio, frente a la visión de las élites dominantes 
alineadas en el discurso de la autonomía departamental. 


Hoy, con el apoyo de la APG, existen TCO en proceso de consolida- 
ción que son parte de esa estrategia de recuperación del territorio. 


En síntesis, según los autores mencionados, el Chaco es en este mo- 
mento un territorio con pueblos indígenas que, después de siglos de 
masacres y despojos, se está organizando de nuevo y debe ser tomado 
en cuenta por las élites departamentales. 


Pero Tarija es también espacio de importantes movimientos campesi- 
nos, de reciente organización, ante los azorados ojos de las clases en 
el poder, que recuerdan con nostalgia “cuando los campesinos eran 
tranquilos” (Lizárraga, 2007). 


Hay una importante contradicción entre la visión de desarrollo de las 
clases dominantes, que se expresa en los programas de “moderniza- 
ción” de la agricultura, según las recomendaciones de la economía 
de mercado y que ejecuta la Prefectura, y la visión que expresan las 
comunidades campesinas agrupadas en la FSUCCT. La citada obra de 
Lizárraga (2007: 92) compara las dos visiones de futuro. 


Territorio y cambios desde los pueblos del oriente 


En sólo 18 años, desde la “marcha por el territorio y la dignidad” de 
1990, el movimiento indígena del oriente ha dado grandes pasos para 
su consolidación. Hoy se agrupa en la Coordinadora de Pueblos Ét- 
nicos de Santa Cruz (CPESC), conformada por chiquitanos, guarayos, 
guaraníes, ayoreodes y moxeños-yuracaré. 


Ha participado en 5 marchas hacia la capital de la República: en 1990, 
la marcha ya mencionada, en 1996 la marcha por el desarrollo y la 
participación política, en el año 2000 la marcha por la tierra, el terri- 
torio y los recursos, el 2002 la marcha por la soberanía popular, el 
territorio y los recursos naturales y en 2004 la marcha por la justicia, 
dignidad y soberanía. Como puede verse, en todas las marchas, de 
una u otra manera era el territorio el interpelado. 


La CPESC tiene una página web, en la que destacan sus posiciones: 


e Estado plurinacional, como la puerta que se abre para todas 
sus reivindicaciones; 
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e los derechos colectivos deben incorporarse en el marco 
constitucional del país; 


* autonomía indígena como irrenunciable para recuperar su 
territorio y su cultura; 


e posesión colectiva de la tierra, a cargo de las comunidades 
para su manejo; 


+ la gestión y administración de los recursos naturales corres- 
ponde al Estado. 


De forma ampliada a todos los pueblos indígenas del oriente, el 11 
de mayo de 2008 se ha realizado la “Asamblea nacional autonómica 
de los 34 pueblos del oriente, Chaco y amazonía”, la cual, al margen 
de desconocer a los estatutos autonómicos, apoyar la revocatoria de 
los prefectos y el cambio de las cortes electorales de la “media luna”, 
ha organizado una comisión política de sistematización, revisión y 
concordancia del documento sobre el estatuto de las autonomías in- 
dígenas, elaborado en base a las conclusiones de la Asamblea. Hasta 
el momento no hemos podido conocer ese documento. 


Por último, siempre en el oriente, debe mencionarse la importancia y 
beligerancia que ha venido asumiendo la APG que ha asumido fuertes 
posiciones frente a grandes propietarios y autoridades cívicas y políti- 
cas en la provincia de Cordillera, cuando se hizo presente la comisión 
del gobierno presidida por el viceministro de Descentralización para 
el saneamiento de tierras en el caso Larsen. Su demanda central es la 
reconstitución territorial de la nación guaraní. 


El caso de los “colonos” o colonizadores 


De manera prácticamente uniforme, los colonizadores, agrupados en 
sindicatos agrarios, comparten los planteamientos indígenas, aunque 
no han producido muchos documentos específicos referidos a deman- 
das para la reconfiguración del territorio. Sus planteamientos se alinean 
con las demandas de que las comunidades campesinas deberían ser 
la base de la organización del Estado. 


Los colonizadores, en el oriente, han consolidado territorios que hoy, 
desde la visión del movimiento cívico regional, conforman verdaderos 
enclaves andinos que no responden a todo el trabajo ideológico y 
cultural que trabajosamente han desarrollado, sobre todo a través de 
la Prefectura y los comités cívicos. Hoy es un hecho que las zonas de 
Yapacaní y San Julián, sólo para citar algunas, han asumido claramente 
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la defensa de las autonomías indígena-campesinas, y hostilizado abier- 
tamente los referéndums para consolidar la autonomía departamental, 
a la que sienten extraña. 


Esta realidad ha hecho que la dirigencia cruceña no permita más 
asentamientos de campesinos andinos en el departamento, y así lo 
manifiestan públicamente. Por ello es que en el estatuto autonómico 
llevado a referéndum, incorporan como competencia exclusiva del go- 
bierno departamental la política de nuevos asentamientos humanos. 


4.4. La reconfiguración territorial desde la visión cívico- 
departamental 


Ya hemos mencionado el carácter de heterogeneidad estructural del 
país, como lo plantea Calderón (1983) así como también y como 
consecuencia de esa heterogeneidad, la importancia que han tenido 
y tienen los departamentos, como regiones con historia, cultura y 
modos y formas de producción muy definidos, que han hecho decir 
a José Luis Roca (1980) que la historia del país es la historia de sus 
luchas regionales. 


Por tanto es de esperar que en momentos de cambio como los que 
vivimos, estas burguesías departamentales tengan que revisar su vi- 
sión y sus estrategias, con el fin de que los cambios no amenacen sus 
perspectivas de desarrollo y su dominio como clase. 


La descentralización de los departamentos fue siempre una reivindica- 
ción de las regiones para compartir el poder central y es una valiosa 
herramienta de administración y distribución del poder, pero en la 
actual coyuntura, además de sus virtudes administrativas “neutras”, 
asume el importantísimo rol de proteger el sistema vigente en los 
departamentos y proseguir con sus mecanismos de acumulación y 
distribución de la riqueza sin sobresaltos, dentro de lineamientos que 
no sea necesario cambiar. 


Cuando en el proceso de cambios el gobierno plantea una visión bá- 
sicamente rural, en la que el rol protagónico lo asumen el Estado y las 
poblaciones indígenas y campesinas, las clases dirigentes departamen- 
tales entienden que la manera más eficiente de frenar esos procesos 
es consolidando los departamentos en el marco de una autonomía 
con amplios poderes y competencias, que debiliten, si no anulen, las 
transformaciones que se anuncian. 
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Se consolida entonces un planteamiento en torno al cual se pone en 
marcha una poderosa y eficaz campaña de motivación y movilización, 
que retoma los principales hitos y mitos de la historia departamental 
(las regalías en Santa Cruz, la capitalidad en Sucre, el abandono his- 
tórico en los casos de Tarija y Beni) así como los paradigmas de la 
sociedad que se desea construir, basada en la modernidad, la eficien- 
cia, la inversión extranjera, la no intervención del Estado y la necesaria 
apertura a la economía mundial y la globalización, entre otros. 


La bibliografía consultada y las entrevistas realizadas nos confirman 
que los movimientos regionales son movimientos de defensa de un 
sistema productivo y político que ve amenazada su continuidad por 
el programa del MAS, y ello justifica la dureza de las técnicas usadas 
para detenerlos, que va desde el masivo y permanente uso de los 
medios de comunicación, todos ellos en sus manos, hasta el uso de 
la violencia a cargo de grupos de choque, como hemos visto sobre 
todo en Sucre y Santa Cruz. 


Pero, ¿cuáles son en última instancia las características de esta visión 
, A , 
y qué tipo de territorio es el que busca construir? 


e Es una ideología que se origina y difunde a partir de las cla- 
ses dirigentes y la élites de los centros urbanos, ampliándose 
a las clases medias urbanas y las dirigencias provinciales 
tradicionales. Lo demuestran los resultados de los actos 
electorales de Tarija y Sucre, en los que este proyecto tiene 
apoyo mayoritario en las ciudades, pero escaso apoyo en el 
campo. 

e Es una visión liberal (un hombre un voto) y republicana, que 
defiende los derechos individuales más que los derechos 
colectivos, la actual estructura político administrativa, así 
como el sistema político de partidos vigente. 


+ Como consecuencia de lo anterior, no acepta mecanismos 
de “afirmación positiva” que conceda a los indígenas y su 
cultura condiciones especiales, apelando a que los derechos 
de los ciudadanos deben ser los mismos. 


e Sostienen que el desarrollo se dará por la afluencia del capital 
privado, al cual se debe conceder todas las posibles venta- 
jas, así como por una apertura total de la economía hacia la 
economía global, de la cual no hay que aislarse para captar 
las ventajas de mercados externos, tecnología y capitales. 
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+ Plantea que los recursos naturales deben ser manejados por 
el departamento de manera exclusiva, en especial la tierra, 
para evitar políticas nacionales politizadas de asentamiento, o 
uso no sostenible de esos recursos por parte del gobierno. 


e Es una visión urbanocéntrica y de capitalismo ultraliberal, y 
que por lo tanto agudiza las contradicciones campo-ciudad, 
como se ha visto en los resultados electorales de Sucre, Tarija 
y Beni. 


+ No están claras todavía las posibilidades que esta visión tenga 
en los barrios periurbanos de las grandes ciudades, como 
Santa Cruz, conformadas por migrantes recientes de origen 
indígena campesino. 


Yuri Torres, (ICOBA, 2008: 66) del equipo investigador de María Te- 
resa Zegada, al aseverar que efectivamente existe y está consolidado 
en el país un “discurso cívico regional” frente al discurso “indígena 
campesino”, sostiene: 


En el caso de las autonomías departamentales, las propuestas 
aparecen articuladas a un proyecto de desarrollo y moderni- 
zación regional anclado en las propias capacidades regionales 
y el afianzamiento de los grupos de poder local y empresarial 
vinculados a la entidad cívica departamental, que interpelan 
efectivamente las expectativas de la sociedad local. 


Pero quien mejor conjuga la “cuestión regional” con un correcto análi- 
sis del modelo que hoy impulsan las prefecturas y los cívicos es Isaac 
Sandoval (1983: 147), quien sostiene que entre los temas no resueltos 
de la nación está el tema regional. Sandoval sostiene que el regionalis- 
mo cruceño subyace a factores económicos y sociales presentes en su 
desarrollo histórico, generando una conciencia colectiva propia, con 
tendencia autonomista al interior de la formación social nacional, que 
permitiría que la hegemonía burguesa en dicha región se construya 
precisamente articulada por el discurso regionalista. 


Queda pues sostenida la afirmación de que bajo la conducción de 
la burguesía cruceña se ha articulado un proyecto de modernización 
capitalista que busca hacerse hegemónico en el país, conquistando 
primero las áreas urbanas y sus clases medias. Superada la reivindi- 
cación regional, que era la vigente hasta hace muy poco, hoy, desde 
Santa Cruz la reivindicación regional se convierte cada vez más en 
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reivindicación de la clase dirigente, arrastrando en su bloque a las 
clases subalternas ya movilizadas anteriormente bajo la instructiva de 
“enfrentar al enemigo común”. 


4.5. Los límites de las dos visiones 


A estas alturas pensamos que están claras las dos alternativas ante las 
que se debate la vida del país, ambas con sus luces y sombras. 


Por qué se origina el problema 


El conflicto se agudiza ante la secular persistencia de la inequidad, la 
exclusión y la pobreza de amplios sectores de la población del país, 
pobreza que coincide con la población indígena y campesina que 
habita las zonas rurales, en las cuales la pobreza está por encima del 
80%, mientras que en las grandes ciudades ésta ha bajado a menos 
del 50%. 


El modelo de capitalismo dependiente, administrado por una burguesía 
nacional ligada a intereses externos y a una tecnoburocracia y parti- 
docracia central que desconoce el país real, no ha podido dinamizar 
la economía y menos resolver el problema de los excluidos. 


En ese marco de crisis, una imprevista victoria electoral concede el 
poder a un heterogéneo conjunto de movimientos sociales cuyas ban- 
deras son la hegemonía de los movimientos campesinos e indígenas, 
la redistribución de la riqueza y los excedentes y la recuperación de 
los bienes del Estado, por parte de un gobierno que se plantea como 
protagonista de los cambios. 


La situación hoy 


Hay pues dos posiciones y dos proyectos en la mesa, que se consi- 
deran excluyentes entre sí y que efectivamente representan intereses 
económicos, políticos y culturales aparentemente contradictorios, y 
son las autonomías indígenas y las autonomías departamentales. 


Las autonomías indígenas buscan reconstruir los territorios indígenas 
para que éste sea el sustento de su propia cultura y organización 
social, basada sobre todo en derechos colectivos, mientras que las 
autonomías departamentales buscan la autonomía que les permita a 
sus élites continuar con su proceso de modernización y acumulación 
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de capital, sustentado en estructuras liberales y republicanas, desde la 
óptica empresarial liberal y con departamentos bajo su estricto control 
político administrativo en el marco de una economía y una sociedad 
abiertas al sistema económico mundial. 


Las principales falencias de las propuestas 


La visión indigenista es estrictamente local y ruralista, y subestima la 
complejidad del territorio, las necesidades de la vida contemporánea 
y la interdependencia de toda actividad, que requiere de una infini- 
dad de servicios que los prestan las ciudades, de las cuales casi no se 
habla (población multicultural, se llama). Es una visión estrictamente 
“local” en los términos de Jordi Borja y otros y no considera que todo 
territorio está polarizado por fuerzas económicas, culturales que hacen 
desaparecer su homogeneidad. Desconoce o subestima lo global y el 
grado de penetración de los procesos de globalización. 


Estos procesos de “condensación” del territorio en determinadas áreas, 
que se conoce desde los tiempos de Francois Perroux y su teoría de 
los “polos de desarrollo”, no es considerado por la visión indigenista, 
que considera al territorio como una superficie homogénea y uniforme 
en la que se distribuyen regularmente ayllus, comunidades o llámen- 
selas como sea, pero con escasos niveles de jerarquización territorial 
y por tanto de estructuración de nodos y redes. Eso evidentemente 
no corresponde a la realidad y las autonomías indígenas no harán 
desaparecer la complejidad local global y la polarización del territorio, 
que ya se da aun en regiones de las zonas bajas. 


Es una visión que por razones ideológicas no acepta incorporar en su 
imaginario conceptos como los de competitividad, mercados exter- 
nos, seguridad jurídica para la inversión, y tantos otros que son hoy 
indispensables para tener una maquinaria económico-productiva en 
funcionamiento, que garantice bienestar. 


Por último no debe dejar de mencionarse la torpeza con la cual, al 
definir su estrategia territorial, ignora las vastas capas medias urbanas, 
que a la luz de lo dicho hasta ahora, no son simplemente “grupos 
interculturales” sino actores importantes del desarrollo nacional, que 
son tan invisibilizados por la propuesta, como lo son los indígenas en 
la segunda propuesta, que veremos ahora. 


La visión-propuesta de los movimientos cívico regionales, en cambio, 
es urbanocéntrica, invisibiliza la “cuestión indígena” considerada como 
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una de las tres cuestiones no resueltas de nuestra formación nacional 
por Isaac Sandoval (Sandoval, 1991). El principal portavoz y gestor de 
esta visión del territorio y esta propuesta concreta de territorialización 
es la dirigencia de Santa Cruz, que rápidamente ha conformado un 
bloque con los movimientos cívico regionales de otros departamentos 
de desarrollo emergente, como Tarija, Cobija y Beni. El tema de la ca- 
pitalidad ha servido además para ampliar esta propuesta a Chuquisaca, 
departamento en el cual esta demanda se encontraba latente desde 
1900, liderada por la dirigencia urbana de Sucre, con muy poco apoyo 
de la población rural. 


La propuesta no cuestiona ni propone ningún cambio estructural en 
el orden social vigente, al que considera debe sólo mejorarse. Gra- 
cias a un minucioso trabajo de “politización de la culturas locales”' 
construida desde lo subjetivo, las burguesías urbanas han logrado 
presentarse como las abanderadas de los “intereses regionales” ali- 
neando detrás de sí a sectores y clases cuyas contradicciones con 
esas dirigencias se postergan, para luchar momentáneamente contra 
el “enemigo común”. 


Este proceso cultural de construcción de identidad desde lo subjeti- 
vo, iniciado en Santa Cruz, es un cuidadoso trabajo que se acelera a 
comienzos de los años 80, durante el gobierno de la UDP. Inicia con 
una reinterpretación de la historia, una nueva narración histórica y 
construcción de nuevos mitos, que reconstruyen lo “camba”. Una vez 
reconstruida esta identidad?, el siguiente paso es politizar la identi- 
dad, es decir, convertir esa construcción cultural en una herramienta 
política, que por ser subjetiva y emocional, no se debe someter a los 
razonamientos ni a los cuestionamientos. 


Es un proceso distinto al de la politización de los movimientos del oc- 
cidente del país, politización que se genera a partir de claros conflictos 
de clase, luchas sindicales, partidarias y de movimientos sociales de 
distinto sello y, por tanto, incorporan el elemento discursivo y racional 
en la lucha política y no sólo la esfera cultural regional. 





Esta expresión y las ideas en torno a ella corresponden a la politóloga cruceña 
Helena Argirakis. 


[ 


Toda identidad es una construcción social, sostiene Manuel Castells en su monu- 
mental trabajo la era de la información (Castells, 1998). 


PODER, CAMBIO Y RECONFIGURACIÓN DEL TERRITORIO EN LA BOLIVIA DE HOY 193 


Lo positivo de las propuestas 


La propuesta indígena popular visibiliza y enfrenta de manera frontal 
el problema indígena campesino y popular en el país, proponiendo 
cambios estructurales a nivel de la organización y administración del 
territorio, identificado como crucial para que esos grupos recuperen su 
cultura, sus derechos colectivos y sus modos de ser y de producir. 


La propuesta del bloque cívico regional es una visión construida por las 
clases dirigentes, que no quiere perder lo que el país ha avanzado en 
su proceso de modernización y de integración en las corrientes mun- 
diales, en un marco de libertades comerciales y limitada intervención 
de los gobiernos y de potenciamiento de las libertades individuales 
liberales, que son las que —se sostiene— permitirán la expansión de 
un sistema capitalista que, si se lo deja producir derramará poco a 
poco sus beneficios a todas las clases sociales. 


Un segundo componente positivo estriba sin duda en la descentraliza- 
ción político administrativa que acarrea la autonomía departamental, 
que sin duda fortalecerá las capacidades en temas de gestión, com- 
petitividad y eficiencia. 

La consolidación de culturas regionales sólidas sin duda es un resulta- 


do que puede ser altamente beneficioso para el país en su conjunto, 
para hacer realidad aquello de la riqueza de la diversidad. 


Lo que ambas propuestas olvidan 


Ambas propuestas olvidan que el territorio es un “sistema complejo 
autoorganizado” (Bervejillo, 1998: 7) en el que coexisten lugares y 
redes? con modalidades espaciales que se deben articular. 


En ambas propuestas hay un vacío en la definición de los mecanismos 
de vinculación campo/ciudad, entre local/global, entre indígena/mes- 
tizo. Parecería como que falta la “interfaz”, para decirlo en términos de 
computación, el “programa o aplicación” para que las partes trabajen 
juntas, es decir, que permita la vinculación entre esos elementos. 

Ambas propuestas han olvidado un actor numéricamente importante: 


los millones de inmigrantes rurales a las áreas urbanas y que confor- 
man esas extensas áreas periurbanas de nuestras grandes ciudades. 





3 “Lugares” en el sentido que le dan Castells y Borja, y “redes”, conformadas por 


ejes y nodos. 
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¿Son población rural?, ¿cuándo se convierten en urbana?, ¿con qué 
propuesta tienen mayor afinidad? Son preguntas que necesitan res- 
puestas. 


Por último, diremos que elegir una de las opciones es negar la com- 
plejidad y el abigarramiento de nuestra realidad territorial, más bien 
lo que hemos querido demostrar es que las dos son propuestas estruc- 
turalmente débiles que requieren con urgencia de una síntesis en los 
términos de la clásica dialéctica. 


5. ¿SON COMPATIBLES LAS PROPUESTAS 
DE RECONFIGURACIÓN? 


Este trabajo lo haremos considerando los “textos oficiales” existentes, 
que son el proyecto de Constitución Política del Estado y los Estatu- 
tos Autonómicos, los “análisis comparativos” que ya se han hecho, 
en los que han participado Borth, Romero y Alarcón (2008) y Borth, 
Chávez y Torrez (2008) y los criterios y opiniones de los principales 
actores, pues son ellos los que en última instancia viabilizarán o no 
los posibles acuerdos. 


5.1. Propuesta de reconfiguración territorial del proyecto de 
CPE 


Carlos Borth (2008), senador por PODEMOS, sostiene que en el 
proyecto de CPE “el ordenamiento territorial asume la condición de 
sostén de la ingeniería constitucional ... incorporando las autonomías 
y la organización económica del Estado”. 


Los principales cambios referidos al territorio 


Siempre según Borth, el proyecto de CPE presenta tres cambios im- 
portantes, desde la óptica territorial: 1) La eliminación de los cantones, 
ii) la introducción de los territorios indígenas originario campesinos 
(TIOC) y iii) la eventual introducción de las regiones. 


Sin embargo, sobre el tercer cambio, que se refiere a la introducción 
de las regiones, llama la atención que el art. 270 del proyecto de CPE, 
que es el que define cómo se organiza el territorio, en su acápite I no 
menciona las regiones como uno de los componentes: 
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Art. 270.- I. Bolivia se organiza territorialmente en departa- 
mentos, provincias, municipios y territorios indígena originario 
campesinos. 


Sólo en el inciso TIT del mismo artículo, se menciona a las regiones de 
una manera muy general, a futuro y muy condicionada a sucesivas 
leyes, debilidad que ya se ha verificado en otras circunstancias*: 


IT. Las regiones formarán parte de la organización territorial 
en los términos y condiciones que determinen la Constitución 
y las leyes. 


¿Por qué no fueron colocadas explícitamente como parte de la organi- 
zación del territorio en el inciso 1? Porque toda la discusión sobre las 
autonomías y sus características han sido postergadas por el art. 272 
que indica que “los alcances, la organización, funcionamiento ... del 
sistema de autonomías y descentralización se regirá mediante una ley 
marco de autonomías y descentralización...”. 


La complejidad territorial del tema indígena 


Volviendo a la introducción del tema indígena que se da en el proyecto 
de CPE, creemos oportuno esquematizar nuevamente la introducción 
del tema indígena en las estructuras territoriales a partir de las defini- 
ciones que proporciona Borth (Borth et al., 91) (Gráfico 3). 


Gráfico 3. Entidad territorial indígena originario campesina 
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La Constitución de 1967 establecía la creación de gobiernos departamentales; sin 
embargo, al delegar su implementación a sucesivas leyes, que obviamente no se 
dieron, abortó el nacimiento de esos gobiernos. Esta posibilidad fue eliminada del 
todo en sucesivas modificaciones de la Constitución. 
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La relación entre territorios indígenas y la división político- 
administrativa 


El tema que quisiéramos profundizar es la relación que existe entre 
los varios territorios indígenas autónomos que se plantean (ETIOC) 
incluyendo las regiones y la división política del territorio establecida 
en el art. 270 en especial la relación con las provincias. 


Mientras que las provincias son mencionadas por el inciso I del art. 
272, como parte de la división política, sin embargo no se mencionan 
cuando se habla de las distintas “autonomías”, o sea, no hay “autono- 
mía provincial”, hay “autonomías regionales” cuando las regiones no 
se mencionan como parte de la división política del Estado. 


La explicación a esta omisión podría estar dada por la desconfianza 
del MAS hacia las provincias, pues sus cabeceras, centros urbanos 
vinculados a la capital, han sido asiento de un poder local ajeno a los 
intereses de los pueblos indígenas y campesinos. 


Las regiones incorporadas de manera confusa y condicional en la CPE 
podrían acercarse a la agrupación de provincias, recogiendo así un 
“capital institucional” que fue construido durante la elaboración de los 
“planes subregionales” de las Corporaciones de Desarrollo. 


Las nuevas autonomías y sus competencias en la CPE 


La introducción de nuevas formas de autonomía en los departamen- 
tos, al margen de las autonomías departamentales y municipales, ha 
sido uno de los elementos más controversiales del proyecto de CPE, 
pues se ha interpretado como una manera de perforar la fuerza que 
adquirirían las autonomías departamentales. 


Con referencia a las autonomías, recogemos tres aspectos que son 
fundamentales: 


1) La propuesta Constitucional restringe de manera inaceptable 
las autonomías departamentales reduciendo enormemente 
las competencias y atribuciones, como lo demuestra el tra- 
bajo que estamos mencionando (Borth ef al., 2008: 97). 


2) También es un hecho que el art. 278 no menciona las fa- 
cultades ejecutivas y técnico-administrativas que se supone 
debe tener el gobierno departamental. 
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3) Hay una gran confusión entre las competencias de las auto- 
nomías departamentales y las nuevas autonomías regionales 
y territoriales indígena campesinas. 


El tema de la tierra y los nuevos asentamientos humanos rurales 


Ya hemos mencionado que los temas de los asentamientos humanos, 
la tierra, el territorio y los recursos naturales están inexplicablemente 
concentrados en el nivel nacional, lo cual es inaceptable en un proceso 
de descentralización como el que se supone vivimos. 


Las prefecturas son las que manejan los PLUS, los PLOT y las áreas prote- 
gidas; por tanto, el tema de nuevos asentamientos humanos no le puede 
ser ajeno. Por otra parte, es cierto que los Gobiernos nacionales deben 
tener la posibilidad de llevar adelante planes nacionales de asentamien- 
tos humanos, pero siempre en concurrencia con las prefecturas. 


Los problemas ambientales y de uso racional de los recursos naturales 
están igualmente muy relacionados con el manejo del territorio, por 
lo tanto la participación prefectural, junto con el gobierno central es 
fundamental. 


La nueva constitución en proyecto plantea que el Estado concederá 
tierras solamente en forma comunitaria a indígenas y campesinos, 
(art. 395) y que las tierras ya cedidas podrán ser revertidas en caso 
de que no cumplan con su función económico-social (art. 400). Con 
referencia a este tema, el trabajo de Borth y su equipo recomienda 
(Borth, 2008: 128) los siguientes criterios: 


e Se reconozca la propiedad estatal de la tierra y los recursos 
renovables y no renovables que se consideren estratégicos. 


e Se reconozca la propiedad originaria y ancestral de los 
territorios que hoy poseen los indígenas de las áreas tradi- 
cionales bajo forma de TCOs, consolidadas o en proceso de 
consolidación. 


+ Se reconozcan los derechos de pueblos indígenas que rei- 
vindican territorios que son fiscales. 


5.2. La propuesta territorial de los Estatutos Autonómicos 


Cuatro departamentos han elaborado sus propios estatutos, sin una 
constitución que los respalde, sin ley de la República, sin concertación 
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con el Poder Ejecutivo y sin la respectiva verificación de constitucio- 
nalidad a cargo del Tribunal Constitucional. 


El trabajo más exhaustivo que los ha recopilado y analizado es el en- 
cargado por FES ILDIS y FBDM a Carlos Borth, Silvia Chávez y Andrés 
Torres (Borth(b), 2008). 


Las autonomías 


Es ya por todos aceptado que a partir del fortalecimiento de los muni- 
cipios, con la Ley 1551, se hizo más evidente la necesidad de un nivel 
intermedio de gobierno, que la ley de descentralización administra- 
tiva, tan tímida y limitada nunca logró conformar. Por ello, existe un 
acuerdo de que el país, desde el punto de vista político administrativo 
necesita desarrollar este nivel intermedio, y el proyecto más claro 
para lograrlo es el que se refiere a las autonomías departamentales, 
recogidas incluso en el proyecto de CPE, aunque como ya vimos, con 
muchas e inaceptables limitaciones. 


Pero a esta demanda de autonomía se han sumado las demandas de 
autonomía indígena, que se iniciaron en 1990 con la “marcha por 
la tierra y el territorio” de los indígenas, que partió desde el oriente 
del país. En el proyecto de Constitución de la CPE, recogiendo estas 
aspiraciones se hace referencia a varios tipos de autonomía indígena, 
pero al compararlas con lo que plantean los estatutos autonómicos 
departamentales vemos que las diferencias son muy grandes: 


Cuadro 1. Tipos de autonomía 























Tipo de autonomía |Nueva CPE Santa Cruz | Tarija Beni Pando 
Departamental y XxX XxX Xx XxX 
Regional XxX 

Provincial XR XR XR XR 
Municipal XxX XxX XxX Xx XxX 
Indígena XxX XM XR XM XxX 























Fuente: Borth (b) 2008: 14. 
XR = Acepta, pero en forma relativa y parcial. 


XM = Acepta la autonomía indígena sólo y únicamente bajo la modalidad municipal. 





5 Enrealidad, la CPE acepta una autonomía departamental muy limitada, pero Borth 


no la cataloga así. Nosotros consideramos que debe colocarse allí XR. 
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Este cuadro nos dice muchas cosas importantes. 


En primer lugar, que la autonomía regional es una instancia de la CPE 
que no ha sido recogida por ninguno de los estatutos. Además es 
significativo que la CPE no haga mención a las provincias, justamente 
por la idea de transformarlas en regiones. A fin de cuentas, la región 
viene a ser una provincia o un conjunto de provincias muy afines. 


La mayor dificultad estriba en la aceptación de las autonomías por 
parte de los departamentos autónomos, por lo menos eso se deduce 
del cuadro. 


La distribución de competencias 


Consideramos también el siguiente cuadro, que muestra las dife- 
rencias entre la nueva CPE y los estatutos autonómicos en el tema 
de la distribución de competencias, aspecto medular para cualquier 
negociación!, 


Cuadro 2. Distribución de competencias departamentales 




















Competencia- 
Nueva CPE | Santa Cruz Tarija Beni Pando 
potestad 
Legislativa (legis- 
esaliva Jesn XR X X X X 
lación básica) 
Desarrollo legisla- 
Ñ XI Xx Xx 
tivo (normas part.) 
Reglamentaria XxX XxX XxX XxX XxX 
Ejecutiva Xx Xx Xx Xx Xx 
Técnico adminis- 
p Xx Xx Xx 
trativa 


























Fuente: Borth (b) 2008: 17. 
XR = Acepta, pero en forma relativa y parcial. 


XI = Potestad reconocida en forma implícita. 


Este cuadro nos dice que la mayor dificultad está en la definición que 
da el proyecto de CPE a la potestad legislativa del departamento autó- 
nomo, definiendo la “facultad legislativa normativo administrativa” (art. 





6 Estas cinco competencias, que nos parecen muy acertadas, son las que propone 


Borth para el análisis de ambos documentos. 
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278) que debemos entender en realidad como desarrollo legislativo o 
incluso sólo reglamentario. 


Si restringimos nuestra visión a nuestros temas, y combinamos las 
competencias con las materias que hemos escogido para nuestro 
análisis”, obtenemos el siguiente cuadro: 


Cuadro 3. Competencias y materias 














Materia Nueva CPE | Santa Cruz | Tarija Beni Pando 
Tierra CN CD CD 
Agricultura y ga- 
' CNC CD CD CDC CDC 
nadería 
Suelos forestales 
uelos forestales CN CD CD CDC 























bosques 





Fuente: Borth (b) 2008: 28. 

CN = Competencia nacional exclusiva. 

CNC = Competencia nacional compartida. 
CD = Competencia departamental exclusiva. 


CDC = Competencia departamental compartida. 


Del cuadro se desprende claramente que la mayor discrepancia está 
entre los temas que la CPE considera de competencia exclusiva del 
poder central (CD) que son los temas de tierras, suelos forestales y 
bosques, y la definición de los estatutos autonómicos, que definen 
como de competencia exclusiva departamental esos mismos temas. 


Con todo lo dicho hasta aquí, pensamos que se puede aceptar y tomar 
como punto de partida para nuestra propuesta los dos “criterios” que 
establece Borth (Borth (b): 36) para poder avanzar. 


Primero, que se acepte y se reconozca que la propiedad de la tierra y 
de los recursos naturales no renovables es originariamente del Estado, 
el que, en ejercicio de su potestad legislativa y a través de políticas 
públicas, decide su distribución y aprovechamiento. 


Segundo, el principio de subsidariedad y los determinantes ecológico 
ambientales recomiendan que la gestión de la tierra y de los recursos 
naturales se realice a través de competencias compartidas de manera 





7 No olvidemos que este trabajo incorpora sólo las materias directamente relacionadas 


con los aspectos del territorio en sus variables físico espaciales. 
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que el Gobierno nacional preserva la potestad legislativa mientras 
que las facultades reglamentarias, ejecutivas y técnico administrativas 
pueden encomendarse a los gobiernos departamentales. 


5.3. Nuestra propuesta para avanzar 


Para estructurar todo el proceso, pensamos que es fundamental rela- 
cionar las variables que conforman el sistema, para tener una visión 
de conjunto y no fragmentada. Las variables que hemos relacionado, 
colocándolas en un cuadro son las que hemos venido manejando 
hasta ahora: i) materias, 11) competencias y iii) niveles. Cada materia 
tiene determinadas competencias según el nivel desde el cual se está 
observando. Con este enfoque, cada materia entrega siempre alguna 
responsabilidad a los otros niveles. 


Materias 


No son más de 20 las materias que deberían unificarse entre los dos 
tipos de documentos: 


Cuadro 4. Propuesta de materias 
































1. Planificación del 8. Comercio exterior 15. Estadísticas y censos 
desarrollo 9. Transporte y comunica- | 16. Vivienda y servicios 

2. Fuerzas Armadas y Policía ciones públicos 

3. Relaciones internacionales 10. Recursos naturales 17. Desarrollo humano 

4. Administración de justicia 11. Contraloría 18. Patrimonio y turismo 

5. Recaudación de impuestos | 12. Ministerio público 19. Tierra y territorio 

6. Manejo de la economía 13. Migración 20. Registro civil 

7. Relaciones obrero patronales | 14. Sistema electoral 21. Derechos reales 











Fuente: Elaboración propia en base a listados de proyecto de CPE y Estatutos Auto- 
nómicos. 


Competencias 


La clasificación de competencias que estamos adoptando es la si- 
guiente: 


* Competencia legislativa 


e Competencia para el desarrollo legislativo 
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+ Competencia reglamentaria 
+ Competencia ejecutiva 
+ Competencia técnico-administrativa 


La idea central es que todas las materias requieren de “leyes-marco” 
preservando el papel crucial del Gobierno Central, con sus facultades 
para poner en práctica sus políticas de gobierno en todos los ámbitos 
de actividad estatal. Pero se recupera para los otros niveles las ca- 
pacidades de legislar, reglamentar y administrar, sin la injerencia del 
gobierno central en aspectos de legislación secundaria, reglamentación 
y otros aspectos, que son los que han trabado el desarrollo y que la 
gente conoce como “centralismo”. 


Niveles 


Éste es el tema más difícil, y aquí se concentra lo más importante de 
nuestra propuesta: 


1) Nivel nacional, con un Gobierno Central. 


2) Nivel departamental, con algunos gobiernos departamentales 
autónomos. 


3) Nivel regional/provincial autónomo, pudiendo incluir en 
este nivel a autonomías regionales/ provinciales indígenas 
como “territorios autónomos indígena originario campesinos” 
(TIOC). Las TCO se asimilan a este nivel. 


4) Autonomías municipales, incluyendo municipios autónomos 
indígenas. 


Como se puede ver, lo que hemos hecho ha sido simplificar las for- 
mas de autonomía indígena, reduciéndola a dos niveles: autonomía a 
nivel municipal o autonomía a nivel intermedio entre el municipio y 
el departamento. Con esta propuesta se simplifica mucho el tema de 
las competencias, que es el punto débil de la propuesta de CPE. 


Con estas definiciones de materias / niveles / competencias presen- 
tamos el siguiente cuadro: 
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Cuadro 5. Relación entre materias, competencias y niveles 
para el tema territorial 








Materia Nivel 
NACIONAL DEPARTAMENTAL | REGIONAL MUNICIPAL 
Gobierno nacio- | Gobierno depar- | Provincia-Región | Gobierno Muni- 
nal. tamental autó- Autónoma, cipal Autónomo 
nomo. indígena TCO. Indígena. 





1. Estrategias y 
Planes de De- 
sarrollo 
(planificación) 


a) Instrumentos: 
Plan de desarro- 
llo nacional y 
planes nacionales 
sectoriales. 


a) Instrumentos: 
Plan departamen- 
tal de desarrollo 
y planes sectoria- 
les departamen- 
tales en el marco 
de planes nacio- 
nales. 


4) Instrumentos: 
Plan regional o 
provincial de de- 
sarrollo, (ex 
planes microre- 
gionales) en el 
marco del plan 
departamental. 


4) Instrumentos: 
Plan de desa- 

rrollo municipal 
y planes Munici- 
pales sectoriales. 





b) Competencias: 
Legisla (ley mar- 
co para la plani- 


b) Competencias: 
Asume las cinco 
competencias 


b) Competencias: 
Elabora, regla- 
menta y ejecuta 


b) Competencias: 
Las que ya están 
definidas por la 








venta, reversión, 
expropiación y 
planificación de 
asentamientos 
rurales. 








Competencias 
compartidas con 
los departamen- 
tos hasta nivel 
reglamentario. 





el nivel central 
en las competen- 
cias de desa- 
rrollo legislativo 
y reglamentación. 
Ejecución com- 
partida con re- 
giones. 





ficación) regla- para ejecutar el los proyectos de- | Ley 1551. 
menta y ejecuta | Plan departamen- | finidos como de 
los proyectos na- | tal. nivel o escala 
cionales del Plan. | Verifica compati- | regional. 
Verifica compati- | bilidad del plan 
bilidad de planes | regional. 
departamentales. 
2. Recursos na- | Competencias: Competencias: Competencias: Competencias: 
turales renova- | Ley marco nacio- | Compartidas con | Reglamentaria Las definidas por 
bles y su apro- | nal de aproba- el nivel nacional | compartida con | Ley 1551. 
vechamiento ción compartida | en el nivel de el nivel departa- 
Recursos de sue- | con el nivel de- | desarrollo legis- | mental. 
los, flora y fauna. | partamental y lativo, y con las Competencias 
Aprovechamiento | municipal, hasta | regiones y Muni- | ejecutivas y téc- 
forestal, agrícola, | el nivel de desa- | cipios en las com-| nico administra- 
ganadero, piscí- | rrollo legislativo. | petencias regla- | tivas compartidas 
cola y de la bio- | No interviene en | mentarias y eje- | con municipios. 
diversidad. la parte ejecutiva | cutivas. 
ni técnico admi- 
nistrativa. 
3. Tierra, incluye| Competencias: Competencias: Competencias: Competencias: 
distribución, titu- | Ley marco de ni- | Competencia Compartidas con | Las definidas por 
lación, concesión, | vel nacional. compartida con el nivel nacional | la Ley 1551. 


y departamental. 











(Continúa en la siguiente página) 
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Materia 


Nivel 





4. Ordenamien- 
to territorial 
Incluye planifi- 
cación de asenta- 
mientos, usos 
mayores de la 
tierra, sistema 
urbano, desa- 
rrollo urbano. 


Competencias: 
Ley marco de 
ordenamiento te- 
rritorial nacional. 


Competencias: 
Desarrollo legis- 


lativo compartido. 


Reglamentación 
y ejecución com- 
partida con re- 
giones y muni- 
cipios. 


Competencias: 
Desarrollo legis- 
lativo compartido 
con gobierno 
departamental. 
Reglamentación 
y ejecución com- 
partida con mu- 
nicipios. 


Competencias: 
Las definidas por 
la Ley 1551. 























Los elementos centrales del modelo que se propone 


1) 


2) 


3) 


4) 


3) 


Una clara distinción de lo que son las materias, las compe- 
tencias y los niveles de gobierno, que no pueden trabajarse 
separadas, en la Constitución y los Estatutos. 


La definición de las 21 materias debe ser la misma en la CPE 
y los Estatutos. Cada una es un “eje temático” con subtemas 
que deben agruparse, para evitar la dispersión. 


Una materia debe aparecer en los cuatro niveles: a nivel 
nacional como ley nacional y a nivel local en sus aspectos 
concretos operativos. 


Con referencia a los niveles, combinados a la autonomía 
y lo indígena nos parece suficiente agrupar todas las ideas 
lanzadas en sólo cuatro niveles: 


a. Nivel nacional, con un Gobierno Central. 


b. Nivel departamental, con algunos gobiernos departamen- 
tales autónomos. 


c. Nivel regional/provincial Autónomo, que incluye a “territo- 
rios autónomos indígena originario campesinos” (TIOC). 
Las TCO se asimilan a este nivel. 


d. Autonomías municipales, incluyendo municipios autóno- 
mos indígenas. 


El proyecto de CPE ha identificado una falencia real en la 
ausencia de un nivel descentralizado intermedio entre go- 
bierno departamental y municipios. Las provincias no están 
cumpliendo adecuadamente, por lo que parece correcto 
retomar el concepto de la región, denominada en el pasado, 
subregión o microregión. 
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6) 


7) 


8) 


9) 


Los territorios indígenas en todo caso deberán coincidir con 
uno de los dos niveles propuestos: territorio indígena regio- 
nal, provincial o TCO, por una parte y territorio indígena 
municipal. Se simplifica así la acción a favor de los pueblos 
indígenas. 


Los planes de desarrollo que se elaboran para orientar las 
acciones en cada nivel, y que son tan poco mencionados en 
todos los documentos, son el mejor instrumento para definir 
los niveles y las competencias. 


Los recursos naturales pertenecen originariamente al Estado, 
que es quien los distribuye, de acuerdo a una ley marco, pero 
queda claro que por la importancia de los temas ambien- 
tales, ecológicos y culturales involucrados, estas decisiones 
deben ser compartidas con los otros niveles, más cercanos 
conocedores de dichos recursos. 


El mantener las regiones o subregiones permitiría preservar 
el gran capital institucional y humano que ya existe a nivel 
de provincias y/o mancomunidades, pues ya se ha trabajado 
en esos niveles en varias partes del país. Faltaría sólo hacer 
esas instancias más incluyentes incorporando adecuadamente 
el factor indígena, o incluso en convertirlos en territorios 
indígenas si corresponde el caso. 


10) Panorama final: Departamentos autónomos, subdivididos 


en provincias, o en conjuntos de provincias afines, que se 
agrupan para conformar una región. En ambos casos, estas 
unidades poseen un tipo de que les permite elaborar planes 
de desarrollo para su escala. Adicionalmente, estas provin- 
cias o regiones podrán ser declarados “territorios indígenas 
autónomos” a solicitud de ellos mismos. 


6. PRINCIPALES CONCLUSIONES 
Y RECOMENDACIONES 


En cuanto al marco general, visión del territorio y propuestas 
de reconfiguración: 


1) 


El territorio y su reconfiguración es esencial en los estudios 
sobre poder y cambio. Cambio político y territorio son dos 
realidades que interactúan y se retroalimentan. 
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2) 


3) 


Edy 


5) 


6) 


4) 
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En el proceso que estamos viviendo, el tema del territorio 
adquiere importancia porque se relaciona con los dos temas 
no resueltos del país, ambos ligados al territorio: el problema 
de las regiones, marcadas por la heterogeneidad estructural 
y el problema de la secular exclusión indígena con la expo- 
liación de su ancestral territorio. Las soluciones a estos dos 
temas implican reconfiguración del territorio. 


Pero hay un tercer elemento ligado al territorio, objeto de lu- 
cha por el poder: el acceso, aprovechamiento y gestión a los 
recursos naturales, incluyendo la tierra, tema que involucra 
fuertes intereses económicos y búsqueda de nuevas formas 
de gestión. 


Frente a estos problemas no resueltos se levantan dos actores 
sociales y dos proyectos hasta ahora enfrentados: movimientos 
sociales indígena campesinos que plantean un estado plu- 
rinacional y territorios indígenas autónomos en los cuales 
preservar y desarrollar su propia capacidad productiva y su 
propia cultura, y movimientos regionales que, en el marco 
de una profunda autonomía departamental y una cultura 
liberal, buscan competencias y acceso a la tierra y los recur- 
sos naturales para proseguir con su proceso de acumulación, 
vinculado a los mercados externos. 


Detrás de estos dos proyectos, hay dos distintos conceptos 
de territorio: como espacio de vida y articulador de la co- 
munidad y promotor de valores colectivos, en el caso de la 
visión de los indígenas, y como factor productivo para la 
acumulación económica empresarial, en el caso de la visión 
desde las burguesías departamentales. 


Otras visiones no tienen aún actores activos, como la de la 
población migrante en las áreas periurbanas de las grandes 
ciudades, o la visión sistémica e integrada del territorio en 
proceso de metropolización. 


La propuesta de reconfiguración territorial desde la visión 
indígena ha sido construida a partir de tres vertientes: la 
elaboración de elementos de la cultura aymara, la visión 
de territorio de los pueblos originarios de las tierras bajas 
que ganan paulatinamente presencia desde la “marcha por 
la tierra y el territorio” de 1990, y las comunidades y asen- 
tamientos campesinos, consolidadas casi siempre como 
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sindicatos y producto de procesos de dotación de tierras O 
procesos de migración. 


8) La propuesta de reconfiguración territorial desde una visión 
liberal, desde los departamentos, apoyada en los paradigmas 
del desarrollo regional capitalista competitivo y globalizado, 
ha sido formulada por sus élites a partir de un largo proce- 
so de construcción de identidad regional, acentuando las 
contradicciones con el poder central, invisibilizando el tema 
indígena y social y planteando una autonomía departamental 
que le permita acceso irrestricto a la tierra y los recursos 
naturales que son la base y la fuente de su economía y su 
poder. 


Sobre las propuestas de reconfiguración, en la CPE y los 
Estatutos autonómicos: 


9) El Proyecto de CPE asigna al Gobierno Central muchas 
competencias exclusivas en especial referidas a la tierra, los 
asentamientos, recursos naturales y gestión del territorio, 
mientras que asigna escasas competencias a los gobiernos 
departamentales retrocediendo en el proceso autonómico, 
en vez de avanzar. 


10) El Estatuto Autonómico de Santa Cruz, por otra parte, 
comete el error contrario al desconocer totalmente la par- 
ticipación del Gobierno Central en los temas de tierras, 
asentamientos y recursos naturales, pretendiendo el mono- 
polio en su administración, aprovechamiento y explotación, 
claramente inviable en el contexto político del país. 


11) Curiosamente, el proyecto de CPE no asigna ninguna impor- 
tancia a las existentes provincias, ni las hace merecedoras 
de algún tipo de autonomía; simplemente las menciona 
pero luego las ignora. Se las concibe como simple correa 
de transmisión de los grupos de poder departamental en 
su control hacia las áreas rurales. 


12) Justamente por esa desconfianza hacia las provincias es que 
la CPE propone la creación de las regiones, las regiones 
autónomas y los territorios indígenas, como manera de 
hacer a un lado las poco confiables provincias. 
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13 


14) 


15) 


16) 


17 


19) 
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Tampoco los estatutos autonómicos (con excepción del de 
Tarija) plantean mecanismos de “autonomía” para las pro- 
vincias, subordinando su accionar al del gobierno prefectu- 
ral, salvo casos especiales como las provincias petroleras. 


La autonomía asume distinto carácter: las autonomías indí- 
genas buscan reconstruir los territorios indígenas para que 
éste sea el sustento de su propia cultura y organización 
social y productiva, basada en derechos colectivos, mientras 
que las autonomías departamentales buscan la autonomía 
que les permita a sus élites continuar con el proceso de 
acumulación de capital sustentado en estructuras liberales 
y con departamentos bajo su completo control político 
administrativo. 


Ambas propuestas presentan graves limitaciones: la de la 
CPE es una visión local y ruralista que subestima la com- 
plejidad del territorio, la trama institucional del país y las 
necesidades de la sociedad contemporánea, que sólo un 
territorio integrado entre el área rural y la red de centros 
urbanos que prestan servicios puede garantizar. No hay, 
pues, la percepción de la complejidad local/global en los 
territorios de hoy. 


Pero también la propuesta que se concreta con los Estatutos 
autonómicos, construida por las clases dirigentes departa- 
mentales a partir de la politización del sentimiento y apego 
regional, tiene graves limitaciones: es urbanocéntrica, invi- 
sibiliza la “cuestión indígena”, no cuestiona el orden social 
vigente, no acepta compartir con el gobierno central temas 
tan delicados como los de la tierra, los asentamientos y los 
recursos naturales, y postula una modernidad liberal con- 
servadora, sin plantearse políticas para cerrar las crecientes 
brechas sociales y económicas. 


Lo positivo de las propuestas: La propuesta indígena po- 
pular visibiliza y enfrenta el problema indígena campesino 
del país, proponiendo cambios estructurales a nivel de or- 
ganización y administración del territorio identificado como 
crucial para que ellos recuperen su cultura, sus derechos 
colectivos y sus modos de ser y producir. 


Lo positivo de las propuestas: La propuesta del bloque cívico 
departamental, construida por sus clases dirigentes sobre 
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culturas regionales, al garantizarse el acceso a los recursos 
naturales avanza en el proceso de expansión e integración a 
las corrientes mundiales, en un marco de libertades comer- 
ciales y limitada intervención estatal. La autonomía sin duda 
fortalecerá las capacidades locales en temas de gestión. 


19) En ambas propuestas hay una gran confusión entre materias 
y competencias, y una falta de distinción de los niveles, lo 
que hace difícil un trabajo de compatibilización. 


20) En ambas propuestas hay un vacío en la definición de los 
mecanismos de vinculación campo/ciudad, local/global, 
indígena/mestizo. Elegir una de las opciones, sin las co- 
nexiones, es negar la complejidad de nuestra realidad terri- 
torial, por lo que ninguna de las dos alternativas es viable; 
son propuestas débiles que requieren de una síntesis. 


Sobre nuestra propuesta 


21) Los niveles territoriales y los tipos de autonomía que propo- 
nemos son: 


a. Nivel nacional, con un Gobierno Central. 


b. Nivel departamental, con algunos gobiernos departa- 
mentales autónomos. 


c. Nivel Regional/provincial Autónomo, pudiendo incluir 
en este nivel a autonomías regionales/ provinciales in- 
dígenas. Las TCO se asimilan a este nivel. 


d. Autonomías municipales, incluyendo municipios autó- 
nomos indígenas. 


22) La clave de la propuesta está en unificar en un solo nivel 
las posibilidades que existen de generar el nivel intermedio 
entre departamento y los municipios: antiguas provincias, 
mancomunidades, agrupaciones de provincias, subregiones, 
territorios indígenas homogéneos como los TCO, todos ellos 
se encuadrarían en un solo nivel, intermedio de planifica- 
ción y ejecución del desarrollo. 


23) Se propone unificar la infinidad de temas que se mencionan 
en los documentos que analizamos, concentrándolos en 21 
materias comunes para toda la legislación nacional, siempre 
recordando que cada una de las materias contiene todos 
los niveles. 
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24) Se propone también uniformar las competencias, de acuerdo 
a la sugerencia de Borth: 


* Competencia legislativa, 

+ Competencia para el desarrollo legislativo, 

e Competencia reglamentaria, 

+ Competencia ejecutiva y técnico-administrativa. 


25) Los planes de desarrollo que se exigen para cada nivel son 
los que mejor pueden automáticamente definir las compe- 
tencias y el nivel de responsabilidades de cada materia. 


Panorama final: Departamentos autónomos, con provincias que 
conforman regiones y elaborarán sus propios planes de desarrollo. 
Adicionalmente, estas regiones podrán ser declaradas “territorios im- 
dígenas autónomos”. 


7, EPÍLOGO 


El 3 de octubre adelantamos la presentación de nuestro informe fi- 
nal, ante la evidencia que la situación política del país se acercaba a 
grandes definiciones sobre la Constitución Política del Estado y con 
la esperanza de que difundiendo, aunque sea un borrador, algo de lo 
que se estaba trabajando pudiera servir para alimentar ese importante 
debate, en especial en lo referido a nuestro tema, que es la reconfi- 
guración del territorio. 


El Congreso ha trabajado sobre el territorio en el proyecto de consti- 
tución que presenta al país y ha tomado decisiones que a estas alturas 
ya no tienen posibilidades de ser modificadas. En algunos casos las 
modificaciones hechas a los textos de Oruro coinciden con algunos 
de nuestros planteamientos, en otros casos hay importantes diferen- 
cias, por ello pensamos que nuestra responsabilidad, como equipo 
investigador, es la de comentar estos cambios, destacando lo que 
compartimos y lo que no compartimos. 


Presentamos a continuación los principales temas que hemos trabajado 
después de la ley que aprueba el referéndum y que consideramos 
son los que quedan en discusión, presentándolos como un epílogo 
del trabajo realizado hasta el 3 de octubre. 
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La autonomía y los niveles de gestión del territorio 


Uno de los planteamientos que más oposición ha generado en el pro- 
yecto de Constitución de parte de los sectores autonomistas ha sido la 
“proliferación de niveles autonómicos”, generada según los autono- 
mistas, “sólo para confundir y diluir la autonomías departamentales”. 
Juan Carlos Urenda Urenda (Pulso 2 al 8 noviembre: 15) sostiene: 


Se han mantenido los 6 niveles de gobierno y tenemos espe- 
cial preocupación por el nivel de gobierno regional que va 
a ir en desmedro de las autonomías departamentales y a la 
par, no se toca el tema provincial que era una aspiración de 
los departamentos. 


Si bien con el nuevo texto ya no se puede hablar de seis niveles de 
autonomía, como sostenía la crítica al antiguo texto, y el tema de las 
varias autonomías se ha simplificado, no creemos que ese proceso 
de simplificar haya logrado avanzar lo suficiente. Sigue la ambigúe- 
dad en el art. 269, cuando en el numeral 1 sostiene que “Bolivia se 
organiza territorialmente en departamentos, provincias, municipios y 
territorios indígena originario campesinos”. Como vemos, menciona el 
territorio indígena originario como un componente más del territorio 
(el cuarto). 


Para nosotros, el territorio indígena debería ser una cualidad que un 
municipio, una provincia o una región adquiere por su componente 
étnico cultural indígena o campesino. De esa manera lo indígena 
no crea una nueva instancia territorial sino que cualifica uno de los 
niveles existentes. Lo mismo sostiene Franz J. Barrios (Pulso 26 oct,1 
de nov: 9): 


Debemos aclarar que un pueblo o nación indígena no es un 
“nivel” territorial. Eso sería como decir que los Vascos son un 
“nivel...” 


Ese mismo artículo 269, como ya vimos, no considera a las regiones 
como parte de la organización del territorio, sino que las menciona 
separadas; en el numeral III del mismo artículo: “Las regiones formarán 
parte de la organización territorial en los términos y condiciones que 
determinen la ley”. No se entiende entonces si las regiones serán o 
no otro componente de la organización del territorio, pues no figuran 
entre los otros cuatro. 
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Por último, sigue sin quedar claro el destino de la provincia. Es men- 
cionada en el art. 269 como parte de la organización del territorio pero 
no existe una autonomía provincial. Es aprovechando esa ambigúedad 
que proponíamos que las provincias, solas o asociadas sean las que 
se convierten en regiones, y que si tienen un componente indígena 
se puedan convertir en regiones indígenas autónomas. 


Autonomías indígenas de “geometría variable” 


Barrios sostiene que en la nueva Constitución se dan solamente tres 
niveles: central, departamental y municipal, y no toma en cuenta que 
en el art. 269 se sigue mencionando al territorio indígena campesino 
como parte de la organización territorial del Estado. 


Según el documento ya mencionado, se sostiene que las autonomías 
indígenas serán “de geometría variable”* es decir, se aplicarán básica- 
mente a los municipios ya existentes. 


Barrios, sin embargo, no se pone el problema de realidades territoriales 
indígenas que no caben en un municipio, y que son realidades a escala 
provincial o incluso de varias provincias. Pensemos en la provincia 
Cordillera, compuesta toda por municipios indígenas. 


¿Competencias o materias? 


Con referencia a las competencias, persiste el error conceptual que 
ya detectara Carlos Borth: se confunde competencias con materias. 
Las largas listas de “competencias” que se mencionan en el texto de 
constitución, como por ejemplo caminos, correos, espectáculos pú- 
blicos, desarrollo rural, etc., no son competencias, sino materias para 
las que, dependiendo del nivel, se tendrá competencias legislativas, 
normativas o de mera ejecución. Por ello, es válida nuestra propues- 
ta de elaborar una lista única de materias que los varios niveles del 
Estado deberán atender. 


Pero además de confundir materias con competencias, el nuevo pro- 
yecto de constitución define solamente el carácter de las competen- 
cias, en i) privativas, 11) exclusivas, iii) concurrentes y iv) compartidas, 





$ — Término tomado por F. Barrios de Manuel Castels, quien a su vez lo ha tomado 


de la industria aeronáutica, y se refiere a las aeronaves que pueden modificar la 
forma de sus alas, según las necesidades de la aerodinámica. 
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mas no menciona en ninguna parte del texto el nivel de esas compe- 
tencias, cosa que es más que esencial. Esos niveles son i) legislación 
general o básica para el conjunto del país, y que refleja los grandes 
lineamientos del Gobierno en torno a una materia ii) legislación de 
detalle o de desarrollo, ii) reglamentación y, por último, iv) ejecución, 
que incluye todos los aspectos técnico administrativos. 


Queda la posibilidad que mediante la “Ley marco de Autonomías 
y Descentralización” (artículo 271) se pueda clarificar y ordenar el 
conjunto de materias así como de competencias, según su nivel y su 
carácter, como lo que se plantea a continuación: 


a) Materias sobre las que el Gobierno Central tiene competen- 
cias privativas, es decir, sobre las que legisla, reglamenta 
y ejecuta, sin posible intervención de otros niveles. Son 
planificación nacional del desarrollo, defensa y seguridad, 
relaciones exteriores, economía y sistemas de registro e in- 
formación. 


b) Materias sobre las que el Gobierno Central tiene competen- 
cias exclusivas, pero según el art. 297 son competencias que 
el gobierno central puede ceder en sus etapas reglamentarias 
y ejecutivas; por tanto, están abiertas a una futura nego- 
ciación. Aquí entrarían temas como los de asentamientos 
humanos, dotación de tierras, acceso a recursos naturales 
renovables y otros que hasta el momento son conflictivos. 


Cc) Materias sobre las que el gobierno central tiene competen- 
cias concurrentes y compartidas, siendo éstos ya temas de 
detalle. 


Planificación, políticas, programas y proyectos 


El texto de la nueva Constitución se enreda con las cientos de “com- 
petencias” dispersas, sin especificar los distintos niveles de atención de 
cada una, sencillamente porque esas competencias, o mejor, materias, 
no están vinculadas al elemento que es el que las relaciona, es decir, 
no están vinculadas por la planificación en sus varios niveles. 


Los Planes Nacionales, Departamentales y Municipales de Desarrollo, 
a los que se sumarán los Planes Regionales, indicarían los niveles de 
competencia que cada plan asume para cada una de las materias. Los 
planes se convierten en los elementos articuladores de las competen- 
cias en cada una de las materias. 


214 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


Para reforzar lo anterior, diremos que la estructuración de los Planes, 
en Políticas Programas y Proyectos nos está mostrando también quién 
legisla, quién reglamenta y quién ejecuta. Hay, pues, una relación di- 
recta entre el tema de las competencias con las herramientas básicas 
de la planificación, tema que se ha eliminado por completo en el texto 
de constitución que comentamos. 


Tomemos un ejemplo cualquiera, como el turismo. Es obvio que habrá 
una ley y un plan nacional de turismo que define las grandes líneas de 
acción para esta actividad. Corresponderá a los departamentos y los 
municipios contar con sus propios Planes de Turismo en el marco del 
propio plan de desarrollo. En esta materia, toda la parte reglamentaria 
y ejecutiva debe ser dejada a los departamentos y municipios. 


Como se puede ver, en esta lógica no es la materia la que define lo 
que puede hacer un determinado nivel, sino su nivel mismo. La ley 
marco sobre autonomías que se debe promulgar puede introducir las 
sugerencias que estamos planteando. 


Las regiones metropolitanas 


El nuevo proyecto de constitución ha incorporado la posibilidad de 
que los centros urbanos de más de 500.000 habitantes puedan con- 
vertirse en regiones metropolitanas con lo cual se subsanan muchas 
de las observaciones sobre el carácter “ruralista” de la Constitución, 
y se recupera en parte las virtudes del modelo de autonomía depar- 
tamental, abierto hacia los mercados. Esa escala de territorio y de 
planificación es la que permitirá conectarnos como país a los flujos 
de la globalización. 


Bloque cívico prefectural frente a la nueva Constitución 


El nuevo texto constitucional que irá a referéndum, sin bien amplía las 
escasas competencias que el gobierno central cedía para los gobiernos 
departamentales de la anterior versión, no cubre las expectativas al no 
haber cedido el gobierno central tareas que para los departamentos 
del oriente eran esenciales, como el control exclusivo sobre recursos 
naturales, los asentamientos humanos y la distribución y titulación 
de la tierra. 


Por lo anterior, es previsible que la oposición al nuevo texto consti- 
tucional se presente con fuerza sobre todo en Santa Cruz y el Beni, 
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espacios donde sus dirigencias han controlado la gestión del territorio 
y no están dispuestas a ceder ese casi monopolio. Tarija y el norte del 
Beni presentan situaciones más complejas, dirigencias menos consoli- 
dadas o fragmentadas, presencia indígena campesina organizada que 
harán que la oposición sea menos radical. 


Pero, sobre todo, y a pesar de algunas defecciones, nuestra hipótesis 
es que en Santa Cruz y el Beni el bloque opositor está ya articulando 
su NO al referéndum sobre la nueva Constitución, con argumentos ya 
no referidos estrictamente al texto del proyecto sino a una oposición 
al modelo político que para ellos ésta representa. 


Por eso la llaman una “oposición principista”, será una oposición cla- 
ramente ideológica, que enfrentará su visión de sociedad democrática 
liberal, anticomunista, proempresarial, versus lo que perfilan como una 
sociedad indigenista, estatista, comunista y atea. Tarija no ha decidido 
aún una posición que se pueda asumir como representativa. 


8. ESTRATEGIAS Y TAREAS PARA LOS AJUSTES 
FUTUROS 


Temas que quedan para la ley marco de autonomías y descentrali- 
zación: 


1. Definir un listado de materias que corresponden a la gestión 
del Estado. En realidad no pasan de 20 y son atendidas en 
general por los tres niveles de gobierno. 


2. Definir las 5 Ó 6 materias que son de competencia privativa 
del gobierno central, o sea, desde su formulación en ley 
nacional hasta su ejecución y administración. 


3. Definir las competencias de los distintos niveles del Estado 
(Central, departamental, regional y municipal) para cada una 
de las 20 materias. 


4. Definir claramente que “lo indígena” no es un nivel más, sino 
una cualidad que puede convertir un territorio en indígena 
y autónomo, desde el nivel regional al municipal. 


5. Dar un rol a los Planes de desarrollo en la distribución de 
competencias según los niveles, pues el alcance de un plan 
define de hecho las competencias de ese nivel. 
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6. Retomar el análisis de la provincia y las posibilidades de su 
agrupación para convertirse en regiones, cosa que las Cor- 
poraciones de desarrollo ya hicieron. 


7. La mención a las regiones metropolitanas abre las puertas 
para el tratamiento de este nivel territorial tan especial e 
importante para conectar territorios con mercados. 
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Territorialidad, política 
y reforma constitucional 
en Bolivia 


Gonzalo Vargas Villazón 
Daniel Moreno Morales 


Salta Lenin el atlas 


J. Cortázar, Bestiario 


Esta investigación! busca aportar al debate sobre la redefinición de 
la territorialidad estatal en Bolivia discutiendo las condiciones de las 
potenciales regiones en dos niveles distintos de escala: el departamen- 
tal y el de la macroregión. Para ello, se analizan datos cuantitativos y 
cualitativos referidos a las condiciones políticas, culturales, económicas 
y sociales de las regiones escogidas en los dos niveles de escala men- 
cionados. Este artículo se divide en cuatro secciones: en la primera se 
presenta la relación conceptual entre territorio y política, establecien- 
do las bases teóricas de la investigación; el segundo capítulo revisa 
el debate sobre el tema en el país y lo enmarca en el contexto del 
diálogo vinculado a la propuesta de Nueva Constitución Política del 
Estado. En la tercera sección se discuten las condiciones actuales de 
las regiones, haciendo énfasis en las características étnico-culturales, 
las económicas, los indicadores socioeconómicos de la población, y las 
condiciones institucionales y sociopolíticas de gobernabilidad existen- 
tes en cada una de ellas. La cuarta sección presenta las conclusiones 
más importantes, presentando primero las conclusiones específicas 
para cada una de las regiones y posteriormente las conclusiones más 
amplias relacionadas con la disputa por la escala y el orden territorial 
en el país. 


El abordaje de la territorialidad estatal en Bolivia tiene relevancia en 
momentos en que la propuesta de Nueva Constitución Política del 
Estado espera el referendo aprobatorio. Esta propuesta contiene una 
estructura y organización territorial del Estado que define autonomías 
en diversos espacios con órganos de gobierno y competencias deter- 
minadas. Puesto que los proyectos territoriales son expresiones de la 
disputa hegemónica por el territorio, ¿cuáles son las particularidades 
que pueden establecer un umbral de condiciones económicas, sociales, 
culturales y políticas que favorezcan la gobernanza y el funcionamiento 





1 El presente ensayo fue elaborado a principios de 2009. 
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político administrativo para el logro del propósito final del Estado? 
Desde la perspectiva del reordenamiento territorial del Estado, será 
relevante indagar las consecuencias que se derivan del proyecto mul- 
tiescalar de autonomías en la perspectiva de la generación de gober- 
nanza y desarrollo económico en la escala intermedia de la división 
político administrativa del Estado. 


1. DEL TERRITORIO A LA POLÍTICA Y DE VUELTA 
AL TERRITORIO 


La reconfiguración territorial estatal en Bolivia, relacionada con los 
proyectos de cambio social, político y económico, tiene gran rele- 
vancia en la historia reciente. La municipalización del país, iniciada 
el año 1994, ha constituido una reforma estatal que ha transformado 
profundamente las relaciones entre Estado y sociedad y ha acelerado 
el cambio político que vive el país en los últimos años. Y es que los 
proyectos políticos se juegan y disputan en diversos espacios de la 
geografía nacional y pueden configurar bloques territoriales que permi- 
ten, a su vez, la articulación de propuestas políticas y la construcción 
de nuevas hegemonías. El territorio tiene una evidente dimensión 
política que, en el caso boliviano, ha cobrado importancia crucial para 
la continuidad de los diversos proyectos de país todavía en disputa. El 
espacio territorial que ha sido el escenario de diversas controversias 
políticas es la región en sus variadas delimitaciones subnacionales. Te- 
rritorio indígena, región, macroregión y departamento han constituido 
expresiones de una territorialidad en disputa que busca definiciones 
políticas y reconocimiento estatal. 


El concepto de territorialidad vincula una dimensión espacial a una 
política. A determinada escala, el territorio es entendido como un 
espacio geográfico delimitado políticamente, lo que le confiere una 
dimensión organizativa institucional. Circunscripción, organización 
y ejercicio de poder político son las características que vuelven una 
porción geográfica en un territorio. Así se entiende que las categorías 
de soberanía y jurisprudencia sean adecuadas a lo territorial. 


El concepto de territorialidad relaciona también una dimensión espa- 
cial a una social. Desde esta concepción, la territorialidad se entiende 
como un proceso en construcción que pone en juego comportamien- 
tos sociales y realidad material. La territorialidad está constituida por 
un tejido de relaciones sociales entre agentes y mediadores, inserto 
en un “sistema tridimensional sociedad-espacio-tiempo” que tiende a 
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obtener el mayor grado de autonomía que se adecue a los recursos 
del sistema (Dematteis y Governa, 2005). 


Cualquier consideración de la territorialidad como base para la con- 
formación de un Estado boliviano reestructurado está relacionada 
con el reconocimiento de la diversidad espacial y con las diferentes 
formas de apropiación sociocultural de estos espacios, pero también 
está relacionada con la dimensión de análisis integral en la perspecti- 
va de generar procesos sostenibles de desarrollo regional y nacional. 
Existen, por lo tanto, objetivos y prioridades generales en la medida 
en que la dimensión territorial esté adecuadamente vinculada a las 
dimensiones local y global. En el territorio del Estado y a diferente 
escala se producen conflictos de diversa índole, algunos de los cuales 
están directamente relacionados con escisiones sociales, clivajes, de 
larga data?. 


La territorialidad tiene un indudable carácter simbólico y cultural. Con- 
figura de alguna manera las condiciones en las que el poder se ejerce 
social y políticamente. La territorialidad está estrechamente ligada a la 
percepción social, cultural, económica y política del espacio; por lo 
tanto, es fundamental la valoración de la escala para comprender las 
diferencias en la dimensión territorial. La consideración de la escala 
es crucial para la reestructuración del Estado-Nación. 


La concepción actual de territorio en la ciencia política lo considera 
como una construcción social, resultado de un intento individual o gru- 
pal de afectar y regir a unas personas, fenómenos o relaciones, delimi- 
tando y controlando un área geográfica. El territorio es un instrumento 
político que se constituye como un elemento de la modernidad política. 
Para Weber, el Estado moderno-racional-legal está estrechamente aso- 
ciado al criterio de territorialidad, mientras los sistemas políticos dé- 
bilmente territorializados están considerados como poco desarrollados 
y patrimoniales. En esta perspectiva, el territorio ya no aparece como 
un conjunto natural cuyas fronteras se impondrían por sí mismas, de 
acuerdo a la hipótesis de las “fronteras naturales”; más bien constituye 
“un lugar construido” político y no un “lugar heredado”. 


Si lo anterior es aceptado, el asunto de la (re)constitución territorial 
del Estado es fundamentalmente de orden político, atañe a la forma 





2 Para una explicación de la relación entre clivaje y territorio, véase: Lipset, Seymour 
Martin y Stein Rokkan, “Cleavage structures, party systems, and voter alignments”, 


en The West European Party System (Mair, Peter)», pp. 91-111. 
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cómo el poder se va a ejercer y, por consiguiente, al modo de Estado, 
el funcionamiento de los órganos de gobierno y la generación de ins- 
titucionalidad pública. El espacio de referencia para la definición de 
la territorialidad estatal, donde confluyen distintos proyectos políticos, 
es la región. Para Mazurek (2006), más que un concepto, la región es 
un objeto de estudio y como tal es tratado en esta investigación. Este 
espacio regional corresponde a lo que se ha venido a denominar meso 
en la discusión de académicos y políticos interesados en el proceso de 
descentralización; en el caso boliviano, el nivel meso por antonomasia 
es el departamento. 


La organización del Estado en entidades territoriales descentralizadas 
y autónomas apunta a la coexistencia temporal de un modelo mixto 
de administración gubernamental e inaugura un período de debate 
nacional sobre los alcances del proceso de descentralización y la im- 
portancia que se conferirá a las regiones autónomas en la perspectiva 
de la consolidación de un proyecto estatal plurinacional. Las autono- 
mías regionales, en versión departamental o indígena, y el gobierno 
que se ejerza sobre ellas es un tema relativo a la concepción de la 
territorialidad estatal de crucial importancia. La discusión del tema 
regional, desde la complejidad de su concepción territorial, tiene, 
pues, interés nacional. 


En esta perspectiva, el concepto de escala reviste utilidad teórica y 
práctica para entender la dimensión política de la inminente reestruc- 
turación territorial político-administrativa del Estado. Se trata de un 
concepto relacional que cobra sentido cuando se lo considera como 
un elemento en el marco de dinámicas geográficas territoriales comple- 
jas. Por sí solo el concepto de escala es menos relevante que cuando 
se lo considera en contexto; esa dimensión del contexto remite a su 
construcción social y a atender los procesos a través de los cuales 
escalas determinadas se reconstituyen de manera relacional (Howitt, 
2000; Brenner, 2001). 


La escala geográfica está conceptualizada como socialmente construida 
y, por lo tanto, su construcción constituye un elemento componente 
de los procesos económicos, sociales y políticos de un Estado. La es- 
cala no es atemporal, no constituye una plataforma predefinida donde 
tienen lugar las relaciones sociales sino más bien son estructuras cuyos 
productos en reconfiguración y transformación continua, son expre- 
sión geográfica —territorial— de la acción social colectiva. 


Pero, también, la escala geográfica remite a su potencial capacidad 
para circunscribir y jerarquizar las relaciones sociales dentro de 
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configuraciones territoriales relativamente fijas y temporalmente 
estables, lo que a su vez es fundamental para que el Estado cumpla su 
rol como fuente de poder y control sobre el espacio social y, por tanto, 
involucrado en la dinámica de las luchas sociopolíticas. 


En la discusión científica actual sobre la escala destacan diversas 
tendencias para su tratamiento metodológico. Para el asunto que nos 
ocupa, tienen importancia referencial las siguientes dimensiones: 1) 
como aspecto fundamental para entender diversas estrategias de trans- 
formación social y política; ii) como recurso metafórico en las luchas 
ideológicas discursivas por el control hegemónico sobre el espacio 
social y político; y iii) como concepto central para el análisis de la 
construcción política de la escala. 


Se postula, desde la teoría, que el dominio de la escala es “el poder 
que pueden ejercitar algunas organizaciones a cierta escala espacial 
sobre otras organizaciones en otra escala mayor o menor”. Una o 
más escalas pueden obtener un especial significado sociopolítico 
porque tienen un rol dominante, a escala, en la división del trabajo 
y en el logro económico. Escalas nodales, como la nación, pueden 
no ser dominantes, pero sirven como el lugar primario para distribuir 
determinadas funciones o actividades en una matriz espacio-temporal 
dada. Escalas subalternas son marginales o periféricas, pero pueden 
tornarse lugares de resistencia (Collinge, 1998). 


Cualquier reconfiguración territorial constituye, en sentido estricto, 
un reescalamiento del territorio con fines de reestructuración de la 
organización político-administrativa del Estado. Así, la reciente pro- 
puesta territorial boliviana se basa en la definición de un Estado, de 
acuerdo al texto de la propuesta de una nueva Constitución Política 
del Estado, “Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario” 
organizado territorialmente en departamentos, provincias, municipios 
y territorios indígena originario campesinos; y además, en regiones 
que formarán parte de la organización territorial, por voluntad de- 
mocrática de sus habitantes”, Además, esta propuesta establece un 
“espacio estratégico de especial protección para el desarrollo integral 
del país” comprendido por “la totalidad del departamento de Pando, 
la provincia Iturralde del departamento de La Paz y las provincias Vaca 
Diez y Ballivián del departamento del Beni” denominado Amazonia 





3 De acuerdo a la Tercera Parte, Estructura y Organización Territorial del Estado; 
Título I, Organización Territorial del Estado; Capítulo Primero, Disposiciones Ge- 


nerales; Artículo 269 (1, Il y ID. 
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boliviana. En este espacio estratégico, el “Estado en coordinación con 
las autoridades indígena originario campesinas y los habitantes de la 
Amazonia, creará un organismo especial, descentralizado, con sede 
en la Amazonia, para promover actividades propias de la región”, que 
será regulado por ley. 


1.1. Estrategia de la investigación 


Los espacios regionales que pueden corresponder a escalas subalternas 
pero muy influyentes a nivel nacional, debido a su dinámica económi- 
ca y social, son diversos. Sin embargo, se ha focalizado el análisis en 
la escala departamental, particularmente en los departamentos de La 
Paz, Cochabamba y Santa Cruz, y en la regional que puede superar el 
límite departamental, en la Amazonia y el Chaco. El análisis regional 
centra su atención en la dimensión cuantitativa de estos espacios, pero 
la dimensión del proyecto político que impulsan diversos actores, los 
aspectos subjetivos de orden histórico y cultural que confluyen en la 
construcción de la identidad regional son particularmente considerados 
desde una dimensión cualitativa. 


El enfoque metodológico empleado consistió en establecer si existen 
diferencias estadísticamente significativas en cada una de las variables 
en el espacio regional correspondiente y promedio nacional; para ello 
se emplearon tanto modelos estadísticos bivariados como modelos 
estadísticos multivariados. Posteriormente, se observó la existencia de 
diferencias relevantes en cada región, tratando de identificar posibles 
clivajes urbano/rurales, étnicos, de clase, de género o generacionales. 
Fueron tomadas en cuenta las características siguientes: Producto Inter- 
no Bruto (PIB) per cápita, contribución regional al PIB nacional, nivel 
de inversión y ejecución, variaciones regionales en el PIB per cápita, 
índice de desarrollo humano, idioma materno y homogeneidad lingúís- 
tica, apoyo al sistema institucional democrático, conflictos y disposición 
a favorecer el autoritarismo. La base de datos incorporó información 
del Instituto Nacional de Estadística (INE), Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD), LAPOP y CERES-Ciudadanía. 


Metodológicamente, el análisis y la descripción considera el agregado 
correspondiente a los niveles territoriales de cada región; en otras 





í El Capítulo Octavo de la propuesta de nueva Constitución Política del Estado en 


sus artículos 390 al 392 contiene las determinaciones constitucionales sobre la 
Amazonía boliviana. 
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palabras, los valores que se presentan para cada una de las variables 
en discusión son un dato agregado que representa al promedio de 
las unidades más pequeñas que la conforman, ponderado de acuerdo 
a su importancia poblacional. En algunos casos, como en los datos 
producidos por el INE o el PNUD, la unidad mínima es el municipio; 
en otros, como en los datos de LAPOP, la unidad mínima es el indivi- 
duo. Trabajar con datos agregados permite establecer generalizaciones 
sobre las unidades de análisis territoriales, pero también implica dejar 
de contemplar las diferencias que existen dentro de estas unidades 
(lo que puede resultar en un problema en el tratamiento de los datos 
conocido como la falacia ecológica (King, 1997; Seligson, 2002); en 
lo posible, en este informe se presentan los datos agregados con otra 
información que da cuenta de la varianza existente alrededor de ese 
promedio. Sin embargo, el lector debería considerar la información 
agregada como un dato que simplifica una realidad con variaciones 
importantes. 


2. CONDICIONES BÁSICAS DE LA TERRITORIALIDAD 
ESTATAL 


2.1. El debate reciente sobre la territorialidad estatal 


El abordaje del complejo temático sobre descentralización, autonomía 
y estructura del Estado en Bolivia ha sido objeto de estudios que han 
centrado su atención y análisis en la perspectiva de las diferentes 
formas en las que el Estado se reestructurará y reorganizará política 
y administrativamente, es decir territorialmente, para llevar adelante 
los desafíos que las autonomías representan en el proceso de cambio 
político. 


Desde los años noventa se ha avanzado significativamente en el análi- 
sis de las diferentes formas de organización y administración territorial 
del Estado boliviano; así, la amplia reforma territorial boliviana que 
creó los municipios como parte de la estructura político administrativa 
en unidades territoriales de Sección de Provincia ha sido estudiada 
en sus variadas temáticas y desde muy diversos enfoques?. En los 





u 


Para un balance de los aportes más importantes de tan vasta producción sobre la 
municipalización y la participación popular en Bolivia, véase: FES-ILDIS, La des- 
centralización que se viene. Propuestas para la (reJconstitución del nivel estatal 
intermedio. pp. 33-54. La Paz. 
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años 2000 se han realizado estudios que presentan un balance de 
esta reforma estatal municipal sobre diversos aspectos, entre ellos el 
territorial (FES-ILDIS/USAID/PLURAL, 2004). Los aportes abarcan un 
amplio espectro de temas en una tónica evaluativa que resalta logros 
y desafíos de la descentralización y la gestión pública relacionados al 
territorio, entre ellos: i) la importancia del ordenamiento territorial; 11) 
la problemática de los municipios con poca población y mucha pobre- 
za; 111) los desafíos que presentan para la gestión pública los espacios 
urbanos en expansión; iv) las disputas limítrofes entre municipios; y 
v) la problemática de las mancomunidades de municipios y de los 
distritos municipales. La comprensión territorial inherente a la dinámica 
de la descentralización municipal no ha sido tratada con la precisión 
teórica y metodológica necesaria y se ha circunscrito a la considera- 
ción del ámbito espacial que representa para la comprensión de otros 
aspectos más bien sociales, económicos, culturales, políticos, etc. 


El proceso de descentralización y su relación con el orden político 
administrativo territorial ha sido objeto de análisis en el ámbito del 
denominado nivel meso, correspondiente a los departamentos. La dis- 
cusión académica y los aportes para entender la problemática territorial 
del nivel intermedio se ha centrado en los siguientes aspectos (FES- 
ILDIS/PLURAL, 2003): i) las maneras posibles de articulación territorial 
y funcional del meso y los modelos posibles de Estado; ii) la necesidad 
del establecimiento de autonomías regionales con rasgos comunes 
lingúísticos y culturales; iii) las atribuciones y competencias de una 
gestión departamental descentralizada con y sin cualidad gubernativa; 
iv) el rol del ámbito departamental para alcanzar metas de desarrollo, 
mejorar las condiciones de vida de la gente y fortalecer la democracia; 
y v) la dimensión institucional de la descentralización departamental 
en interacción con los otros niveles de administración del Estado. 


Entre los estudios de mayor relevancia teórica y precisión conceptual 
y metodológica sobre los rasgos institucionales y las diversas modali- 
dades de la descentralización en Bolivia están los de Barrios”. El rasgo 
fundamental de sus contribuciones consiste en el detalle de análisis 
de los distintos campos relacionados al funcionamiento del aparato 





De particular relevancia para nuestra propuesta son los siguientes textos: “La 
cuestión regional”, en Procesos de desconcentración en Bolivia: Teoría y práctica. 
Desconcentración. La Paz; La descentralización en la Constitución boliviana. Diag- 
nóstico crítico. La Paz; y, “Entre lo federal y lo unitario”; en La descentralización 
que se viene. Propuestas para la (re)constitución del nivel estatal intermedio. pp. 
33-54. La Paz. 
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estatal, desde la consideración del propósito final del Estado, bajo la 
interrelación de aspectos jurídicos, políticos, territoriales, institucionales, 
de gestión y administrativos. Bajo esta perspectiva, el estudio de los 
procesos de descentralización, desconcentración, autonomía y gobier- 
no y administración pública constituye un cuerpo de reflexión teórica 
sobre la actual forma de funcionamiento del Estado de indispensable 
referencia. 


Con relación a las consideraciones del orden territorial estatal, el 
tratamiento de lo territorial es relevante en sus investigaciones, parti- 
cularmente porque constituye un elemento central para el diseño de 
la estructura estatal. Tres tesis son destacables en la consideración de 
lo territorial: 1) el ciclo del ordenamiento territorial contemporáneo de 
Bolivia se resuelve en 1994 por vía municipal, pese a la orientación 
departamental que tuvo en sus inicios en 1972; ii) el papel crucial 
del “meso” en la determinación del modo de Estado y su configura- 
ción territorial; y, iii) Bolivia tiene una dimensión territorial regional 
evidente que debe resolverse desde algún tipo de diseño estatal que 
supere el dilema entre ideología y técnica. En su consideración sobre 
el concepto de región, Barrios integra una reflexión teórica acerca de 
los conceptos de espacio y escala; este último particularmente impor- 
tante en nuestro planteamiento metodológico de tratamiento de la 
territorialidad espacial y la región. 


La vinculación entre Estado y territorio radica en que la organización 
espacial de la administración estatal tiene lugar dentro de un territorio 
en el cual desarrolla funciones que se traducen en concreción de sus 
poderes. Territorio y Estado son fundamento del atributo de sobera- 
nía. Desde esta premisa teórica, el equipo de investigadores del IDH 
explica el proceso de territorialización estatal en Bolivia (PNUD, 2007). 
La tesis más relevante sobre este proceso es la afirmación de que la 
construcción del Estado nacional, central, tuvo lugar simultáneamente 
a la construcción de las regiones, como fundamento espacial para 
el control geográfico, el ejercicio de la autoridad y la provisión de 
servicios del Estado. El desafío actual, en términos de territorialidad 
e institucionalidad estatales consiste en reconocer el pluralismo y la 
diversidad de Bolivia y avanzar en la construcción de un Estado que 
incluya tres principios que corresponden a su complejidad económica, 
social, cultural y política: 1) la construcción de espacios de autodetermi- 
nación indígena para abatir la percepción de un Estado monocultural 
y excluyente; ii) la configuración de autonomías departamentales para 
abatir la percepción de un Estado centralista y marginador, y, iii) la 
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ampliación de la democracia bajo patrones que relacionen represen- 
tación, deliberación y participación. 

En la perspectiva de las autonomías, el centro del debate en el pro- 
ceso constituyente estuvo ocupado por posiciones que favorecían a 
las departamentales y a las indígenas. El abordaje de estos debates ha 
sido con frecuencia uno de carácter teórico, político que ha tratado el 
tema territorial como soporte espacial en el cual se proyecta la visión 
correspondiente de autonomía: una de tradición liberal modernizante 
que favorece un Estado de Derecho y otra de raigambre comunitarista 
que propugna un Estado Plurinacional. La comprensión de territorio 
para ambas visiones es una relativa al orden territorial del Estado que 
contiene un tipo de estructura político administrativa con diverso 
contenido y tratamiento de la autonomía y la jerarquía territoriales. 
Vigencia de gobiernos autónomos departamentales dentro un Estado 
Unitario y vigencia de autogobierno en entidades territoriales indígenas 
en el marco de un Estado Unitario Plurinacional son las versiones que 
permitirán la construcción de la nueva institucionalidad estatal territo- 
rial. Qué consecuencias en el sistema de conjunto tendrá la vigencia 
de estas autonomías territoriales para el Estado boliviano; qué tipo 
de condiciones económicas, sociales, culturales y políticas básicas se 
comprueban en estos ámbitos territoriales que afectan a las relaciones 
de poder y a las relaciones territorializadas entre Estado y sociedad, 
son algunas preguntas centrales que habrá que indagar. 


El avance del proceso de descentralización municipal y la constatación 
de los problemas surgidos de un sistema de gestión pública que pre- 
senta problemas de tratamiento espacial en el ámbito departamental, 
mostraron las limitaciones de un diseño estatal de descentralización 
restringida que supeditaba estrictamente la gestión de las políticas 
públicas en el meso a las decisiones del gobierno nacional. Paralela- 
mente, las demandas regionales para profundizar la descentralización 
derivaron en los pedidos de autonomía departamental, cuyos principa- 
les actores lograron conformar un bloque territorial institucionalizado 
que impulse el establecimiento de autonomías departamentales y, las 
demandas de los pueblos indígenas, desde la Marcha por la Dignidad 
y el Territorio de 1990, por el reconocimiento de los territorios donde 
habitan como expresión de sus reivindicaciones políticas y la emer- 
gencia de la identidad indígena. 


Desde una perspectiva territorial, de escala, las demandas regionales 
e indígenas se articulan a una memoria histórica diversa, de horizonte 
temporal diferenciado, pero que movilizan activamente a grupos de 
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población en la disputa territorial. Esta perspectiva de apropiación 
territorial, de generación discursiva de una historia que explica las 
demandas actuales, se expresa en la forma de estructuración auto- 
nómica de Estado boliviano en su conjunto. La dimensión territorial 
de la autonomía y sus rasgos competenciales, institucionales, admi- 
nistrativos y políticos ha sido un aspecto de especial relevancia en la 
Asamblea Constituyente. Más allá de la consideración de que la deli- 
beración constituyente se haya planteado en términos de oposición 
entre autonomías indígenas y departamentales, bajo posicionamientos 
políticos de disputa sobre la visión de país, este tema tiene relevancia 
especial para comprender la lucha por la hegemonía territorial vigente 
en Bolivia. 


2.2. Propuesta de actores sociales y políticos 
para el ordenamiento territorial estatal 


¿Cuáles fueron los planteamientos que se expusieron y debatieron 
en el proceso constituyente desde organizaciones políticas y sociales 
acerca de la territorialidad estatal? La revisión de los aspectos centrales 
sobre los diversos niveles político-administrativos, sobre la autonomía, 
las competencias y la coordinación de los niveles, permite establecer el 
origen de varios de los artículos contenidos en la propuesta de NCPE 
vinculadas a esta temática. 


El ordenamiento territorial estatal con sus correspondientes niveles 
político-administrativos fue un tema importante de las diversas pro- 
puestas de actores sociales y políticos durante el reciente periodo 
constituyente. La mayoría de éstas coincidieron en reconocer tres: 
nacional, intermedio y local. Las diferencias fueron establecidas en 
la cualidad gubernativa o no del nivel intermedio y en el tratamiento 
de las competencias de cada nivel. El tema de la autonomía indígena 
también fue controversial, donde las propuestas se diferenciaron entre 
aquellas que proponían una autonomía indígena superpuesta a los 
niveles existentes y las que consideraban como únicas autonomías 
posibles a la municipal y la departamental. 


Los modelos de organización del Estado que fueron propuestos eran 
tres: el Estado triterritorial, el Estado autonómico y el modelo actual 
de Estado unitario descentralizado. Las relaciones entre los niveles 
privilegiaron en la mayoría de los casos la dimensión y la escala de- 
partamental en las propuestas autonomistas. 
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La propuesta de PODEMOS mantenía la actual división en nueve 
departamentos bajo una división política que reconocía la existencia 
de municipios y departamentos autónomos. Los pueblos indígenas y 
corregimientos también podían ser autónomos, de acuerdo a lo que 
determine el estatuto autonómico de cada departamento. Los nive- 
les de gobierno serían cuatro: nacional, departamental, municipal y 
autonomías subdepartamentales. En la propuesta de PODEMOS no 
quedaba claro el tratamiento al reconocimiento de territorios indígenas 
que exceden los límites de un departamento. 


La autonomía indígena quedaba en este caso supeditada a lo que 
podría establecer el estatuto autonómico departamental. Sin embargo, 
otras propuestas planteaban la existencia de autonomías indígenas sin 
importar si el departamento correspondiente ingresó o no al régimen 
de autonomías. ADN rechazaba la posibilidad de autonomías indígenas 
y planteaba reconocer solamente la autonomía en los municipios y 
en los departamentos. Unidad Nacional entendía la autonomía como 
la capacidad de gestión de diversas entidades públicas, territoriales o 
no, supeditada a ciertas condiciones; así reconocía autonomía a los 
departamentos, las universidades estatales, los territorios indígenas y 
los municipios con población mayor a cinco mil habitantes. 


La estructura del Estado para el MAS incluía posibilidades de auto- 
nomía en varios niveles. En su propuesta hacía referencia a “formas 
autonómicas de gobierno municipal indígena-originario, regional y 
departamental, cuya entrada en vigencia, funcionamiento y desarrollo, 
serán establecidos en el texto constitucional a partir de los principios 
de unidad, indivisibilidad, integridad y soberanía nacionales”. Para 
el MAS, la definición más importante no se refería a la escala o a las 
características territoriales sino a las competencias. Las relaciones entre 
los niveles deberían regirse por los principios de democratización de 
lo público, eficiencia e igualdad entre culturas y pueblos. 


Según PODEMOS, debería haber complementariedad y subsidiariedad; 
el nivel central debería tener atribuciones básicamente normativas 
(no ejecutivas, salvo en sus prerrogativas). De acuerdo con Unidad 
Nacional, los principios de relación entre los niveles deberían ser, al 
lado de la subsidiariedad, simplicidad y eficiencia. Según Concertación 
Nacional, debería superarse el marcado centralismo por medio de la 
delegación de poderes, dejando claramente en el nivel central las atri- 
buciones indispensables para mantener la unidad del país. Para UCS, el 
gobierno nacional tendría la potestad de elaborar una “ley marco” para 
encuadrar las leyes emitidas en las autonomías departamentales. 
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La variación más destacada de las propuestas en el orden territorial del 
Estado fue la consideración de los territorios indígenas. El conjunto 
de propuestas no consideraron cambios fundamentales en la división 
político administrativa del Estado sino en las atribuciones y compe- 
tencias de cada nivel. 


Las propuestas varían y afectan la forma o modo de Estado. Respecto 
a las unidades político administrativas se propusieron varias escalas: 
micro —municipios—, escalas meso —regiones o departamentos—, y 
macro —país—. Algunas propuestas agregaban los territorios indíge- 
nas. Los cambios sugeridos correspondían a la gestión de cada escala, 
en las atribuciones que tendrían las autoridades. Las autonomías depar- 
tamental e indígena y la propuesta de los Suyos de CONAMAQ eran 
las que introducían mayores modificaciones. Las divergencias fueron 
más claras en este punto, ya que unos proponían la reconfiguración 
completa de la organización territorial nacional y otros defendían los 
niveles existentes. 


En síntesis, en relación con los modelos de división política que incor- 
poraron el tema de las autonomías, la precisión de las propuestas fue 
algo secundario que al parecer quiso evitarse, excepción hecha de la 
propuesta de Estado triterritorial (MBL), tomada de la exposición aca- 
démica de Barrios. Así por ejemplo, se planteaba un “nuevo modelo” 
(Cumbre Social por la Asamblea Constituyente), modelos mixtos que 
combinen la actual división con autodeterminación indígena (Cumbre 
Social por la Asamblea Constituyente), municipios urbanos junto a terri- 
torios rurales con autonomía indígena (APG), un “modelo autonómico” 
(PODEMOS) y “formas autonómicas de gobierno municipal, indígena 
y originario, regional y departamental” (MAS); mientras la articulación 
entre niveles fue propuesta en términos de subsidiariedad (ADN, CN, 
PODEMOS, UCS), complementariedad (PODEMOS), equipotencia 
(MBL, Pacto de Unidad), preeminencia de lo nacional (MAS), preemi- 
nencia de lo departamental (Consejo preautonómico de Santa Cruz). 


2.3. La actual división político administrativa del Estado 
boliviano y la propuesta de Nueva Constitución Política 
del Estado 


La comparación entre los esquemas de división territorial de la ac- 
tual CPE y la propuesta NCPE es útil para comprender el argumento 
relacionado a la política de la escala en la reconfiguración de la te- 
rritorialidad estatal. 
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Para la CPE vigente, la división territorial del Estado considera cuatro 
niveles que tienen un ordenamiento espacial con una escala que in- 
troduce un nivel dentro del otro y una relación jerárquica claramente 
determinada de subordinación respecto al nivel inmediatamente supe- 
rior (Gráfico 1). La autonomía es una cualidad gubernativa reconocida 
en el ámbito municipal que corresponde a la Sección de Provincia. 
La Provincia a su vez, de menor dimensión al Departamento, está 
supeditada en términos político administrativos y de gestión a éste. El 
cantón tiene relación funcional con la Sección de Provincia y, en tér- 
minos de gestión queda articulada bajo la responsabilidad de agentes 
municipales dependientes del Gobierno Municipal correspondiente. En 
este esquema territorial, la jerarquía territorial está claramente definida. 
La mancomunidad de municipios es una alternativa, estrictamente 
circunscrita a resolver asuntos de gestión municipal compartida, que 
carece de rango constitucional. 


Gráfico 1. División territorial-Constitución Política del Estado 
(1967-2004) 
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La Tercera Parte de la Propuesta de Nueva Constitución Política del 
Estado establece la estructura y organización territorial del Estado. 
Reconoce cuatro espacios básicos y uno adicional que puede ser o 
no autónomo (Gráfico 2). Departamento, Provincia, Municipio y Te- 
rritorio Indígena Originario Campesino (IOC) son los espacios reco- 
nocidos en la división territorial, de los cuales a tres se les reconoce 
la conformación de estructuras autónomas de gobierno, puesto que 
las provincias no tienen esa posibilidad. El espacio adicional es la 
Región que se construye desde los municipios o las provincias como 
un espacio de gestión y planificación, pero que tiene la posibilidad de 
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conformar un espacio territorial autónomo con órganos de gobierno 
semejantes al Departamento y Municipio pero donde la Asamblea no 
tiene la facultad legislativa que tienen las otras dos. ¿De qué manera 
se prevé la conformación de los territorios IOC? Desde las Tierras 
Comunitarias de Origen (TICO) y desde los municipios y regiones. El 
límite territorial estatal para estas configuraciones territoriales diversas 
es el Departamento. 


Gráfico 2. División territorial - Nueva Constitución Política del Estado 
(2008) 
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3. REGIÓN Y RECONFIGURACIÓN TERRITORIAL DEL 
ESTADO 


3.1. Las condiciones de la escala territorial regional 


¿Cuál es la situación actual y las proyecciones de cada región? ¿De qué 
manera se diferencian los factores étnico culturales, la dinámica so- 
cioeconómica, la cultura política, y la institucionalidad de las regiones 
en sus distintos niveles frente a los valores nacionales? En cada una de 
estas dimensiones se analizaron variables relevantes para determinar 
características y particularidades de los espacios regionales”. 





Es claro que la selección de unas pocas variables en cada dimensión simplifica 
realidades que son en verdad, complejas; sin embargo, ésta es una consecuencia 
inevitable de la decisión metodológica de dar a las regiones una mirada amplia y 
con distintas perspectivas. 
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Identidad étnica cultural 


La autoidentificación étnica como indígena es diversa en el espacio 
departamental y comparativamente menor en los espacios regionales. 
Cuando se considera el lenguaje hablado mayoritariamente como 
factor que refuerza la identidad étnica cultural, se observa que en el 
espacio departamental el uso del castellano es mayoritario, aunque el 
bilingúismo castellano-idioma nativo en Cochabamba y La Paz es pro- 
porcionalmente mayor; con relación a las regiones, el monolingúismo 
es preponderante, particularmente en la Amazonia. 


Aspectos socioeconómicos 


La consideración de los aspectos económicos del desarrollo regional, 
en su expresión departamental, permite asegurar que la dinámica 
departamental constituye un factor determinante para el desarrollo 
económico de Bolivia. Los datos analizados en términos de generación 
y evolución del PIB departamental y la contribución de la dinámica 
económica departamental al conjunto del país muestran los departa- 
mentos en el eje occidente-oriente como los que determinan la tónica 
del conjunto de la economía nacional. Estos datos muestran a su vez, 
aunque de manera implícita, las grandes desigualdades en términos 
de desempeño económico en el conjunto de los 9 departamentos. 


En todas las ramas de la actividad económica, excepción hecha del 
rubro “Extracción de Minas y Canteras” que incluye la producción 
hidrocarburífera, la participación de estos departamentos se ubica 
más allá del 60% y alcanza, en algunos casos, el 80% de la actividad 
económica sectorial del conjunto del país para el periodo 1995-2004. 
Pero además, la tasa de crecimiento promedio anual por actividad 
económica ha sido en los tres departamentos positiva para el periodo 
de referencia; mayor al 2% para todos los rubros, llega hasta el 20% en 
algunos. La Paz tiene en la administración pública y los servicios finan- 
cieros y afines los sectores más dinámicos; manufacturas y transporte 
en Cochabamba; y, agropecuaria y manufacturas en Santa Cruz. 


La información utilizada por el PNUD para la elaboración del Índice de 
Desarrollo Humano de Bolivia del año 2007* complementa la mirada 
sobre la dinámica socioeconómica. Las variables que se consideraron 





$ — Información que corresponde al año 2005 (PNUD, 2007). 
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son los promedios ponderados del IDH, como medida que combina 
condiciones sociales y económicas, y del índice de ingresos calculado 
para cada municipio. 


Los promedios regionales para los índices de desarrollo humano y de 
ingresos no presentan diferencias considerables entre ellas ni respecto 
al valor calculado para el país (Gráfico 3). Santa Cruz es el departa- 
mento con los valores más altos para los dos indicadores, mientras 
que los promedios para Cochabamba y La Paz no son muy distintos 
entre ellos. Donde sí hay diferencias muy claras es cuando se calcu- 
lan los promedios para las áreas rurales de cada departamento y se 
los compara con los promedios para las áreas metropolitanas de las 
tres ciudades más importantes del país. Santa Cruz aparece como el 
departamento más homogéneo (el departamento donde las diferencias 
entre áreas urbanas y rurales son las más pequeñas); las diferencias 
entre el área metropolitana de La Paz y el resto del departamento son 
grandes (14 puntos en el IDH y 17 en el índice de ingresos). 


Gráfico 3. Promedios en los índices de ingresos y de desarrollo 
humano (2007) 
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Fuente: PNUD, 2007. 


Cochabamba merece atención especial por las notables diferencias 
entre los promedios calculados para el área metropolitana de la ciu- 
dad de Cochabamba y el que resulta para el resto del departamento. 
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Las diferencias en el IDH promedio son de 19 puntos, mientras que 
las diferencias en el valor del índice de ingresos llegan a 29 puntos. 
Cochabamba aparece entonces como el departamento más desigual si 
comparamos el área metropolitana con el resto de municipios. Vale la 
pena recordar que la ciudad capital del departamento es el municipio 
con valor de IDH más alto en todo el país, mientras que algunos de 
los municipios con valores más bajos en toda Bolivia están en Cocha- 
bamba (los casos de Arque y Bolívar). 


Cultura política 


Con relación al tema de cultura política, los indicadores relevantes son: 
la legitimidad política de las instituciones estatales; el apoyo a los de- 
rechos de oposición y participación; y el apoyo a la idea de un estado 
que juegue un papel central en la economía, medido por el índice de 
estatismo. Estas variables miden valores relativamente constantes, los 
cuales no dependen tan fuertemente de sucesos coyunturales, sino 
que caracterizan las bases estables de la cultura política. Los datos de 
cultura política provienen de las encuestas elaboradas por el Proyecto 
de Opinión Pública de América Latina (LAPOP) de la Universidad de 
Vanderbilt; la última encuesta se realizó durante los meses de febrero 
y marzo del año 2008 (Moreno el al., 2008). 


La legitimidad política de las instituciones mide el nivel de confianza 
que los ciudadanos confieren a las instituciones claves del sistema 
político. Los derechos de oposición y participación dan cuenta de la 
tolerancia política en la relación entre ciudadanos. El índice de esta- 
tismo mide el grado de acuerdo que tienen las personas con relación 
a favorecer un papel central del Estado en la economía; los factores 
considerados en el índice son el papel del Estado con relación a la 
propiedad de empresas más importantes, al bienestar de la gente, a 
la creación de empleos y a la reducción de la desigualdad. 


La legitimidad de las instituciones no presenta diferencias importantes 
en los promedios de los tres departamentos considerados cuando se 
los compara con el promedio nacional. Sin embargo, el análisis esta- 
dístico multivariado sugiere que la legitimidad es ligeramente más alta 
en Santa Cruz que en el resto del país una vez que se controla por 
otros factores como la aprobación del trabajo del Presidente, la edad, el 
nivel educativo, la identificación como indígena, el género y el área de 
residencia. La legitimidad de las instituciones es significativamente más 
alta en la región de la Amazonía que en el resto del país; diferencia 
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que se mantiene luego de que se introducen controles estadísticos en 
el análisis. El Chaco, en cambio, es indistinto del promedio del país. 


El apoyo al derecho de participación es significativamente más alto 
en el departamento de Santa Cruz que en el resto del país, pero no 
sucede lo mismo con relación al apoyo a los derechos de oposición, 
que son indistintos a los del resto del país. En el caso de La Paz, en 
cambio, el promedio es menor al nacional. Cochabamba no muestra 
diferencias relevantes con el resto del país. 


La tolerancia política, medida por la aprobación de los derechos de 
participación y oposición, es más alta en la región de la Amazonía que 
en el resto del país; las diferencias se mantienen presentes cuando se 
incorporan los controles estadísticos antes mencionados. El Chaco no 
presenta diferencias con el resto del país. 


El promedio del índice de estatismo es ligeramente más bajo en Santa 
Cruz que en el resto del país. En La Paz no hay diferencias signifi- 
cativas, mientras que en Cochabamba se apoya la idea de un Estado 
central que influye en la economía, ligeramente más que en el resto 
del país. El promedio en el índice de estatismo es indistinto en la 
Amazonía que en el resto del país; donde sí se muestran diferencias 
relevantes es en la comparación de la región del Chaco, donde el 
promedio es mucho más bajo que en el resto del país. 


Condiciones para la gobernabilidad 


¿Existen condiciones de gobernabilidad claramente distintas entre 
las regiones contempladas en este estudio? Las variables empleadas 
para responder a esta pregunta tienen que ver con tres factores: per- 
cepciones de los ciudadanos, niveles de conflictividad y condiciones 
institucionales para la gestión. 


Las percepciones de los ciudadanos que se consideran relevantes para 
promover gobernanza son el grado de confianza en las instituciones 
responsables de la gestión: el Gobierno Nacional y la Prefectura del 
Departamento. En un escenario político altamente polarizado en torno 
a la oposición entre prefecturas departamentales y gobierno nacional, 
los niveles de confianza de estas dos instituciones marcan las condi- 
ciones de la gobernanza desde la opinión pública. 


Los niveles de conflictividad tienen que ver con las prácticas políticas 
de la ciudadanía, y son medidos por el porcentaje de personas que 
participa de actividades conflictivas a favor y en contra del gobierno, 
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y por el número de conflictos que se registran anualmente (Laserna 
y Villarroel, 2008). 


Las condiciones institucionales para generar gobernanza tienen que 
ver con el nivel de institucionalidad logrado en el nivel regional, ob- 
servando la consolidación de las capacidades institucionales para el 
ejercicio de la gestión pública. 

La confianza en el gobierno nacional es menor en el departamento 
de Santa Cruz que en el promedio del resto del país; al contrario, el 
promedio para los departamentos de La Paz y Cochabamba es más 
alto que el promedio nacional de confianza en el gobierno (Gráfico 4). 
Estas diferencias son estadísticamente significativas y robustas luego de 
la inclusión de las variables de control (edad, nivel educativo, rique- 
za, aprobación del trabajo del Presidente, género, área de residencia, 
autoidentificación como indígena). 


Gráfico 4. Confianza promedio en el gobierno nacional por departa- 
mento (2008) 
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Fuente: Barómetro de las Américas por LAPOP. 


En los departamentos de Santa Cruz y La Paz no hay diferencias entre 
áreas urbanas y rurales, entre indígenas y no indígenas, entre hombres 
y mujeres, y entre personas con mejores condiciones socioeconómicas 
con relación a la confianza en el gobierno nacional. Al contrario, en 
Cochabamba las percepciones con relación a la confianza que merece 
el gobierno nacional están fuertemente divididas según diferencias en el 
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nivel de riqueza (las personas con más bienes de capital disponibles en 
el hogar tienden a confiar menos en el gobierno) y nivel educativo (las 
personas más educadas confían menos en el gobierno). Sin embargo, 
diferencias relativas al área de residencia no tienen ningún efecto en 
el nivel promedio de confianza en el gobierno. 


La confianza en el gobierno nacional de los habitantes de la región 
del Chaco es significativamente más baja que el promedio nacional, 
mientras que en la Amazonía el promedio es estadísticamente indis- 
tinto del nacional. 


Vivir en el departamento de Santa Cruz incrementa la confianza ciu- 
dadana promedio en la prefectura departamental en casi 18 puntos 
en la escala del 1 al 100 frente a promedio nacional. La confianza 
promedio de un habitante de La Paz en la prefectura (a cargo en- 
tonces de José Luis Paredes) no era distinta a la confianza promedio 
de los bolivianos en sus prefecturas. En cambio, en Cochabamba, 
la confianza en la prefectura departamental era, en febrero de 2008, 
significativamente más baja que en el resto del país. La confianza en 
la prefectura departamental es significativamente más alta en la región 
de la Amazonía que en el resto del país, mientras que el Chaco no 
presenta diferencias relevantes. 


Los niveles de conflictividad registrados muestran patrones distintos 
para cada uno de los departamentos considerados aquí. El departa- 
mento de La Paz muestra una reducción importante en el número de 
conflictos nuevos desde el año 2005. En Cochabamba y Santa Cruz, 
también se muestra una reducción en el número de conflictos regis- 
trados cada año, pero esta reducción es pequeña en ambos casos. 


Cuando se diferencia los conflictos entre áreas urbanas y rurales, las 
tendencias son similares en La Paz y Cochabamba; tanto en el campo 
como en la ciudad principal de los dos departamentos los conflictos 
bajan en cantidad desde el 2005 luego de haberse incrementado sis- 
temáticamente desde el año 2000 (Gráfico 5). En el departamento de 
Santa Cruz, en cambio, se ve una tendencia distinta entre las áreas 
urbanas, donde el número de conflictos anuales se incrementa desde el 
año 2005, y las áreas rurales, donde la tendencia es a la reducción. 
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Gráfico 5. Número de conflictos nuevos por año (1991-2007) 
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Fuente: Base de datos de conflictos de CERES. 


3.2. Importancia del departamento en el desarrollo 
nacional 


La evolución del desempeño económico y social de los departamentos 
en Bolivia permite observar las potencialidades y limitaciones del meso 
en la perspectiva de su conveniencia, en términos de territorialidad 
estatal, para contribuir al desarrollo nacional (Cuadro 1). La compara- 
ción del aporte departamental al PIB nacional y la observación de la 
evolución del PIB/per cápita departamental con relación al nacional 
son elementos que contribuyen a valorar la importancia de la defini- 
ción de escala para el establecimiento de políticas e instrumentos que 
mejoren la gestión pública. 


Los departamentos que, en el periodo 1997-2006, han contribuido 
comparativamente en mayor medida al PIB, son Tarija, Santa Cruz, 
Pando y Beni, donde vive alrededor del 35% de la población boliviana 
(Cuadro 2). El PIB/Hab. ha tenido una evolución comparativamen- 
te mayor a la nacional en tres de estos departamentos y en Oruro. 
Cochabamba, La Paz, Chuquisaca y Potosí han reducido su aporte al 
PIB y el monto del PIB/Hab. departamental es inferior al promedio 
nacional para el mismo periodo. 
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Cuadro 1. Desempeño económico de los departamentos 
Bolivia (1997-2006) 





PIB/Hab. 06-97 





Diferencia 
departamental 
06-97 < 
al nacional 


Diferencia 
departamental 
06-97 > 
al nacional 





PIB 2006-1997 





Diferencia de 
participación 
departamental 
al PIB 06-97 > 0 


Beni (4,3)* 


Tarija (4,9) 
Santa Cruz (25,9) 
Pando (0,7) 








Diferencia de 
participación 
departamental 
al PIB 06-97 < 0 





Cochabamba (17,8) 
La Paz (27,6) 
Chuquisaca (6,3) 
Potosí (7,9) 





Oruro (4,5) 








Fuente: Elaboración propia en base a datos del INE. 


(): Las cifras entre paréntesis representan los porcentajes de la población departa- 
mental respecto del total nacional 2007. 
PIB nacional = 100. 


PIB nacional por habitante = 100. 


Cuadro 2. Desempeño socioeconómico de los departamentos 
Bolivia (1997-2006) 





PIB/Hab. 06-97 
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departamental 
06-97 < 
al nacional 
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PIB/Hab. 06-97 > 0 


Potosí (7,9)* 


Tarija (4,9) 








Diferencia de 
participación 
departamental al 
PIB/Hab. 06-97 < 0 





La Paz (27,6) 
Cochabamba (17,8) 
Chuquisaca (6,3) 
Beni (4,3) 





Pando (0,7) 
Oruro (4,5) 
Santa Cruz (25,9) 








Fuente: Elaboración propia en base a datos del INE. 


(): Las cifras entre paréntesis representan los porcentajes de la población departa- 
mental respecto del total nacional 2007. 


PIB nacional = 100. 
PIB nacional por habitante = 100. 
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En términos de la diferencia en la participación del PIB/Hab. depar- 
tamental respecto al nacional, indicador que se utiliza para identificar 
los departamentos donde los bolivianos tienen mejores condiciones de 
alcanzar niveles adecuados de bienestar socioeconómico, la mayoría 
de ellos no presentan una situación favorable. Pando, Santa Cruz y 
Beni no reportaron valores positivos en la participación del PIB/Hab. 
entre el 2006 y 1997; mientras Cochabamba, Chuquisaca y La Paz per- 
manecieron con los resultados más desventajosos en este periodo. 


El análisis de las características económicas y sociales del desempeño 
departamental muestra departamentos con una creciente dinámica 
económica que representa un potencial que debe aprovecharse para 
incrementar el desempeño económico del país. Identifica por otra 
parte, los departamentos que presentan dificultades y rezagos en su 
desarrollo económico que pueden superarse con adecuadas políticas 
de incentivo territorial a esa escala. Los resultados del desempeño 
socioeconómico departamental permiten postular la pertinencia de 
impulsar la gestión pública a escala departamental y apuntalarla me- 
diante políticas económicas y sociales. 


3.3. Condiciones institucionales para la configuración 
territorial y la gestión pública 


Los departamentos son un nivel de administración consolidado, con una 
estructura institucional sólida y que es reconocida como legítima por la 
población. Las prefecturas departamentales son cuerpos institucionales 
complejos, con importantes capacidades de gestión autónoma y con 
recursos económicos y técnicos suficientes para generar dinámicas de 
desarrollo territorial. Cada uno de los tres casos tiene sus particularida- 
des, que a continuación se nombran de manera muy somera. 


El proceso de consolidación institucional llevado a cabo por la pre- 
fectura del departamento de Santa Cruz es sin duda, uno de los más 
fuertes y avanzados del país. Las demandas sociales por la autonomía 
departamental, fortalecidas con los distintas consultas ciudadanas al 
respecto, han sido aprovechados activamente por la prefectura, lo 
que le da al proceso una fuerte legitimidad, al menos en lo que a 
sus postulados generales se refiere”. Al mismo tiempo, la prefectura 





2 Sobre la evolución reciente del proceso de consolidación de la autonomía en Santa 


Cruz ver, entre otros, Seleme (2008) y Molina (2008). 
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cruceña ha avanzado en un proceso de desconcentración provincial 
de muchas funciones prefecturales, lo cual permite una gestión más 
eficiente y cercana a la gente (Barrios, 2008). 


La ausencia de una reglamentación específica que norme las auto- 
nomías departamentales ha resultado en una suerte de autonomía 
de facto en Santa Cruz, avalada por los resultados de las consultas 
electorales. El hecho de que el prefecto Costas haya sido ratificado 
en su cargo en el referéndum revocatorio del 10 de agosto abre las 
posibilidades para la profundización del modelo de autonomía pos- 
tulado por su administración. 


Al compartir su sede con el gobierno nacional, la prefectura del de- 
partamento de La Paz es quizás una de las prefecturas con niveles 
de consolidación institucional más bajos. Los cambios sucesivos en la 
administración prefectural, y la subalternización de la misma frente a 
la dinámica política nacional, han impedido el desarrollo de un pro- 
yecto de gestión a mediano plazo y de las capacidades institucionales 
necesarias para lograrlo. 


El caso de la prefectura de Cochabamba está quizás a medio camino 
entre el desarrollo institucional de Santa Cruz y las limitaciones evi- 
denciadas en La Paz; la prefectura cochabambina ha hecho esfuerzos 
por consolidar un equipo técnico que logre altos niveles de ejecución 
presupuestaria y que enfrente las necesidades de desarrollo departa- 
mentales. Este esfuerzo ha traído consigo la delimitación de unidades 
regionales funcionales (compuestas cada una de varios municipios y 
provincias) que gestionan su desarrollo por medio de corporaciones 
regionales de desarrollo (Barrios, 2008). 


Una de las grandes dificultades que ha enfrentado el proceso de con- 
solidación institucional en Cochabamba fue la tensión con el gobierno 
central y aquella existente entre Reyes Villa con distintos sectores so- 
ciales del departamento, particularmente de las áreas rurales (Córdova, 
2008). Esta tensión ha mermado las capacidades de la prefectura de 
ejercer gestión en zonas del territorio departamental controladas por 
sectores afines al gobierno nacional. La revocatoria del Prefecto en 
agosto de 2008 abre la oportunidad de solucionar este problema. 


Las regiones consideradas a base de los discursos y propuestas de 
reconfiguración territorial del Estado no tienen condiciones institucio- 
nales que hagan viable su definición como unidades de gestión territo- 
rial. Tanto el Chaco como la Amazonía existen en tres departamentos 
distintos y se sobreponen con distintas provincias y municipios en cada 
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uno de ellos; más allá del discurso y las ocasionales demandas no se 
han pensado criterios que permitan ejercer la gestión estatal en estos 
territorios en los que se sobreponen los niveles municipal, provincial, 
departamental y los territorios indígenas. 


4. CONCLUSIONES 
4.1. Condiciones de las regiones 


El análisis de los distintos indicadores quiere establecer las condicio- 
nes económicas, sociales y políticas para la definición a escala de las 
unidades político administrativas del Estado. En ese marco, los depar- 
tamentos aparecen como un nivel ya consolidado de gestión regional, 
mientras que las macroregiones, pese a tener algunas características 
distintivas, no aparecen como unidades de configuración territorial 
viables principalmente por las condiciones institucionales existentes. 
Éstos son algunos resultados del análisis para cada una de las regiones 
consideradas. 


Santa Cruz 


El departamento de Santa Cruz muestra características que lo distin- 
guen del resto del país en lo que se refiere a su configuración étnico 
cultural, a su cultura política, a las condiciones de gobernabilidad y en 
menor medida, a su dinámica socioeconómica. Los indicadores de la 
dimensión étnico cultural muestran que el departamento de Santa Cruz 
es más homogéneamente castellano monolingúe y menos indígena 
que el promedio nacional, y que si bien hay diferencias entre las áreas 
urbanas y rurales, ni siquiera en estas últimas la identificación como 
indígena o el uso de una lengua nativa son mayoritarias. 


En términos de la cultura política, los promedios de legitimidad de las 
instituciones y de uno de dos indicadores de tolerancia política son 
más altos para este departamento que para el resto del país, y hay una 
menor tendencia a preferir un estado con un rol central en la econo- 
mía (aunque las diferencias en este último indicador son pequeñas). 
No existen diferencias relevantes en ninguna de estas medidas de la 
cultura política que sean fruto de identificación étnica, de área de re- 
sidencia, de género o generacionales, de nivel de riqueza o de nivel 
educativo. Puestas las cosas de otra manera, estos indicadores son 
homogéneamente más altos en Santa Cruz que en el resto del país. 
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La confianza en la prefectura departamental es la más alta del país, 
mientras que el promedio de confianza en el gobierno nacional es 
significativamente más bajo que en los restantes departamentos. Si 
bien hay una tendencia a confiar más fuertemente en la prefectura 
departamental en las áreas urbanas, ésta es relativamente débil, por lo 
que se puede hablar con relativa confianza de un promedio departa- 
mental con poca variación. Donde sí se registran diferencias internas 
importantes es en los niveles de conflictividad, que se han venido 
incrementando durante los últimos dos años en las áreas urbanas 
mientras que se han reducido en las rurales. 


Finalmente, las diferencias entre las áreas urbanas y rurales de Santa 
Cruz en lo que se refiere a indicadores socioeconómicos (índice de 
ingresos e índice de desarrollo humano) son menores a las existentes 
en los otros departamentos considerados. Esto sugiere mejores con- 
diciones de distribución del ingreso en el departamento frente a los 
otros tres tomados en cuenta. 


Los datos observados sugieren la existencia de una región de Santa 
Cruz que si bien no está libre de contradicciones y tensiones internas, 
muestra importantes niveles de generalización de los rasgos que la 
distinguen del resto del país. Si a esto se le suman capacidades institu- 
cionales para la gestión fortalecidas y legitimadas por el voto popular, 
tenemos un buen ejemplo de unidad regional consolidada. 


La Paz 


El departamento de La Paz no muestra rasgos claramente distintivos 
en ninguna de las dimensiones consideradas en este acápite. La pro- 
porción de personas que se autoidentifican como pertenecientes a 
un pueblo indígena u originario es ligeramente más alta que en el 
agregado nacional (mucho más alta fuera del área metropolitana de 
La Paz), y el uso de lenguas indígenas es importante incluso en las 
áreas urbanas. La confianza en el gobierno nacional es significativa- 
mente más alta que en el resto del país, pero los niveles de confianza 
en la prefectura departamental no eran distintos en febrero de 2008 
al promedio boliviano. 


Se detectan algunas diferencias internas en La Paz, particularmente 
entre áreas urbanas y rurales y entre distintos niveles educativos en 
relación a la tolerancia política. La preferencia por un Estado con un 
rol central en la economía es también más baja entre personas con 
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condición socioeconómica más baja, y la edad afecta negativamente 
la legitimidad política de las instituciones. 


Las condiciones institucionales para la gobernabilidad relativamente 
débiles, junto con los clivajes mencionados y la ausencia de rasgos 
generales distintivos, muestran un escenario relativamente difícil para 
la gestión exitosa de la región. 


Cochabamba 


Las diferencias de Cochabamba en relación a los valores promedios 
obtenidos en el país son pocas; en términos de las variables de cultura 
política seleccionadas para este estudio, Cochabamba es indistinto de 
los promedios nacionales, mientras que la proporción de personas que 
se identifica como indígenas y el uso de lenguas indígenas es ligera- 
mente más alto que en el resto de Bolivia. Los niveles de confianza 
en el gobierno nacional son ligeramente más altos que en el resto 
del país, mientras que la confianza en la prefectura era más baja en 
promedio el mes de febrero de 2008. 


Es internamente donde las diferencias son más notorias en Cocha- 
bamba. Si bien el porcentaje de personas que se autoidentifican 
como pertenecientes a un pueblo indígena u originario es solamente 
9 puntos más alto en las áreas rurales que en el área metropolitana 
de Cochabamba, las diferencias en los indicadores socioeconómicos 
son abismales. El área metropolitana presenta valores mucho más 
altos en estos indicadores que el resto de municipios del país, y las 
diferencias son más grandes que las encontradas en los otros depar- 
tamentos estudiados aquí. 


También existen diferencias en Cochabamba en los indicadores de 
gobernabilidad seleccionados, particularmente en los que hacen re- 
ferencia al escenario político polarizado que vive el país, la confianza 
en la prefectura y la confianza en el gobierno nacional. El nivel de 
riqueza tiene un efecto significativo sobre ambos (positivo en el caso 
de la prefectura y negativo en el caso del gobierno nacional), pero 
el área de residencia no tiene un efecto independiente sobre estas 
variables. 


Los fuertes clivajes que se evidencian en Cochabamba tienen relación 
con la ausencia de un proceso de consolidación institucional claro en 
la prefectura. Estos elementos marcan un escenario complicado para 
la gestión, que podría resolverse en gran medida con la posesión del 
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nuevo prefecto interino, afín al gobierno y a los sectores sociales con 
los cuales la administración prefectural anterior tenía dificultades. 


Amazonia 


La región de la Amazonia tiene ciertos rasgos que la distinguen del 
resto del país y que sugieren la existencia de una región en términos 
de la cultura política. Los valores promedio para la tolerancia política 
y para la legitimidad de las instituciones son más altos que los pro- 
medios nacionales. Al mismo tiempo, la identificación étnica como 
perteneciente a un pueblo indígena u originario y el uso de idiomas 
indígenas están menos difundidas que en el resto del país. Sin embar- 
go, la ausencia de condiciones institucionales para la gestión dificulta 
el proyecto de consolidarla como una unidad político administrativa 
del Estado. 


El Chaco 


Los datos del Chaco boliviano analizados en este capítulo no presen- 
tan distinción alguna con los promedios nacionales en ninguna de 
las dimensiones tomadas en cuenta. Esto sugiere que existen grandes 
diferencias al interior mismo de la región, y que no pueda pensarse en 
la existencia de continuidades en la región que la distingan del resto 
del país y que le den una identidad propia. Este factor sumado a la 
ausencia de una estructura institucional mínima, muestran una región 
muy poco viable en términos de gestión territorial. 


4.2. La disputa por el orden territorial 
El espacio regional 


La cuestión regional en Bolivia, desde la perspectiva de su configu- 
ración territorial estatal, constituye un núcleo básico de proyectos 
políticos cuya característica más relevante es la disputa por la escala. 
El denominado meso de la organización político administrativa del 
Estado corresponde a los departamentos; ellos a su vez, son parte del 
amplio espacio regional. La región tiene importancia como espacio 
de gestión pública y unidad político administrativa. Sin embargo, no 
hay acuerdo político, ni técnico, para definir con claridad la dimen- 
sión regional como territorio y como espacio funcional de gestión. 
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La propuesta de Nueva Constitución Política del Estado establece una 
escala diversa para lo regional. 


El Estado boliviano ha tenido en los últimos años una especial atención 
por la escala en su reconfiguración territorial. En sentido estricto, el 
término política de la escala hace referencia a la estrategia de grupos 
sociales determinados para ampliar su influencia sobre poblaciones 
mediante la creación de nuevas configuraciones socioespaciales y 
propuestas discursivas que generan variaciones escalares de territorio. 
La política de la escala, sin embargo, puede constituir una opción de 
acción estratégica estatal para mantener o establecer escalas adecua- 
das para afianzar y desarrollar proyectos políticos determinados. La 
política de la escala del Estado boliviano ha mantenido un rasgo de 
continuidad al promover e impulsar la construcción o transformación 
territorial a diferente escala bajo la condición de proteger y mantener 
su carácter centralista. La aplicación más clara y reciente de esta ten- 
dencia ha sido la municipalización, bajo la modalidad de participación 
social local. 


La identidad regional es una categoría que relaciona poblaciones con 
espacios delimitados regionalmente. La apelación a una identidad re- 
gional contribuye a generar un grupo humano que comparte valores 
regionales, cree en proyectos regionales y se moviliza en defensa del 
aprovechamiento de sus recursos, de su desempeño económico y otros 
objetivos percibidos como comunes. La identidad regional es un factor 
que facilita la movilización y la acción colectiva en la perspectiva del 
logro de las metas económicas, sociales y políticas percibidas como 
comunes. 


La escala departamental 


Del análisis de la información estadística relevante para definir las 
condiciones básicas de gobierno territorial regional, correspondiente 
al nivel meso, el departamento constituye la región más adecuada en 
términos de gestión económica, social y territorial bajo tendencias que 
favorecen la institucionalidad y la gobernanza. 


Sin embargo, la variabilidad de los datos correspondientes a los de- 
partamentos con mayor desempeño económico en el país, unido a la 
diferenciación económica y social, y a la dispersión de datos sobre 
institucionalidad y gobernanza, confirman la hipótesis de la inexisten- 
cia de escalas geográficas que per se, constituyan unidades espaciales 
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que favorezcan, en el sentido de gestión económica y social, institu- 
cionalidad estatal y gobernanza, la configuración territorial estatal. La 
preeminencia regional del departamento en la reconfiguración estatal 
en Bolivia será más bien el resultado de las luchas sociopolíticas que 
favorezcan temporalmente, la dimensión departamental. 


El Departamento es el espacio territorial de las proyecciones y los 
desafíos para el desarrollo nacional. Las proyecciones son particu- 
larmente de índole económica, en tanto que los desafíos atañen a la 
dimensión social del desarrollo. 


Como proyecto la “media luna” tiene un sustento económico de primer 
rango, su fortaleza se deriva de la evolución positiva de la contribu- 
ción de esos departamentos al PIB nacional, aunque mínima en el 
Beni, ha crecido en el periodo 1997-2006. Como sistema institucional 
para el desarrollo regional en la perspectiva del afianzamiento de su 
influencia política a escala nacional, es coherente el proyecto político 
de autonomía departamental que sustentan los Departamentos que la 
aprobaron en el referéndum del año 2007. 


Se favorece lo regional y la autonomía como modo de gobierno re- 
gional desde tres clases de argumentación: i) el desarrollo económico 
debido a una más eficaz y eficiente gestión territorial por autónoma; 
ii) la ampliación de la democracia; y iii) la recuperación de los rasgos 
culturales que constituyen una identidad regional. 


Usos de la política de la escala 


La apelación discursiva a la identidad cultural es otro aspecto básico 
del ejercicio de la política de la escala. Se refuerza el sentido grupal, 
comunitario, regional, nacional de la población en la línea de la dis- 
puta por la escala y el territorio. Todos los casos de análisis regional 
confirman que el territorio refuerza el sentido grupal, comunitario, 
regional, nacional de la población en la línea de la disputa por el 
dominio sobre el territorio. 


El salto de escala se entiende como la vía a través de la cual, actores 
políticos buscan resolver conflictos, ejercer y ampliar poder político a 
la escala más conveniente a sus intereses. El salto de escala permite 
reconstruir el orden territorial en base a nuevas concepciones e ima- 
ginarios espaciales. 


En Bolivia se lleva adelante, desde mediados de la década de los 
90”, proyectos políticos que tienen como uno de sus objetivos la 
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reconfiguración territorial del Estado nacional. El salto de escala ha 
constituido uno de los recursos estratégicos utilizados por diversos 
actores políticos. 


Los partidos políticos, más aún los movimientos sociales, constituyen 
actores centrales que tienen una lógica territorializada. Las demandas 
por autonomía son expresiones de una política de escala que ponen 
en juego estos actores. 


Bolivia ha experimentado la actualidad de la redefinición de la escala 
desde diversos proyectos políticos. La municipalización boliviana 
impulsada por el MNR, bajo el reconocimiento de territorios urbano 
rurales correspondientes a la Sección de Provincia, ha reconfigurado 
el territorio nacional en la perspectiva del salto de escala. 


El gobierno de Sánchez de Lozada en 1994 decidió la municipaliza- 
ción del país a escala de la Sección de Provincia. En primer lugar, 
el gobierno aplica un salto de escala y neutraliza las demandas y 
movilizaciones regionales, departamentales, que propugnaban la 
descentralización y democratización a escala intermedia; en segun- 
do lugar, recurre en términos territoriales a una escala que no tenía 
funcionalidad alguna en la estructura territorial del país y por tanto, 
que había que construir en la vasta geografía nacional. El efecto de 
neutralización política de lo departamental, la movilización de recur- 
sos y tecnología de gestión hacia el ámbito local y el amplio proceso 
de democratización municipal, permitió al gobierno nacional decidir 
sin problemas, desde el centro, sobre aspectos fundamentales de la 
vida republicana. 


La continuidad de la política de escala aplicada por el gobierno na- 
cional tiene el objetivo de proteger el carácter centralista del Estado 
boliviano. La Propuesta de Nueva Constitución Política del Estado, en 
su tratamiento de la organización territorial del Estado, hace uso del 
salto de escala para neutralizar el avance de los departamentos en su 
visión de autonomía. La generalización de la propuesta de autonomía 
a diferente escala, más que una posición ideológica, parece dirigirse 
a relativizar la importancia de lo departamental. La relativización de 
la escala, que tiene lugar mediante la generalización de lo regional, 
contribuye a consolidar el proyecto de transformación estatal del MAS 
caracterizado por fuertes tendencias centralistas. 


La estrategia del salto de escala asumió dos modalidades en la pugna 
política que caracterizó el periodo constituyente en Bolivia. Este recut- 
so estratégico fue utilizado para ganar la adhesión social necesaria para 
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avanzar en el proyecto político y definió diferente proyecto territorial: 
uno expansivo y el otro, reductivo. 


La “media luna” es una metáfora territorial que expresa la idea de la 
existencia de dos Bolivias, y sintetiza el proyecto territorial expansivo 
de las élites regionales, mediante la estrategia de preeminencia de la 
escala meso con modalidad de gobierno autocentrado y la correspon- 
diente reducción de la dependencia y el control central estatal. 


El salto de escala ha tenido también expresión territorial reductiva 
desde la propuesta regional de articulación espacial y estructura de 
la división político administrativa del Estado. La definición de región, 
contenida en la propuesta de NCPE, su reconocimiento de autonomía 
y su carácter de articulación desde los municipios, configura un co- 
modín territorial que puede ser fácilmente utilizado en la disputa por 
la territorialidad de la expresión regional del Estado, particularmente 
la escala meso departamental. 


El proyecto territorial de las élites emergentes se dirige a mantener 
la preeminencia del centralismo como modo de Estado, mediante la 
estrategia de incentivar la proliferación de la región como parte de la 
estructura política administrativa para producir un meso débil y difu- 
so. En la medida de este logro, dificulta el establecimiento de pactos 
territoriales, funcionales, quedando la región supeditada a la lógica 
de la persistencia del poder político. 
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Nuevas dinámicas de territorio 
y poder: materiales 
para reflexionar acerca 
de las luchas local/regionales 
en Bolivia 
Sarela Paz Patiño 
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Fernando Garcés Velásquez 


INTRODUCCIÓN 


En los últimos cinco años, Bolivia ha vivido un proceso de tensio- 
nes y disputas territoriales que develan procesos de recomposición 
territorial del Estado, definición de sus límites y contornos basadas 
en luchas de sujetos políticos —identidades políticas— que buscan 
redefinir posiciones en la estructura de poder y, con ello, los términos 
del gobierno en el que participan. Por ello, la importancia de la lucha 
autonómica es más que el sólo hecho de definir una nueva forma de 
redistribución del ingreso fiscal y una nueva modalidad de pensar las 
unidades de gobierno subnacionales. Se trata, en el caso boliviano, de 
disputas políticas que combinan horizontes y tradiciones territoriales 
diferentes que han confluido en un solo proceso y que muestran la 
existencia contradictoria con que nació el Estado boliviano. 


La presente investigación busca ofrecer elementos de reflexión sobre 
las dinámicas territoriales instauradas en Bolivia y el carácter de las 
luchas que motorizan esas dinámicas. Para ello, se analizan cuatro 
escenarios considerados relevantes en las disputas territoriales y que 
muestran tendencias en la dinámica político-territorial. El primer es- 
cenario se caracteriza por mostrar las luchas territoriales desde una 
dimensión cívico departamental, tomando como referencia la situación 
del departamento de Santa Cruz. El segundo escenario muestra las 
luchas territoriales basadas en una lógica étnica e indígena; se expresa 
a través de una aproximación al caso guaraní. El tercer escenario se 
relaciona con las luchas y disputas territoriales encaradas desde la 
experiencia municipal por sujetos que no tiene una raíz territorial de 
carácter cultural; la provincia Obispo Santiesteban del departamento de 
Santa Cruz —“Norte integrado”— es el espacio de reflexión. El cuarto 
escenario está vinculado a las luchas y disputas territoriales basadas en 
una lógica campesina originaria; nuestra referencia es tomada desde 
la provincia Ayopaya del departamento de Cochabamba. 
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El objetivo central de la investigación es reflexionar y aportar sobre la 
formación de las bases constitutivas que están creando materialidad 
para los gobiernos locales/regionales, en el marco de las disputas 
autonómicas y demanda de autogobierno por parte de identidades 
políticas. Por esta razón, se toman como ejes de análisis tres ámbitos 
identificados como elementos que aportan en la explicación de la 
problemática: a) el carácter de las identidades políticas que se ponen 
en juego en cada uno de los escenarios, b) la forma territorial en la 
que expresan sus luchas y disputas, y c) las reglas de juego que se 
evidencian en las luchas y que se constituyen en materiales para pensar 
el campo normativo común de la autonomía. 


La estrategia metodológica pone en discusión el análisis de los proce- 
sos de configuración de las estructuras de poder en cuatro escenarios 
territoriales: departamental, regional/provincial, municipal/regional e 
indígena. Para ello, recurrimos al concepto de hegemonía como una 
categoría que da cuenta del despliegue de estrategias de poder por 
parte de los diferentes sujetos y/o actores sociales dirigidas a asentar 
formas permanentes de ejercicio de las decisiones políticas, esto es, 
de gobierno y autogobierno. Por otra parte, asumimos, en la línea del 
mencionado despliegue de las estrategias de poder, la construcción de 
la identidad política como una expresión de la tensión entre diversos 
campos, códigos y/o matrices de influencia que definen y penetran 
a los sujetos, dando lugar a una configuración plural de los mismos. 
Finalmente, estas entradas impactan directamente en el debate relativo 
al Estado, tanto en lo que concierne a la expansión y disputa de la pro- 
ducción de normas en el que aparecen los imaginarios y/o proyectos 
políticos de organización del Estado como también sobre la demarca- 
ción de sus contornos, límites y/o fronteras que establecen e instalan 
las referencias normativas y políticas que nutren al juego estratégico 
de los sujetos. En otras palabras, la estrategia teórico-metodológica 
nos permite indagar el establecimiento de los campos de tensión de 
fuerzas configuradas en distintos escenarios territoriales en los que 
se ponen en juego imaginarios, normas y estrategias de articulación 
política en función a intenciones hegemónicas particulares. Veamos 
brevemente con más detalle estas entradas. 


Una preocupación conceptual del trabajo es relacionar las aproxi- 
maciones teóricas al territorio con las luchas y disputas que tienen 
los sujetos sobre él. Así, se trata de tomar distancia de las miradas 
geográficas que dominan el discurso interpretativo sobre territorio, 
para vincularlo a dinámicas hegemónicas que ocurren dentro de él. 
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En este sentido, proponemos que el territorio debe mirarse como un 
proceso de construcción del espacio y sus formas de gobierno (Santos, 
1999a, 1999b; Mazurek, 2006; Molina, 2007). Lejos de mirar las disputas 
por el orden territorial de manera antagónica, en la que dos polos 
de atracción usufructúan para sí el consenso de los colectivos en un 
juego ideológico que coopta a los disidentes, el proceso hegemónico 
da cuenta de luchas sociales continuamente entrelazadas, “a través de 
las cuales se legitima, redefine y disputa el poder y el significado a 
todos los niveles de la sociedad” (Mallon, 1995: 85). 


De esta forma, la hegemonía hace referencia al proceso de domina- 
ción en el que tanto el Estado como los sectores sociales se afectan y 
moldean mutuamente (Roseberry, 2007). En este marco de compren- 
sión es posible ver el esfuerzo desplegado por el Estado boliviano, 
en las últimas dos décadas, para ampliar sus márgenes y contornos 
(García, 2008); dentro del proceso hegemónico esbozado, se trata del 
esfuerzo para convertir las demandas de los sectores históricamente 
subalternizados en “materia estatal” (Zavaleta, 1986; 1990); es decir, 
en asunto que puede ser gestionado y agenciado por el Estado y sus 
clases dominantes. En ese campo de fuerzas se dan los procesos de 
apropiación y reapropiación de los sectores subalternos que buscan 
simultáneamente contaminar la materia estatal, interrumpir y subvertir 
su orden territorial dentro del lenguaje del Estado. 


1. AUTONOMÍA DEPARTAMENTAL: LA DISPUTA POR EL 
PODER REGIONAL EN SANTA CRUZ 


Se ha tendido a mirar el proceso de disputas territoriales de Santa 
Cruz como una lucha política enmarcada en la tradición de descentra- 
lización; sin embargo, es importante recordar que el contexto actual 
de lucha por la autonomía viene de un debate en torno a la Ley de 
Descentralización política para el nivel departamental, discutida y 
aprobada en el Senado durante el gobierno de Jaime Paz Zamora 
(1989-1993). La promulgación de la Ley de Participación Popular en 
el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada en 1994, canceló y sus- 
tituyó el proyecto de Ley de Descentralización departamental por la 
opción de la descentralización municipal. Si bien existía oposición 
y descontento por la aplicación de la Ley de Participación Popular, 
el Comité pro Santa Cruz atemperó su reivindicación por la afinidad 
política de sus personeros con el gobierno de turno, incorporando 
en las listas de parlamentarios y del gabinete gubernamental a los 
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representantes cruceños vinculados a sectores de influencia y grupos 
de presión relacionados con el Comité. La relación entre la región y 
el gobierno central reprodujo un modelo de intercambio en el que 
las élites regionales obtuvieron beneficios a cambio de la estabilidad 
y el apoyo al proyecto de modernización neoliberal del Estado y de 
la sociedad boliviana. 


1.1. La construcción de la identidad política: el Comité Cívico 
pro Santa Cruz 


La explosión de conflictos a principios de 2000, la denominada “guerra 
del agua” en Cochabamba y los continuos conflictos en el occidente 
del país con bloqueo de caminos, paros y huelgas que desembocaron 
en la insurrección de octubre de 2003, generan condiciones para que el 
Comité pro Santa Cruz se constituya en la pieza clave de la articulación 
y confluencia de las élites cruceñas en la defensa de sus intereses. A 
partir de ello, el Comité y las élites cruceñas desplegarán una serie 
de estrategias de oposición y confrontación abierta con el gobierno 
central, las mismas que a la larga se constituirán en los hitos centrales 
de la afirmación de las demandas regionales con apoyo y movilización 
popular, como es el imaginario de la autonomía departamental. 


Antes de describir y analizar la dinámica de poder y territorio de los 
cívicos cruceños en el periodo 2003-2008, es importante caracterizar 
la organización y el impacto del Comité pro Santa Cruz en la cons- 
trucción de la identidad política regional. La estructura del Comité 
pro Santa Cruz ha sido y es de raigambre corporativa, pues agrupa 
en su seno a la mayor cantidad de organizaciones y asociaciones 
sectoriales; los grupos más poderosos e influyentes son la Federación 
de Empresarios Privados, las cámaras de agropecuarios y productores 
del oriente, como la Cámara de Agropecuarios del Oriente (CAO) y 
la Cámara de Industria, Comercio, Servicios y Turismo de Santa Cruz 
(CAINCO). La composición de poder está conformada por redes de 
logias empresariales y familiares que organizan a las élites económi- 
cas y políticas de Santa Cruz (Prado, 2008); asimismo, la estructura 
territorial del Comité se extiende a los comités cívicos provinciales 
que, en su mayoría, son representados por los grandes propietarios y 
sectores agropecuarios y empresariales. Su relación con la sociedad 
se realiza través de una extensa red de comparsas, fraternidades y 
entidades culturales y recreativas que dotan al Comité de las bases de 
socialización, organización y movilización social (Sivak, 2008). 
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Una primera reacción del Comité frente a la crisis política y la renuncia 
del presidente Sánchez de Lozada en octubre de 2003, fue el intento de 
acallar las expresiones de protesta convocadas por las organizaciones 
sociales, campesinas e indígenas en su contra. El Comité emitió un 
comunicado al país en el que manifestó por primera vez la situación de 
crisis estructural y la necesidad de refundar Bolivia. En ese comunicado 
aparece la referencia a la autonomía departamental como una forma de 
defensa y de construcción de una nueva propuesta de reorganización 
del Estado sin transformar las bases económicas y estructurales que 
sostienen el éxito económico y social del modelo cruceño. 


La propuesta del Comité es la continuidad de la reforma del Estado en 
la línea de fortalecimiento de las actividades privadas, la economía del 
mercado y la inserción en la globalización. La defensa de la democracia 
aparece como la defensa del mecanismo de gobierno en el que se 
expresa la voluntad individual y libre de los ciudadanos a través de 
los procesos electorales y la competencia de opciones políticas me- 
diante los partidos y la organización de la representación política en 
función a la proporción de la población y el territorio. La respuesta a 
la crisis estructural del Estado es ante todo la crítica al monopolio de 
unas élites que han centralizado las acciones políticas en el circuito 
del gobierno nacional, dejando sin atención o supeditados y fuera de 
los marcos de acción a las regiones y/o departamentos. El modelo 
cruceño, desde esta perspectiva, es una alternativa al centralismo y 
también un ejemplo de éxito económico y social frente al occidente 
que se encuentra “sumido en los conflictos, la partidocracia, la pobre- 


za, el prebendalismo y la corrupción”. 


La convocatoria del Comité pro Santa Cruz a refundar Bolivia es un 
llamado a la opinión pública nacional y una propuesta de acción 
hegemónica que busca “orientalizar el país”; es el intento de iniciar 
una profunda crítica y reforma a la conducción política y un intento 
de dotar de un horizonte y una nueva dirección al proceso político 
nacional. Sin embargo, en el pronunciamiento no se percibe la sensi- 
bilidad e incorporación de las demandas que provocaron y emergieron 
en las movilizaciones de octubre: la oposición a entregar los recursos 
naturales a los intereses externos, el referéndum sobre la política de 
hidrocarburos y la convocatoria a la Asamblea Constituyente. 





1 Un análisis detallado de las posiciones del Comité pro Santa Cruz de 1994 a 2006 


se halla en Carlos Hugo Molina (coord.) (2008). 
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Esta agenda, conocida como la agenda de octubre, inicialmente fue 
asumida por el presidente Carlos Mesa como el principal mandato de 
las movilizaciones y la ruta crítica para viabilizar la transición política 
fue contrapuesta a la agenda de junio de 2004, planteada y promovida 
por el Comité pro Santa Cruz en un cabildo popular, que busca que 
el país ingrese en un proceso de mayor descentralización política a 
través de la consigna “¡Autonomía Ya!” y de la organización de un 
referéndum sobre el tema. Los conflictos que enfrentó el presidente 
Mesa para compatibilizar ambas agendas derivaron en el denominado 
“empate catastrófico” que desembocó en su renuncia en mayo de 2005 
y en la asunción a la presidencia de la República del Presidente de 
la Corte Suprema de Justicia, Rodríguez Veltzé, con el mandato único 
de convocar a elecciones nacionales adelantadas. 


La estrategia de los cívicos cruceños en el escenario electoral fue el 
respaldo a la candidatura del ex presidente de la República (2001-2002) 
Jorge Quiroga Ramírez, de Poder Democrático y Social (PODEMOS). 
Esta organización incluyó en sus listas de candidatos a representan- 
tes de las cámaras empresariales del Oriente, como Oscar Ortiz, ex 
presidente de la CAO, que fue candidato a primer senador por Santa 
Cruz. El Comité también apoyó la postulación de Samuel Doria Me- 
dina, ex ministro del gobierno de Jaime Paz Zamora, candidato de 
Unidad Nacional (UN). El candidato a la vicepresidencia de UN fue 
Carlos Dabdoub, ex presidente del Comité Cívico pro Santa Cruz. Sin 
embargo, los resultados electorales no respondieron a las pretensiones 
políticas del Comité. La victoria de Evo Morales y el Movimiento al 
Socialismo (MAS) con el 53,7% de los votos abrió un nuevo escenario 
político, propicio para la implementación de la “agenda de octubre”. 
Es más, la agenda de octubre no sólo fue ejecutada en su globalidad 
sino también profundizada en función al desarrollo de otro proyecto 
de transformación estructural propuesto por el MAS y las organizacio- 
nes sociales que operan en su seno. A partir de la asunción de Evo 
Morales a la presidencia de la República, la confrontación política 
tuvo el signo del antagonismo y/o la polarización política entre dos 
proyectos e imaginarios de refundación y reorganización del Estado 
y la sociedad boliviana. 


La confrontación se escenificó con mayor intensidad en tres espacios: 
i) el Congreso Nacional, cuya Cámara de Senadores está controlada 
por la oposición afín al movimiento cívico y a las fuerzas políticas 
tradicionales agrupadas en PODEMOS y UN; ii) la Asamblea Constitu- 
yente instalada en agosto de 2007; y iii) la oposición regional de los 
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prefectos seleccionados y designados mediante consulta electoral. Los 
cívicos cruceños trataron de incidir en los tres escenarios a través del 
despliegue de estrategias que se orientan a contener el avasallamiento 
de las fuerzas del gobierno y relanzar la propuesta de refundar Bolivia 
en el marco de sus intereses y visiones políticas. 


En el nuevo escenario de las disputas políticas, el gobierno, si bien 
tiene el apoyo de una amplia mayoría, institucionalmente se halla di- 
vidido, ya que no ejerce control de gobernabilidad en el Parlamento 
ni en la estructura de mando en la organización territorial del Esta- 
do, porque seis de los nueve prefectos no responden al partido del 
gobierno. En ese sentido, la confrontación política se desplazó del 
Parlamento y del escenario nacional a los nuevos espacios de tensión 
y disputa institucional y territorial: la Asamblea Constituyente y las 
regiones que votaron mayoritariamente por el sí en el referéndum 
sobre las autonomías departamentales. 


La Asamblea Constituyente se caracterizó por la confrontación política, 
primero, en torno al reglamento de debate; segundo, en el trabajo 
de las comisiones temáticas; y, tercero, al momento de aprobar en 
plenaria el nuevo texto constitucional. El fracaso de la Asamblea 
Constituyente en su objetivo de emitir un texto compatibilizado con 
las fuerzas minoritarias de la oposición se debe a una multiplicidad 
de factores. El principal fue la apuesta de las minorías, en particular 
de PODEMOS, para no lograr acuerdos sobre la base de la propuesta 
mayoritaria. La falta de voluntad política por parte de la oposición 
para llegar a acuerdos en la redacción del nuevo texto constitucional, 
permite percibir que la estrategia de las fuerzas conservadoras era la 
apuesta por el fracaso de la Asamblea Constituyente para infligir una 
derrota política al gobierno y al MAS. 


La oposición regional al gobierno tiene como antecedente los resul- 
tados de las elecciones de diciembre de 2005, en las que, además de 
elegir presidente, vicepresidente, senadores y diputados, se seleccionó 
a prefectos departamentales. El resultado de esta última elección fue 
desfavorable para el MAS, ya que de los nueve prefectos tan sólo obtu- 
vo tres (Oruro, Potosí y Chuquisaca); en el resto de los departamentos 
(Santa Cruz, Beni, Pando, Tarija, Cochabamba y La Paz) fueron electos 
los candidatos opositores. El Comité pro Santa Cruz promovió la candi- 
datura de su ex presidente, Rubén Costas, a través de una agrupación 
ciudadana expresamente organizada para tal fin, Autonomía para 
Bolivia (APB), en la que confluyeron los comités cívicos provinciales 
y los grupos de presión que respaldan al Comité. 
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A partir de la emergencia de los liderazgos regionales afines al dis- 
curso de la autonomía, en particular de los actores de la denominada 
“media luna” (Santa Cruz, Beni, Pando y Tarija), se estableció una 
instancia política de coordinación: el Consejo Nacional Democrático 
(CONALDE), un mecanismo de análisis político y toma de decisiones 
de los prefectos y cívicos opositores para presionar al gobierno. En 
el CONALDE se establecieron las estrategias y definiciones políticas 
respecto al curso de la Asamblea Constituyente y a las acciones de los 
prefectos opositores, incluyendo a los prefectos de la oposición en 
los que no gano el “sí” como son los casos de Cochabamba, La Paz y 
posteriormente del Comité Interinstitucional de Chuquisaca. 


En este marco se ubican las decisiones y acciones del Comité pro 
Santa Cruz que derivaron en la implementación de una ofensiva des- 
estabilizadora del gobierno nacional, que intentó cerrar las opciones 
de negociación e incentivó la profundización de la crisis. Frente al 
fracaso de la Asamblea Constituyente y al desconocimiento del texto 
constitucional aprobado en Oruro, el CONALDE desplegó acciones 
para conformar asambleas departamentales para la elaboración de 
los estatutos autonómicos y, posteriormente, para la organización de 
referendos departamentales para aprobar los mismos. Estas acciones 
se realizaron en una situación de intensa confrontación política e 
institucional, seguidas de acciones de hecho, como la toma de las 
instituciones públicas dependientes del gobierno central, el bloqueo 
de caminos y la intimidación a las organizaciones campesinas e indí- 
genas afines al gobierno?. 


El gobierno denunció la ejecución de un golpe cívico-prefectural 
en el momento en que el presidente y otras autoridades estaban 
imposibilitados de ingresar a varias regiones de los departamentos 
de la “media luna”. Imprevisiblemente, se desencadenaron los su- 
cesos violentos del departamento de Pando en los que fallecieron 
y fueron heridos numerosos campesinos producto de una masacre 
perpetrada por funcionarios de la Prefectura y miembros del Comité 
Cívico de ese departamento. El gobierno declaró estado de sitio en 
Pando e inició un despliegue militar hacia Santa Cruz y el Oriente, 
considerado por el vicepresidente de la República como el “más 





En plena fase de explosión del conflicto, aparecieron las posiciones de los cívicos 
relativas al federalismo y, marginalmente, al protectorado. Estas posiciones pro- 
vocaron la expulsión del embajador de Estados Unidos en Bolivia y dieron inicio 
al denominado golpe cívico-prefectural. 
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importante de la historia republicana”. Esto obligó al CONALDE a 
ingresar en un proceso de negociación en el marco de la presión y 
los hechos de fuerza. 


El despliegue de estrategias en el escenario cívico prefectural permite 
ver que el carácter de la identidad política en juego, en el ámbito 
departamental, se caracteriza por la construcción de formas de per- 
tenencia a la región basadas en una estructura de poder cimentada 
sobre la base de criterios familiares y de logia, sacando del juego de 
la interpelación y articulación hegemónica a sectores migrantes pro- 
ductores que forman parte de la estructura económico productiva de 
la región. Por otro lado, las actuaciones en el ámbito nacional y en la 
Asamblea Constituyente muestran una estrategia de no negociación 
ni asimilación de las demandas que se encuentran fuera del núcleo 
central que define “lo camba”, en términos de familias y sectores tra- 
dicionales. Pasemos a ver cómo la disputa territorial tiene como único 
referente al departamento. 


1.2. El poder político regional y su expresión territorial 


La demostración del poder, como capacidad de concentración, 
control y ejercicio de la fuerza violenta, obliga a discutir y nego- 
ciar en torno al poder público, a las formas de gobierno, o mejor, 
a la delimitación del poder como una expresión de la correlación 
de fuerzas. Lo que sucedió en septiembre y octubre de 2008, en 
el denominado golpe de Estado cívico-prefectural de la “media 
luna”, según el vicepresidente de la República, es la expresión de 
un confrontación política y militar y, finalmente, la victoria o el fra- 
caso del hecho militar es lo que obliga a regresar a la política, a la 
negociación y, por lo tanto, a la disputa democrática de opciones, 
alternativas y de visibilización de adversarios. La movilización militar, 
de las guarniciones del ejército hacia Santa Cruz, considerada sin 
precedentes en la historia boliviana, es la que virtualmente toma el 
control territorial del departamento sin haber consumado el ejercicio 
de la coacción violenta. Daba la sensación de que pendía la misma 
suerte sobre los líderes y dirigentes cruceños, el impresionante des- 
pliegue de organizaciones campesinas e indígenas de Santa Cruz, 
como de los departamentos del país por todos los frentes hacia la 
ciudad de Santa Cruz dispuestas a tomar la ciudad, reproducían el 
escenario de una victoria militar en una guerra civil, la misma que 
rememoraba la descripción de Zavaleta Mercado de la movilización 
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popular-campesina en contra del golpe de estado de noviembre de 
1979, donde afirmaba que el control de territorio es a la vez la toma 
del poder, el control del poder del Estado. 


Para el vicepresidente, la movilización militar y el cerco social a la 
ciudad de Santa Cruz obligó al prefecto de Tarija, Mario Cossío, a 
trasladarse inmediatamente a la ciudad de La Paz para iniciar el diá- 
logo y la negociación dirigidos a pacificar al país. En los hechos, era 
la expresión de la inminente derrota política y militar de los cívicos 
y de los prefectos de la “media luna” en su intención golpista. Sólo 
a partir de la contundencia del hecho de fuerza, y el peligro y riesgo 
que éste representa, se llegó a los acuerdos de recomposición del 
campo político y de la correlación de fuerzas concretada en septiem- 
bre y octubre del 2008. En dos escenarios de diálogo y concertación, 
las mesas de Cochabamba y la comisión del Congreso Nacional, se 
modificaron más de cien artículos del nuevo texto constitucional y se 
permitió la ley de convocatoria al referéndum constitucional. 


El efecto del diálogo, pese a que no se firmó ningún acuerdo, fue 
la adecuación técnica de las propuestas de autonomía, tanto de las 
contenidas en los estatutos autonómicos departamentales como en el 
capítulo de Organización Territorial del Estado de la propuesta de nue- 
vo texto constitucional. En ese sentido, en Cochabamba se estableció 
un marco general de acuerdos mínimos para ser incorporados en el 
nuevo texto constitucional respecto al proceso de descentralización y 
de autonomía, como el reconocimiento de un modelo plural y com- 
plejo de distribución del poder territorial del Estado en tres niveles 
con facultad legislativa: departamental, municipal e indígena, con la 
correspondiente configuración de gobiernos autónomos. También 
se abrió la posibilidad de que las regiones conformen instancias de 
gobierno supeditadas al gobierno departamental, como unidades de 
gestión y planificación. A esto se redujo la autonomía regional. Los 
equipos técnicos alcanzaron a compatibilizar la distribución de com- 
petencias en: privativas del gobierno central, como exclusivas, con- 
currentes y complementarias en el resto de los niveles de gobiernos 
(departamental, municipal e indígena). 


En ese sentido, se superó, aunque sin consenso, la disputa por la 
producción de normas, que en la Asamblea Constituyente no tenía 
la posibilidad de acuerdos. Respecto a esta dimensión de la disputa, 
durante la confrontación política, el presidente del Comité Cívico pro 
Santa Cruz, Branco Marincovic, y otros representantes declararon la 
necesidad de proponer el federalismo como una forma de profundizar 
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el proceso como el horizonte mayor del proyecto político. Estas 
declaraciones, sin embargo, resultaron contraproducentes*. 


En los acuerdos del Congreso sobre la organización territorial del Es- 
tado cuajó la forma de gobierno departamental propuesta sostenida y 
enarbolada por los cívicos cruceños desde la crisis de octubre de 2003. 
Sin embargo, la forma de aprobación de la propuesta y su redacción 
final, en términos de los límites institucionales y competenciales, ha 
sido y es fuente de otras tensiones y fracturas que ahora se expresan 
internamente. El modelo de autonomía se inscribe en el proceso de 
descentralización política y administrativa, es el eje de la reforma o 
la configuración territorial del poder de “arriba hacia abajo” que se 
inició a mediados de los noventa y se ha profundizado a lo largo de 
los últimos catorce años. 


El modelo de descentralización despliega un conjunto de dispositivos 
dirigidos a ordenar el campo político en una línea democratizadora 
de las estructuras de poder existentes. Indudablemente, el proceso de 
democratización de las estructuras de poder se alimenta de la matriz 
liberal: la democracia representativa, en la que el despliegue político 
se enmarca en reglas y mecanismos institucionales, como la represen- 
tación territorial, los procesos electorales y la competencia de opciones 
a través de organizaciones políticas. La democratización social del 
poder, como un efecto institucional del modelo de descentralización 
de “arriba hacia abajo”, presupone la incorporación de una variable 
de tensión de fuerzas cuyo referente es la representación territorial 
y la contabilidad de los votos, lo que en otras palabras significa el 
control del territorio por parte de quienes lo habitan mayoritariamente 
en términos numéricos. 


En ese sentido, no desapareció la tensión institucional en la producción 
de normas. Los cívicos intentaron promover un modelo de articulación 
de sus bases sociales en torno a la profundización de la disputa con 
el gobierno central, a través de la creación de un nuevo significante 
vacío o, siguiendo a Ernesto Laclau (2000), de una demanda particu- 
lar en la que confluyan las rupturas y frustraciones de las demandas 
particulares de distintos grupos con el poder central articuladas de 





Asimismo en un línea totalmente disruptiva, antes del conflicto, durante y en la 
confrontación bélica se llegó a manifestar el despliegue de una estrategia separatista 
como amenaza frente a la intervención militar que trazada un horizonte inmediato 
con la idea del protectorado, por algunos dirigentes radicales de los comités 
cÍVicos. 
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manera equivalente. Esta propuesta es, al parecer, el modelo federal 
de organización del Estado; sin embargo, el desplazamiento del hori- 
zonte discursivo es muy frágil y extremadamente artificioso sobre la 
construcción y afirmación de la identidad política edificada con inten- 
sidad por las élites cruceñas a lo largo de la disputa con el gobierno 
centralí, En este sentido, la autonomía departamental aparece como 
el recurso discursivo de articulación de las demandas regionales; su 
reconocimiento e incorporación en el texto constitucional constituye 
el campo normativo común sobre el que se desplegarán las estrate- 
gias de los distintos sujetos en la dinámica de poder y territorio de 
Santa Cruz, por lo menos en lo que se refiere al poder regional del 
departamento. 


1.3. La disputa por el poder regional: el campo normativo 
común 


Retomando la perspectiva interpretativa que orienta nuestra indagación, 
la forma de ejercicio o la posibilidad de un gobierno departamental, 
como gobierno regional/local, se inspira en la lógica de la democracia 
liberal, de sus dispositivos institucionales y simbólicos. La redistribución 
del poder político del Estado, que es lo que en el fondo está detrás 
de la descentralización, impulsada por los propios cívicos se vuelve 
contraproducente respecto a la naturaleza y al armado particular del 
poder regional. En otras palabras, la configuración de la autonomía 
departamental, que finalmente cuaja en la aprobación del nuevo texto 
constitucional en el Congreso, manifiesta la no confluencia entre la 
forma institucional que se propone (liberal- democrática) y el proyecto 
y estructura de poder regional que arrastra Santa Cruz como modelo. 


La paradoja de la democracia liberal, explicitada teóricamente por 
Chantal Mouffe (1999-2007) como la confrontación de fuerzas que ejer- 
cen domino y se resisten a cambiar pero que, sin embargo, despliegan 
imaginarios discursivos y simbólicos de igualdad, de respeto y garantía 
de derechos, es la que finalmente subvierte a los propios sujetos y a 





La producción de normas se diluye en posiciones fragmentarias y tensiones in- 
ternas que emergen de la crisis poniéndose en escena la ruptura de instancias 
de representación como PODEMOS, contradicciones en la toma de posiciones 
por parte de los pronunciamientos de los cívicos como de las declaraciones del 
Prefecto y de actores estratégicos: la brigada parlamentaria, y así también la emer- 
gencia y pronunciamiento de nuevos actores en su voluntad de armar partidos 
regionales. 
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sus estructuras de poder instituidas y construidas históricamente. A 
través del juego de la democracia liberal, instalada hace más de vein- 
ticinco años en el país, Evo Morales y los movimientos indígenas y 
campesinos llegaron al control del poder; y lo mismo parece suceder 
o configurarse en el departamento de Santa Cruz. Por ello, creemos 
que el escenario de la disputa territorial en Santa Cruz gira en torno a 
nuevos dispositivos de identidad política que configuran el proyecto 
de poder regional. Entre los que se despliegan y posiblemente se 
constituyen en “ejes nodales” (Laclau y Mouffe, 1998) de la articulación 
y del juego de estrategias, tenemos los siguientes: 


La democratización del poder político y sus efectos en la recomposi- 
ción y reacomodo de las fuerzas políticas y de las identidades colecti- 
vas en diferentes escenarios. Esta tensión relativa a la democratización 
se expresa en la disputa por la representación territorial dentro del 
territorio departamental y en el seno de las estructuras de organización 
de la sociedad civil. El manchado de color azul, en referencia a la 
preferencia por el MAS en los diversos eventos electorales, prefigura 
el control del territorio municipal y provincial por opciones y formas 
subalternas de procesamiento político. 


Hasta el momento, esta forma de control político del territorio de- 
partamental se manifiesta en el escenario municipal de las provincias 
de Santa Cruz. Allí confluyen las formas colectivas de acción de los 
emigrantes urbanos y rurales “collas”, las asociaciones de medianos 
productores y los indígenas que visibilizan sus formas comunitarias de 
organización. También confluyen las demandas vinculadas a derechos 
de los campesinos sin tierra que configuran formas corporativas de 
organización y movimientos sociales. Todas estas formas instrumenta- 
lizan las opciones político-partidarias, como el MAS, para disputar el 
control político y las estructuras de gobierno establecidas. 


A ello se acopla la aceptación de renovadas formas de representa- 
ción que no se basan en el esquema territorial, ni en el fundamento 
clásico liberal de representación proporcional, sino más bien en la 
figura de minorías poblacionales que requieren formar parte de un 
sistema democrático mediante una comprensión de derecho diferen- 
ciado, reconocido en el debate político como afirmación positiva. El 
desarrollo de este argumento político en la disputa hegemónica es lo 
que permite entender un desplazamiento normativo en la propuesta 
de estatutos que va, desde considerar un sistema de representación 
departamental convencional (2006) hasta introducir criterios de cuotas 
étnicas por pueblo indígena (2007). 
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En cuanto a los recursos naturales, la demanda de redistribución de la 
riqueza y de los recursos naturales, impulsada por formas organizacio- 
nales contrahegemónicas y/o matrices corporativas que se expresan de 
distintas formas y de espacios de encuentro como son los que se des- 
pliegan en el Plan 3000, las juntas vecinales, comerciantes, gremiales 
y otras, todas ellas dan lugar a la formación de estructuras de poder 
locales y/o micro regionales en la que adquieren poder los productores 
medianos, las organizaciones indígenas que en su horizonte político 
pretenden el control político de todo el territorio. 


Sin embargo, la complejidad y diversidad de actores que componen 
la región y que sostienen posiciones específicas respecto del uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales, termina siendo conside- 
rada desde la lógica normativa departamental. El punto fuerte de la 
propuesta normativa cívica sobre recursos naturales se encuentra en 
el carácter de las atribuciones que serán administradas por el gobierno 
autónomo; atribuciones que buscan consolidar competencia exclusi- 
va (decisión centrada en el gobierno departamental) sobre recursos 
naturales renovables (tierra/bosque/agua) y competencia compartida 
sobre los recursos naturales no renovables (hidrocarburos /minería) 
(estatutos 2007), todo ello en el ámbito de gobierno departamental y 
sin considerar otros niveles de gobierno. 


Las apuestas normativas para el campo de la justicia desplazan su lucha 
hegemónica hacia tres aspectos. Uno de ellos referido a la relación 
política entre la entidad legislativa departamental y la designación de 
jueces por dicha instancia de gobierno, reproduciendo la regla de 
juego instaurada en el legislativo nacional. Un segundo aspecto que 
busca delimitar como atribución autonómica, jurisprudencia y control 
de legalidad, basada en el ámbito de la normativa departamental. 
Finalmente, un tercer aspecto que reitera principios de justicia po- 
sitiva como universales, sin introducir normas y procedimientos de 
pluralismo jurídico. 


La resignificación del proyecto regional: manifiesta el debate sobre 
la incorporación de sectores sociales excluidos, la manera en que 
sus demandas pueden ser procesadas en el orden departamental y la 
reterritorialización del modelo de desarrollo, como la reconstrucción 
de la identidad “camba” y/o cruceña, impulsada por las tensiones de 
los grupos económicos, productores y de sectores intelectuales. En 
síntesis, el escenario de construcción de gobierno departamental abre 
un campo de recomposición de las fuerzas políticas y organizacionales 
y de los dispositivos discursivos que sustentan al poder regional. 
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2. AUTONOMÍA INDÍGENA GUARANÍ: ESCENARIO 
DE DESCENTRALIZACIÓN Y RECONFIGURACIÓN 
TERRITORIAL 


De los escenarios puestos en balance para pensar el desarrollo de 
los gobiernos —autogobiernos— local/regionales, es el caso guara- 
ní el que más nos acerca a la dimensión política de resconstitución 
territorial indígena. La figura del Téntaguasu como “restitución del 
territorio ancestral”, basado en una fundamentación planteada en el 
convenio 169 y refrendada en la declaración de los derechos de los 
pueblos indígenas de Naciones Unidas, supone el reconocimiento de 
la preexistencia de pueblos y naciones anteriores al Estado nación; 
razón por la cual el proceso de luchas y disputas territoriales, no sólo 
se orienta por la figura de descentralización y su desencadenamiento 
autonómico, sino también por la figura de una redefinición territorial 
que supone, a la vez, redefinición de los márgenes del Estado. A partir 
de lo mencionado, veamos la conformación del sujeto político indíge- 
na, basado en expresiones étnicas; esto es, articulaciones en función 
de lengua y cuerpo de creencias y valores —cultura—, así como, las 
luchas territoriales que cobijan una doble motivación política y que 
complejiza las formas de construcción hegemónica del poder local, 
para finalmente, identificar los elementos que buscan establecer un 
campo normativo común que siente las bases del proceso de autogo- 
bierno local/regional. 


2.1. La guaranización como fundamento de la identidad 
política 


Las reflexiones apuntadas en la introducción acerca de las identidades y 
su formación política, los juegos de fijación precaria que se evidencian 
cuando abordamos la identidad, no como una esencia, sino más bien 
como luchas y estrategias que se despliegan en el campo simbólico, 
asumen un ingrediente específico con la perspectiva de guaranización; 
entendiéndose ésta como mestización hacia lo guaraní, atraer poblacio- 
nes y comunidades hacia la forma de ser guaraní. La identidad guaraní, 
por tanto, alberga en su seno un sentido político de construcción plu- 
ral que la distancia de formas ensimismadas de identidad, de formas 
primordiales de existencia; es decir, formas que articulan e integran 
al sujeto étnico bajo perspectivas primordiales. Constitutivamente, lo 
guaraní supone una formación mestiza por excelencia. 
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Articulación, confederación y atomización, forma parte de la estructura 
política de los guaraníes. En su camino de migraciones mesiánicas, 
los guaraníes sometieron pueblos, los mestizaron, los guaranizaron 
para articularlos a su sistema político. En el caso boliviano, los gua- 
raníes sometieron al pueblo chané, pueblo perteneciente a la familia 
lingúística arawak. Aprovechando el potencial artesanal y agrícola 
de dicho pueblo, proyectaron asentamientos de gran envergadura y 
consolidaron la presencia guaraní en la región sudeste de Bolivia, el 
Chaco boliviano (Thierry Saignes, 1985; Augusto Roa Bastos, 1978). 


La desestructuración del pueblo guaraní posterior a la batalla de 
Kuruyuki (1892), logra tomar otro sentido en la década de los "90, a 
través de una articulación política que se venía gestando en varias 
capitanías en relación a asuntos de tierra. Así como se revela la nece- 
sidad de recuperar poblaciones mestizadas y cautivas a través de la 
vieja perspectiva política de guaranización, la apuesta por consolidar 
capacidades locales a través de proyectos educativos, forma parte de 
la estrategia que usaron para proyectar un camino político de recu- 
peración identitaria y términos de relacionamiento con el Estado. Un 
aspecto clave del proceso muestra que la alfabetización a sectores 
adultos de las comunidades locales implicó guaranizar a comunidades 
que se encontraban en proceso de campesinización, desde la lengua 
guaraní (Sarela Paz, 2008). 


En la región guaraní, sobre todo en la provincia Cordillera del depar- 
tamento de Santa Cruz, la articulación política iniciada en los primeros 
años de los '80, viene acompañada de proyectos educativos que en 
un principio fueron reconocidos como de formación campesina; así, 
las primeras iniciativas de organización tuvieron una cara campesina. 
Como parte del proceso de recuperación de identidad indígena, la 
segunda mitad de la década de los '80, expresa una perspectiva me- 
nos campesina y más étnica, lo cual se evidencia en dos hechos de 
fundamental importancia para el pueblo guaraní. Primero, la creación 
de la APG como instancia de organización y aglutinamiento de las ca- 
pitanías y sus capitanes (1987), quienes se encontraban desagregados 
y dispersos. Segundo, la creación del centro de formación intercultural 
Arakuarenda (1986) destinado a capacitar guaraníes ya no en el viejo 
tono; es decir, castellanizarlos, mestizarlos, sino más bien provocar la 
revitalización étnica para iniciar un largo proyecto político de guara- 
nización o recuperación de la población guaraní (Sarela Paz, 2006). 
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Bueno, las cosas en ese sentido han ido cambiando también, 
porque había gente que siendo descendientes de guaraníes, 
lo negaba, había verguenza. Pero de un tiempo a esta parte, 
varios factores han influido para que haya un despertar, una 
revalorización de su propia lengua, aunque no hablen, se con- 
sideran guaraníes. En Izozog y Gutiérrez se dan los dos casos, 
Tpitasito y Eiti. Eiti es guaraní e Ipitasito, que está cerquita a 
Gutiérrez, es castellano (José Barrientos, Camiri, 2004. 


¿Cuáles son las implicancias de la atomización/articulación en un 
contexto de guaranización? Sobre todo que la fijación de posiciones 
de sujeto no solamente que están expuestas frecuentemente a su mes- 
tización, sino también a crear formas de articulación y unidad, con 
un alto contenido de dispersión. En palabras de Enrique Camargo, 
intelectual guaraní, la figura es “pensar y desarrollar estrategias para 
contagiar culturalmente a las poblaciones que conviven con el guaraní, 
bajo una lógica de unidad y fragmentación que permite pensar en la 
Gran Asamblea (ñande hemboatí guasu) como confluencia de una 
identidad mestiza y, a su vez, la afirmación del modo de ser guaraní 
(ñande reko), como un sentido particular y específico de la identidad” 
(Vamometei Ñande Nemongeta, 2007: 16-19). 


¿Qué curso toma la identidad política indígena con la guaranización? La 
afirmación de la forma étnica basada en la lengua y que es capaz de 
irradiarse hacia sectores que han sufrido pérdida de identidad étnica 
—lengua y cultura—, atrayéndolos mediante la articulación política 
bajo la convocatoria y discurso de “lo guaraní”. El impacto político de 
dicho proceso muestra una relación directa con la dimensión territo- 
rial, pues es a partir de la mestización hacia lo guaraní, desde donde 
encontramos una articulación política en lo territorial; articulación que 
se expresa en la vinculación de las capitanías alrededor de la APG y 
el creciente desplazamiento de comunidades reconocidas en el Chaco 
como campesinas, hacia comunidades indígenas guaraníes que se 
vinculan políticamente a través de la capitanía. 


En la misma lógica de la guaranización y como parte del proceso 
constituyente en Bolivia, la identidad política indígena guaraní, inspi- 
rada en el sentido abierto de la mestización, ha empezado a desplegar 
estrategias de articulación con sectores chaqueños, sectores que se 





3 Asesor del Consejo Educativo Guaraní (Mboarakua), maestro guaraní que trabajó 


en el PEIB durante los años 90-92. 
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reconocen a sí mismos como campesinos del Chaco o habitantes de 
poblados chaqueños que no forman parte de las estructuras de poder 
que subalternizan a lo guaraní, esto es, sectores blancos —karai— 
que expresan distancia cultural, política e idiomática con el mundo 
guaraní, justamente porque su posición de privilegio deviene de no 
pertenecer étnicamente a lo guaraní. Son las posibles condiciones de 
articulación política que han abierto los guaraníes y que se reflejan en 
la enunciación de “contaminar otra culturas”, la que crea bases para 
que la disputa territorial desde la capitanía, cobre vigencia y sentido 
político como una forma de autogobierno local/regional alternativo 
para poblaciones que no son guaraníes. 


2.2. Luchas territoriales que empujan la descentralización 
hacia la reconfiguración: entre la TCO, el municipio y 
el autogobierno guaraní de las capitanías 


Es muy importante anotar que actualmente el pueblo guaraní ha 
consolidado una organización política llamada Asamblea del Pueblo 
Guaraní (APG), organización que aglutina a todas las capitanías que 
se encuentran habitando el Chaco boliviano, lo que significa que la 
APG es una estructura de organización política conformada por los 
capitanes grandes —Mburuvichas— de todas las capitanías, por tanto, 
su grado de irradiación se extiende por los tres departamentos que 
conforman el Chaco boliviano, departamentos que están integrados 
por cinco provincias. Vista la capitanía como una jurisdicción territorial 
guaraní, se puede afirmar que la articulación de capitanías estructura- 
das por la APG termina formando una jurisdicción política/territorial 
que se entreteje con la unidad territorial estatal municipio y atraviesa 
provincias y departamentos. 


La capitanía es la estructura básica de organización política territorial 
de los guaraníes. Cada capitanía supone una jurisdicción territorial que 
está estructurada por un número x de comunidades, relacionadas por 
un sistema de parentesco y conducidas por un capitán grande llamado 
Mburuvicha, que asume su mando en base al linaje; esto es, un jefe 
que oficia como tal porque pertenece a un clan familiar reconocido 
para la conducción de la capitanía. En la lógica antigua, las capitanías 
marcaban jurisdicción territorial en base a la guerra, en base a la lógica 
de articulación y atomización. Todo ello era conducido por los Mburu- 
vichas quienes armaban, según los acuerdos políticos, hasta confede- 
raciones —asociación de capitanías— (Thierry Saignes, 1990). 
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El proceso en el orden territorial muestra una compleja amalgama de 
relación entre los ámbitos territoriales definidos por el Estado, como 
parte de una iniciativa de descentralización instaurada en las reformas 
a la constitución de 93-97 y una dinámica interna de recomposición 
de relaciones políticas que a la vez son territoriales, alrededor de la 
capitanía y la APG. ¿Por qué decimos compleja amalgama? Porque hay 
iniciativas de adaptación y acomodamiento de la capitanía a la expre- 
sión de descentralización en clave municipal y, a la vez, una madura- 
ción de la restitución territorial, cimentada en las luchas territoriales de 
la década de los '90 y aflorada en la arena política en el contexto del 
proceso constituyente. En un sentido, es posible afirmar que las luchas 
y disputas territoriales en el escenario guaraní, mantienen un doble 
horizonte político, el de la descentralización y el de la restitución, 
combinándose en muchos casos contradictoriamente, y generando 
espacios intermedios que se expresan en las TCOs guaraníes. 


La lucha territorial alrededor del municipio viene marcada por una 
iniciativa que puede expresarse de la siguiente manera: ¿cómo la 
capitanía guaraní puede existir en el ámbito municipal sin perder su 
autonomía? Las estrategias desplegadas en este ámbito muestran es- 
fuerzos por hacer que el espacio municipal se convierta en una cancha 
política favorable a la estrategia de las capitanías y la APG. Los mejores 
ejemplos de ello están en la provincia cordillera, sobre todo en los 
municipios de Gutiérrez, Lagunillas, Machareti, donde las capitanías 
que se encuentran dentro, han hecho esfuerzos importantes para que 
el proceso de distritación coincida con los ámbitos territoriales de las 
capitanías y así éstas no se vean atravesadas territorialmente por los 
municipios. En otros lugares como Gran Chaco, las capitanías guara- 
níes se encuentran subsumidas en la dinámica municipal. 


El proceso de descentralización como proceso político de formación 
de los gobiernos locales alrededor del municipio, forma parte de las 
estrategias políticas y territoriales que movilizan los guaraníes. Ella 
misma supone, sin embargo, una estrategia de disputas territoriales 
que integran viejas miradas sobre el espacio que ocuparon los abuelos 
y que les permiten a los guaraníes concebir el autogobierno, no sólo 
como una expresión subnacional de Estado, en su dinámica política y 
territorial, sino más bien como irradiación y contaminación de la forma 
capitanía, sobre el Estado. Los alcances de lo afirmado forman parte 
de la propuesta de restitución o reconfiguración territorial que acom- 
pañaron las discusiones sobre TICOs para el pueblo guaraní. Así, TCOSs 
como Kaipipendi/Karowaicho, Kaaguasu, Paraitiguasu o Itikaguasu, 
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si bien se encuentran consolidadas bajo la forma TCOSs, ellas mismas 
implicaron una discusión basada en el horizonte de la restitución de 
jurisdicciones de la capitanía. 


Debemos afirmar que el contexto 2003-2007, crea condiciones políti- 
cas para que las disputas expresadas en clave “restitución territorial” 
cobren fuerza y sentido entre las luchas estatales y sea el espacio de la 
Asamblea Constituyente, el que les permita a los guaraníes reconocer 
y reconocerse, con otros pueblos indígenas originarios. El crecimien- 
to de la posibilidad de autogobierno como un proceso político de 
recomposición territorial del Estado y no sólo como un proceso de 
descentralización, encuentra cabida en el debate con otros pueblos 
indígenas que demandan restitución territorial. Es en el intercambio 
político generado alrededor de la Asamblea Constituyente, donde la 
expresión étnica guaraní, afirma una visión de autonomía ligada a la 
lucha de recuperación política del territorio. 


Dicha lucha no se la puede entender como una tensión polarizada 
entre quienes expresan y representan al Estado con una perspectiva 
de autonomía basada en la descentralización y guaraníes que expresan 
y representan un horizonte de autonomía, basado en la restitución 
territorial. Mirar así las cosas es simplificar las disputas territoriales, 
pues debemos afirmar que las fuerzas que empujan ambas tenden- 
cias, se encuentran también entre los guaraníes, en la perspectiva 
étnica construida a nivel local que impacta en el Estado nacional 
con tendencias de autodeterminación y de reproducción del Estado 
neocolonial. A pesar del esfuerzo local (guaraní) de acomodar las 
formas de jurisdicción territorial del Estado a la forma capitanía que 
se expresa en la adecuación del municipio a las capitanías locales, o 
en el acomodo estatal de generar unidades socioculturales basadas 
en el distrito municipal, son también los propios guaraníes los que 
esgrimen la posibilidad de mirar las luchas autonómicas como una 
expresión de quiebre con el Estado neocolonial. 


Vistas así las cosas, el capitán grande (Mburuvicha) es una autoridad 
que combina sus acciones políticas en la amalgama de fuerzas que 
actúan en las luchas autonómicas. La capitanía, a pesar de constituirse 
en el eje desde el cual es posible imaginar la reconfiguración territorial, 
es también un espacio donde se ha interiorizado la expresión descen- 
tralizada del municipio, generando disputas complejas que expresan 
relaciones de intercambio entre los dos ámbitos. En palabras de un 
capitán grande: 
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Hay que entender para poder tener el contacto más fluido. La 
alcaldía funciona a través de la capitanía, claro, son elegidos 
por el pueblo. ¿Eso qué quiere decir?, ¿que ellos son superiores 
de nosotros? Sin embargo, los planteamientos que presenta 
la capitanía, ellos tienen que ejercer, es un mandado más de 
nosotros, pero la alcaldía es más que una capitanía. Así nos 
manejamos nosotros con la alcaldía de Gutiérrez (Mariano 
Rojas, Capitán Grande, Kaipependi-Karovaicho, 2008). 


Las fuerzas políticas que empujan las luchas territoriales en el escenario 
guaraní, develan tensiones de determinación y sobredeterminación 
entre las formas territoriales de Estado y los posibles procesos de re- 
constitución territorial indígena; caminos que muestran articulaciones 
complejas en la definición de los límites y bordes estatales. Dicho de 
otra manera, las nuevas definiciones de los límites y bordes estatales 
se encuentran contaminadas por expresiones y disputas territoriales 
que tienen un origen institucional distinto a las tradiciones hegemóni- 
cas del Estado. Con ello, pasemos a ver cómo se desenvuelve, desde 
el escenario guaraní, la formación de un probable campo normativo 
común. 


2.3. Un campo normativo común: la restitución como parte 
de las formas de Estado 


El eje de la acción guaraní orientado a establecer reglas de juego que 
gobiernen los fundamentos del autogobierno, está centrado en defini- 
ciones sobre territorio, sus recursos naturales y el carácter de justicia 
que regirá en los ámbitos de jurisdicción. Así, un aspecto fundamental 
es la perspectiva de territorio que se recupera como el espacio de los 
antiguos y que se gobierna —autogobierna— sin la intermediación 
de las instituciones estatales. El foco de afirmación en la enunciación 
guaraní se encuentra en la figura “recuperar nuestra soberanía”, lo que 
significa volver a ser dueños del territorio y de diversas implicancias 
de propiedad sobre los recursos naturales. 


Asimismo, la figura de soberanía en el territorio implica estructurar un 
sistema de representación y administración propio del pueblo, lo que 
quiere decir en clave constituyente un autogobierno que tiene usos y 
costumbres como imaginario para pensar y ejercer la representación y 
administración interna. El sistema político que orienta está basado en 
una figura no unitaria de núcleos y redes de comunidades, integrados 
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de forma flexible y que pueden expresarse en formas federadas de 
organización social y política. Dicha estructura no puede pensarse o 
construirse como una forma de gobierno que viene de arriba abajo, 
sino al contrario, viene de abajo hacia arriba para garantizar un carácter 
distinto del Estado. 


Organizar la representación bajo reglas de usos y costumbres supone 
considerar aspectos distintos a los de representación proporcional y 
territorial, generando una dinámica normativa de autogobierno basada 
en comprensiones políticas diferentes al liberalismo. La asunción del 
cargo bajo criterios de parentesco y linaje forma parte del debate que 
se está desarrollando dentro de las capitanías guaraníes. Ello mismo 
combinado con la figura de cuotas étnicas, a la hora de pensar la re- 
presentación en las estructuras políticas del departamento. 


En lo que se refiere a recursos naturales, el planteamiento guaraní 
muestra el lado radical de la definición, ello supone que los recursos 
son administrados por el pueblo indígena, bajo el fundamento de 
que “el pueblo indígena mantiene la soberanía sobre su territorio”. 
Visto desde el campo de las competencias, se trata de administrar los 
diversos recursos del territorio que muchas veces comprometen suelo, 
sobresuelo y subsuelo. Para el caso de flora, fauna y agua, la figura 
propuesta por los guaraníes es que si es un recurso natural renovable 
y se encuentra dentro la TCO, entonces es de administración completa 
guaraní; en cambio, si es un recurso estratégico como hidrocarburos y 
minerales, se trata que el autogobierno tenga atribuciones sobre ellos, 
pero el beneficio alcance a todos los bolivianos (Propuesta Asamblea 
Constituyente, 2006: 10). En todo caso, estamos ante apuestas norma- 
tivas que plantean una figura de soberanía de Estado, negociada con 
comunidades políticas internas. 


3. AUTONOMÍA REGIONAL EN LA PROVINCIA 
OBISPO SANTISTEBAN: ESCENARIO DE DISPUTAS 
MUNICIPALES 


Comprender las dinámicas de territorio y poder en la provincia Obis- 
po Santiesteban del departamento de Santa Cruz, supone acercarse 
a la construcción de una identidad política en torno a la autonomía 
regional como un imaginario de gobierno regional/local. En lo que 
sigue describiremos brevemente los ejes de la construcción de la 
identidad política del “Norte integrado”, las estrategias que se des- 
pliegan en la disputa territorial y los elementos que permiten hablar 
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del establecimiento de un “campo normativo común” como espacio 
de tensión y disputa hegemónica?. 


Una somera caracterización del proceso de descentralización del país 
permite entrever el despliegue de un proceso de apertura y demo- 
cratización del Estado de “arriba hacia abajo”. Este proceso tiene la 
finalidad de ordenar la participación y las dinámicas sociales a través 
de la instalación de procesos políticos y electorales para la formación 
de las estructuras de gobierno local que faciliten la administración 
y gestión política del territorio nacional. Es entonces que la demo- 
cratización del poder político dará lugar a la expansión de distintas 
estrategias políticas por parte de los actores locales con la finalidad de 
hacerse cargo del gobierno municipal. En ese sentido, principalmente 
en los municipios caracterizados como rurales, cobrarán importancia 
y centralidad las organizaciones corporativas, sindicales, asociativas 
y/o comunitarias como las principales matrices de autogobierno de 
la sociedad. 


Las estrategias políticas aplicadas por parte de las organizaciones 
sociales serán disímiles y pueden ser explicadas de acuerdo a cada 
situación y ámbito local específico. Sin embargo, es posible identifi- 
car una trayectoria común que pasa desde la mimetización política al 
ejercicio directo y abierto del poder local sustentado en su capacidad 
organizativa y movilizadora. De acuerdo a ello, el establecimiento de 
los mecanismos formales de mediación político-electoral para acceder 
y ejercer el control del gobierno municipal, como es la intermediación 
partidaria y los procesos electorales, además de constituir inicialmente 
barreras institucionales que rápidamente fueron superadas, permitie- 
ron a la vez el despliegue de estrategias de negociación y vinculación 
instrumental de las organizaciones sociales con el Estado y el sistema 
político. Fruto de ello emerge el instrumento del movimiento campe- 
sino e indígena: el Movimiento Al Socialismo (MAS) que no dejará de 
ser un instrumento político a merced y en gran parte supeditado a las 
organizaciones sociales”. 





6 la provincia Santiesteban se encuentra conformada por 5 municipios, éstos son: 1% 


Montero como primera sección de provincia, 2” General Saavedra como segunda 
sección de provincia, 3 Mineros como tercera sección de provincia, 4? San Pedro 
como cuarta sección de provincia y 5% Cuatro Cañadas como quinta sección de 
provincia. 

Como sostiene un técnico de CEDESCO, Organización no Gubernamental que 


trabaja con las organizaciones campesinas de Norte Santa Cruz y de la zona andina 
de Cochabamba desde hace por lo menos 15 años: “...el MAS no es una estructura 
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La participación directa de las organizaciones sociales en las disputas 
electorales a través del MAS, abrirá nuevos horizontes para la emer- 
gencia y la transformación de las disputas políticas en los territorios 
local/regionales. La participación de matrices colectivas en los pro- 
cesos político-electorales permitió la apropiación y el control de las 
instancias de gobierno local, sin dejar, por ello mismo, de recibir e 
incorporar en sus prácticas las influencias de las estructuras institu- 
cionales y procedimentales establecidas por parte del Estado. En ese 
sentido, el ámbito local se constituye en un verdadero laboratorio de 
transformaciones políticas que toca tanto a las organizaciones socia- 
les como a la movilidad de los ejes institucionales y discursivos de 
disputa interna como externa del ámbito municipal. Veamos algunas 
características de estas disputas. 


Tenemos aquellas tensiones y luchas que operan en torno al acceso 
a los recursos de representación política y, obviamente, en función al 
ejercicio del control al gobierno municipal, dando lugar a una intensa 
lucha de facciones y de poder entre los actores locales. Las luchas de 
facciones se traducen en confrontaciones internas en el seno de las 
organizaciones matrices sean éstas de campesinos o indígenas. Tene- 
mos también disputas de los actores locales con actores externos que 
llegan a configurar horizontes de articulación e irradiación hegemó- 
nica de mayor alcance; por una parte, se abre la posibilidad de una 
confluencia de demandas y posiciones de distintos actores sociales y 
estratégicos en base a proyectos mancomunados, estrictamente dados 
en el plano de la gobernabilidad del territorio como unidad regional 
y del diseño de las políticas públicas que rebasan las competencias 
de la jurisdicción municipal. 





política. El MAS es un movimiento, obviamente tiene una estructura de represen- 
tación territorial en el municipio a nivel provincial, departamental pero que para 
nada es funcional. La fuerza básicamente reside en las organizaciones sociales (...) 
(ellas) se adhieren más que al MAS a la instrumentalización de un partido para 
acceder y tener ventajas del poder como es el instrumento político por la soberanía 
de los pueblos. Este concepto lo tienen muy claro las organizaciones, entonces 
se articulan cuando ven necesario; si hay dos tigres que se quieren aprovechar 
del partido no les interesa, no es un partido, puede haber un representante del 
MAS que puede haber sido ex-mirista, ex-emenerista no interesa mucho, interesa 
la estructura social que se está configurando y está participando en el proceso” 
(entrevista con Félix Arce, 2008). 
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3.1. La construcción de identidad territorial del norteño 
cruceño: el “camba-colla” 


El denominado “Norte integrado” del Departamento de Santa Cruz 
constituye una zona de alta productividad y concentración pobla- 
cional vinculada a la explotación agrícola del departamento. En la 
zona se ha asentado la economía de mayor producción de granos 
del departamento, en particular de soya dirigida a la exportación 
y, tradicionalmente, constituye una región que ha recibido la masa 
de inmigrantes del occidente del país desde inicios de los sesenta, 
cuando el gobierno central promovió la denominada “marcha hacia 
el oriente”, hasta el presente (Stearman, 1987). Estas dos condiciones 
permitieron configurar una región en la que confluyen la dinámica de 
la explotación extensiva y extractiva de los recursos naturales, propia 
del modelo de desarrollo cruceño, con la formación de una identidad 
territorial subalterna relacionada a la explotación de la tierra, y cuya 
composición social y étnica cultural tiene en los migrantes “collas” a 
los principales sujetos. 


Desde la década de los sesenta en la región norte de Santa Cruz se ha 
desarrollado con intensidad la actividad agrícola y correspondiente- 
mente la ampliación de la frontera agrícola. Esta política ha recibido 
el apoyo del gobierno central a través de la otorgación de créditos y 
subvenciones a los sectores y élites económicas de Santa Cruz con 
el objetivo de garantizar el acceso a la tierra y el establecimiento de 
infraestructura productiva para el desarrollo agrícola, como fueron 
en su momento la instalación de los ingenios azucareros en Mineros, 
Montero y Warnes (Gill, 1984). La producción y la cosecha de caña 
de azúcar determinó una fuerte presión por la ocupación de las tie- 
rras; para posteriormente, con la ampliación de la frontera agrícola, 
desarrollar la producción extensiva de granos (soya, sorbo, maíz, etc.). 
Este modelo a lo largo de aproximadamente dos décadas demandó, 
asimismo, un intenso proceso de asentamientos poblacionales del 
territorio a través de procesos de colonización dirigida y espontánea 
para dotar y atender a la creciente demanda de recursos humanos. Es 
en este contexto en el que operan los actores subalternos identificados 
como los migrantes “collas” que luego serán los sujetos de la demanda 
de autonomía regional de las provincias del norte de Santa Cruz*, 





$ Los sindicatos campesinos y de colonizadores, la asociación de productores, la 


organización de mujeres “Bartolina Sisa” y sectores gremiales se constituyen en 
los sujetos centrales de las dinámicas colectivas en el norte cruceño. 
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Organizados en sindicatos de campesinos y asociaciones de producto- 
res, en su mayoría se consideran migrantes “collas”. De acuerdo a los 
testimonios de los actores, la referencia temporal del arribo a la zona 
data de mediados de los sesenta y principios de los setenta, algunos 
de ellos como colonizadores vinculados a la política gubernamental y, 
en su mayoría, como migrantes por cuenta propia. La autoidentifica- 
ción étnica y territorial en general es la de quechuas de los valles de 
Cochabamba, Chuquisaca y del norte de Potosí y, aymaras de Oruro y 
La Paz. Asimismo, la camada de líderes y autoridades que en la actua- 
lidad fungen como los principales dirigentes proviene de las primeras 
generaciones. En la memoria colectiva respecto al origen laboral de 
estos sectores y grupos humanos resalta la condición de ex zafreros 
como una de las primeras actividades que habrían desempeñado a 
su llegada a la zona y del despliegue de estrategias de resistencia al 
contexto territorial considerada por ellos de abierta hostilidad por su 
origen étnico-cultural (“collas”) frente al “camba” o los nativos; asi- 
mismo, por su situación laboral de jornaleros y campesinos sin tierra, 
el clima y el desarraigo territorial. 


El poder inicial de los sindicatos y de las centrales de campesinos 
y colonizadores, como instancias de autogobierno de la masa de 
inmigrantes y de la población colonizadora a lo largo de los años 
irá perdiendo el control respeto a la política de tierras, por hallarse 
en desventaja ante la presencia y el poder de la gran empresa y sus 
corporaciones gremiales. En ese sentido, la confrontación y disputa 
de las organizaciones sociales con los sectores de poder económico 
regional asentados en la zona se centrará en torno a la ocupación y al 
acceso a la tierra, a los recursos económicos y los apoyos del Estado 
en el incremento de las posibilidades de acumulación de riqueza y 
desarrollo agrícola. 


Empero, ante las desventajas frente al poder de la gran empresa y de 
la estructura de poder corporativo que la sustenta, la centralidad de los 
sindicatos de campesinos y colonizadores irá cediendo paulatinamente 
a Otras formas de organización alternativa como las asociaciones de 
productores que compiten o bien complementan la actividad de pro- 
ducción extensiva de la gran empresa. Los sectores aglutinados como 
productores agropecuarios son en realidad trabajadores campesinos 
y colonizadores por cuenta propia que ante la movilidad social del 
proceso agrícola han logrado acceder por distintos medios al recurso 
tierra y, con el actual gobierno, a recursos y apoyos económicos y de 
servicios productivos. Entre los productores se encuentran pequeñas 
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y medianas unidades productivas cuyo patrimonio en propiedad 
de tierra fluctúa entre 60 a 300 hectáreas por unidad familiar y, que 
además llegan a contar con una infraestructura mínima que permite 
la explotación continua de la tierra. Asimismo existe toda una masa 
de productores sin tierra que arrienda y renta los medios e insumos 
para incorporarse al proceso productivo, los mismos que desembocan 
también en las asociaciones de productores. 


Respecto a la dinámica social, la estrategia de los grupos sociales de 
inmigrantes consistía inicialmente en la manifestación de una supues- 
ta crisis de identidad relativa a la situación de campesinos sin tierra 
con todas sus implicaciones en torno a las percepciones subjetivas y 
colectivas del entorno social. Esta situación de crisis intentará ser ca- 
muflada por una estrategia de mimetización al intentar incorporarse a 
la vida social a través del uso y asimilación del lenguaje y los hábitos 
propios de la zona, el ascenso económico y la dotación de una nueva 
identidad a través del arraigamiento de los hijos nacidos en la zona. 
Sin embargo, la estrategia de mimetización social no dará los resulta- 
dos esperados en cuanto a una real incorporación y reconocimiento 
social por el medio social y las estructuras simbólicas e institucionales 
establecidas. Un factor que evitará la incorporación de estos sectores 
a la vida colectiva y su asimilación correspondiente es la frontera de- 
marcada en el campo discursivo por las élites económicas y políticas 
tradicionales, quienes explotarán la diferencia entre la condición étnica 
cultural de los “cambas” con el supuesto avasallamiento de los “collas” 
a través de las migraciones y la colonización. 


A partir de este hecho tanto simbólico como político se marca una 
frontera que separa a los sectores y grupos sociales por la condición 
étnica y el origen regional, limitando la incorporación e inclusión de 
las poblaciones occidentales a la dinámica de socialización cultural 
de la región. La división entre “collas” y “cambas” se manifiesta como 
una diferenciación en el manejo del lenguaje, los rasgos somáticos 
y las prácticas culturales, así también en la separación fáctica de los 
lugares y los espacios de socialización cultural y económica. Esta 
fuerte disociación de los grupos sociales determinará la constitución 
de una identidad cultural de resistencia que articula a distintos actores 
y clases sociales de origen “colla”. Productores mediados con poder 
económico, autoridades políticas, campesinos con tierra y sin tierra, 
colonizadores, indígenas y mujeres, confluyen en el campo de la au- 
todefinición e identidad “colla” como sectores cuyo origen deviene de 
las culturas occidentales (quechuas y aymaras) y, que en los hechos se 
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consideran grupos sociales excluidos y discriminados por la dinámica 
del poder regional. 


La identidad de los “collas”, como una identidad de resistencia, permi- 
tirá la creciente concientización de su rol e importancia en el proceso 
productivo y el desarrollo agrícola de la región. De esta forma opera 
el desplazamiento de una identidad de resistencia en la que no logra 
interiorizarse al territorio como parte de la identidad, a una que se basa 
en la apropiación subjetiva del territorio que suministra los recursos y 
las condiciones materiales para la reproducción de sus vidas. El des- 
plazamiento se expresa en la emergencia de la identidad del cruceño 
del norte respecto al “camba” o cruceño en general. En todo caso, la 
demanda de reconocimiento ya no figura como la identidad de “colla”, 
o inmigrante “colla”, sino como del “cruceño-colla” o bien “camba- 
colla”, como una identidad colectiva propia y particular que pone en 
vilo a la identidad del “camba” o “cruceño neto”. En gran parte, esta 
autoafirmación identitaria tendrá impactos en el éxito del despliegue 
de acciones políticas dirigidas a obtener beneficios colectivos a través 
de la negociación y la presión social. 


Estas dos consideraciones, el desplazamiento de las formas de organi- 
zación del sindicato campesino y de colonizadores a las asociaciones 
de productores y de “inmigrantes collas” a la identidad de “cambas- 
collas”, permiten identificar que en la región opera una disputa terri- 
torial respecto al control y al acceso a los recursos naturales y de las 
oportunidades para el ascenso y la movilidad social. La mencionada 
situación se expresará con mayor claridad en la dimensión política de 
interacción de las organizaciones campesinas y de los productores con 
el Estado, a partir de la emergencia política del movimiento campesino 
e indígena en el contexto nacional y, correspondientemente, con la 
asunción al poder político de Evo Morales y el MAS. 


3.2. Autonomía regional: luchas territoriales municipales y 
provinciales 


Como sostuvimos al inicio, la participación política de las organiza- 
ciones sociales responde a distintas estrategias en función al espacio 
político abierto, estrategias que pasan por la negociación con los acto- 
res que ejercen el control del poder político. La mimentización política 
en las estructuras político-partidarias fue una de ellas. La estrategia de 
negociación tenía el objetivo de lograr del poder político determinadas 
concesiones y reivindicaciones, tanto sectoriales como colectivas; éstas 
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no tuvieron mucho éxito por la subordinación a estructuras de poder 
ajenas a las dinámicas colectivas sindicales o indígenas. La situación 
se irá transformando en la medida en que la democratización del 
poder político del Estado, con la descentralización, fue estableciendo 
mayores oportunidades para el despliegue de las acciones colectivas 
en contracorriente de la subordinación política. De ahí que la descen- 
tralización política-administrativa abre una puerta para la emergencia 
e irrupción de las estructuras y matrices comunitarias que inciden en 
los gobiernos municipales, introduciendo luchas territoriales alrededor 
del municipio. 


En realidad con la instrumentalización del MAS por parte de las or- 
ganizaciones campesinas, para acceder a la competencia política se 
aprovecha la oportunidad que confiere la democracia representativa 
en la configuración del poder local. De esta forma, las organizaciones 
empiezan a participar en el debate por la distribución de los recur- 
sos públicos, tanto los que conciernen al ámbito municipal como, 
posteriormente, el regional, departamental y nacional. No solamente 
aparece la referencia relativa a los recursos públicos sino al hecho 
del poder político y su impacto en la administración y gestión del 
territorio. El potencial político que abre la democratización social en 
torno al control del poder en el territorio local, se configura como 
una real posibilidad a ser aprovechada por las dinámicas colectivas, 
comunitarias y corporativas. 


Es entonces que el debate intenso en torno a la participación política 
en los procesos electorales con un instrumento y sigla propia, el MAS, 
empieza a tener impacto e incidencia en el seno de las organizaciones 
para el horizonte de las elecciones municipales de 2003. En este con- 
texto de irrupción de las organizaciones sociales a la vida política es 
que en los municipios del norte de Santa Cruz, operará la articulación 
de la federación de campesinos, la asociación de productores y la 
organización de mujeres campesinas “Bartolina Sisa”. La articulación 
de estas tres organizaciones desemboca en la instrumentalización 
del MAS como un instrumento político-electoral para acceder a los 
gobiernos municipales. El contexto para desarrollar la incursión polí- 
tica era auspicioso por los resultados de las elecciones nacionales de 
2002 donde la candidatura de Evo Morales logró ubicar al MAS en el 
segundo lugar de las preferencias nacionales. 


La victoria electoral del MAS (2005) en el municipio de San Pedro 
es significativa, puesto que logrará que las organizaciones sociales a 
través del MAS se hagan cargo del gobierno local. Es decir, a pesar de 
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que el Alcalde, Juan Cala, no es un actor que emerge de las organi- 
zaciones sociales como un dirigente vinculado a alguna de las orga- 
nizaciones, él es promovido como el candidato de consenso. De esta 
manera, la gestión local se halla supeditada y responde a las matrices 
organizacionales colectivas que han logrado, desde el punto de vista 
de los dirigentes campesinos, instalar un modelo de gestión en el que 
la mediación, la consulta y la participación de las organizaciones en 
los asuntos del gobierno municipal se desarrolla en forma continua, 
tanto en la dinámica de la planificación y distribución de los recursos 
municipales, desplegada desde el gobierno municipal, en base a la 
distritación territorial para descentralizar las decisiones y los recursos; 
como en la incorporación de las demandas de sectores productivos 
y sociales que no necesariamente responden a la estructura de los 
distritos territoriales. De acuerdo al Alcalde, Juan Cala, “el éxito de 
la gestión local del municipio radica en el control social y la descen- 
tralización de las decisiones relativas al ejercicio del gobierno en los 
distritos controlados por las organizaciones sociales y de base”. 


Ahora bien, en el marco de la crisis nacional de octubre del 2003, 
la renuncia del presidente Sánchez de Lozada y el desenlace de los 
sucesos hasta la renuncia de Carlos Mesa, en la región, al interior de 
las organizaciones campesinas se llega a discutir y analizar con inten- 
sidad el desenlace de la coyuntura nacional, en particular, se toma 
atención a las posiciones que asumen los miembros del Comité Cívico 
pro Santa Cruz con la demanda de autonomía departamental. En los 
eventos deliberativos se analiza las intenciones políticas de los cívicos 
cruceños frente a la creciente marcha del proceso social y político a 
favor del proyecto político de las organizaciones sociales. 


En ese sentido se desarrollan procesos deliberativos en los distritos, 
las comunidades y las organizaciones sociales de los municipios del 
norte. La perspectiva de la autonomía regional, que parte de la ex- 
periencia municipal, como un imaginario de autogobierno de la so- 
ciedad se configura como una demanda discursiva ante la propuesta 
de autonomía departamental de los cívicos cruceños. De acuerdo a 
los testimonios de los dirigentes, la idea de autonomía regional de 
todo el “Norte integrado” irá madurando en la campaña electoral de 
las elecciones nacionales y de los Prefectos. El programa de gobierno 
del MAS, difundido en la campaña electoral, había propuesto entre 
los diez puntos o medidas a implementar, la promulgación de la Ley 
Ibáñez de Autonomías donde la descentralización política del Estado 
abarcaba más allá del departamento y el municipio y se llegaba a 
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considerar al nivel provincial, regional e indígena. En otras palabras 
se proponía avanzar en la profunda redistribución del poder político 
del Estado que pasa por la reorganización del territorio. 


Las disputas territoriales en los municipios de la provincia Obispo San- 
tiesteban, disputas comandadas por organizaciones corporativas como 
la asociación de productores o los sindicatos campesinos, muestran 
una dinámica que, partiendo del ámbito municipal, se abre a sinergias 
políticas entre municipios, formando una figura que está más allá de 
la mancomunidad concebida en la Ley de Participación Popular. Dicha 
figura se expresa en una articulación política regional de municipios 
que no sólo coordinan intereses en la administración pública sino, y 
sobre todo, se ve a sí misma como una posible unidad de gobierno 
que modifica bases territoriales locales en el orden municipal. 


Sobre la base de la discusión de la propuesta gubernamental, una 
vez instalado el gobierno de Evo Morales, la disputa y polarización 
política con los cívicos cruceños servirá como el referente de la ex- 
pansión de la propuesta de autonomía regional. La estrategia política 
de las organizaciones campesinas se dirigirá a socializar y sensibilizar 
a la bases sociales sobre la propuesta de autonomía regional en dos 
planos, por una parte, en la relación y disputa con la Prefectura y su 
intención hegemónica de irradiar la propuesta de autonomía depat- 
tamental a favor de un modelo donde la gran empresa, los ganaderos 
y terratenientes, resultan los favorecidos y; por otra, en la disputa na- 
cional relativa al nuevo diseño del Estado en el seno de la Asamblea 
Constituyente donde se incorpora la propuesta de autogobierno desde 
las dinámicas locales. El escenario de mayor tensión con la Prefectura 
será cuando, a través de la participación del Alcalde de San Pedro y 
de la mancomunidad de municipios del norte, se desencadena la dis- 
puta por una distribución democrática y transparente de los recursos 
prefecturales. 


En aquella ocasión la demanda de un ajuste en la distribución del los 
recursos del presupuesto prefectural, permitió la articulación de los 
gobiernos municipales de la región del norte, en contra del monopolio 
y el centralismo de la Prefectura. Éste fue un escenario que permitió 
proponer un nuevo imaginario de autonomía como autogobierno de 
la región en base a la articulación mancomunada de los gobiernos 
municipales. Sin embargo, una vez logrado el ajuste del presupuesto 
por parte de la Prefectura a favor de las demandas municipales/re- 
gionales, el imaginario de autonomía regional de la mancomunidad 
de municipios se atempera; sin dejar, por ello, identificado como una 
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alternativa a ser activada en cualquier momento a la hora de deman- 
dar una mejor redistribución, control y democratización de los de 
recursos públicos. 


Una segunda etapa de profundización de la propuesta de autonomía 
regional, será cuando se desarrolla la discusión sobre los impactos 
de un posible gobierno regional en todo el norte de Santa Cruz con- 
trolado por las organizaciones sociales; esto es, el autogobierno de 
las organizaciones campesinas y de los productores que dinamizan 
las actividades económicas. En esta fase de discusión se incorpora la 
lectura de mayor alcance y sensibilidad política sobre el territorio, los 
recursos naturales y el rol de la población asentada en el desarrollo 
productivo y económico del departamento y del país. El tema central 
de sensibilización política se relaciona al debate sobre el aprovecha- 
miento y la explotación de los recursos naturales de la zona y, del 
aporte de la región a la generación de los excedentes administrados 
por gobierno nacional y la Prefectura. 


Asimismo, como un elemento nuevo se incorpora la lectura de la 
explotación extractiva de los recursos naturales por parte de la gran 
empresa, las utilidades que obtiene y que no logra regresar en ninguna 
proporción, sea ésta en inversión social y/o en los encadenamientos 
productivos para el desarrollo de la región. Un gobierno regional ten- 
dría, de acuerdo a la visión de los dirigentes sociales y municipales, 
mayor margen de control y de negociación en torno a la explotación 
de los recursos naturales para generar mejores condiciones de vida 
y de desarrollo. En base a esta propuesta discutida en el seno de las 
organizaciones y en el contexto de polarización política de la Asamblea 
Constituyente, se ha organizado el cabildo por la autonomía regional 
en la ciudad de Montero (2007), con la concentración masiva de las 
poblaciones de los municipios del norte encabezados por sus prin- 
cipales autoridades y dirigentes y, cuyo acto simbólico consistió en 
dejar plantado el primer mojón de la autonomía regional en una de 
las aceras del mercado central de esa ciudad. 


Con el ascenso de Evo Morales a la presidencia de la República, las 
organizaciones campesinas y de productores han encontrado en el 
gobierno un aliado para el despliegue de acciones dirigidas a exten- 
der y fortalecer la propuesta de autonomía regional. Resultado de la 
alianza y del apoyo gubernamental es la formación de una comisión 
técnica para elaborar una propuesta de Estatuto de autonomía regio- 
nal que si bien se llegó a formular con el apoyo de funcionarios del 
Viceministerio de Descentralización, ésta no fue asumida ni reconocida 
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por las organizaciones sociales. En todo caso, como sostiene el secre- 
tario ejecutivo de la Federación Campesina del Norte, “en la región 
la propuesta requiere todavía madurar” en términos de las posibles 
articulaciones políticas que viabilice la autonomía regional. 


Para el efecto, se han definido estrategias políticas de corto y mediano 
plazo. En el plazo inmediato se tenía la expectativa de la posibilidad 
diseñada e incorporada en el texto Constitucional de Oruro. Allí la 
autonomía regional se establecía en igual jerarquía a las otras formas 
autonómicas, abriéndose la expectativa del establecimiento de un 
modelo de autonomías de “arriba hacia abajo”, impulsada desde el 
Estado o desde el gobierno central. Sin embargo, en una estrategia 
mucho más práctica, de “abajo hacia arriba” y de mediano plazo, las 
organizaciones sociales definen un horizonte de acción hegemónica 
de mayor acumulación de fuerzas al sostener que la realización de la 
autonomía regional será posible cuando puedan, desde sus organi- 
zaciones, controlar y hacerse cargo de los gobiernos municipales de 
la región, como también del control de la representación política del 
espacio territorial que comprende a la región del “Norte integrado”. 
En base a ello se identifica a los procesos electorales venideros tanto 
nacionales, departamentales y municipales como los verdaderos es- 
cenarios en los que se juega la posibilidad de una futura afirmación 
del gobierno regional/local. 


3.3. El campo normativo común: la democratización del 
proyecto y el poder regional de Santa Cruz 


La demanda de autonomía regional del “Norte integrado” de Santa 
Cruz, encabezada y sostenida por las organizaciones de campesinos, 
colonizadores y de los medianos y pequeños productores, tiene como 
eje central la disputa por una mayor democratización y redistribución 
del poder político y económico, del proyecto y el poder regional cru- 
ceño. La democratización y redistribución del poder regional, implica 
la ampliación de las estructuras de participación en el usufructo de 
los recursos naturales y por ende de una real incorporación social de 
estos grupos y sectores sociales a las dinámicas económicas, culturales 
y políticas de la región/departamento. 


El campo normativo común configura un horizonte de disputa y ten- 
sión sobre la reinvención del proyecto y el poder regional de Santa 
Cruz. De ahí que en gran parte los esfuerzos por redefinir el proyecto 
de poder regional se dirigen a disputar los espacios de representación 
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política, potenciar alternativamente la construcción de formas contra- 
hegemónicas de organización y participación para aglutinar fuerzas, 
definir estrategias de acumulación que finalmente se manifiestan en 
transformaciones sociales y políticas. El impacto del despliegue de la 
estrategia es la modificación de las relaciones de poder en la región 
y en el departamento. La estrategia por ello es plural y se dirige a 
contaminar el poder regional cruceño. 


Teniendo en cuenta que el campo normativo común es una cancha 
abierta a la lucha por los significados y contenidos de la norma, en 
nuestro caso, los significados y contenidos de las reglas de juego 
que regularán los gobiernos autonómicos, debemos decir que los 
elementos centrales de disputa territorial y que hacen a las formas de 
gobierno/autogobierno son: 1? establecer reglas de juego en la admi- 
nistración de los ingresos fiscales, de tal manera que se garantice una 
redistribución de riqueza entre sectores que no forman parte de las 
élites departamentales, 2” introducir normas en los gobiernos local/ 
regionales referidas al uso de los recursos naturales y las maneras en 
que su aprovechamiento debe contribuir a los ingresos fiscales locales 
(la figura de beneficio local), 3? establecer criterios normativos locales 
para una administración más equitativa de la tierra; esto es, que la 
estructura de distribución de tierra sea más democrática y no favorezca 
a la concentración de tierra. Es claro el énfasis en el recurso tierra, 
cuando los actores corporativos sindicales o de asociación productiva 
de la provincia Santiesteban hablan de recursos naturales. 


4. AUTONOMÍA CAMPESINO INDÍGENA EN LA REGIÓN 
DE AYOPAYA: ESCENARIO DE DISPUTAS MUNICIPAL/ 
PROVINCIAL 


La provincia Ayopaya ha tenido, en los últimos años, como centro de 
debate y disputa una apuesta por el control sobre el espacio territorial 
de la misma provincia. Se trata de una disputa que tiene como eje el 
ordenamiento territorial en tensión con las formulaciones estatales de 
los últimos años. Así, formalmente, desde el año 2003, la organización 
sindical provincial ha echado a andar una serie de medidas que le 
permitan ejercer formas de autogobierno fundadas en dos extremos o 
polos constituyentes de reordenamiento territorial, por un lado, la ape- 
lación al autogobierno por su condición de pueblo indígena-originario 
quechua-aymara y, por otro, formas de articulación al Estado central 
bajo el principio de redistribución de la riqueza nacional a través de 
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la disputa por recursos estratégicos presentes en el espacio territorial 
republicano. 


El recurso a una identidad política basada en el principio de pueblo 
originario es la base de la disputa territorial que, sin embargo, no 
funciona como un principio inamovible o definitivo, sino que, al con- 
trario, se desplegará en un movimiento permanente de coaliciones, 
definiciones y posiciones frente al Estado y otros actores sociopolíticos. 
Analizamos dichas dinámicas sobre la base de tres aspectos centrales 
en la investigación: 1* el sujeto político del que estamos hablando, 2" 
el orden territorial en disputa, y 3? las posibilidades de construcción 
de un campo normativo común. 


4.1. De sujeto político campesino a sujeto político originario 


Las articulaciones del sujeto político, en el caso de Ayopaya, se 
muestran dinámicas y complejas ya que portan en sí diversas estrate- 
gias que, a su vez, se basan en un repertorio de intereses activados 
en distintos momentos coyunturales y espacios de poder. El primer 
elemento central a destacar es la constitución misma del sujeto, su 
construcción identitaria política mediante el recurso histórico que, a 
su vez, se vincula con las búsquedas de recuperación territorial de 
un amplio espacio en disputa de control. El año 2003, en el contexto 
del Congreso Provincial realizado en Yayani, la Central Sindical Única 
de Trabajadores Campesinos de Ayopaya (CSUTCA) se refunda como 
Central Sindical Única de Trabajadores Campesinos Originarios de 
Ayopaya (CSUTCOA). Estamos aquí ante un hecho relevante ya que 
en su propio nombre de sujeto colectivo perviven la memoria corta 
sindical y la memoria larga de pueblo originario. Así, en la justificación 
de la demanda de TCO, presentada ante el INRA, el 20 de octubre de 
2003, se dice que 


Las comunidades aymaras y quechuas que en la actualidad ha- 
bitamos el territorio de Ayopaya, somos descendientes directos 
de las poblaciones Soras e Icayungas que habitaron el mismo 
territorio mucho antes de la llegada de los colonizadores es- 
pañoles, y, pese al largo proceso de colonización y su obra 
de aculturación de los pueblos colonizados, conservamos en 
la base misma de nuestra identidad étnica, gran parte de la 
cultura, instituciones y costumbres de nuestros antepasados 
Soras e Icayungas. 
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La definición de pueblo originario aymara-quechua tiene una historia 
no libre de tensiones en algunas comunidades de la provincia, al 
punto que en algún momento se pensó crear organizaciones basadas 
en dichos referentes lingúísticos. Sin embargo, la fundación de la 
CSUTCOA redefine la correlación de fuerzas a favor de articular lo 
campesino con lo originario, fortaleciéndose la apuesta por la articu- 
lación de las identidades particulares al interior de la provincia. Un 
detalle importante es que en el proceso de identificación sociopolíti- 
ca, la organización opta por el denominativo “campesino originario”, 
mientras el Estado, a través de sus instituciones, los reconoce como 
“indígenas originarios”. 


El proceso organizativo refundacional va de la mano con la interpela- 
ción al Estado de su deseo de reapropiación territorial bajo la figura 
de Tierra Comunitaria de Origen (TCO). Esta búsqueda, sin embargo, 
que podría leerse en el marco de un proceso de reconstitución te- 
rritorial no deja de realizarse dentro del horizonte del ordenamiento 
republicano. De tal forma que la base espacial de control territorial 
camina de la mano con la articulación clase-etnicidad. Se trata de un 
proceso de construcción identitaria que mantiene una tradición de 
identificación basada en el criterio de clase (campesino), articulada 
a una politización de la identidad en términos de “originarios” y de 
pueblo aymara-quechua. Sobre la base de esta formulación de sujeto 
como campesino originario, se establecen un conjunto de alianzas 
atravesadas por tensiones y conflictos durante el período estudiado. 


Por un lado, tenemos una situación de conflicto permanente con el 
sector de madereros ilegales en el norte de la provincia. La CSUTCOA 
los convierte en adversarios a los que hay que expulsar del territorio 
(si es preciso de manera violenta) o, por lo menos, controlar en su 
actividad. Esto último se ve sobre todo al final del período analiza- 
do donde incluso se termina aceptando que uno de los madereros 
ilegales se haga parte de la organización. La tensión, sin embargo, 
se mueve simultáneamente en un juego de contradicciones ya que 
entre los propios comunarios de la Central Regional Colorado, perte- 
neciente a la CSUTCOA, hay gente implicada en la extracción ilegal 
de la madera. La búsqueda de alianzas también se despliegan con la 
organización campesina (FAECAB, Federación Agroecológica del Alto 
Beni) colindante que podría controlar a los madereros organizados 
bajo el modelo cooperativo. 


Asimismo hay un esfuerzo de establecer alianzas con el pueblo mo- 
setén, territorialmente contiguo a la TCO Ayopaya. El contexto de la 
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demanda de TCO por parte de la CSSUTCOA pone sobre la mesa los 
intereses comunes de control sobre el bosque en esa área subtropical, 
al tiempo que enfrenta a ambas colectividades. La relación, que ini- 
cialmente había abierto posibilidades de alianza orgánica y que luego 
se deteriorara, como queda dicho a raíz de la demanda de la TCO 
provincial de Ayopaya, hacia el 2008 vuelve a intentar acomodarse en 
términos positivos pero, esta vez, con la mediación del Estado. 


El otro polo de tensión permanente se encuentra en los sectores arti- 
culados a la actividad minera. Aunque en los documentos no aparece 
con una localización específica, en términos políticos dicha tensión 
se expresa en sectores de la Central Regional Charahuaytu, donde 
se encuentra la mina de Kami. La Central Provincial busca frenar 
la minería no artesanal impidiendo que se emitan concesiones; no 
ocurre lo propio con la actividad minera que se desarrolla de manera 
complementaria al trabajo agrícola. En el caso del sector articulado a 
la extracción permanente, como ocurre en Kami, la demanda de TCO 
encuentra un fuerte opositor. 


De tal manera que la estrategia identitaria política de los ayopayeños 
se activa mediante dos recursos que forman parte de su memoria 
colectiva. Estos recursos echan a andar dinámicas de articulación en 
términos de clase y en términos de “etnicidad”. La dinámica sindical 
les permite articularse a sectores como la Federación Agroecológica 
del Alto Beni y posicionarse frente a los sectores de poder económi- 
co internos o externos. La dinámica originaria funciona como núcleo 
articulador de solidaridades más amplias conectadas con la demanda 
territorial como TCO y como sujeto de derechos colectivos (consulta, 
acceso preferencial o exclusivo a recursos, aplicación de normativa 
propia, etc.). En el caso de la dinámica sindical campesina, como se 
verá, su articulación estará dada por las alianzas que se mueven en la 
perspectiva de recuperación de los recursos a favor de los intereses 
populares y nacionales. 


En el sentido antedicho, el caso de Ayopaya nos muestra la configu- 
ración relacional de las identidades políticas. En ellas, las relaciones 
sociales están sobredeterminadas, en cuanto no constituyen momentos 
necesarios de una ley inmanente, en cuanto a que son identidades que 
nunca logran ser plenamente fijadas (Laclau y Mouffe, 1985). El hecho 
de no poder contar con una fijación última de sentido, implica que 
tiene que haber fijaciones parciales porque si no el flujo de las diferen- 
cias sería imposible. De aquí se deriva que hablar de sujeto significa 
hablar de posiciones de sujeto, en el sentido de que esta categoría 
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“está penetrada por el mismo carácter polisémico, ambiguo e incom- 
pleto que la sobredeterminación acuerda a toda identidad discursiva” 
(Laclau y Mouffe, 1985: 163-164). El juego de la sobredeterminación 
reintroduce, en las posiciones de sujeto, una totalidad imposible que 
desemboca en la posibilidad de articulación hegemónica. 


4.2. El orden territorial en disputa: provincia, municipio, 
Tierra Comunitaria de Origen vs. Área Protegida 


Lo que se encuentra en disputa, en el caso de Ayopaya, es el orden 
territorial. Por un lado, tenemos un Estado que intenta irradiar órdenes 
territoriales bajo la figura de descentralización política, teniendo como 
base el proceso desarrollado por el conjunto de leyes denominadas 
de segunda generación (Ley de Participación Popular, Ley INRA, Ley 
de Reforma Educativa, Ley de Capitalización, Ley de Descentralización 
Administrativa) y su búsqueda de ampliar los márgenes del Estado 
pero desde un esquema vertical que le permita mantener el control 
sobre la población. Esto se expresa en el otorgamiento de concesio- 
nes mineras y petroleras, y en la creación del Parque Departamental 
Altamachi Cotacajes. Asimismo en la creación de la Corporación de 
Desarrollo provincial impulsada por la Prefectura. 


Por otro lado, tenemos una organización campesina provincial que 
a través de varias alianzas disputa de manera diferenciada el control 
territorial del norte de la provincia. Para ello acude a varias estrategias: 
la demanda de TCO, la movilización que consigue la anulación del 
Parque Altamachi Cotacajes, la neutralización de una nueva Central 
Campesina para la zona Norte y el bloqueo de los sectores de poder 
que, siendo campesinos, buscan rearticularse a los partidos políticos 
tradicionales mediante el discurso del desarrollo alrededor de Co- 
capata. Estas luchas territoriales son asumidas bajo distintas figuras 
que cambian de acento según el momento en que se da el forcejeo: 
pueden, en determinado momento, asumir el mecanismo de titulación 
agraria que les ofrece el Estado (TCO) para articularse a la noción 
de territorio del Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo; pueden tener como escenario la pugna por lograr el control 
del municipio; pueden, en otro, ampliar sus márgenes en coaliciones 
con otros actores y buscar articular un gobierno regional, basado en 
la delimitación que les ofrece la circunscripción electoral? pueden, 





2 La circunscripción electoral 31 integra la provincia Ayopaya, Tapacarí, Arque, 


Bolívar y una parte de Sipe Sipe. 
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en un contexto de confrontación específico, apuntar a “tomarse” la 
Prefectura del departamento. 


La organización campesina originaria lleva adelante estas luchas en 
el marco del modelo de descentralización del Estado pero en una 
compleja interrelación espacial (movimiento que articula municipio- 
provincia-región-departamento) y política (formas de control sobre 
la institucionalidad existente y formas de cuestionamiento al diseño 
estatal que exige reconfigurar el ordenamiento territorial existente). 


Así, hay una suerte de interjuegos que expresan la complejidad de 
tensiones y fuerzas en correlación y que están lejos de pensarse en 
formas antagónicas de “agencia campesina”; ni se trata de sujetos 
receptores pasivos de políticas estatales ni se trata de actores radi- 
calmente innovadores que empiezan la historia desde un momento 
fundacional desconectado del Estado. Se trata más bien de complejos 
procesos y tramas de poder que articulan diversas estrategias, acto- 
res, discursos y prácticas cotidianas. Estas formas de “adaptación en 
resistencia” (Stern, 1987) o de definiciones identitarias dentro de una 
“mismidad cambiante” (Wade, 1997) reflejan luchas que son parte de 
procesos hegemónicos, es decir, de luchas que se dan en el contexto 
del lenguaje y las prácticas de la dominación pero al mismo tiempo 
moldeándolo (Roseberry, 2007). 


Pensar entonces en las bases de un posible campo normativo común, 
como veremos en el siguiente apartado, implicará pensar en una suerte 
de construcción de ida y vuelta que modifica tanto la institucionalidad 
estatal como la “autonomía” orgánica, política y territorial en Ayopaya. 
Por un lado, tenemos una recurrencia al aparato normativo estatal 
como el lugar desde donde se exige el derecho originario al ejercicio 
de autogobierno. Y ello se lo hace en el lenguaje, formulación, reglas 
de juego de la institucionalidad jurídica de un Estado aún marcado 
por una matriz de base liberal pero al mismo tiempo informado de 
otras formas de apropiación de la diversidad. Por otro lado, tenemos 
una serie de planteamientos que rompen la lógica de articulación a las 
mismas reglas de juego establecidas por dicho aparato legal: la recu- 
rrencia al derecho de consulta como “pueblo originario”, el ejercicio 
de la autoridad jurídica comunal, los mecanismos efectivos de control 
sobre las prácticas municipales, las formas de apropiación territorial y 
otros, son formas de forcejeo normativo con el Estado. 


300 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


4.3. Posibilidades de un campo normativo común: 
el autogobierno campesino originario 


Reflexionemos sobre el contexto de un marco discursivo y de gestión 
configurado por el modelo de descentralización multiculturalista de los 
90 (Garcés, 2009; Hale, 2002) pero en el que los sujetos subalternos 
han desarrollado una serie de estrategias que han movido dicho piso. 
Así, en el contexto de la Asamblea Constituyente se forma el Pacto 
de Unidad y surge un nuevo tipo de identidad política sobredetermi- 
nada, la que articula clase-etnicidad-género con una matriz histórica 
de base colonial y capitalista que aglutina dichas identidades. La au- 
todenominación asumida (indígena originario campesino) despliega 
conflictivamente las articulaciones de sujeto que prefiguran una nueva 
forma discursiva legal a la que los ayopayeños se enlazan. Ella está 
dada por los siguientes elementos: a) declaración del Estado boliviano 
como plurinacional; b) reconocimiento de autonomías indígenas bajo 
la forma de municipio indígena originario campesino; c) rechazo a 
las formas autonómicas departamentales propuestas por sectores de 
poder de la denominada media luna; y, d) impulso a la figura de re- 
gión indígena originaria campesina concretada en la articulación de 


la Región Andina de Cochabamba. 


Es en este marco que se muestran los puntos de tensión que a su vez 
son reflejo del marco normativo común en construcción. Estos puntos 
de tensión tienen que ver con cuatro aspectos: las normas de auto- 
gobierno, las atribuciones sobre los recursos naturales, el cogobierno 
y por tanto la disputa por la soberanía, y la aplicación de normas y 
procedimientos propios asistidos por el Estado. Con respecto al primer 
aspecto, el marco de las asambleas territoriales constituyentes reali- 
zadas en Ayopaya lleva a que la organización campesina originaria 
proponga una serie de elementos como constitutivos de lo que sería 
el municipio campesino originario. Estos elementos son: 


Transparencia en el manejo municipal, gobierno compartido entre 
representantes estatales locales y representantes orgánicos —sindica- 
les— de la provincia; este gobierno debe tener, a su vez, la facultad 
de definir las políticas de gestión y sancionar su incumplimiento, 
participación en la distribución de recursos económicos para llevar 
adelante las tareas priorizadas por la organización y elección y revo- 
catoria de mandato de los miembros del municipio basado en “usos 





10 Las bases de la región andina serían la circunscripción 31. 
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y costumbres”. Algunos de estos elementos constitutivos propuestos 
van más allá de la figura municipal. En el caso de la revocatoria de 
mandato ésta ha sido pensada al calor de las tensiones con la Pre- 
fectura de Cochabamba, lo que ha permitido articularla a discusiones 
que superan lo local. 


Con respecto a los recursos naturales, son tres los más representativos 
en términos de intereses estratégicos para Ayopaya: recursos hídricos, 
mineros y forestales. Con respecto al tema agua, éste viene relacionado 
con el proyecto mayor que significa Misicuni y las consecuencias que 
tendría para la zona; de ahí que el planteamiento vaya de la mano con 
la necesidad de que sea la provincia quien tome decisiones sobre una 
obra de tal envergadura. En términos de atribuciones de municipio 
originario, el tema de la minería es parte de las definiciones articula- 
das a la propuesta del Pacto de Unidad; por ello el planteamiento de 
que se trata de recursos que pertenecen a todos los bolivianos, lugar 
donde se activa el criterio de clase como herencia de un nacionalismo 
popular presente en los comunarios de Ayopaya. Ello no exime, como 
se verá, de exigir el derecho a consulta en calidad de pueblo origina- 
rio. Los recursos forestales son pensados en términos de propiedad 
exclusiva debido a encontrarse en el territorio demandado como TCO; 
sin embargo, la estrategia identitaria compleja que hemos presentado 
antes moverá las acciones en búsqueda de articular alianzas con los 
sectores aledaños al norte tropical. 


Las atribuciones propuestas sobre estos recursos toman tres caminos en 
los documentos analizados, la necesidad de información veraz y opor- 
tuna antes de la implementación de proyectos mayores en el territorio 
provincial; la consulta obligada como parte de la normativa en curso, 
sobre todo bajo el amparo del Convenio 169 de la OIT; y, el derecho 
a beneficiarse de los excedentes que proceden de la industrialización 
y comercialización de los recursos denominados estratégicos (sobre 
todo minería e hidrocarburos). 


Las atribuciones sobre el recurso tierra se encuentran enmarcadas en el 
debate de la apropiación territorial mediante el mecanismo de deman- 
da de la TCO provincial. En este sentido, la apuesta es por la definición 
interna de los mecanismos de acceso y distribución a la tierra, lo cual 
no niega la voluntad de contar con el Estado como dirimidor ante los 
posibles conflictos que se generen en la temática. 


Con respecto al planteamiento del cogobierno como figura autonómica 
con el Estado (Máiz, 2002) éste se expresa en la capacidad de decisión 
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sobre los recursos, asunto ya adelantado en los párrafos anteriores. El 
debate abierto en la Asamblea Constituyente dio un giro importante 
en la reflexión sobre el dominio y propiedad de los recursos. De una 
concepción, considerada la más progresiva en materia constitucional, 
que atribuía dominio y propiedad de los recursos naturales al Estado, 
se pasa a que éstos son “del pueblo boliviano” (art. 349). Es la Central 
Provincial de Mujeres Campesinas —aunque también es definición de 
los debates de la Zona Andina— la que explicita este principio como 
mecanismo de “recuperar la soberanía nacional”. 


El posicionamiento anterior obliga a ubicarse en el debate previo gene- 
rado en el Pacto de Unidad (CSUTCB y otros 2007) bajo la distinción de 
recursos renovables y no renovables. Los primeros, se propone, deben 
ser de uso exclusivo de los pueblos indígenas cuando se encuentran 
en sus territorios; los segundos, pertenecen a todos los bolivianos 
y bolivianas pero están sometidos al derecho a consulta vinculante 
en los territorios indígenas, además de gozar de los beneficios que 
proporcionan sus excedentes. Así, recursos como la minería y los 
hidrocarburos están sometidos al escrutinio comunal en una suerte 
de concesión mutua de soberanía, mientras que recursos renovables 
como los forestales se los piensa de propiedad y aprovechamiento 
exclusivo de quienes se sienten “dueños del territorio”. 


Finalmente, en referencia al aparato de normas comunales que sir- 
ven para el gobierno provincial, éstas se despliegan a través de las 
distintas resoluciones y mandatos emanados de los eventos orgánicos 
provinciales. Son normas que actualizan el lenguaje del debate con el 
Estado, como hemos dicho a propósito de la concepción procesual 
de hegemonía, pero que tienen una performance orgánica y política. 
Es decir, la emisión de las normas es parte del ejercicio de gobierno 
comunal sindical. Ello se ve con claridad en los esfuerzos de controlar 
las actividades que se consideran perjudiciales para los comunarios 
de la provincia, pero que simultáneamente los lleva a desarrollar es- 
trategias y acciones que permitan ocupar efectivamente el territorio, 
desplazando a los adversarios. 


El tenor de la producción normativa, sin embargo, cambia de acuerdo 
al tipo de relación que se establezca con el gobierno central. Visto 
usualmente como opositor al que es necesario “arrancarle” el recono- 
cimiento de ciertos derechos de los pueblos originarios, el escenario 
desplegado con la asunción de Evo Morales al gobierno sitúa a los 
ayopayeños en la esperanza de encontrar en el gobierno un aliado 
para sus prácticas de control y gestión del territorio. No obstante, la 
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mediación burocrática con las instancias estatales obliga a la provincia 
a una suerte de permanente aguijoneo ante los compromisos forma- 
lizados. Por otro lado, las mismas apuestas de gobierno basadas en 
los “usos y costumbres” comunales debe ser relativizada ya que ante 
la inminencia de contar con mecanismos propios de resolución de 
conflictos al interior de la TCO, se busca la intermediación del Estado 
como dirimidor de los mismos. 


Para finalizar debemos puntualizar que Ayopaya, en los últimos años, 
ha ido construyendo sus opciones de gobierno local/regional a la 
par de la construcción de su identidad política. Estas construcciones 
territoriales-políticas se han ido definiendo en el juego de las corre- 
laciones de fuerzas frente a los otros: en determinados momentos ha 
pesado fuertemente la relación con el gobierno central o prefectural; 
en determinados momentos, el centro de confrontación han sido los 
sectores extractivos del norte de la provincia; en otros, se ha dado 
en términos de control sobre los sectores que tradicionalmente han 
articulado su poder político desde las centrales del norte o, finalmente, 
en otros casos, mediante alianzas con sectores campesinos aledaños 
en perspectiva de poder regional. 


Lo que vemos en Ayopaya es este esfuerzo de construcción identitaria 
y de territorialidad que se mueve con distintos énfasis en el período de 
acercamiento. Desde formas de control sobre el ejercicio gubernativo 
municipal hacia apuestas de “toma” de formas más históricamente arti- 
culadas al poder republicano y colonial (el caso de la Prefectura). Este 
tránsito se da en el contexto de imaginar mecanismos de autogobierno 
sobre la base de una reconstrucción territorial definida, en este caso 
la TCO. Así, cuando se plantea la idea de Municipio Indígena no se 
precisa la forma operativa de implementación en la provincia (un solo 
municipio o dos), sino las reglas de juego básicas que le pondrían el 
sello de lo “indígena originario”. 


En este sentido, el nuevo contexto que se abre con la aprobación 
de la NCPE plantea algunas alternativas que estarán estrechamente 
relacionadas, por un lado, con las formas más claras de poder auto- 
nómico definidas por el proyecto de Constitución, y, por otro, con 
las tensiones que se estructurarán en el marco de la aplicación del 
mismo texto constitucional. Así, es claro que la Constitución deja 
definidas dos formas autonómicas bastante claras: la forma departa- 
mental y la forma municipal. La forma departamental seguirá estando 
al centro de debate en cuanto a los intereses por captar o controlar 
las competencias específicas a debatir en la Ley Marco de Autonomías 
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y Descentralización. Por otro lado, si bien la forma departamental ha 
sido el centro del debate visible en el escenario mediático nacional, 
la otra forma autonómica que ha logrado cristalizarse ya de manera 
incuestionable es la municipal. 


Con estos supuestos es de esperar que las opciones de gobierno 
territorial local/regional en Ayopaya tomen tres posibles caminos. 
Asumir, de manera casi inmediata, los municipios de la provincia bajo 
el paraguas de municipio indígena originario campesino que ofrece la 
NCPE, constituir la provincia en una región, y/o rearticular la alianza 
con los demás espacios de la circunscripción 31 —las provincias de 
Arque, Bolívar y Tapacarí; y una sección de Sipe Sipe— a fin de con- 
formar la Región Andina. 


Las dos últimas opciones, a su vez, podrán tener un perfil preferen- 
temente de planificación y gestión o de gobierno regional originario, 
propiamente dicho. El que se asuma uno u otro “énfasis” dependerá, 
en nuestra opinión, de la tensión y conflictividad que se desarrolle con 
la prefectura departamental de Cochabamba, es decir, en la medida 
que el gobierno departamental logre desarrollar un espacio hegemóni- 
co de articulación de las ecorregiones del departamento. La propuesta 
de región andina cuajará más como forma de planificación y gestión; a 
la inversa, en la medida en que los mecanismos de representatividad 
política y simbólica se erosionen o se profundicen, la apuesta por la 
diferencia étnico-campesina en el contexto de una posible conflictivi- 
dad con la Prefectura o con los resabios de la confrontación urbano- 
rural, es más posible que la zona andina tome forma de gobierno 
autonómico regional originario campesino. 


PRINCIPALES CONCLUSIONES 


Retomando la perspectiva interpretativa que orienta nuestra indaga- 
ción, la tensión de la forma de ejercicio o bien de la posibilidad de un 
gobierno departamental, como gobierno regional/local, se inspira en 
la lógica de la democracia liberal, de sus dispositivos institucionales 
y simbólicos. La redistribución del poder político del Estado, que es 
en el fondo lo que está detrás de la descentralización, impulsada por 
los propios cívicos se vuelve contraproducente respecto a la natura- 
leza y al armado particular del poder regional. En otras palabras, la 
configuración de la autonomía departamental que finalmente cuaja 
con la aprobación del nuevo texto constitucional en el Congreso, ma- 
nifiesta la no confluencia entre la forma institucional que se propone 
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(liberal-democrática) y el proyecto y estructura de poder regional que 
arrastra Santa Cruz como modelo. 


Hasta el momento es el escenario municipal de las provincias de 
Santa Cruz donde se manifiesta esta otra forma de control político 
del territorio departamental; en ellas confluyen formas colectivas de 
acción de los emigrantes urbanos y rurales “collas”, la configuración 
de medianos productores a través de asociaciones, e indígenas que 
visibilizan sus formas comunitarias de organización y, también, las 
demandas vinculadas a derechos por parte de campesinos sin tierra 
que configuran formas corporativas de organización y movimientos 
sociales; todas llegan a instrumentalizar las opciones político-partida- 
rias, como el MAS, para disputar el control político y las estructuras 
de gobierno establecidas. 


La demanda de redistribución de la riqueza y de los recursos naturales, 
impulsada por formas organizacionales contrahegemónicas y/o matri- 
ces corporativas que se expresan de distintas formas y de espacios de 
encuentro como son los que se despliegan en el Plan 3000, las juntas 
vecinales, comerciantes, gremiales y otras, todas ellas dan lugar a la 
formación de estructuras de poder locales y/o micro regionales en la 
que adquieren poder los productores medianos, las organizaciones 
indígenas que en su horizonte político pretenden el control político 
de todo el territorio. 


El eje de la acción guaraní orientada a establecer reglas de juego que 
gobiernen los fundamentos del autogobierno, está centrado en defini- 
ciones sobre territorio, sus recursos naturales y el carácter de justicia 
que regirá en los ámbitos de jurisdicción. Así, un aspecto fundamental 
es la perspectiva de territorio que se recupera como el espacio de los 
antiguos y que se gobierna —autogobierna— sin la intermediación 
de las instituciones estatales. El foco de afirmación en la enunciación 
guaraní se encuentra en la figura “recuperar nuestra soberanía”, lo que 
significa volver a ser dueños del territorio, teniendo implicancias de 
propiedad sobre los recursos naturales. Estamos ante renovados sig- 
nificados del término soberanía que deberán ser leídos con referentes 
simbólicos distintos al del Estado nación. 


En sintonía con el escenario guaraní, la forma política originaria campe- 
sina que se presenta en Ayopaya muestra un escenario étnico y de clase 
que apela a formas institucionales del Estado (la relación corporativa 
sindicato/Estado), pero también moviliza aspectos políticos de lo indí- 
gena originario. En ese sentido, el orden territorial muestra una lucha 
política que anida formas de restitución espacial y política del territorio 
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estatal, activando memorias políticas institucionales conformadas con 
anterioridad al Estado nación. El tono más alto de dicho planteamiento 
es que empuja a definir nuevos términos de soberanía, o si se quiere 
formas de soberanía negociada, pues ella —la soberanía— ya no se 
constituye como una delegación absoluta al Estado y la nación. 


Sin embargo, restitución espacial y política del territorio en Ayopaya es 
un proceso contradictoriamente desarrollado con expresiones político 
institucionales del Estado republicano, lo que se expresa en las luchas 
políticas campesinas por tomar y ejercer el poder político municipal 
y prefectural. En ese sentido, el horizonte del autogobierno o la auto- 
nomía originario campesina, puede inclinarse hacia una redefinición 
territorial del Estado, lo cual implica una redefinición política de su 
estructura, o profundizar el proceso de autogobierno y autonomía, 
enmarcado en la vida institucional tradicional del Estado, lo que im- 
plica contaminación de las formas estatales neocoloniales por formas 
corporativo comunitarias. 


Las luchas políticas territoriales instauradas en Bolivia desde el inicio 
del siglo XXI y que son desplegadas por identidades políticas dis- 
puestas a ejercer derechos de autonomía/autodeterminación, plantean 
desafíos que queremos enunciarlos en tres aspectos: 


1? Referido al orden de la representación. Las disputas territoriales 
han abierto y ensanchado las maneras en que estamos entendiendo 
la representación política; podemos afirmar que han empujado a la 
consolidación de sistemas combinados, sistemas que se contaminan 
mutuamente y que se expresan en un sistema de representación pro- 
porcional, un sistema de representación territorial y un sistema que 
acoge usos y costumbres. La relación interna entre ellos cambiará los 
equilibrios de poder en las regiones y activará formas de representa- 
ción donde las identidades políticas jugarán un rol muy importante 
en el sistema político. 


2? En el orden territorial se expresan luchas heterodoxas, principios 
territoriales que buscan organizar el Estado en unidades de gobierno 
con distintas lógicas. Ellas mismas —las lógicas— suponen una lucha 
política en el campo estatal que es movilizada contradictoriamente 
por las identidades políticas. Constatándose que existen identidades 
políticas que impulsan y buscan irradiar principios unidimensionales 
de organización territorial del Estado e identidades políticas que im- 
pulsan y activan formas plurales del orden territorial estatal y que se 
relacionan con horizontes políticos distintos al del Estado nación. 
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3” En relación al campo normativo y sus posibilidades de constituirse 
como cancha común, el bien común en la política. Es aquí donde 
mejor se expresa o donde mejor se puede observar los caminos y 
senderos que definirán los márgenes del Estado. Ello implica, no sólo 
el establecimiento de formas de Estado y su vida institucional, sino la 
manera en que el Estado se relacionará con los sujetos sociales, con 
la sociedad civil, la manera en que se establecen lenguajes comunes 
en los que operan el Estado y sus instituciones y los actores sociales; 
por tanto, un campo de hegemonía saturado de fuerzas que actúan y 
despliegan estrategias, siendo a la vez un campo donde se estructu- 
rarán formas de poder y dominación. 


En ese sentido podemos decir que es un campo de luchas y disputas 
donde todavía no se ha condensado una estructura de poder, ponién- 
dose en juego de azar normas y reglas sobre un sistema de represen- 
tación que cuajarán en un sistema político, normas y reglas referidas 
a los criterios y principios con que se redistribuye la riqueza y termi- 
narán siendo los términos en que se usa, se aprovecha y se beneficia 
de los recursos naturales, más una sedimentación de la condición del 
derecho que organiza jurídicamente al nuevo Estado. 
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Estado Plurinacional: 
economía y política* 


Álvaro García Linera 





En este texto, revisado y aprobado por el autor, se recupera la conferencia ofreci- 
da por el señor Álvaro García Linera, Vicepresidente del Estado Plurinacional de 
Bolivia, en el coloquio “Poder y cambio en Bolivia: 2003-2007”. La actividad se 
realizó en noviembre de 2008, con el objetivo de debatir los resultados de las seis 
investigaciones incluidas en el presente libro. 


Comentaré algunos de los temas que pude escuchar, tanto de la expo- 
sición de Luis Tapia como de la síntesis que hizo Fernando Mayorga, 
aprovechando esa relación compleja que me toca desarrollar como 
Vicepresidente, vinculado al ámbito del Estado y también por estar 
continuamente atento e involucrado en la reflexión que hace el mundo 
intelectual y académico en Bolivia. 


A partir de las dos ponencias intentaré, sobre todo, resaltar la impor- 
tancia decisiva de las acciones económicas del Estado y especialmente 
del Estado en transición —cuando hay turbulencias y modificaciones 
en la estructura de las correlaciones de fuerzas—; además retomaré 
las reflexiones sobre la democracia liberal representativa y la de- 
mocracia comunitaria, sobre lo moderno y lo tradicional, y sobre la 
relación Estado-movimientos sociales. Asimismo, quisiera tematizar 
la idea del “poder dual” regionalizado y del “punto de bifurcación” 
como momento de consolidación parcial y temporal de un proyecto 
político conjunto. 


Un primer elemento que me llama la atención de ambas exposiciones 
es una inclinación al estudio de las transformaciones del poder desde 
el ámbito de la política que, sin duda, es el más visible y el más diná- 
mico. Comparto la mayor parte de las reflexiones que se han expuesto, 
además me permiten entender varias cosas que me tocó vivir y que 
en su momento no las había comprendido en su totalidad. 


Pero quiero mostrar inquietud por la ausencia de una mirada sobre la 
parte económica del poder en general y del poder estatal en particu- 
lar. Éste es un tema poco visto por la literatura sociológica del Estado 
—estoy tomando en cuenta a Weber, a Poulantzas y al mismo Pierre 
Bourdieu—. Zavaleta, en cambio, le da importancia a este aspecto, 
tal vez por su particular experiencia personal como ministro en el 
Estado. 


Y es que si bien el Estado es un espacio de concentración de relaciones 
políticas, uno de los mecanismos fundamentales para la viabilización, 
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modificación, transformación o conservación de estas correlaciones 
de fuerzas políticas es el uso de la inversión pública. De hecho, las 
propias luchas políticas de una sociedad se explican, en gran parte, 
por las disputas en el control de esta porción de la riqueza social, por 
el control del monopolio estatal del excedente económico. 


Es más, el principal mecanismo que el bloque de poder ascendente y el 
bloque de poder descendente tienen para consolidar posiciones o ejer- 
cer presión política es, fundamentalmente, el Presupuesto General de la 
Nación (PGN), el uso de los recursos estatales. Cuando uno estudia con 
atención la importancia que éste tiene en la consolidación de iniciativas 
—<como por ejemplo en el ascenso económico contemporáneo de la 
China, con sus procesos acelerados de industrialización estatal en la 
franja costera y la formación disciplinada de un proletariado con bajos 
costos de reproducción de su fuerza de trabajo—, o cuando uno estudia 
las disputas políticas al interior del bloque de poder estatal norteame- 
ricano entre el sector empresarial tradicional (industria del automóvil, 
textiles y acero) con el empresariado ligado a las actividades bursátil y 
financiera, está claro que el control y el uso del PGN es decisivo para 
comprender la fuerza alcanzada por cada facción de las clases sociales, 
las alianzas que articulan entre ellas y los mecanismos de financiación 
de su reproducción material a corto y mediano plazo. 


En el caso de Bolivia, estamos hablando de la disposición de un flujo 
de caja por parte del Estado de alrededor de 6 mil millones de dólares 
y, en términos de participación directa en el Producto Interno Bruto 
(PIB), el Estado controla poco más de 4.200 millones de dólares de 
los 17.000 millones que genera nuestra economía anualmente. Para 
una economía tan pequeña como ésta, la utilización del 25 por ciento 
del PIB influye definitivamente en la correlación de fuerzas entre las 
clases sociales, explica el despliegue de iniciativas, el potenciamiento 
o el debilitamiento de las fuerzas y luchas políticas y de los efectos 
políticos de esas luchas. Entonces, éste es un elemento material que 
no debemos soslayar. 


En momentos de la composición de clases de un Estado en transición 
estructural, detrás de cada iniciativa o acción política que despliegan 
las fuerzas ascendentes y las fuerzas descendentes, siempre hay en su 
núcleo una acción económica. Al final, el resultado —vía triunfo, vía 
pacto o vía armisticio— tendrá que ver con la forma en la que se ha 
distribuido el uso del excedente estatal y cómo se regula este mono- 
polio político del excedente económico público. La propia dinámica 
de la lucha de clases está relacionada con la economía. No es casual 


ESTADO PLURINACIONAL: ECONOMÍA Y POLÍTICA 315 


que los grandes momentos fundacionales del actual bloque de poder 
ascendente, la “Guerra del agua” en el año 2000, la “Guerra del gas” 
en 2003, y “el febrerazo” de ese mismo año en contra del incremento 
de impuestos a los asalariados, hayan girado precisamente en torno a 
una disputa por el uso y función de los recursos económicos públicos 
(estatales y no estatales). 


Entonces, creo que enriquecería mucho el estudio de la fase de tran- 
sición estatal si en su dinámica interna, en el posicionamiento de cada 
bloque, en las estrategias que despliegan y en las resistencias que 
encuentran estas iniciativas y contrainiciativas, este estudio estuviera 
permanentemente vinculado a las luchas por el uso y el flujo de los 
recursos públicos en general, y públicos estatales en particular. 


Aún en la idea del “Estado mínimo” a la que nos llevó el bloque de 
poder neoliberal, siempre hubo un núcleo fuerte de recursos eco- 
nómicos que era objeto de distribución para consolidar jerarquías y 
apoyos, así como para consolidar distancias y dominaciones frente a 
los bloques dominados de la sociedad. De hecho, el neoliberalismo, 
en sentido fuerte, puede definirse como el proceso de mutación de 
los recursos y monopolios públicos (estatales y no estatales) en re- 
cursos y monopolios privados. Entonces, es muy importante articular 
permanentemente en el estudio del Estado el uso, la distribución, la 
producción y circulación del excedente económico de la sociedad. No 
podemos entender el Estado sin esta vinculación directa. 


Esta realidad económica de la política estatal se la puede visualizar 
a diario desde cosas tan sencillas como las decisiones sobre a quién 
comprar tractores para implementar los planes de industrialización 
del pequeño productor. ¿Se los compra del empresario vinculado a 
Poder Democrático Social (PODEMOS), ¿del empresario vinculado 
al Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR)?; en esa decisión 
administrativa se juegan 30 millones de dólares. O el uso del dinero 
para la alimentación de la tropa militar, la confección de los uniformes 
o la compra de material administrativo del Estado, que son aproxi- 
madamente mil millones. En mayores dimensiones, el escenario de 
usos sociales, de potenciamiento o debilitamiento de tal o cual facción 
social, a tal o cual representante de clase, se da cuando se licita la 
construcción de grandes carreteras o empresas, en las que anualmente 
el Estado llega a invertir entre 500 a 800 millones de dólares. En esta 
redistribución se consolidan tales o cuales fuerzas regionales, tales 
o cuales necesidades sociales, tales o cuales horizontes económicos 
colectivos, tales o cuales ganancias, tales o cuales fuerzas sociales en 
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detrimento de otras, tales o cuales personas, con tales o cuales vínculos 
sociales, con tal o cual posición en los momentos de conflicto, etc. 


El Estado es monopolio, visto bien por Marx, por Weber; es el monopo- 
lio de la coerción y de la legitimidad, pero también es la administración 
del monopolio de una parte de la riqueza de la sociedad, lo que le da 
una gran capacidad de decisión, de direccionalidad y de potenciamien- 
to de la correlación de fuerzas y de la lucha de clases sociales. 


La propia autonomía respecto a decisiones externas de la que habla 
Luis Tapia no pudiera ser posible sin una base material de esta volun- 
tad de autodeterminación colectiva. 


Permítanme explicar esta idea general de la base material de la sobe- 
ranía con un ejemplo vivido en la gestión de gobierno. Si nosotros, 
como gobierno, tuviéramos que acudir al Banco Mundial para obtener 
recursos para pagar salarios a fin de mes —como lo hacían anteriores 
gobiernos— la evocación de la autonomía no pasaría de ser sólo un 
deseo de dignidad y no una práctica real. 


Si a ello sumamos que en Bolivia las antiguas clases sociales dominan- 
tes han internalizado esta limitación material como voluntad virtuosa, 
estamos ante la constitución cultural de una clase servil. En todo caso, 
la subordinación mental y práctica ante poderes externos estaba fun- 
dada en una subordinación material que era ampliada a medida que, 
de manera deliberada, esas propias clases localmente dominantes 
definían políticas económicas que volvían a reproducir la mutilación 
material de la autodeterminación estatal. 


La posibilidad de una ruptura de la subordinación política del Estado, 
no importa quién esté en el gobierno, tiene que ver mucho con la 
propia autonomía y la toma de decisiones económicas del Estado, 
que es precisamente lo que hoy comienza a suceder. Si para pagar 
aguinaldos de 200 mil funcionarios públicos un Estado se ve obligado 
a pedir créditos, estamos hablando de una cultura de dependencia 
objetiva insalvable, por mucho que la dirigencia intelectual o social 
de un gobernante apunte hacia otro lado. Las propias iniciativas polí- 
ticas que se toman frente a las relaciones externas, la distribución de 
fuerzas y de poderes a nivel interno, incluso a nivel regional, tienen 
vinculación con este monopolio de la administración de una parte 
fundamental del excedente económico de la sociedad. 


Entonces, varias de las definiciones que tenemos de Estado en socio- 
logía, de Weber para adelante, soslayan esta presencia, decisiva desde 
mi punto de vista, de la economía, del poder y monopolio económicos 


ESTADO PLURINACIONAL: ECONOMÍA Y POLÍTICA 317 


en la constitución del poder de Estado. Marx, en La guerra civil en 
Francia, reflexionó sobre este tema del uso de la riqueza al momento 
en que los comuneros tomaron el control de París y, ciertamente, es 
un elemento fundamental que permite entender el curso de las accio- 
nes políticas que cada clase, bloque y fracción de clase tiene en cada 
momento histórico de las luchas por el poder. 


Un ejemplo concreto, para dejarme entender en este tema, es la lucha 
de clases en Santa Cruz. Coincido plenamente con Luis Tapia en que 
estamos asistiendo, de un tiempo atrás para acá, a un despliegue inten- 
sificado en la lucha de clases. Pero no pudiéramos entender la propia 
ruptura de los mecanismos de subordinación clientelar, prebendal y 
paternal que ha caracterizado durante décadas a la estructura social 
agraria cruceña dirigida por el bloque económico agroexportador, sin 
estudiar cómo, a la vez, en los últimos tres años desde el Estado se ha 
desmontado parcialmente el mando y control de la cadena agroindus- 
trial cruceña en el sentido que conocíamos hace diez años. Me atrevo 
a decir que hoy, cerca del 20 al 25 por ciento de la agroindustria cru- 
ceña ya no está en manos del núcleo cruceño-brasilero-peruano que 
constituyó el bloque de poder agrícola en Santa Cruz. Ese porcentaje 
ha pasado a manos del Estado y, además, hay un creciente poten- 
ciamiento de los pequeños productores que están logrando construir 
articulación vertical desde la producción hasta la exportación de soya, 
de torta de soya, de aceite de soya. Este hecho económico transforma 
radicalmente la estructura regional de poder, por eso también se ex- 
plica el porqué de la respuesta feroz de las élites agroindustriales con 
sus expresiones discursivas racistas, la militancia de una parte de ellos 
en la intentona golpista de septiembre de 2008 y el financiamiento de 
grupos armados separatistas a inicios de 2009. 


Entonces, el poder del Estado y el devenir de la correlación de fuer- 
zas políticas siempre tienen que verse como espacios atravesados y 
guiados por disputas, por querellas y luchas referidas a la distribución 
o la circulación de recursos económicos. No en vano decía Lenin 
que la política es economía concentrada. Esta afirmación tiene una 
contundencia implacable desde nuestra experiencia de gobierno, que 
permite comprender cómo es que toda decisión económica que se 
toma a nivel gubernamental es, en principio, una decisión política; a 
su vez, esa decisión política que pone en juego recursos económicos 
tiene un efecto simultáneamente político y económico directo en la 
estructura de recursos de las distintas clases sociales. Quizás en el cere- 
bro podemos separar la dimensión política de la decisión propiamente 
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económica, pero la realidad nos muestra que elementos de un mismo 
proceso están en relación: el poder visto en su dimensión política y 
en su dimensión profundamente económica. Ciertamente, el Estado 
monopoliza coerción (Fuerzas Armadas, Policía, Sistema Judicial), a 
su modo monopoliza también los discursos legítimos de la sociedad 
(las ideas fuerza que guían el comportamiento institucional rutinario 
de la sociedad), pero fundamentalmente el Estado es una relación 
social que monopoliza y distribuye importantes flujos económicos 
que potencian, refuerzan, debilitan, anulan o aniquilan estructuras 
sociales y poderes políticos. 


Éste es un elemento sobre el que sería interesante reflexionar con ma- 
yor detenimiento con el conjunto de los investigadores y académicos. 
Personalmente —y ésta es una hipótesis de trabajo que dejo al tiempo 
para su verificación o refutación— considero que los cambios más 
importantes que se están dando en la estructura social boliviana en los 
últimos años y, en general en los momentos de transición de un tipo 
de Estado a otro, se están presentando en la estructura de poder eco- 
nómico de la sociedad y, por tanto, en la estructura de clases, a partir 
precisamente de la acción económica del Estado. En los últimos tres 
años Bolivia casi ha duplicado su PIB de nueve mil millones de dólares 
a 17 mil millones. Cómo se está utilizando esta riqueza, definitivamente 
está influyendo en el curso de las luchas políticas, en la consolidación 
de las clases sociales, en el despliegue de iniciativas políticas del bloque 
ascendente y en las propias respuestas del bloque descendente. 


Entonces, debemos pensar al poder estatal no sólo como monopolio 
y como articulador, sino también como distribuidor y canalizador de 
recursos económicos; y éstas son algunas de sus fundamentales tareas 
que explican la trama política de los bloques sociales que buscan ac- 
ceder a este monopolio decisional. De ahí que cuando nos referimos 
al Estado en su dimensión monopolizadora, en su dimensión articu- 
ladora y en su dimensión distribuidora y asignadora de recursos, se 
hace decisivo incorporar la economía. 


Una segunda idea con la que quisiera dialogar es la referida a la rela- 
ción entre la democracia liberal y la comunitaria. Luis Tapia nos habló 
de cómo la democracia comunitaria, asambleísta, nacional popular, ha 
puesto en crisis a la democracia representativa moderna. Comparto 
plenamente esa idea, aunque, de una manera complementaria habría 
que ver en qué medida la propia democracia moderna, liberal y re- 
presentativa, que está recibiendo el influjo de lo comunitario y de lo 
nacional popular, se está transformando también en el sentido de la 
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incorporación de nuevos mecanismos de decisión electoral directa (los 
referéndums) y de complementación entre la calle y el Parlamento; 
entre el partido y los movimientos sociales. A la vez, esto habría que 
verlo también de regreso: cómo la democracia moderna subsume, a 
su modo, la propia democracia comunitaria mediante la conversión 
de la asociatividad en capital político moderno. 


Se debe ver la relación entre lo no moderno y lo moderno de ida y 
vuelta. Lo moderno recibe la impronta, el flujo, el asedio y el relanza- 
miento de lo no moderno; pero lo moderno, a su vez, como lo hace 
el capital, procesa, transforma, absorbe y fragmenta (la fórmula de 
Rosa de Luxemburgo o, en verdad, de Marx); es decir, es la subsunción 
real que se alimenta de la subsunción formal. La democracia moderna 
representativa, a su modo, se alimenta de la democracia comunitaria, 
pero también ésta rebasa lo moderno en una lucha no resuelta y que 
dependerá del momento y de las fuerzas precisas, de las iniciativas a 
ser desplegadas, para ver cuál de ellas se sobrepone, conduce o crea 
algo nuevo y distinto. En el caso de Bolivia, estas mutuas maneras 
creativas de interpenetración de lo comunal con lo liberal, han permi- 
tido crear una intensidad política de una nueva estructura estatal. 


Esto que comenzó a desplegarse desde el año 1997 a nivel local en las 
elecciones municipales en el Chaparte y zonas altas cochabambinas, 
para el año 2005 se convirtió en un acontecimiento social general de 
autorrepresentación plebeya, indígena-popular que cambió la historia 
democrática del país. 


En las elecciones presidenciales de diciembre de 2005, las estructuras 
asociativas y comunitarias que mostraban la impronta, la persistencia 
y la permanente lucha por la reorganización de la sociedad y de su 
construcción de representación, se convertían en formas de potencia- 
miento de la propia democracia representativa, mediante la conversión 
del capital asociativo comunal y sindical en capital político electoral. 
Con ello, la democracia representativa se fortalece, mediante la subsun- 
ción formal, de la democracia comunal. Pero a la vez, la democracia 
comunal reabsorbe a la democracia representativa para validarse efi- 
cientemente en el Estado y, con la Asamblea Constituyente, estable- 
cerse como institucionalidad social-general. De hecho, en la voluntad 
de poder estatal contenida en esta fórmula política radica uno de los 
aportes fundamentales del movimiento indígena contemporáneo a la 
larga historia de las luchas políticas del pueblo boliviano. 


Es conocida la amplitud y profundidad de la asociatividad comunal y 
sindical del movimiento social boliviano. La forma sindicato y la forma 
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comunidad son parte indisoluble de la larga trayectoria de politiza- 
ción, movilización y conquista de derechos de las clases populares 
bolivianas. El sindicalismo obrero es, en ese sentido, un paradigma de 
asociación sociopolítica en torno al cual se ha construido el horizonte 
de clase del proletariado en el siglo XX. Sin embargo, al momento de 
plantearse la temática del poder estatal, no como asedio ni reclamo, 
sino como soberanía y control, el movimiento obrero abdicaba de 
la posibilidad de acceder al mando del poder estatal bajo la forma 
sindicato y delegaba esa posibilidad a la forma partido en la que ni 
se autorrepresentaba como movimiento ni lograba ratificar su peso 
político en peso electoral. De ahí el hábito político del movimiento 
obrero boliviano durante el siglo XX de verse en el Estado como sujeto 
querellante y no como dirigente ni soberano. 


El sindicalismo campesino de fines de siglo XX, en propiedad, el co- 
munalismo indígena bajo el denominativo de “sindicato agrario”, da 
un salto cualitativo en la politización de las estructuras organizativas 
territoriales: no sólo las utilizan como eficientes maquinarias sociales 
de acción colectiva para la inclusión de sus derechos en el Estado, 
sino que las convierten en maquinarias de movilización para acceder 
al control y mando del Estado, es decir, como estructuras de poder 
estatal e irradiación hegemónica. Con ello, la fuerza de masa deviene 
en voluntad estatal y la mayoría demográfica asociada muta en ma- 
yoría política electoral. De esta manera, es el comunalismo indígena 
de principios de siglo XXI el que supera los límites de la politización 
obrera del siglo pasado, incorporando la conducción de la producción 
de Estado como adquisición de su historia de clase. 


Entonces, esta idea de la complementación que resumía Fernando 
Mayorga, en verdad no hay que verla como pacto de lo moderno y lo 
no moderno, de la calle y el Parlamento, del partido y el movimiento 
social, sino como una tensión, una contradicción en vivo, permanente, 
y es imposible definir su resultado. Lo que sí es cierto es que no viene 
como complementariedad solamente, viene también como subordina- 
ción, como subsunción y como renacimiento. 


Luis Tapia mencionaba que en la versión final del texto de la Consti- 
tución Política del Estado (CPE) desaparece el tema del control social 
que estaba presente en la que se aprobó en Oruro. Permítanme co- 
mentarles muy rápidamente cómo es que se da esta eliminación en el 
nuevo texto aprobado en el Congreso. Éste fue un debate interesante 
que se dio a nivel de direcciones nacionales y direcciones intermedias 
de las organizaciones indígenas, campesinas, obreras y populares 


ESTADO PLURINACIONAL: ECONOMÍA Y POLÍTICA 321 


que participaron en todo el proceso de reforma de la Constitución; 
la comisión de congresistas que se armó en el Parlamento no tomaba 
decisiones claves de los cambios sin una previa consulta a nivel de 
estos ámbitos de dirección en los que, a momentos, participó el Pre- 
sidente Evo Morales cuando marchaba desde El Alto hasta la ciudad 
de La Paz. Uno de los elementos principales del debate tenía que ver 
con ése que ya estaba presente en la Asamblea Constituyente y que 
era: ¿nos vamos a controlar a nosotros mismos?, es decir, la idea del 
Estado como una externalidad a la que hay que someter al control del 
movimiento social, versus la idea del Estado como algo propio en lo 
que el movimiento social es sujeto dirigente. 


Entonces, decían los compañeros, si nosotros somos Estado, somos 
gobierno, somos prefectos, concejales, senadores, diputados, presiden- 
tes de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB), cancilleres, 
etc., por qué tener algo que nos controle a nosotros mismos como 
si fuéramos opuestos al movimiento. Ésa fue una línea muy rica de 
debate. Otra línea de debate era: ¿estatizamos o no estatizamos la 
organización social? Es decir, la disyuntiva de incorporar o no el mo- 
vimiento social, porque el control social no es ya el de la propuesta 
de una estructura administrativa clásica, como nos propone la social- 
democracia europea, sino la impronta de la estructura de la confede- 
ración campesina, por ejemplo, vigilando al ministro o a YPFB, o a la 
Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL) y al Parlamento. 
Era una idea corporativa de las organizaciones sociales en el Estado 
como niveles de control, vigilancia, seguimiento y transparencia del 
funcionamiento del mismo Estado. 


Y ahí estaba la pregunta: si estatizamos, ¿no estaríamos estatizando el 
movimiento social?, ¿no es esto complicado? Hoy, el movimiento social 
está en el gobierno y las fronteras son difusas. ¿Qué pasaría cuando 
el Estado y el gobierno no estén bajo el control de los movimientos 
sociales? ¿No daría pie a mecanismos de subordinación como se dio 
con el pacto militar campesino u otras vertientes más perversas? Esto 
es parte de la relación Estado-movimientos sociales: pertenencia en 
el Estado del movimiento o externalidad del movimiento, fue parte 
de lo que se reflexionó en esos días, porque no fueron solamente 
horas, sino días que pasamos discutiendo y consultando para tomar 
la decisión de sacar ese capítulo. 


Triunfó la idea de no estatizar el movimiento social y de ahí nuestra 
decisión de sacar el control social del texto constitucional y de asumir 
la obligación de controlar al Estado, pero no porque el mismo Estado 
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diga que se lo debe controlar, sino porque son las organizaciones 
sociales las que pueden y deben hacerlo por necesidad propia. Argu- 
mentaron los compañeros que el nivel de control dependerá de “nues- 
tra fuerza, de nuestra capacidad de movilización, no de la dádiva del 
gobernante de hoy, de nosotros mismos, ni de uno distinto mañana”. 
Se trata, por tanto, de una lectura dual del movimiento social hacia 
el Estado actual: como parte del Estado, pues son sus constructores 
dirigentes, pero también como distintos, porque no toda la estructura 
de las organizaciones sociales son Estado. Éste fue uno de los debates 
más ricos que se dieron post Constituyente en términos de relación 
movimientos sociales y Estado. 


Tapia planteó el concepto del Estado dividido refiriéndose a la crisis 
que hubo cuando cívicos y prefectos de Santa Cruz, Beni, Pando y 
Tarija lograron tomar parcialmente el control político de algunas re- 
giones urbanas y rurales de los departamentos, evitando la presencia 
del gobierno y de otras instancias estatales. Recojo este concepto que 
es distinto al de gobierno dividido que Fernando Mayorga propuso 
en el sentido de presencia, control de la oposición y oficialismo en el 
ámbito del Senado y de Diputados, que ha generado un nivel —en este 
caso en el Legislativo— separado del horizonte del gobierno, como 
Ejecutivo y como parte también del Legislativo. El Estado dividido es 
un concepto más fuerte, hace referencia a que el gobierno no tuviera 
el control territorial de una parte de la sociedad y del país, lo que 
también sucedió en realidad. 


En consonancia con la idea de Luis Tapia yo trabajé un año atrás la 
idea de “poder dual regionalizado”, porque no solamente se trataba 
de que en esa crisis hubiera un lugar del país que el gobierno no 
controlaba, sino que simultáneamente había una voluntad de poder 
regionalizado (departamentalizado) con capacidad de movilización y la 
pretensión de un proyecto alternativo al prevaleciente, al dominante. 
Creo que esto ha tenido sus momentos de mayor visibilización, funda- 
mentalmente desde marzo hasta septiembre del año 2008. No desapa- 
reció —ahí comparto la idea de que esto puede prolongarse—, pero 
creo que el momento cumbre de este “Estado dividido” o de “poder 
dual regionalizado” se dio de agosto a septiembre, en lo que nosotros 
hemos denominado el “Golpe de Estado cívico prefectural”. Durante 
esas semanas, de hecho durante un mes y medio, ningún funcionario 
público de alto nivel, ni Presidente ni Vicepresidente, ni ministros 
ni viceministros, podían aterrizar en los aeropuertos de Tarija, Santa 
Cruz, Beni y Pando. Recuerdo que el ministro de la Presidencia, Juan 
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Ramón Quintana, para llegar a Cobija tuvo que regresar a sus dotes 
de satinador, porque se fue a aterrizar a alguna localidad por Baures, 
consiguió un automóvil, una lancha y, sorpresivamente, apareció en 
Pando para cerrar la campaña, dos o tres días antes del 10 de agosto, 
día del Referéndum. Evidentemente, había un pedazo de territorio que 
como gobierno constitucionalmente elegido no controlábamos. 


El momento cumbre de esta crisis se produjo con la toma y destrucción 
de 71 oficinas públicas de cuatro departamentos (Santa Cruz, Tarija, 
Beni y Pando): destituyeron a los funcionarios, intentaron tomar el 
Comando Departamental de la Policía en Santa Cruz, cercaron algunas 
guarniciones militares, destruyeron el sistema de telecomunicación del 
Estado, dinamitaron el ducto de exportación de gas a Brasil y preten- 
dieron iniciar una escalada de asesinatos de dirigentes campesinos. 


Señalamos que se trata de un “poder dual regionalizado” porque, si 
bien hubo la insurgencia de un proyecto político alterno al de gobier- 
no, se trataba de un proyecto, una voluntad y una fuerza de moviliza- 
ción de carácter regional que no se proponía aún un proyecto nacional 
de poder ni tenía la capacidad de poner en jaque el proyecto y la 
fuerza estatal-popular a escala general. No se trataba de un poder dual 
en forma clásica, leninista, pues el civilismo prefectural no se propo- 
nía, todavía, sustituir el Estado vigente por uno nuevo, sino de resistir 
regionalmente al predominio del gobierno. Hay información de que 
si hubieran tenido éxito en esta estrategia de contención del gobierno 
regional, algunos grupos y dirigentes regionales se hubieran animado 
a una estrategia de derrocamiento del gobierno constitucional. 


¿Qué circunstancias llevaron a este momento definitorio o “punto de 
bifurcación estatal” en que la oposición política derrotada democráti- 
camente tres años atrás se animaba a abandonar la lucha democrática 
para lanzarse a una prueba de fuerza, en un intento de retoma regional 
del poder? 


El antecedente político previo fue el fracaso de la iniciativa opositora 
de debilitar o retirar al gobierno por vía democrática de un Referén- 
dum Revocatorio-Ratificatorio. Propuesto por el opositor prefecto 
cochabambino Manfred Reyes Villa, el Referéndum del 10 de agosto 
de 2008 tuvo un resultado catastrófico para la derecha. Dos prefectos, 
el de La Paz y Cochabamba, fueron revocados, en tanto que el presi- 
dente Evo Morales alcanzó una presencia nacional del 67 por ciento 
en la votación del país. Incluso en Santa Cruz se obtuvo un resultado 
favorable, en función a otros procesos electorales, llegando a tener 
la votación tope que obtuvo el MNR en sus mejores tiempos (41 por 
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ciento), ganando siete provincias y superando el 40 por ciento en tres 
del total de 15 provincias del departamento de Santa Cruz de la Sierra. 
Y lo mismo en Pando, donde se obtuvo el 53 por ciento; y en Tarija, 
el 50 por ciento. En fin, éste fue un momento previo de irradiación 
electoral territorial absoluta de las fuerzas del bloque ascendente. 


De esta forma, en tres años de gobierno, el bloque de poder popular- 
indígena no sólo consolidó su presencia territorial victoriosa de años 
atrás, sino que la amplió de una manera sorprendente, incluso en 
regiones que anteriormente estaban en manos de la oposición. Estaba 
claro que el gobierno de Evo Morales había alcanzado un nivel de 
irradiación hegemónica irreversible a corto plazo. La derrota política 
electoral de las fuerzas conservadoras regionales, que las arrinconó 
aún más a nivel provincial y barrial, las lanzó a un intento desesperado 
y violento por revertir la derrota. 


Lo habíamos advertido: la dinámica de la lucha de clases y el tiempo 
transcurrido desde la manifestación de la crisis de Estado allá en el 
año 2000, conducían inevitablemente a un momento estratégico de 
definición del poder estatal: o se comenzaba a reconstruir la vieja 
estructura estatal, en este caso desde las regiones, o se consolidaba la 
nueva estructura, es decir, la hegemonía del bloque popular ascenden- 
te. Este punto de bifurcación estatal, de definición puntual del orden 
estatal, por lo general, es un hecho de fuerza, ejercida o exhibida, y 
debería llegar más pronto que tarde. 


El gobierno se preparó para ello desde marzo de 2008, en términos 
sociales como en términos institucionales de coacción. Y el bloque polí- 
tico conservador se lanzó de cabeza al callejón sin salida, sin previsión, 
voluntad duradera ni convicción total. Nosotros los esperábamos. 


Asumió la violencia como mecanismo y se deslegitimó en sus pro- 
pias regiones. Internacionalmente quedó aislado al asumir acciones 
políticas en contra de la democracia y la Constitución. Y el uso del 
terrorismo y las muertes en Pando acabaron por aislarlo y justificar el 
uso legitimo de la fuerza estatal para restablecer el mando guberna- 
mental. Eso fue lo que se hizo. 


El momento en que se volvió a sentar soberanía estatal fue cuando 
el gobierno decretó el estado de sitio en Pando, se volvió a ocupar 
el territorio y paralelamente se desplegó la movilización militar más 
importante de las últimas décadas hacia Santa Cruz, lo que modificó el 
escenario territorial. Esto consolidó una victoria militar para el gobierno 
que, sumada a la victoria electoral, preparó el escenario para la victoria 
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política que culminó el punto de bifurcación, de consolidación del 
nuevo orden estatal. Este momento tuvo su coronación cuando los 
prefectos no solamente perdieron la iniciativa de consolidar acuerdos 
con el gobierno durante los días de diálogo (en la ciudad de Cocha- 
bamba), sino que perdieron la capacidad de consolidarse como po- 
deres territoriales regionales con proyección nacional-general. 


Los acuerdos constituyentes se hicieron en el Congreso, incorporando 
la bandera democrática de la autonomía en el programa de transfor- 
maciones estatales del bloque popular-indígena, cerrando el paso a 
cualquier posibilidad de estructurar, al menos a mediano plazo, un 
proyecto estatal alternativo al enarbolado por las organizaciones so- 
ciales indígenas, campesinas, obreras y populares, y sintetizadas en 
la nueva Constitución Política del Estado, que juega el papel paralelo 
de una suerte de programa histórico de poder. 


Ahora estamos en el momento de la superación gradual de lo que Luis 
Tapia llama “Estado dividido”, mediante la creciente territorialización 
de la presencia gubernamental en regiones adversas. Se ha retomado 
el saneamiento y redistribución de tierras en las regiones más con- 
servadoras, la autoridad gubernamental ha retomado plenamente el 
control y funcionamiento de las instituciones y la propia presencia 
del gobierno en cualquier zona de cualquier departamento ha sido 
restablecida. 


En particular, en el oriente, el gobierno y los movimientos sociales 
no sólo están desplegando cada vez con mayor profundidad una 
lucha por la propiedad de la tierra, sino también por el control de 
los procesos de realización de las mercancías, especialmente en su 
núcleo agroindustrial. Buena parte de las mercancías que procesa la 
agroindustria no la produce ella, sino que la compra a pequeños y 
medianos productores, fundamentalmente migrantes y colonizadores. 
Entonces, la relación del poder económico territorial y político en Santa 
Cruz tiene la dimensión de la tierra, pero también tiene un nivel más 
moderno de la economía capitalista, con la propia realización de las 
mercancías en su ciclo de producción, procesamiento, industrialización 
y exportación. Cuando se va afectando distintos ámbitos de esa cade- 
na, se puede encontrar las fortalezas y debilidades de todo el bloque 
de poder regional. Hoy, el Estado controla un porcentaje apreciable de 
los distintos eslabones de la cadena agroindustrial soyera y, en alianzas 
económicas y financieras con pequeños productores, una parte aún 
mayor del complejo agrícola alimenticio cruceño. 
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Cuando Luis Tapia reflexionaba sobre la tensión entre la democracia 
moderna y la democracia comunitaria, asociábamos su reflexión inme- 
diatamente con esta paradoja de la modernidad boliviana: lo moderno 
capitalista, la agroindustria cruceña, hoy se presenta en una estrategia 
conservadora y localista; y lo que representaba la tradición o lo “no 
moderno” parcialmente (porque el núcleo campesino indígena tiene 
ya amplios procesos de coexistencia, convivencia y complementa- 
ción con la lógica moderna mercantil) aparece como portador de la 
idea de la modernidad, la totalidad, la unidad y el cambio. El flujo 
de modernización de la sociedad y la idea de la transformación de lo 
existente, viniendo del núcleo tradicional y el núcleo “moderno” capi- 
talista, refugiándose en lo local, en el conservadurismo, en el racismo 
y en el statu quo. Una hipótesis de trabajo que quisiera mencionar 
para explicar esta paradoja es que el conservadurismo localista de las 
élites empresariales cruceñas viene del hecho de que ellas son, en 
su núcleo duro y dirigencia, rentistas de la tierra. No se dedican en 
lo fundamental a producir riqueza, esto es, no invierten en produc- 
ción ni en transformación agrícola; de ello se encargan empresarios 
extranjeros (colombianos, peruanos, brasileños, etc.) o los pequeños 
campesinos. Las élites dirigentes cruceñas viven más de la renta agrí- 
cola que reciben de la propiedad de sus tierras, muchas de ellas mal 
habidas desde tiempos dictatoriales. Y como la fuente de su riqueza 
no es la transformación productiva, sino el rentismo de la tierra, su 
pensamiento y accionar político traen toda la carga conservadora de 
esta actividad propietaria y parasitaria. 


Fernando Mayorga expresó una preocupación sobre los cambios en 
la relación entre Estado e inversión extranjera directa por posibles 
derivaciones rentistas en la forma en que se estuviera dando esta 
transformación. No comparto esta idea por lo siguiente: en términos 
económicos muy prácticos, en el sector de hidrocarburos, en los últi- 
mos años se ha pasado de un government take del 27 por ciento a un 
75-81 por ciento, dependiendo de los campos. Esto significa que de 
cada 100 dólares de ganancia generada en el sector, una vez descon- 
tados los costos de producción, la ganancia retenida por el Estado ha 
pasado de ser de 75 a 81 dólares. En el ámbito de la minería estamos 
viendo una conversión del government take del 35 al 55 por ciento 
con la nueva ley del Impuesto Complementario a la Minería; y en 
telecomunicaciones, igualmente, del 35 al 45 por ciento en el control 
del flujo monetario. Son datos de esta modificación de la relación 
Estado-inversión extranjera y que se efectivizarán con mayor fuerza 
gracias a los acuerdos que se están haciendo para el próximo año. 
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En cuanto a la inversión extranjera, el peor momento de su caída fue 
en el año 2005 y desde entonces ha habido una mejora sustancial en 
esta inversión. Pero lo que no se debe olvidar es que ahora, en hi- 
drocarburos, telecomunicaciones y energía será el Estado quien lleve 
el mayor aporte a la inversión productiva, incluso por encima de la 
inversión extranjera. Como Estado, para 2008, tenemos reservados 
1.400 millones de dólares para inversión petrolera, lo que duplica la 
inversión privada en momentos de su auge. Y en telecomunicaciones 
y electricidad, igualmente el Estado ha retomado un liderazgo que 
nunca debió haber abandonado por tratarse de sectores estratégicos 
y de alta rentabilidad. 


En lo que se refiere a los beneficios sociales, como la Renta Dignidad, 
el Bono Juancito Pinto y otros que vendrán a favorecer a los sectores 
más vulnerables de la sociedad, en el fondo se trata de un tipo de 
“welfare state” moderno que garantiza una ciudadanía económica míni- 
ma a los bolivianos. A cada individuo, no importa si es del sindicato o 
no, si trabajó o no, se le entrega su dinero. De ahí que la Renta Digni- 
dad y el Bono Juancito Pinto se presentan más como un avance social 
de ciudadanía que como una distribución de excedentes al calor de los 
flujos corporativos de la propia sociedad. En términos estrictos, tam- 
poco estamos hablando de mucho dinero: la Renta Dignidad asciende 
a 220 millones de dólares y el Bono Juancito Pinto, a 40 millones de 
dólares. El último bono, Juana Azurduy, para las madres gestantes y 
los niños de un año, podrá llegar a cerca de 40 millones de dólares. 
La suma anual de estos derechos sociales alcanza a 300 millones de 
dólares, que representan un total del flujo de la presencia del Estado 
en la economía de aproximadamente el 6 por ciento, si tenemos un 
PIB de 19 mil millones de dólares y el Estado controla alrededor del 25 
por ciento. No son, en verdad, grandes flujos financieros que estarían 
asfixiando al Estado e imposibilitando otras iniciativas. 


Estuve revisando los datos de los últimos 30 años: en el Presupuesto 
General de la República, la inversión productiva para este año llega 
a un 40 por ciento del total de la inversión pública, éste es un récord 
histórico solamente presente en 1956 ó 1957, cuando se dieron las mo- 
dificaciones del Plan Bohan con Siles Zuazo para regenerar la industria 
minera, la industria petrolera y arrancar con la Marcha al Norte. 


Estamos atentos a esta preocupación, pero creo que estos datos ayu- 
dan a disminuir la inquietud real sobre una recaída en un “rentismo 
galopante” de parte del gobierno. Al contrario, si de algo pudieran 
acusarnos ahora hacia adelante sería de “productivismo”, ése es el 
“delito” que estaríamos cometiendo. 
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Para terminar, comento con ustedes lo que decía Fernando Mayorga 
respecto al cambio en democracia. Esto es algo que, sin duda, se tie- 
ne que valorar y en la Constitución llegó a culminar como un pacto 
donde, de alguna manera, se ha revalorizado nuevamente un núcleo 
de la institucionalidad democrática representativa y, en parte, un lugar 
de canalización de expectativas de los núcleos comunitarios sociales: 
ése es el Parlamento. Créanme y lo digo con total honestidad inte- 
lectual, el pacto de la nueva Constitución no hubiera sido posible sin 
un momento guerrero y de fuerza de la historia. Pero este pacto no 
se redujo a los dos redactores del acuerdo, que fueron el senador de 
Podemos Carlos Bóhrtt y nuestro ministro de Desarrollo Rural, Carlos 
Romero; ambos estuvieron ocupados con reuniones y llamadas desde 
el Congreso para encontrarse o conversar con empresarios, organiza- 
ciones sociales o dirigentes sindicales. Hubo un nivel de pacto muy 
rico que, de alguna manera, ha inaugurado lo que van a tener que ser 
los futuros pactos políticos en el país, congresales y extra congresales, 
canalizados a través de un hecho congresal. 


Pero a la vez, esta nueva modalidad de pacto político social, sustan- 
cial, no hubiera sido posible sin un momento de tensionamiento que 
lo califiqué como “punto de bifurcación”. Mi hipótesis es que sí se 
dio esa bifurcación, que fue el momento de exhibición de fuerzas, 
no necesariamente el despliegue brutal de la fuerza, pero sí de la 
exhibición guerrera, pequeños choques; cuando se calculó la fuerza 
de los “ejércitos” contendientes, se hicieron los cálculos de cuánto se 
ganaba, cuánto se perdía y, a su modo, se concluyeron, con mayor 
o menor ejercicio de fuerza física, los armisticios y capitulaciones. 
Esta construcción de lo democrático o este enriquecimiento del 
pacto democrático de los últimos meses no hubiera sido posible sin 
esta previa escenificación guerrera, esta correlación de fuerza bruta 
—absolutamente bruta—, ese despliegue de fuerzas: cuántos aero- 
puertos se toman, cuántos miles de movilizados se cercan, cuántos 
regimientos están en apronte, cuántos detenidos hay, cuántos enfren- 
tamientos y, sobre la suma política de eso, definir si es hasta ahí donde 
se ha llegado o si se retrocede, si se ceden posiciones. 


Ha habido un momento que le vamos a decir “momento guerrero”, que 
es la idea del punto de bifurcación. Y eso sucedió entre septiembre y 
octubre de 2008, que fue lo inverso a la Marcha por la Vida de 1986, 
cuando les tocó a las élites triunfar y a los sectores populares rendirse. 
En 2008, unas élites empresariales y políticas conservadoras, maltrechas, 
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arrinconadas al localismo, se jugaron sus cartas de esta época, incluso 
las violentas, y perdieron. A sus acciones violentas ellos pensaban 
que no éramos capaces de dictar un estado de sitio ni de retomar el 
control militar de las zonas perdidas. Por eso, cuando vieron que sí 
íbamos a pagar los costos de una restitución plena de la autoridad 
gubernamental mediante una tenaza de acción militar legítima y de 
movilización social a nivel nacional, tuvieron que retroceder y buscar 
acomodarse ante la nueva configuración del poder político. 


El intercambio de razones y argumentos para redactar el texto de la CPE 
tuvo que pasar previamente por la prueba de fuego de la correlación de 
fuerza bruta que delimitó un momento extraordinario de la democracia 
contemporánea. Entonces no se dio ni sólo confrontación ni sólo mayo- 
ría electoral, ni sólo diálogo y razones. La historia ha entremezclado las 
maneras de tomar decisiones: movilización, voto, confrontación. En un 
momento, el voto fue decisivo: agosto; la movilización fue importante: 
septiembre; y la confrontación fue decisiva: octubre. Todo esto permitió 
luego que los contactos pudieran hacer un acuerdo. 


En el fondo, ahí arranca el nuevo Estado porque el texto constitucional 
es la validación normativa e institucional de una conflagración previa. 
El momento de la lava, el momento mágmico (como dice el profesor 
Hugo Zemmelman) se dio en los meses de agosto y septiembre. Y 
desde octubre, con la nueva Constitución, vino el momento de la co- 
sificación, de la objetivación, del enfriamiento del magma. Es posible 
que se dé otro momento mágmico que rompa esas estructuras, tanto 
en el lado conservador como en el renovador, pero al menos tenemos 
un momento de estabilización y de cosificación de relaciones sociales 
a través de una nueva CPE, en el ámbito normativo y en el ámbito 
institucional. 


Concluyendo, cabe resaltar que este proceso de estabilización de una 
correlación de fuerzas, así como posibles cambios en ella en el futuro, 
permanecerán íntimamente y necesariamente vinculados con el uso 
de los recursos naturales, del PGN, y así con la dimensión económica 
principalmente (pero no exclusivamente) del Estado, que consiste 
en la administración del monopolio de una parte de la riqueza de la 
sociedad. 


Agradezco a ustedes por permitirme compartir estas reflexiones. 


Autores' 


Roberto Laserna 


Es economista con PhD de la Universidad de California, Berkeley. Es 
Director del Centro de Estudios de la Realidad Económica y Social 
(CERES) y Presidente de la Fundación Milenio. Ha realizado trabajos 
de consultoría para el BID, COSUDE, USAID, el Banco Mundial y Na- 
ciones Unidas, y ha sido profesor en el departamento de Economía y 
Sociología de la Universidad Mayor de San Simón, de la Universidad 
del Pacífico en Lima y de la Princeton University, en New Jersey. En- 
tre sus últimas publicaciones tenemos: “La riqueza nacional para la 
gente” (2007); “La trampa del rentismo” (2006), “Ciudades y pobreza” 
(2005); “La democracia en el ch“enko” (2004). Ha sido coordinador 
de la investigación “Control estatal de recursos naturales y rentismo” 
para el PIEB. 


Carlos Heriberto Miranda Pacheco 


Estudios profesionales: Realizados en la Universidad de Stanford, 
California, graduándose con B.S. en Ingeniería Química, Postgrado 
en Ingeniería de Petróleos. Posteriormente realizó estudios de Post 
Grado en Petroquímica en Saint Catherine Collegue-Universidad de 
Oxford, Inglaterra. Experiencia profesional: En los inicios de su ca- 
rrera profesional, ocupó diferentes posiciones en Yacimientos Petro- 
líferos Fiscales Bolivianos, desde ingeniero de Campo hasta Gerente 
de Explotación. También ocupó importantes cargos en instituciones 
públicas, como: Director General de Hidrocarburos del Ministerio 
de Energía e Hidrocarburos. Se desempeñó también como Ministro 





* En orden de aparición en el libro. 


332 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


de Planeamiento y Coordinación, Ministro de Energía e Hidrocarbu- 
ros, Secretario Nacional de Energía, culminando su participación en 
el sector público, como Superintendente de Hidrocarburos. Fue el 
Primer Secretario Ejecutivo de la Organización Latinoamericana de 
Energía (OLADE), en Quito, Ecuador. En la actualidad, continúa con 
su labor, contribuyendo al sector, realizando trabajos de consultoría 
sobre política energética. Publicaciones: Entre las más destacadas 
tenemos: “El Gasoducto al Brasil y sus Connotaciones Regionales” 
Conferencia Mundial de Energía, Tokio, Japón 1994; “Bolivia The Gas 
Hub f the Southern Cone”, Cambridge Energy Research Associates, 
Houston 1997; “La Industria Petrolera en el Siglo XX”, Club Harvard; 
“La Exportación de Gas Boliviano”, ILDIS Visiones del Futuro 2002; 
“Podemos Exportar Gas Natural”, Fundación Milenio 2002; “Cincuenta 
Años de Legislación Petrolera en Bolivia”, Tinkazos N* 19, 2004; “La 
Importancia del Gas en la Economía Boliviana”, Oxford University 
2006; Mas de tres centenas de artículos publicados en los periódicos 
Presencia, Última Hora, La Razón, El Día, y Energy Press, sobre gas, 
petróleo y petroquímica. En la actualidad es miembro de Columnistas. 
Net y publica en La Razón, y El Día. 


Mario Napoleón Pacheco Torrico 


Economista, candidato al doctorado en el CIDES-UNAM. Director 
ejecutivo de la Fundación Milenio. Profesor en el Departamento de 
Economía de la UMSA y en los programas de maestría de la Univer- 
sidad Andina Simón Bolívar y Universidad-PIEB. Sus áreas de trabajo 
son: coyuntura económica, historia económica, pensamiento econó- 
mico y crecimiento. Sus últimos trabajos publicados son: Políticas de 
crecimiento en democracia (2008); El impacto macroeconómico de las 
reformas en el sector de hidrocarburos (2009); Bolivia: migración y re- 
mesas (coautor) (2009); y Contexto global: la crisis sistémica (2008). 


Gustavo Eduardo Córdova Eguívar 


Licenciatura en Sociología en la Universidad Mayor de San Simón. 
Maestría en Estudios Políticos y Sociales en la UNAM, México. Candi- 
dato a Doctor en Estudios Latinoamericanos en la UNAM. Investiga- 
dor de CIUDADANÍA. Responsable de Estudios Políticos del Centro 
de Estudios Superiores Universitarios, UMSS, Cochabamba. Entre sus 
publicaciones están El movimiento antiglobalización en Bolivia (con 
F. Mayorga, 2008). Coordinador de la investigación “A la búsqueda de 


AUTORES 333 


un nuevo equilibrio. Crisis continuidad y cambio en el sistema político 
boliviano 2003-2007”. 


Marlene Rosario Choque Aldana 


Licenciatura en Sociología en la Universidad Mayor de San Andrés. 
Maestra en Ciencias Sociales (FLACSO, México). Candidata a doctora 
en Sociología (El Colegio de México). Investigadora y afiliada a CIU- 
DADANÍA, Comunidad de Estudios Sociales y Acción Pública (Cocha- 
bamba, Bolivia). Entre sus publicaciones está Democracia directa y 
participación en la nueva Constitución Política del Estado (2009). In- 
vestigadora del proyecto “A la búsqueda de un nuevo equilibrio. Crisis 
continuidad y cambio en el sistema político boliviano 2003-2007”. 


Benjamín Santisteban Nery 


Licenciatura en Filosofía en la Universidad Católica Boliviana, Cocha- 
bamba. B. A. en Estudios del Sudeste Asiático en la Universidad de 
California, Los Ángeles (UCLA). Docente de “Estética”, “Filosofía del 
Lenguaje” y “Filosofía Política” en la UCB, Cochabamba, entre 1996 y 
2008. Traductor para World Wide Translation Inc. en los idiomas inglés 
y francés. Entre sus publicaciones figuran: “Experiencia y diálogo des- 
de una “postura” ético deconstructiva” en Yachay, Año 18, Semestres 
2/2000, 1/2001, Cbba.: ISET y UCB; “Sobre la defensa de la filosofía” 
en Yachay, Año 20, Semestre 2/2003, Cbba: ISET y UCB. Investigador 
del proyecto “A la búsqueda de un nuevo equilibrio. Crisis continuidad 
y cambio en el sistema político boliviano 2003-2007”. 


Luis Fernando Tapia Mealla 


Doctorado en Ciencias Políticas en el Instituto Universitario de Pes- 
quisas de Río de Janeiro. Actualmente es docente investigador del 
CIDES-UMSA y coordinador del doctorado en Ciencias del Desarrollo. 
Autor de “La invención del núcleo común. Ciudadanía y gobierno 
multisocietal”, (2006), “La igualdad es cogobierno” (2007), Política 
salvaje (2008), Pensando la democracia geopolítcamente (2009). 
Coordinador del proyecto de investigación “Democracia y cambio 
político en Bolivia”. 


334 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


Patricia Mónica Chávez León 


Socióloga, estudiante de Doctorado en ciencias del Desarrollo del 
CIDES-UMSA. Investigadora del Centro de Estudios Andino Mesoame- 
ricanos (CEAM-Bolivia). Entre sus publicaciones están “La esperanza 
parlamentarista” (2007). “Los movimientos sociales en la Asamblea 
Constituyente. Hacia la reconfiguración de la política” en co-autoría 
con Dunia Mokrani (2007). 


Dunia Mokrani Chávez 


Licenciada en Ciencias Políticas. Maestrante en Filosofía y Ciencia Polí- 
tica: Estado y Ciudadanía del CIDES-UMSA. Es investigadora de Comité 
de Seguimiento de la Coyuntura del Observatorio Social de América 
Latina del Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO). Es 
parte del grupo de trabajo sobre “Movimientos populares y democracia 
en América Latina” de la misma institución. Es integrante activista del 
Colectivo de Mujeres Samka Sawuri (Tejedoras de Sueños) y partici- 
pa del grupo de estudio y acción sobre Descolonización y Género, 
que articula a colectivos de mujeres de Bolivia, México y EE.UU. Ha 
publicado diversos ensayos sobre democracia, Estado y movimientos 
sociales y uno último sobre descolonización y despatriarcalización. 


Fernando Prado Salmón 


Doctorado en arquitectura de la Universidad de Roma, Italia, espe- 
cialización en Planificación en el Bouwcentrum International Educa- 
tion de Rotterdam, Holanda. Director de la maestría CEDURE-CESU 
sobre Planificación del Desarrollo Local, entre 2000 y 2004; Director 
para la elaboración del Plan de Ordenamiento Territorial y el Plan de 
Desarrollo Municipal de Santa Cruz de la Sierra, entre 2005 y 2007; 
Coordinador del equipo que desarrolló la investigación “Globalización 
y Competitividad en el área metropolitana de Santa Cruz de la Sierra”, 
para la Universidad de Toronto. Consultor del PNUD para el informe 
sobre Desarrollo Humano 2004. Coordinador y autor de uno de los 
ensayos del libro “Poder y élites en Santa Cruz” 2007. “Conflictos y 
pactos políticos 2006-2008, vistos desde Santa Cruz”, para FES-ILDIS 
y FBDM. Agricultura urbana y soberanía alimentaria en Santa Cruz de 
la Sierra, investigación para HEIFER International, 2008. 


AUTORES 335 


Isabella Prado Zanini 


Licenciatura en Psicología en la Universidad Católica Boliviana, La 
Paz. Maestría en Psicología Social Comunitaria en la Universidad de 
Chile. Responsable del Área de Investigación del CEDURE. Coautora 
del libro “Santa Cruz y su gente: una visión crítica de su evolución y sus 
principales tendencias”. Investigadora en el proyecto “Transformaciones 
territoriales, poder y cambio en Bolivia. Conflictos y posibilidades en 
el proceso actual”, coordinada por Fernando Prado. 


Gonzalo Vargas Villazón 


Licenciado en Economía por la Universidad Mayor de San Simón; M.Sc. 
en Economía y Sociología del Desarrollo por la Georg August Universi- 
tát de Góttingen, Alemania. Es Director de CIUDADANÍA. Comunidad 
de Estudios Sociales y Acción Pública, Cochabamba. Ha estudiado la 
relación entre gobernanza, gestión pública y territorialidad, sobre la 
que ha publicado varias investigaciones. Recientemente ha colaborado 
en dos publicaciones relacionadas con la cultura política en Bolivia 
coeditadas por LAPOP y Ciudadanía: “Controversias políticas en torno 
al modelo de Estado” y “¿Dos (medias) Bolivias? La dimensión regional 
en clave económica y política”. 


Daniel Eduardo Moreno Morales 


Ph.D. en Ciencia Política por Vanderbilt University, Master en Ciencia 
Política por la Universidad de Pittsburgh, y Licenciado en Sociología 
por la Universidad Mayor de San Simón. Actualmente es coordinador 
del área de investigación social de Ciudadanía, comunidad de estudios 
sociales y acción pública, Cochabamba, y director del Observatorio de 
la cultura política en Bolivia (www.ciudadaniabolivia.org/observato- 
rio). Coordina las investigaciones en Bolivia del Proyecto de Opinión 
Pública de América Latina (LAPOP), y ha dirigido las publicaciones más 
recientes del mismo en el país. Contacto: dmorenomQO gmail.com. 


Sarela Paz Patiño 


Socióloga. Maestra en Antropología Social (CIESAS) y Doctora 
en Antropología Social (CIESAS-México). Fue becaria del Brithis 
Council (1999-2002). Entre sus publicaciones tenemos: “Autonomías 
territoriales y democracia plural en Bolivia”, en Estados y autonomías 
en democracias contemporánea: Bolivia, Ecuador, España, México, 


336 PODER Y CAMBIO EN BOLIVIA: 2003-2007 


(coord.) Natividad Gutiérrez, (UNAM, 2008) y “Una mirada retrospectiva 
de la Asamblea Constituyente en Bolivia”, en Revista de Investigaciones 
Políticas y Sociológicas (RIPS) vol. 6, + 2, (Santiago de Compostela, 
2008). Actualmente trabaja en la UMSS. 


Fernando García Yapur 


Politólogo. Maestro en Administración Pública (CIDES) y doctor en 
Ciencias Sociales y Políticas de la Universidad Iberoamericana de 
México. Fue investigador-becario del Instituto de Estudios Sociales y 
Económicos de la Universidad Mayor de San Simón (2002-2006). Entre 
sus publicaciones figuran: “Crisis discursiva y hegemonía en Bolivia”, 
en Revista Decursos + 15/16, (CESU-UMSS 2006) y “Archipiélago de 
configuraciones políticas en Bolivia”, (PNUD-IDEA Internacional 2009). 
Actualmente trabaja en el PNUD. 


Fernando Garcés Velásquez 


Pedagogo y lingúista. Maestro en Ciencias Sociales (FLACSO) y Doctor 
en Estudios Culturales Latinoamericanos (UASB, Quito). Docente de la 
Universidad Mayor de San Simón. Entre sus publicaciones están: De la 
voz al papel. La escritura quechua del Periódico Conosur Ñawpaqman 
(Plural-CENDA, 2005), ¿Colonialidad o interculturalidad? Representa- 
ciones de la lengua y el conocimiento quechuas (PIEB-UASB-Q, 2009). 
Actualmente trabaja en la UMSS. 


